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En otro lugar de este número encontrará el lector el anuncio de 
la segunda semana de Derecho canónico. No se trata, por tanto, 
aqui de dar la noticia, sino de tejer en torno a ella un leve comen- 
tario. 

Creemos que durará en los que a la primera asistieron el grato 
sabor que en pos de sí dejaron aquellos días en que, por primera vez 
con carácter nacional y enteramente abierto, se reunteron los cano- 
nistas españoles. Precisamente el éxito de aquel primer contacto 
ha. sido la causa de que el Instituto haya extremado su vigilante ac- 
titud, orientada a evitar que con la frecuente celebración de reumo- 
nes ligeramente preparadas puedan llegar éstas a suponer una des- 
viación en el camino entonces iniciado. 

Esto es lo que significa, y no otra cosa, el lapso de tiempo que 
entre ambas se ha dejado transcurrir. Esto explica los asesoramien- 
tos solicitados antes de fijar el tema central de la próxima reunión. 
Esto, finalmente, aclara esa anticipación de meses con la que se es- 
lán distribuyendo las ponencias. 


Los augurios que al clausurarse la primera semana flotaban en 


el ambiente parecían exigir que, al menos en cuanto fuera posible, 


la segunda fuese algo maduro, reposado, pleno de significación y 
altura científicas. 

Con estas garantías pareció oportuno fijar un tema en el que 
corrieran parejos el interés intrínseco, la actualidad palpitante y un 
cierto aire de grata novedad. La mutua recepción de entrambos de- 
rechos, con sus derivaciones llenas de interesantes problemas y sus | 
modernas realizaciones, algunas aún enteramente faltas de estudios 
serios, parece llenar por completo los requisitos exigidos. 
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A esto se afiade la posibilidad, que ojalá se realice, de que al pe- 
netrar el tema en algunas zonas del Derecho civil logre atraer la 
atención de sus cultivadores y se establezca así un amplio, y a no 
dudar fecundo, intercambio de experiencias, conclusiones y puntos 
de vista. 


Lanzada queda la idea. A todos se llama para cooperar a su 
realización. A algunos, de una manera especial, al pedírseles acep- 
ten una ponencia. A otros, tal vez retenidos durante aquellos días en 
sus respectivas ocupaciones, para que nos emvíen sus comunicacio- 
nes o memorias. A todos, en fin, para que nos acompañen en la ta- 
rea personalmente cuantos puedan y espiritualmente los demás. 


¡Ojalá que el movimiento de mutua compenetración iniciado en 
la primera semana, y continuado 'en las páginas de esta Revista, lo- 
gre alcanzar plena sazón en los días de mayo destinados a nuestra 
segunda reunión! | 
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LA SITUACION JURIDICA ACTUAL 
DE LA ACCION CATOLICA 


DESENVOLVIMIENTO DEL ESTUDIO JURIDICO DE LA.A. C. 


¿UN NUEVO DERECHO CORPORATIVO? 


El que estudia, por poco que sea, los manuales y textos de Acción Ca- - 
tólica, reglamentos nacionales y extranjeros, bases y organizaciones, con 
ánimo sincero, queda profundamente admirado ante el maravilloso edifi- 
cio jurídico que surge ante su vista de viajero estudioso, 

Nos parece encontrar un símil acabado en la impresión que recibe el 
turista al contemplar las airosas torres de nuestras catedrales góticas. Un 
día, a la hora señalada por la Providencia, causa maravilla el ver cómo se 
levanta una torre, una basilica, un templo. ¡Cnántos siglos no se han ne-. 
cesitado para coronar una catedral! ¿El constructor de los comienzos la ha 
visto' siempre terminada?... No es necesario que el que pone la primera 
piedra sea el mismo que ajusta el remate. Es mejor que no sea el mismo. ` 
Si todos los sembradores de almas y de catedrales viesen la obra acabada, 
tal vez se enorgullecerían con sus éxitos. Dios los libra con frecuencia de 
semejante peligro. 

El Señor, en sus designios inescrutables, ha querido que con la Acción 
Católica ocurriera otro tanto. No precisamente porque el coronamiento de 
la obra disminuyera un ápice la humildad de su artífice, sino porque sus 
planos estaban concebidos con tal magnitud y universalidad, que uno de los 
principales colaboradores había de ser el tiempo, que todo lo aplaca y lo 
asienta. 

Así, pues, su fundador, Pío XI , caló profundamente en sus cimientos, 
levantó sus muros, afiligranó sus torres, pero el perfilar de sus remates, el 
ajuste de sus cimborrios lo dejó a la experiencia de los años, y a los tra- 
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bajos de los maestros juristas y teólogos (1), que un día habían de ver con 
asombro la obra acabada de sus anhelos. 

Bella y pura como la Iglesia en su constitución, que en sus entrañas di- 
vinas lleva siempre savia nueva para remediar las lacras de la humanidad, 
como hija que es predilecta de ella, necesita del tiempo y de las dificulta- 
des para su arraigo definitivo. 

Audacia inaudita sería por nuestra parte querer dar cima con este breve 
trabajo a la evolución jurídica perfecta de la Acción Católica, pero si 
creemos puede ser útil el recoger los avances dados en este orden canónico, 
durante estos útlimos años, estudiar su proceso histórico, sondear en esa 
gestación maravillosa, ordenarla y expresar nuestra humilde opinión sobre 
todo ello. i 

Y no pequeña parte, sino la mayor, como veremos, les cabe a nuestros 
canonistas españoles en esta empresa bienhechora. 

No dudamos, pues, afirmar con el Dr. PÉREZ Mier, “St los Semina- 
rios constituyen el troquel donde se renuevan constantemente los cuadros 
oficiales de la Jerarquía, y las Ordenes religiosas forman el derecho corpo- 
rativo tradicional de la Iglesia, en la Acción Católica se está fraguando 
asimismo una nueva forma de derecho corporatiwo eclesiástico aplicable a 
los seglares.” (2). 


BREVE SÍNTESIS DE LOS PRIMEROS PASOS 


Es voz ya casi común entre los canonistas, que la Acción Católica fe- 
lizmente ideada y llevada a la práctica por el inmortal Pio XI, reclama un 
puesto destacado en el Código de Derecho Canónico (3). Los documentos 
pontificios son la base inconmovible donde se asienta esta afirmación. Y la 


(1) Pio XI dijo que necesitaba la colaboración de los teólogos, escrituristas, juristas e his- 
toriadores para acabar de precisar los últimos detalles que faltaban a la obra de sus amores. 
(Alocución a los alumnos de los seminarios de Roma, 12-III-1936.) 

N. B.—Las citas de los documentos pontifleios las haremos siempre que podamos por.la 
Colección de Encíclicas Pontifleias de la Junta Técnica Nacional de Acción Católica Espafiola 
usando de la sigla C. E. P. 

(2) LAUREANO PÉREZ MIER: Iglesia y Estado nuevo (Madrid, 1940), pág. 444, m. 1. 

(3) Citemos algunos como ejemplo: P. DABIN: El Apostolado seglar y la Acción Católica 
(Barcelona, Vilamala, 1935), pág. 138.—V. M. PoLLET: De Actione Catholica principiis theolo- 
giae thomisticae dilucidata “Angelicum”, t. XIII, 1936, pág. 454/ n. 2.—S Tromp: Actio Catho- 
lica in Corpore Christi (Romae, 1936), pág. 27.—L. CIVARDI: Manual de Acción Católica (Barce- 
lona, Vilamala, 1934), t. I, pág. 78, n. 1.—E. BEITIA: Apostolado de los seglares (Madrid, 1939), 
pág. 50.—Z. DE VIZCARRA: Curso de Acción Católica (Madrid, 1942), pág. 70, n. 48.—J. HERVÁS: 
Jerarquia y Acción Católica a la luz del Derecho (Valencia, 1941), págs. 25-45. Aquí podrá en- 
contrar el lector un estudio acabado de por qué los canonistas han quedado un poco al mar- 
gen de la nueva Asociación. Los comentaristas del Derecho eclesiástico o concordatario se han 
visto obligados, aunque brevemente, ante los Concordatos modernos, a tratar del aspecto jurí- 
` dico de la Acción Católica. Más tarde indicaremos cómo los mismos canonistas en su segunda 
etapa evolutiva van preocupándose de ella. r 
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unica razón de quedar excluida de él hay que buscarla en su aparición pos- 
terior a la promulgación de la nueva legislación eclesiástica. ¿Hubiera sido 
del mismo modo por poco que se hubiera retrasado ésta, por ejemplo, unos 
diez anos? Creemos sinceramente que no, Pero gracias a Dios la legisla- 
ción de la Iglesia se abre a nuevas modalidades, sin que se rompa su divi- 
sión perfecta y su numeración acabada. 

En los textos de los tratadistas se echan de ver desde los comienzos 
de la existencia de la Acción Católica forcejeos dignos de aplauso, por 
parte de sus autores con el noble intento de encuadrarla en el campo ju- 
rídico. Y tan esencial es éste para su vida y desarrollo, que si no se aclara 
desde el primer momento su posición queda como verdadera entelequia, que 
se esfuma ante la organización maternal y protectora de la Iglesia. 

Sin forma jurídica la Acción Católica no puede hablar de necesidades 
y anhelos universales de apostolado (4) ni de coordinación y subordinación 
de otras Asociaciones (5) m de participación en el apostolado y dependencia 
de la Jerarquía (6). Asi se explican las voces de otras entidades beneméritas 
en Italia y en el mundo entero, que dieron lugar al documento fundamental 
del Cardenal Pacelli al Comendador Ciriaci, del que.afirmó el Romano 
Pontifice que lo había dado madura y pensadamente (7). 

En este período evolutivo y de gestación es junsto mencionar la obra me- 
ritisima de CIVARDI, que ha sido guia en su perfección asombroso no sólo de 
Italia, sino también de otras naciones, que obedientes a las normas del 
Pontifice, miraron a la A. C. I. como el prototipo ideal de la nueva orga- 
nización. Junto a ella como obra fundamental la del P. Tromp, que en su 
brevedad sintética marcaba admirablemente la ruta que se había de seguir 
y era una muestra y un estímulo poderoso, como nos dice el Dr. Berria (8), 
para el estudio de la Acción Católica. A estos autores hemos hecho alusión 
en la nota tercera.  ' 

En Francia descuellan el P. Darin (9), con sus variadisimas obras como 


(4) Para la necesidad de la Acción Católica cfr. al Card. Schuster, C. E. P., pág. 926, n. 4; 
al Card. Segura, pág. 858, n. 13; al Episcopado de Filipinas, pág. 966, n. 10; Quadragesimo 
anno, pág. 501, n. 58. Para la universalidad, al Carü. Bertram, pág. 847, n. 6, y Bases de la 
Acción Católica Española 4.4 y 5.2 2 

(8) Cardenal Pacelli al Comendador Ciriaci, C. E. P., pág. 856, n. 7; al Episcopado del 
Brasil, pág. 941, n. 6, 8 4; al Episcopado argentino, pág. 870, n. 3; al,Card. Segura, pág. 850, 
D. 5; : 

(6) Cfr. C. E. P., pág. 981: Sumisión a la Jerarquía. 

(7) Discurso de Pío XI a las Congregaciones Marianas (30-111-1930). Crf. VIZCARRA: Curso 
de Acción Católica (Madrid, 1942), pág. 20, n. 12, y págs. 206 y sigs. ; 


(8) Apostolado de los seglares, pág. 202. ; , 
(9) Además de los abundantes artículos aparecidos en las revistas francesas, son intere- 


santes en extremo: El apostolado seglar y la Acción Católica (Barcelona, 1935; Vilamala), La Ac- 
ción Católica, ensayo de síntesis (Barcelona, 1943; Villamala), Les enseignements pontificaur 
sur l'Action Catholique (en la enciclopedia “Tu es Petrus”, París; 1934; Blond «€ Gay, pági- 


nas 802-828). 
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gran teólogo de la nueva Asociación; el P. POLLET, con su estudio profun- 
do y de verdadera investigacién y avance, y GUERRY (10), como recopilador 
e insigne comentarista de los documentos pontificios. 


Y en España, como acertadamente lo advierte el Dr. Hervás, el libro 
Apostolado de los seglares, del Dr. D. EuGENio BEITIA (11). 


Esta primera etapa queda flanqueada por varios artículos de Meni- 
cucci en el “Osservatore Romano” y algunas conferencias del CARDENAL 
PIZZARDO (12). 


No nos olvidamos en esta enumeración de los documentos pontificios, 
que son el material con el que los tratadistas han de construir todo el plano 
jurídico de la Acción Católica. Las manifestaciones más claras de Pío XI 
en este orden arrancan, como lo hemos dicho, de la carta del Cardenal Pa- 
celli al Comendador Ciriaci, de la que dice acertadamente el P. DABIN, que 


[11 


“es el estatuto jurídico de la Acción Católica”, y Mons. VIZCARRA, “uno 
de los documentos más importantes que se han publicado hasta ahora" (13), 
y el Dn. Bzrr1A afirma que “este documento detalla lo que pudiéramos lla- 
mar el código de mutuos deberes, cuyo cumplimiento” favorecerá a las mis- 
mas Asociaciones y mediante ellas a la misma Iglesia” (14). 


Las cartas, alocuciones y enciclicas posteriores no harán sino aplicar 
estos principios y llevarlos hasta sus últimas consecuencias. Es decir, del 
título de “auxiliares de la Acción Católica”, aplicado a las otras Asociacio- 
nes, surgirá, naturalmente, la obligación de adhesión (15), el proporcionar- 
le los mejores elementos (16), el constituir cemtros internos dentro de 
ellas (17), el agruparse en escuadrón cerrado en su torno cuando las necesi- 
dades lo exijan, etc. (18). 


(10) L'Action Catholique (Paris, 1936; Edit. Spes). 


(41) Jerarquía y Acción Católica a la luz del Derecho, pág. 27, n. 9. Nótese que nos refe- 
rimos al aspecto jurídico, en el cual no hay que olvidar la breve pero enjundiosa obra del 
que fué Consiliario general de la Acción Católica Española DR. FÉLIX BILBAO, Obispo de Tor- 


losa, Jerarquismo (Madrid, 1935); en otro orden abundan los manuales y estudios, pero este 
no es el momento de citarlos. 


(12) Dos conferencias sobre Acción Católica (Madrid, 1934), La Acción Católica (Vallado- 
lid, 1935). à . 


13) Curso de Acción Católica, pág. 90. 
14) El apostolado de los seglares, pág. 41. 


(15) Al Episcopado argentino, C. E. P., pág. 870, n. 3; al Episcopado del Brasil, pág. 941, 
iM hy 25 


(16) Carta del Cardenal Pacelli al Comendador Ciriaci, C. E. P., pág. 864, mn. 6. 


(17) Al Episcopado colombiano, C. E. P., pág. 922, n. 10, § 2; Cardenal Pacelli a los Supe- 
riores de Ordenes religiosas, pág. 932, § 3; al Episcopado del Brasil, pág. 942, n. 7. 
(18) -Al Cardenal Segura, C. E. P., pág. 856, n. 6. 


( 
( 


* 
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SEGUNDA ETAPA JURIDICA. PREOCUPACION 


DE LOS CANONISTAS 


Muerto Pio XI el flamear de las banderas de Acción Católica, fuerte- 
mente enraizadas ya hasta en los ültimos confines del orbe católico, en las 
mismas tierras de misiones, pues a tanto llega su universalidad, rindió ho- 
menaje de adhesión y cariño, la que fué niña de sus ojos, al que fué su fun- 
dador providencial. Pero surgieron de nuevo alborozadas al constatar la 
buena nueva de la elección de Pío XIT, para sucederle en el timón de la 
barca de Pedro. Desde ese momento, el que había sido Cardenal Pacelli, 
autor de las dos cartas fundamentales en el orden jurídico, al Comendador 
Ciriaci, antes citada, y la no menos importante a las Ordenes Religiosas, 
había de seguir sus mismas rutas, y lo que es más, en frase del Dr. BLANCO 
NÁJERA, si a Pío XI puede aplicársele el apelativo del teólogo de la Acción 
Católica, a Pío XII le cabe en suerte, aun durante su pontificado, de ser 
el jurista de la nueva asociación (19). 

Es verdad que desde los comienzos de su gobierno no ha usado ni una 
vez siquiera el término “participación” de la definición clásica, y ha tenido 
expresiones para las Congregaciones Marianas, que no consideradas en 
todas sus circunstancias se prestaban a confusión. En nuestra reciente obra 
hemos discutido todas esas dificultades (20). Juzgamos modestamente ha- 
ber dado la clave de todas ellas, No es este el momento de prolongarnos 
más en este aspecto parcial, y sólo queremos dejar bien fija, como base 
para nuestro trabajo, la afirmación de que para nosotros las dos palabras 
“participación” y “colaboración” nos son indiferentes. No aminora en nada 
el puesto jurídico que le corresponde a la Acción Católica el usar un tér- 
mino u otro. No son palabras que se opongan, con tal que se las considere 
en su verdadero valor, Si se nos preguntara cuál es la definición ideal, 
dariamos la que po rdos veces y en un documento importantisimo nos ofre- 
ció Pio XI, en la carta encíclica “Non abbiamo bisogno" : “La participa- 
ción (comisión del mandato) y colaboración (ejecución del mandato) de los 
seglares en el apostolado jerárquico (21). 

La guerra ha absorbido las preocupaciones de los hombres en los años 
pasados, y ello nos ha privado quizá de trabajos que hubieran abierto nue- 
vos horizontes en el desarrollo jurídico de la Acción Católica. Al menos las 
revistas y trabajos que han podido llegar a nuestras manos en el pasado 


(19) Jerarquía y Acción Católica a la luz del AO m pág. 21. 
(20) Lecciones esquemáticas de Acción Católica (Seminario VEL aL Vitoria, 1945), pá- 
ginas 54 y sigs. y pág. 13, n. 3. , 

(91)- C. E. P., pág. 881, n. 2, y pág. 887, n. 12. 


. e 
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lustro, en su escasez y retraso no abordan estos temas. A los cuadros 
de Acción Católica del extranjero les bastaba con dedicarse a defen- 
der sus respectivas patrias y realizar su apostolado fuera del ambiente en 
que vivieron y envueltos en la vorágine de las crueles batallas; y a los in- 
telectuales, en medio de las privaciones de la retaguardia, les preocupaba 
sobremanera el porvenir, que se presentaba indeciso. 

Pero la paz milagrosa, providencial de Espafia, nos trajo nuevos cauces 
para la Acción Católica Espafiola. El llorado Cardenal Goma aborda el 
problema de la reorganización tras la guerra, y son sus Bases (1939) y sus 
Reglamentos los que concretan los anhelos apostólicos y unificadores de 
energías que todos ansiaban. Este nuevo avance organizativo recoge la doc- 
trina jurídica pontificia sobre la Acción Católica y, aunque no se dé en él 
cima a todos los problemas (22), de su aplicación en la práctica se puede 
augurar un bello porvenir, y el que haya sido su legislación detalla de una 
de las perfectas que en la actualidad existen (23). 

Aquí tiene comienzo la nueva etapa, pero ya antes es de justicia desta- 
car la obra del Dr. PÉREZ Mier Iglesia y Estado nuevo. Alúdese en ella 
todavia a las Bases de 1931, y por eso es mayor el elogio que le tributa 
el P. RecaTILLO en el prólogo: “Magnífica y de meritoria novedad es la 
disertación acerca de la Acción Católica, que los tratadistas de Derecho 
Canónico suelen pasar por alto en sus comentarios, mereciendo bien que 
se le consagre un puesto digno en el tratado de las asociaciones piadosas, 
como una clase nueva, que no encaja en la clasificación que el Código es- 
tablece" (24). 

Abre, pues, este periodo el bello Curso de Acción Católica, de MON- 
SENOR VIZCARRA, de todos conocido y justamente elogiado por Su San- 
tidad Pío XII. Las nuevas Bases no pudieron tener mejor comentarista, 
y en esta magnífica obra se observan atisbos jurídicos dignos de todo 
elogio (25). | 

Libro de características jurídicas precisas, claro y de positivos avan- 
ces en este campo, indispensable hoy para todo canonista que quiera co- 
nocer a fondo la Acción Católica, el del Dr. Hervás Jerarquía y Acción 


(22) Así lo reconoce PÉREZ MIER en su artículo tercero, En torno a la posición jurídica de 
la Acción Católica, publicado en “Ecclesia”, n. 47. 5 i 

(23) Z. DE VIZCARRA: Curso de Acción Católica, pág. 382. , 

(24) LAUREANO PÉREZ MIER: Iglesia y Estado Nuevo (Madrid, 1940), pág. 9. 

(25) Notemos, entre otros, los estudios que hace de la obligatoriedad de la Acción Cató- 
lica, comentario a la Carta del Cardenal Pacelli al Comendador Ciriaci, que, como hemos dicho, 
es el primero y fundamental documento jurídico; de la Pontificalidad, Episcopalidad y Parro- 
quialidad de la Acción Católica y el interesante capítulo que dedica al lugar que ocupa la 
Acción Católica en la categoría de los oficios eclesiásticos. Digna de toda alabanza la segunda 
parte de «su libro, titulada “Organización de la Acción Católica Española”. 
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Católica a la luz del Derecho; de él decía el ARZOBISPO DE VALENCIA, 
DOCTOR MELO, y con gran acierto, que “era la primera obra en que, te- 
mendo como base una amplia experiencia de los hechos nacionales y ex- 
tranjeros, se tratan jurídicamente y de propósito los problemas funda- 
mentales de la Acción Católica” (26), y el Dr. BLanco NÁJERA “és una 
de las obras más originales, concienzudas y luminosas que han aflorado 
en el campo ya frondoso de la literatura sobre Acción Católica” (27). 

Completan estos tratados varios artículos “aparecidos en la revista 
“Ecclesia” del Dr, Pérez MIER y del Dr. Branco NÁJERA, quien más 
tarde los recogerá en el apéndice del primer volumen de su obra El De- 
recho Canónico. A todos estos trabajos haremos frecuentemente alusión 
en nuestro artículo (28). 

Por este breve apunte bibliográfico se podrá deducir la afirmación que 
antes indicábamos. Es en España, sin duda ninguna, donde en estos úl- 
timos años más se ha laborado por colocar a la Acción Católica en el 
puesto del Derecho canónico que le pertenece. 

Pero es consolador asimismo, y con ello: cerramos esta parte, el ver 
cómo los tratadistas de Derecho canónico comienzan a dedicarle a esta 
nueva Asociación un puesto digno en el tratado de las asociaciones pia- 
dosas, aunque a veces sean confusas sus ideas, como tendremos ocasión 
de notarlo. Pero el hecho merece destacarse. Citemos como ejemplo a 
CHELoDrI (29), ANTONIO CERNICA (30), REGATILLO (31), CAPPELLO (32), 
CORONATA (33), Svrvrus Romanis (34). Y no quedan ajenos al pro- 
blema los mismos moralistas; sirvan como ejemplo NoLDIN-SCHMITT (35) 
y AERTNYS-DAMEN (36). 

Este va a ser el material que manejemos para nuestro estudio. Sin 
duda ninguna que habrán aparecido en el extranjero obras de las que nos- 
otros no tengamos noticia. Cierto es que en Argentina se ha producido con 
ritmo acelerado últimamente un movimiento editorial, a cargo en su ma- 
yor parte de la Editorial Difusión; pero por lo que hasta nosotros ha lle- 


(26) . Jerarquía y Acción Católica a la luz del Derecho, pág. 8. 

(27) Jerarquía y Acción Católica a la luz del Derecho, pág. 9. 

(28) Estos artículos se encuentran en “Ecclesia”, núms. 23, 28, 33, 38, 40, A NE 

(29) Jus Canonicum de Personis (Prius CIPROTTI curavit editionem) (Vicenza, 1942), pá- 
gina 470. 

(30) Commentarium (theorico-practicum) Codicis Juris Canonici, t. I (Sibenik, 1940), pá- 
gina 468 ad c. 684. ‘ 

(31) Institutiones Juris Canonici (Santander, 1941; Sal Terrae), pág. 400, n. 794. 

(39) Summa Juris Canonici (Romae, 1938), t. IT, pág. 981, nota 1. 

(33) Institutiones Juris Canonici (Taurini, 1939), t. I, pág. 901. 

(34) Summa Juris Canonici (Romae, 1939), pág. 102. 

(35) Summa Theologiae Moralis (Oeniponte Lipsiae, 1939), t. IT, pág. 103, n. 99 ad 3. 

(36) Theologia Moralis (Taurini-Marieti, 1939), t. I, pág. 272, n. 359. 
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gado se trata en su mayoria de traducciones de obras fundamentales, de 
las que ya hemos hecho mención, como las del P. DaBIN, GUERRY, TROMP, 
POLLET,U WILL ete, 


ri 


EL PUESTO QUE LE CORRESPONDE EN EL DERECHO 
A LA' ACCION CATOLICA ES, POR LO MENOS, 
EL DE PERSONA JURIDICA 


La ACCION. CATÓLICA ES ASOCIACIÓN 
“STRICTO SENSU’. RELIGIOSA 


Lo que llevamos dicho nos exime de.probar que la Acción Católica tie- 
ne ganado un puesto en el Derecho canónico por las características espe- 
ciales con las que le ha dotado su fundador, el Sumo Pontifice. Todos los 
autores están contestes en ello, y aun los que aminoran su peculiaridad no 
pueden menos de concedérselo, aunque sólo sea equiparándola con otras 
Asociaciones aprobadas. 

Es natural que ante la Iglesia toda Asociación que quiera constituirse 
bajo su manto protector (al contrario de lo que sucede con el Estado, quien 
no puede negar el derecho de asociación, siempre que no se opongan éstas 
al bien comün y a los derechos inalienables de la patria, aunque se exijan 
ciertos trámites, como inclusión en el registro, etc.) necesite ajustarse a 
. ciertas condiciones que.ella imponga. Su existencia implica adquisición de 
derechos y obligaciones en el orden sobrenatural, para el que el hombre 
está incapacitado (37). 


(37) GOMMARUS MICHIELS: Principia generalia de personis in Ecclesia (Lublin-Polonia, 1932), 
página 347, n. 1, al hablar de esta incapacidad, dice que la mayor parte de los autores, entre 
otros, CAPPELLO, MAROTO, CAVAGNIS, deducen la razón de este principio de la índole sobrenatu- 
ral de estas personas. Ojetti afirma que no entiende esta razón, y le parece que proviene ex 
solo juris positivi pra scripto, a no ser que se trate de personas morales que participan del de- 
recho de imperio (Diócesis, Parroquias, Prelaturas nullius, Capit. Cathedrale), pues es evidente 
que el derecho de imperio nadie lo puede conceder si no es el competente superior eclesiástico. 
Para el PADRE MICHIELS esa necesidad del acto constitutivo se funda en la íntima naturaleza de 
là persona moral, no sólo porque es persona eclesiástica o sobrenatural, sino también, y sim- 
plemente, porque es persona moral. Pero esto no implica, continúa el.P. MICHIELS en el scho- 
lion de la misma página, el que no exista el derecho de asociación para les fleles en la Iglesia, 
porque asi como en el orden natural tiene, el hombre derecho a crear asociaciones de fin ho- 
nesto, así también en el sobrenatural existe ese derecho en todos los cristianos elevados por 
el bautismo al orden sobrenatural, derecho de crear asociaciones con fin religioso o caritativo. 
Otra cosa será el que entren ya dentro del Derecho y sean aprobadas o erigidas. 
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Mas inmediatamente surge la pregunta ¿Qué clase de Asociación es la 
Acción Católica? No es este el momento de hacer un estudio histórico del 
concepto de persona moral en los Derechos civil y canónico; suponemos 
la definición, que no aparece explícitamente en el. Código, “guia omnis 
definitio in codice periculosa est", y asimismo dejamos a un lado las di- 
versas teorías sobre ella. Todas, por lo menos, no pueden menos de admitir 
que el derecho de asociación es natural y legítimo, pues la experiencia nos 
confirma que además de las necesidades individuales existen otras colec- 
tivas. . 


Si de la Iglesia depende el que una Asociación viva bajo su tutela, con 
todas las consecuencias que de ello se deducen, a ella también incumbe el 
determinar el grado cómo sean admitidas dentro de su organización, Y por 
su trascendencia y la misión que Jesucristo le encomendara extiende su 
poder hasta las Asociaciones no religiosas. No tienen éstas, es verdad, un 
fin directamente religioso, pues se concreta más bien éste en la mejora 
material de sus asociados, pero indirectamente intentan un fin espiritual. 
La Jerarquia las recomienda, si bien no se hace responsable de sus activi- 
dades técnico-económicas. 


Junto a éstas, y en un grado superior, nacen en la Iglesia las Asocia- 
ciones llamadas “laicales”, y quedan ya plenamente incluidas en la divi- 
sión de religiosas, que admiten los canonistas. Sv fin ya es directamente 
religioso, pero en su origen, constitución y fin dependen plenamente de 
los seglares. La Iglesia las recomienda, pero no las dirige. En consecuen- 
cia, no pueden gozar de los derechos de las aprobadas. Es decir, quedan 
todavía en cierto modo al margen del Código. Podemos decir de ellas lo 
que acertadamente observa el Dr. HervAs: “Las Asociaciones laicales no 
tienen existencia jurídica en la Iglesia; son juridicamente ignoradas por 
ella. Sólo tienen una existencia de hecho. Sometidas tam sólo a la común 
jurisdicción y vigilancia “in rebus fidei et morum". Las eclesiásticas, al 
recibir el *ser de la Iglesia", ésta asume la dirección plena y la plena res- 
ponsabilidad, quedando así bajo la completa dependencia de la Jerar- 
quía" (38). 

"^. El comprobar ya cómo la Acción Católica no puede quedar catalogada 
ni entre las Asociaciones no religiosas, ni siquiera entre las religiosas lai- 
cales, nos lo conceden abundantemente los documentos pontificios (39). 


(38) “Ecclesia”, núm. 2, pág. 18. j À i i Ó 
(39) La característica de la Asociación "stricto sensw religiosa" es la dependencia íntima 


de la Jerarquía, y esto, en cuanto a la Acción Católica, nos lo confirman los doeumentos .pon- 
liflcvios, verbigracia, C. E. P., págs. 968, n. 18, y 867, n. 9. Lo mismo confirman los Concor- 
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Luego es necesario afirmar que la Acción Católica entra plenamente den- 
tro del Código y que puede llevar por lo menos el título genérico de “Aso- 
ciación religiosa "stricto sensu". No importa ya el saber de qué especie ha 
de ser esta Asociación, pues aunque no la pudiéramos encuadrar dentro 
del título xix del Código Canónico, que es el específico de las Asociacio- 
nes, nos es suficiente con que se ajuste perfectamente al título xvir, don- 
de se determinan las condiciones necesarias para las Asociaciones existen- 
tes y las que puedan existir. De aquí que todos los canonistas insistan en 
que el canon 700 no es taxativo en su enumeración (40). Ahora bien, ¿quién 
es el que puede abrir las puertas del Código a una Asociación? E] ca- 
non 686 nos lo precisa claramente en el párrafo segundo: el Romano Pon- 
tífice y el Ordinario del lugar, excepción hecha, en cuanto a este ültimo, 
de aquellas Asociaciones cuya creación esté reservada a otros por privilegio 
apostólico. 

Luego el decreto de erección del que se habla en el párrafo primero del 
mismo canon prescinde de la naturaleza especifica de la Asociación. Basta 
que sea una organización social, que tenga un fin religioso o caritativo 
conforme al canon 100, para que el Obispo la pueda erigir o aprobar. 

Es más, diremos con el Dn. BLANCO NÁJERA, aunque la Acción Cató- 
hica cayera fuera del título XVIII, no sería motivo para que quedara al 
margen del derecho y de los Obispos, que si no pueden legislar “contra 
jus”, sí lo pueden hacer “praeter jus commune” (41). 

La característica específica de estas Asociaciones estriba en su depen- 
dencia íntima y directa de la Jerarquía, y esto mismo nos lo atestiguan 
dencia indirecta por parte de la Iglesia en la vigilancia. Misión general 
los documentos pontificios en cuanto a la Acción Católica (42). 

Hasta aquí no puede haber duda ninguna. Es necesario coincidir en 
este punto fundamental. Pues si se afirma tan sólo la posibilidad de ser 
incluída dentro de la legislación canónica, implicitamente se reconoce que 


datos donde se ajustan las relaciones de los Estados con la Acción Católica. Cfr. LAUREANO 
PÉREZ MIER: Iglesia y Estado Nuevo, pág. 456. Luego no se'le pueden aplicar a la Acción Ca- 
lólica los cc. 336, $ 2, y el 684, como a las laicales, sino el c. 690, $ 1, como a las eclesiásticas; 
asi, pues, no sólo dependen de ella “in rebus fidei et morum”. 

(40) Cfr. notas de este artículo 29, 30, 31, 32, 38 y 34 y nota 3. 

(41) El Código de Derecho Canónico, traducido y comentado (Cádiz, 1944; Escellicer), t. I, 
páginas 499 y sigs. 

(42) Pío XII ha confirmado más si cabe esta unión de la Acción Católica con la Jerarquía 
de la que hablábamos en la nota 39. Ha reorganizado la Acción Católica: Italiana, haciéndola 
más episcopal, y en su discurso a la nueva Comisión de Arzobispos decía (5-VIII-40): “La Ac- 
ción Católica esté congregada y estrechada en torno a los Obispos y a la Sede Apostólica. 
Cada vez más estrechamente unida a los Obispos y a la Santa Sede y a ellos inquebrantable- 
mente enlazada.” Otros textos se pueden encontrar en la obra publicada por el SECRETARIADO 
DE ACCIÓN CATÓLICA EsPAÑOLA Su Santidad Pio XII. y la Acción Católica, nn. 16, 31, 47, 60, 63, 
71, 72, 74, 141, 161, 208, 200, 933 y 239. 
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es una Asociación “stricto sensu” religiosa. La “recomendación” no im- 
plica el tener un puesto en el derecho; a lo sumo se tratará de una depen- 
“in rebus fidei et morum”, que no precisa ni cataloga a ninguna Asocia- 
ción dentro del marco jurídico. Tanto más cuanto que, como nos decía 
el Dr. Hervás, las mismas Asociaciones cuyo fin ya es relivioso, cáma- 
das laicales, no tienen existencia jurídica en la Iglesia. 


RECOMENDACIÓN. APROBACIÓN. DECRETO DE ERECCIÓN 


Hemos venido aduciendo los términos recomendación, aprobación y 
decreto de erección. Para aclarar conceptos e ideas nos parece conveniente 
insistir sobre el modo cómo las Asociaciones, dentro de la legislación ecle- 
siástica, adquieren existencia real. 

No podemos afirmar que la recomendación “commendatio” sea una 
forma imperfecta de aprobación. Es verdad que hay algunos autores que 
lo atestiguan, como lo hace notar PRETI (43). Su parecer lo deducen de 
las palabras del canon 684 “erectis vel saltem commendatis”. Con todo 
nos parece más acertado, con el autor citado, que esas Asociaciones son 
‘para el legislador “extrañas” al Derecho Canónico, reconocidas tal vez 
en la vida estatal y cuyo fin, por ser similar al religioso y caritativo, admite 
por parte de la Iglesia no sólo una vigilancia “in rebus fidei et morum", 
sino también la recomendación para que los fieles ingresen en ellas. 

Además, el canon 686, párrafo primero, nos dice, sin que haya lugar 
‘a duda: “Nulla in Ecclesia recognoscitur associatio quae a legitima aucto- 
ritate ecclesiastica erecta vel saltem approbata non fuerit.” 

Consiguientemente, no cabe indecision al sostener que el Derecho ca- 
nónico no reconoce más que la erección y la aprobación. Nos lo decía an- 
tes acertadamente el Dn. Hervás: “Las Asociaciones laicales (a fortiori 
las no religiosas) no tienen existencia jurídica en la Iglesia...”, y a éstas, 
como veíamos, solamente las recomienda. 

La *comanendatio" no tiene valor jurídico. No es más que una simple 
declaración de simpatía. Y este carácter aparece claro al analizar todo el 
canon 684 por el contraste que se observa con las Asociaciones que a con- 
tinuación condena. La valoración, por lo tanto, de esas Asociaciones "com- 
mendatae" queda exclusivamente dentro del campo moral y no del jurí- 

- dico..(Cir. S. C. C,, 13 nov. 1920. AAS XIII 1921, págs. 135 y 138-141.) 

La Acción Católica no sólo goza de esa simpatia, de esa protección 


(43) PRETI DOTT. LUIGI: Il riconoscimento delle persone morali in Diritlo canonico, *Ar- 
chivio di Diritto Eclesiastico", t. II (1940), págs. 319 y sigs. 
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y tutela. Su dependencia es mucho más intima, Con la recomendación so- 


lamente quedaría todavía al margen del Código. Su destacado valor cen- 
tralizador e irradiador de energías reclama un puesto prevalente, exige 
algo más. 


DIVERSAS CATEGORÍAS DE PERSONAS. 
DIVISIÓN DE PARECERES 


Avancemos en nuestro estudio. Dos categorías de personalidades juri- 
dicas se perfilan en el canon 100. Por institución divina la Iglesia y la 
Santa Sede y por facultad eclesiástica, que puede ser “a jure” o “ab ho- 
mine”. Esta última manera de conseguir una entrada en el Código puede 
alcanzar dos grados:*o la obtención de la personalidad jurídica "ex de- 
creto erectionis" o el conseguir la personalidad "ex approbatione". 


Connotemos que a algunas Asociaciones determinadas el Código les 
exige el decreto de erección, y no les basta, por lo tanto, la sola aprobación. 
En concreto, las Confraternidades y las Pías Uniones "ad modum orga- 
nici corporis constitutae (Sodalitia)" y erigidas para el incremento püblico, 
según se desprende del canon 707, párrafos primero y segundo, y del ca- 
non 708. 


Indudablemente, no se le puede aplicar a la Acción Católica esta exi- 
gencia, requerida concretamente para Asociaciones determinadas y pre- 
cisas. 

Por otra parte, si una Asociación llegara a obtener la aprobación, no 


por ello quedaria cerrado el paso para conseguir más tarde, con el tiempo, 
el decreto de erección. 


Descartado, como es natural, para la Acción Católica el primer reco- 
nocimiento, llamémosle así, "ex institutione divina", nos queda el otro 
método de incluirla dentro de la legislación eclesiástica, a saber: "ex po- 
testate ecclesiastica". 


Y aquí comienzan a dividirse los pareceres, Es la primera bifurcación 
que nos presenta el estudio de los tratadistas. Ninguno de ellos, es cierto. 
apunta el modo primero de reconocimiento, “a jure”, y quizá sea éste un 
aspecto no despreciable en el estudio jurídico de la Acción Católica, como 
más tarde indicaremos. En el segundo, “ab homine", con sus dos carac- 
teristicas “ex decreto formale erectionis", creador de la personalidad jurí- 
dica, con todos sus efectos, y la aprobación, que puede muy bien conside- 
rarse como tin reconocimiento imperfecto, segün las palabras del canon 686, 
párrafo primero, “erecta vel saltem approbata", es donde muestran sus di- 
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versas opiniones. (Cfr. cc, 1.495, $ 2; 1.497, 1.501 y 2.346 RAGE 
artículo 28.) a 

Los efectos de esta aprobación, aunque el legislador canónico no los 
determina explícitamente, se pueden vislumbrar por el canon 686 y por 
todo el complejo de la legislación. Entre otros, podemos contar como el 
principal el que la susodicha Asociación aprobada adquiere existencia de 
hecho ante la Iglesia y como tal la reconoce (“recognoscitur”), y, por lo 
tanto favorece el fin común intentado por los asociados y aprecia en lo 
que vale el vínculo que los une. 


Pero hay más. El canon 708 declara que estas Asociaciones aprobadas 
no son personas morales. Sin embargo, añade que son capaces de adquirir 
gracias espirituales y especialmente indulgencias. De lo cual fluye como 
corolario el que estas Asociaciones poseen una pura y mínima capacidad 
de derecho, y es imprescindible admitir que son “personas” en el sentido 
estricto de la palabra, pues sólo una persona es sujeto de derechos. Deduc- 
ción que no se opone a la legislación canónica, pues no parece que sea 
esencial para la “personalidad” el que deba ser reconocida jurídicamente. 
Sólo así parece que deba entenderse el Código, cuando, con expresión im- 
propia, dice de éstas que no son personas morales. 

Vemos, pues, que los dos únicos medios de poder ser una Asociación 
reconocida por la Iglesia son la aprobación y la erección formal, hecha la 
salvedad de los modos prevalentes que antes apuntábamos “ex ordinatione 
divina” y “a jure” 


LA ACCIÓN CATÓLICA NO CONVIENE CON NINGUNA 
DE LAS ASOCIACIONES ESPECIFICADAS EN EL CÓDIGO 
CANÓNICO 


¿La legislación canónica enumera y especifica las Asociaciones que en 
concreto pueden gozar de este privilegio? A esta pregunta responden el ca- 
non 700 para las Asociaciones colegiales y el 1.489 al 1.494 para las no 
colegiales, siguiendo la división que el mismo Código apunta en el canon 99. 
Y en el 1.544, no obstante la semejanza de las “Pías Fundaciones" con los” 
Institutos no colegiales, se dice que no pueden adquirir el decreto formal - 
de erección, en concreto la personalidad jurídica, porque por Pía Funda- 
ción se entiende en el Código la carga no autónoma de A o caridad que 
grava sobre el patrimonio de una persona moral (c. 1.544, 8 1). 

En el canon 700 se citan cuatro clases de Asociaciones, Si la Acción 
Católica fuera persona colegial (aspecto que todavía no hemos resuelto), 
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tendria necesariamente que encuadrarse en alguna de las enumeradas. Pero 
es necesario adelantar algunos datos mas. 

Por el canon 768 sabemos las diferencias que existen entre las Con- 
fraternidades y las Pias Uniones. Las primeras, como veiamos (y con 
ello se deroga la disposición general del canon 686, párrafo primero), de- 
ben ser erigidas exclusivamente en persona moral y no pueden gozar del 
imperfecto reconocimiento de aprobación. Luego si la Acción Católica fuera 
Confraternidad debería poseer el decreto de erección y las Pias Uniones 
que no sean Sodalitia pueden obtener la sola aprobación. 

Que la Acción Católica sea solamente Pía Unión ha habido autores que 
lo han afirmado, entre otros, CoRoNATA (44) y REGATILLO (45), quien pa- 
rece seguir al anterior y contradecir en cierto modo lo que antes afirmaba 
en el prólogo al libro del Dr. PÉREZ MIER, testimonio que antes hemos pre- 
sentado. 

Como para las Terceras Ordenes el Código no se declara específica- 
mente, debe entenderse que vale la disposición general, por lo cual les bas- 
iaría la simple aprobación. Hubo un tiempo, es verdad, que a la Acción 
Católica se la llamó la Tercera Orden de la Iglesia, siguiendo en ello la ex- 
presión del ConDE G. DALLA Torre, Director de “L'Osservatore Romano”. 
Pero este apelativo aplicado a la Acción Católica no quiere decir sino que 
así como cualquier Tercera Orden copia el espiritu de la Orden que la 
fundó, así la Acción Católica asume la vida y organización de la Igle- 
sia (46). ái 

Concluimos, por lo tanto, que la Acción Católica no queda incluída 
dentro del canon 700. Este no es taxativo, como deciamos antes y los mis- 
mos canonistas así lo afirman, pues seria restringir el poder de la Iglesia. 

Afirmábamos antes que había dos grandes categorías de personas: las 


(44) MATHEUS CONTE A CORONATA: Institutiones Juris Canonici (Turín, 1939), pág. 904. Afir- 
ma en primer lugar que es la Acción Católica asociación eclesiástica stricto sensu, y después 
de decir que no queda comprendida en ninguna de las tres asociaciones descritas en el Có- 
digo, pone en la página 992 la nota 4, que es completamente indecisa. Dice así: “Aliquis ob- 
servare poterit apostolatum laicorum recte reduci ad exercitium alicujus operis caritatis, quod 
proprium piarum unionum est, unde deduci facile posset actionem catholicam ad piam unio- 
nem reducendam esse. Nec nobis omnino despicienda videtur haec deductio; verum si orga- 
nizationem qualem de facto voluere in actione Catholica Romani Pontifices consideramus, ap- 
paret non in omnibus ipsam convenire cum piis unionibus.” Cfr. in hoc sensu MENICUCCI, 
l. c., *Perflce munus", págs. 158-159. 3 

(49) E. FERNANDEZ REGATILLO: Institutiones Juris Canonici (Santander, 1941; Sal Terrae), 
tomo I, pág. 794. “Actio Catholica inter pias uniones recensenda videtur et sicubi personalitate 
juridica donetur, persona collegialis erit. PÉREZ MIER: “Eam inter instituta non collegialia 
(1, 3, t. XXVI) computandam censet." Y en otro lugar, hablando de las personas colegiales, 
(página 119, n. 202): “Idem de piis associationibus, et ut puto, de actione catholica, si forte 


in personam erigatur, nam inter, pias fidelium associationes recensenda videtur. Aliter PÉREZ 


MIER: Iglesia y Estado. Nuevo, pág. 453. z 
(46) Z. DE VIZCARRA: Curso de Acción Católica (Madrid, 1949), pág. 65, n. 45. 
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colegiales y las no colegiales. Los canonistas añaden una tercera división, 
complejo de las dos anteriores y que la designan con el nombre de mixta 
Si en ella predomina el elemento colegial, la llaman corporación institu- 
cional, y si, por el contrario, prevalece el elemento real, institución corpo- 
rativa. Como después veremos, hay autores que juzgan que la Acción Ca- 
tólica es persona no colegial o, por lo menos, mixta del segundo grado, 
institución corporativa. 

' Qué condiciones se requieren para que vivan estas personas dentro 
del Código? Que los Institutos puedan obtener para su creación el decreto 
de erección no hay duda. ;Será también suficiente la sola aprobación? Del . 
procedimiento de tal aprobación no hay mención especial en el Código. 
Sin embargo, en él se dice, en el canon 1.489, párrafo segundo: *... loci 
Ordinarius haec Instituta “ne approbet" nisi...” Y si bien en el párrafo 
primero del mismo canon se dice que no todos estos Institutos son erigidos 
en persona moral ("possunt erigi^), lógicamente, por lo dicho anterior- 
mente en cuanto a las Asociaciones, se puede conjeturar que entran en la 
Iglesia por el reconocimiento imperfecto de la aprobación. 

Esta aprobación podrá llegar con el tiempo a la erección, lo mismo 
que sucedia con las Asociaciones, y no parece que haya dificultad en que 
sean capaces de obtener gracias espirituales como ellas. Y si se nos obje- 
tara que el poder obtener gracias espirituales es característica especial de 
las Asociaciones, responderíamos con PRETI (47) que no se ve por qué 
esta capacidad ha de constituir la esencia de la aprobación de una Asocia- 
ción, como si fuera una consecuencia particular y exclusiva del concepto 
de Asociación. 

Resumamos lo que llévamos dicho. La Acción Católica rebasa, tal como 
la han concebido los Papas, el concepto de Asociación no religiosa y de 
religiosa laical; es decir, en términos canónicos es más que Asociación re- 
comendada, y, por lo menos, su entrada en el Código habrá de ser como 
Asociación aprobada. Si es colegial, ¿habrá de ajustarse a las enumeradas 
en el canon 700? (48). Sus caracteres específicos no convienen, como indi- 


(47) PRETI port. LUIGI: 11 riconoscimento delle persone morali in Diritto canonico. “Ar- 
chivio di Diritto Eclesiastico”, t. II (1940), págs. 319 y sigs. a 

(48) Las: pruebas que nos inducen a creer que no queda incluída en este c. 700 se pueden 
reducir, siguiendo al Dr. HervAs, a las siguientes: La Aeción Católica tiene un fin universal 
y no particular; Il fermo proposito (C. E. P., pág. 797, n. 3), y Pio XI, ce DEO RIES Quae 
Nobis: “La Acción Católica abarca a todo el hombre en la vida privada y püblica (C. E. Po på- 
gina 847, n. 6. Los cánones del c. II, tít. XIX, no se pueden aplicar a la Acción Católica, por 
lo menos en su totalidad, verbigracia, cc. 709, § 2; 714, 712, 716 y 717. Segün el Código Ja 
relación entre Cofradías y Pías Uniones es la agregación à unà Archicofradía o Unión Primas 
ria (cc. 720-721), y de ella no nace ningün derecho de la agregante sobre la agregada (cas 
non 722, $2). En cambio, la Acción Católica es organización jerárquica, que supone specter 
de la Asociación superior sobre la inferior, por lo menos dentro de la Acción Católica oflcial, 
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camos en la nota, con ninguna de ellas, y, por lo tanto, con la sola apro- 
bación puede afirmar que no se encuentra al margen del Derecho Cano- 
nico. Otro tanto hay que sostener si se la cataloga entre las Asociaciones 
no colegiales. Para serlo le bastaría la simple aprobación. 


Las ASOCIACIONES ERIGIDAS 


Al comenzar este apartado no es preciso declarar que la mayor y mejor 
aportación para su estudio nos la proporcionan los autores espafioles. Al 
principio de este artículo lo declaramos. Nadie como ellos, que nosotros 
sepamos, ha percibido con más claridad y más profundamente la situación 
privilegiada que le corresponde a esta nueva Asociación. Como siempre, 
la inteligencia espafiola, con su claridad y profundidad, ha contribuido a 
la solución de este problema. 

Y antes de precisar las diversas sentencias de los tratadistas ante el 
estudio de si la Acción Católica es persona moral, es decir, si tiene el 
decreto formal de erección, es menester adelantar algunos breves concep- 
tos sobre el alcance que tiene el término erección en el Derecho canónico. 
Ello nos abrirá el camino para comprender este problema en toda su inte- 
gridad. 


Ya hemos indicado que el decreto formal de erección concedido a las 
Asociaciones e Institutos por la autoridad competente es el ültimo paso 
y el más noble que pueden obtener las Asociaciones dentro de la Iglesia, 
hablando, claro está, exclusivamente de las que “ex ordinatione ecclesias- 
tica” obtienen la personalidad “ab homine”, es decir "provisione spe- 
cial" "seu singulatim singulis in casibus", como dicen los canonistas. 

Porque, sin duda ninguna, es superior todavia la forma "ex juris prae- 
scripto", es decir, personas "provisione generali" (“Ecclesia in personam 
moralem. constituit entia quaedam determinata quae in futurum. exurgere 
possunt"). 


Según algunos autores que siguen a MICHIELS (49) se pueden dar dos 


como después indicaremos. Lo mismo se puede decir del tít. XVIII; verbigracia, el c. 698, 8 1. 
exige que las Asociaciones eclesiásticas tengan un Moderator o Director, y en la Acción Ca- 
tólica el sacerdote es el Consiliario, que no lleva más que la dirección: normativa, y el seglar, 
la ejecutiva. El elemento específico reside en que la Acción Católica es Asociación oficial, como 
lo dicen los documentos papales. Cfr. al Episcopado argentino, €. E. P., pag. 874, n6. 
(49) GOMMARUS MicHIELS (Lublin-Polonia, 1932), págs. 352 y sigs. Todo el apartado titu- ' 
lado Actus personalitatis moralis formaliter constitutivus es bastante confuso y se presta a 
entender que deflende doble decreto de erección aun para las ex juris praescripto (cfr. pá- 
gina 352, 8 1), y de la página 360, nota 2, comparándola con el nümero 1 de la página 352, se 
puede, por lo menos, concluir que admite un decreto formal de erección (que quizá puede 
equiparse con el acto de constitución, del que nosotros hablaremos) para las ex juris prae- 
scripto. Ciertamente, exige doble decreto para las ex decreto (cfr. también pág. 349, nota 7). 
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clases de erecciones: erección simple, para las “er juris praescripto”, y 
erección implícita, Y en estas mismas, después de la erección implicita, 
otra nueva erección, que él llama “erectio in personam moralem”. Estos 
mismos principios los aplica a las personas que adquieren la personalidad 
"ab homine". Luego aquí también se dan dos pasos. 

Veamos de enjuiciar esta sentencia, siguiendo a Preti (50). Y en 
cuanto a la aplicación de esa doble erección a las personas “ex juris prae- 
scripto", el estudio de la distinción entre las personas "ex jure" y "ex 
décreto" nos aclarará si es acertada. 

Esta distinción radica en que las Asociaciones o Instituciones “ex jure” 
son entidades necesarias a la Iglesia como partes integrantes que son de 
su organización (Parroquias, Misiones, Diócesis), y por eso el Derecho 
no puede admitir que éstas surjan por la mera iniciativa de los fieles. No 
son entidades de tipo voluntarista. Podrian parangonarse con las Asocia- 
ciones (püblicas siempre) que surgen en el Estado por propia iniciativa de 
éste. Por eso en el Derecho canónico el solo nombre de Diócesis o Pa- 
rroquia presupone necesariamente una persona jurídica, y seria una con- 
tradicción el fingir una Diócesis o una Parroquia sin personalidad jurídica 
que no sean personas “a jure”. 

No parece, por lo tanto, que se puedan dar dos pasos: el hecho de la 
creación (primer decreto de erección, según esos autores) y la obtención 
de la personalidad. Notemos esto, que se podría aplicar a la Acción Cató- 
lica. Mientras que, por el contrario, podemos hablar de un Orfanatrofio, 
Hospital o Pía Unión, etc., que tengan existencia jurídica de hecho y no 
tengan personalidad jurídica. 

No hay que negar con todo que hay necesidad de un procedimiento ju- 
rídico para su existencia, llevada a cabo por la autoridad competente; pero 
este decreto no será atributivo de la personalidad que nace con la erección 
(creación) de la entidad, sino llamémosle “decreto de constitución”. Este 
procedimiento podrá tener diversas formas, pero ello no afecta a la subs- 
tancialidad. Ni se puede argüir del decreto de la Sagrada Congregación 
de Religiosos, que citan los autores que defienden la sentencia contra: 


tias). m 


(50) PRETI DOTT. LUIGI: Il riconoscimento delle persone morali en Diritto canonico, “Ar- 
chivio di Diritto Eclesiastico", t. II (1940), págs. 319 y sigs. - | 

(51) AAS, XIV (1922), págs. 644 y sigs. Sobre este decreto dice el mismo MICHIELS (0. C., pá- 
gina 352, nota 1): “Ibi non agi de erectione formali in personam moralem, sed solunmodo de 
erectione in talem congregationem religiosam determinatam, tam ex generalibus juris princi- 
piis quam ex ipso Decreti contextu apodictice probatur; congregatio religiosa enim, semel ac 
fuerit legitime constituta, non ex voluntate Superioris eam constituentis, sed vi juris esos 
scripti, seu ut Decretum ait, *ad normam juris" personalitatem moralem induit eaque potitur. 
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Por otra parte, las entidades "ex formali decreto" nacen por inicia- 
tiva privada, son de base voluntarista. Observemos también este detalle 
en cuanto a la Acción Católica, que por su universalidad, oficialidad, pu- 
blicidad y dependencia directa de la Jerarquía no admite el que su existen- 
cia se deba exclusivamente a la voluntad de los seglares, La autoridad 
eclesiástica en esta clase de Asociaciones queda en cierto modo extrana 
a la entidad y pueden juzgar o no necesario o prematuro el concederle la 
personalidad jurídica y puede proceder, en cambio, a la aprobación si es 
posible. ¿Se exigirá también para éstas una doble erección, como nos de- 
cia MrcHiELs y los que siguen su sentencia ?. Sus argumentos se basan en 
el canon 708 y en las palabras "Confraternitates nonnisi per formale de- 
cretum. constitui. possunt", como si otras Asociaciones lo pudieran obtener 
por otro medio de erección. Pero hay que hacer notar que aquí no se trata 
más que de una contraposición con la aprobación de la cual habla el mismo 
canon. 

Además se podria preguntar cuáles son los efectos de la simple erec- 
ción que se inventa. Si se dice que aparecen en el canon 691, es decir, la 
capacidad patrimonial, ¿cuál es el efecto de la personalidad jurídica? Y se- 
ría, asimismo, forzar el canon 687 al creer que en él se trata de dos clases 
de erecciones. Ni se puede argüir con FomRcHiLr, como dice PRETI, del 
canon 1.489, párrafo primero, de las palabras "erigi" y “constitui”. La 
primera, para designar la erección simple, y la segunda, para la persona- 
lidad jurídica. No se puede negar, como dice el mismo PRETI, que la ex- 
presión es poco acertada, pero bien se puede creer que se trata de dos pro- 
posiciones coordinadas, y, por lo tanto, la acción que expresan es única. 

Todas estas consideraciones nos pueden servir para concluir que la Ac- 
ción Católica, si puede pasar a obtener la personalidad jurídica, le es sufi- 
ciente el que se le conceda por la autoridad competente el decreto de erec- 


ción, sin que le sea necesario someterse a la doble erección que fingen los 
autores citados. 


SENTENCIAS DE LOS CANONISTAS ESPANOLES 


. Entremos ya, supuestos los datos anteriores, en las sentencias de los 
tratadistas españoles. Todas ellas se pueden reducir a tres, y la defensa 
que han hecho de ellas sus autores no es ni mucho menos despreciable (52). 


(52) Sólo vamos a tratar del aspecto más interesante: si la Acción Católica es persona 
moral. El otro punto controvertido, si la Acción Católica es Institución corporativa (sentencia 
defendida por PÉREZ MrER y Hervás) o Corporación institucional (sentencia defendida por BLANCO 


NÁJERA y REGATILLO), no es tan importante. Nosotros la enjuiciamos en nuestra obra Lecciones 
esquemáticas de Acción Católica, págs. 33 y sigs. 
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Pongamos en primer lugar la del Dr. PÉREZ Mier, quien, como de- 
ciamos al principio, tiene en su haber el ser el primero que abordó esta 
cuestión en su magnifica obra Iglesia y Estado Nuevo. Su parecer lo am- 
pho en tres artículos aparecidos en “Ecclesia”. Sintetizando sus ideas, po- 
demos concretarlas en los siguientes apartados: 


I. Toda Asociación, antes de entrar en el Código, pasa por ser un 
“hecho social” (53): Entre Pío XI—dice este autor—, fundador y animador 
de la Acción Católica (pues él creó su definición y doctrina, le designó su 
finalidad, su actividad, su estructura interna, es decir, los elementos jurí- 
dicos inmanentes) y los fundadores de las Ordenes religiosas existen ana- 
logías manifiestas, pero también divergencias. Aquí radica el poder sor- 
prendente de.la Iglesia, que sabe despertar nuevas Instituciones según las 
circunstancias lo piden, Pero la Iglesia, de puro practicada, tiene aprendida 
la lección de que el Derecho no es una construcción puramente ideal aprio- 
rística, sino que debe edificarse sobre los hechos sociales, que surgen de la 
iniciativa privada fomentada por el celo de los fieles. Pero después estos 
hechos tienen necesidad del refrendo de la Jerarquía para ascender al orden 
de las normas o instituciones y elevarse al plano del Derecho. Así es cómo 
hombres privados, laicos y sacerdotes fundaron sus Congregaciones y les 
dieron sus estatutos hasta que, con la aprobación de la Jerarquía, pasaron 
a ser Institutos religiosos, es decir, entraron dentro del Derecho. Por eso 
el canon 100 continúa esta tradición y admite dos procedimientos: los ya 
conocidos para las personas jurídicas “ex jure” y “ex decreto”. 


2. Los textos pontificios, fuente de Derecho para la Acción Católi- 
ca (54).—La Acción Católica, que ha nacido del corazón del Papa, maestro 
y pastor, ¿no estará exenta de este: proceso de ser primero hecho social y 
luego institución jurídica? Que en orden a la doctrina no usó el Pontífice 
del supremo grado todos lo afirman, y, por lo tanto, sólo ejerció el magis- 
terio ordinario; pero en cuanto a la organización, ¿sus actos tienen un 
valor jurídico o sólo se trata de un ejercicio del oficio pastoral? Luego hay 
que estudiar los documentos pontificios para ver qué es lo que quiso el 
Papa (cuestión de voluntad) y no qué es lo que pudo hacer (cuestión de 
potestad), lo mismo que si se tratara de los estatutos de una Orden o Con- 
gregación religiosa, pero con una diferencia: que aquí el fundador es el 


(53) LAUREANO PÉREZ MIER: En torno a la posición jurídica de la Acción Católica. “Kecle- 


sia”, núm. 38 (1942), pág. 13 (325). 
(54) .LAUREANO PÉREZ MIER: Em torno a la posición jurídica de la Acción Católica. JI. "Eccle. 


sia", nüm. 40 (1949), pág. 15 (375). 
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Papa. El número de alocuciones, cartas, discursos, enciclicas, etc., es cerca 
de doscientos. ¿Cuál es el valor jurídico de esos documentos y qué valor 
tienen en relación con ellos las bases o estatutos de la Acción Católica ? 
Cree fundamental el distinguir dos planos; sin ello, el problema le parece 
insoluble. 


a) Dentro de la Acción Católica.—Es decir, cuál es el valor de esos 
documentos en orden a la organización de la Acción Católica en su as- 
pecto “interno constituyente”. Tienen para ella carácter jurídico de ver- 
dadera ley constitutiva, de tal modo que no puede darse base o estatuto 
que esté en contradicción con ellos. Porque el Papa es su fundador y ha 
creado su naturaleza como una Orden religiosa, tiene la naturaleza que su 
fundador le ha dado, con la única diferencia de que los fundadores de los 
Institutos religiosos no tenían potestad pública. 


b) Desde fuera.—Es decir, en el orden general del Derecho. ¿Estos 
documentos son jurídicos de tal modo que impongan la configuración ju- 
rídica de la Acción Católica? Lo niega porque no tienen el carácter de de- 
cretos ni leyes, y lo confirma abundantemente. 


3. En la Acción Católica late una figura nueva.—Es, pues, la Acción 
Católica nada más que una "organización social de hecho”. Y, por tanto 
los textos pontificios se refieren a su estructura de “hecho”. Asi se expli- 
ca la abundancia de documentos sobre Acción Católica salidos del Papa, 
porque es una obra que se está haciendo. Además, la no intervención de 
Congregación alguna explica lo mismo y el que los documentos pontificios 
no tengan el valor de leyes, sino de preceptos, pues la ley implica cierta 
estabilidad que la Acción Católica no ha logrado todavia. Esta sentencia 
—continüa el mismo autor—no rebaja la posición jurídica de la Acción 
Católica, al negar que sea una Institución con personalidad jurídica, sino 
que se la coloca en una “posición jurídica excepcional”, no en “situación 
de excepción”, sino de posición privilegiada. Pues únicamente el Papa po- 
día salvar el escollo de o dejarla indefinidamente al margen del Derecho, 
sin personalidad, o encajarla dentro de las ya existentes. Así, la Acción 
Católica se va haciendo y será con el tiempo lo que el Papa quiere que sea. 
En consecuencia, en la Acción Católica late una figura nueva, y si otro 
que no sea el Papa la erige en persona jurídica, vendrá a caer entre las 
del Código, y “nadie fuera del Papa puede exceptuarla del Derecho esta- 
blecido”. Caso completamente distinto es el de erigir un organismo particu- 
lar, verbigracia, una Junta Diocesana, la Dirección Central, según consta 
en algunos estatutos, pues estos organismos se pueden erigir, conforme al 
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canon 1.489, ocmo Institutos no colegiales. Admitiendo su sentencia—afir- 
ma el Dr. Pérez Mrer—se evita la dificultad de si el Obispo puede crear 
personas completamente nuevas ni se puede obviar esta dificultad diciendo, 
con BLANCO NÁJERA, que esta personalidad emana de la Santa Sede a través 
de las bases de los Metropolitanos, porque la aprobación—dice—es en for- 
ma simple, es decir, en forma común, y los actos esos, en consecuencia, 
quedan como meramente episcopales. Además que esa aprobación ha ve- 
nido de la Santa Sede y no del Papa, y todavía quedaría en pie la difi- 
cultad. 


Como puede verse de la síntesis que llevamos hecha de la sentencia 
del Dr. PÉREZ MTER, no niega tan insigne canonista la posibilidad de que 
sea erigida la Acción Católica en persona moral; pero como, según él, el 
único que puede hacerlo es el Papa, y el Pontífice no ha expresado su 
voluntad en este asunto de la organización, la Acción Católica será lo 
que él quiera que sea con el tiempo. Toda otra autoridad que quiera eri- 
girla necesariamente tendrá que incluirla entre alguna de las Asociaciones 
que aparecen en el Código, y no será, por tanto, la Acción Católica que 
el Papa desea. Toda esta sentencia ha nacido de un amor grande para la 
Acción Católica. Su autor teme que a la Acción Católica se le rebaje del 
puesto que merece. Pero no adelantemos su crítica, que aparecerá más 
clara al contraponerla con la del Dr. BLANCO NÁJERA, Este egregio cano- 
nista recoge en el apéndice de su obra El Derecho Canónico los artículos 
que publicó en “Ecclesia”. De ella recogemos sus ideas y las concretamos 
en los siguientes puntos (55): 


1. Necesidad del decreto de erección. —Por el canon 100, párrafo pri- 
mero, consta que todas las personas distintas de la Iglesia y la Santa Sede 
han de ser creadas por la Iglesia de dos modos: o “ipso facto” o por 
decreto. La Acción Católica no lo ha sido por el primero de éstos, pues 
no hay documento que así lo afirme: no son documentos jurídicos. Nece- 
sita, pues, del decreto de erección. Cierto que el canon 687 se refiere a las 
Asociaciones descritas en el canon 700, en las cuales no entra la Acción 
Católica; pero ese canon es aplicación del 100, y en éste sí que entra la 
Acción Católica, pues es Asociación eclesiástica y comprende a todas las 
Asociaciones habidas y por haber. Ni bastaría para su erección el mandato, 
pues el afirmar esto sería confundir entre la esencia y la existencia de la 
Acción Católica. Ese mandato sí es elemento constitutivo formal de su 


(55) Dr. BLANCO NÁJERA: El Código de Derecho Canónico, traducido y comentado, t. I, pági- 
nas 499 y sigs. 
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naturaleza, pero no confiere ni puede conferir la personalidad, Esta nece- 
sidad del decreto de erección la comprendieron los Episcopados de Fran- 
cia (56) y de Polonia (57) al conferir personalidad jurídica a los organis- 
mos nacionales, segün el canon 1.489, y en Espafia el Arzobispo de Va- 
lencia (58) y el Obispo de Salamanca (59) en sus Diócesis. 

¿Y en España, en la organización nacional? No le parece improbable 
que sea persona jurídica, pues sus bases han sido aprobadas por la Santa 
Sede, y esta aprobación viene a ser un "decreto implícito", pues en el ca- 
non 100, según los comentaristas, no se requiere. que el decreto sea ex- 
plicito y directo, sino que basta que sea implícito, indirecto o equivalente; 
por ejemplo, si a un Instituto se le concede o declara competente para 
algunos derechos propios de las personas morales, como el de dominio 
o el de actuar en juicio. Detalle éste que aparece en las bases españolas. 
Alguno podrá objetar que el Derecho exige el decreto formal; pero no se 
puede negar que la aprobación concedida a la Acción Católica es especial 
y rebasa la simple aprobación del canon 686, mero beneplácito o recono- 
cimiento, aunque con derecho a gozar de ciertos bienes espirituales (ca- 
non 708). Luego equivale a verdadera erección. En resumen—continúa 
este autor—, o se admite la erección implicita de la Acción Católica Es- 
pañola o habrá que explicar su actuación como mandataria, a tenor del 
canon 205, párrafo tercero, diciendo que la Iglesia, sin conceder a la Ac- 
ción Católica personalidad juridica, se la concede para algunas cosas, 
aunque imperfecta (60). 


2. Autoridad competente para erigir la Acción Católica en persona 
jurídica, —Critica en primer lugar la sentencia del Dr. Pérez MIER y 
dice de ella que le parece se sale de lo justo y verdadero. “Menguada si- 
tuación la de la Acción Católica si después de los deseos de Pío XI y XII 
de que fuera el brazo fuerte de la Jerarquía, la organización oficial, el 
ordenamiento príncipe, el centro de atracción, faro y guía de todas las 
otras Asociaciones que deberán agruparse en su torno como auxiliares, 
está privada de personalidad, es decir, no tiene derechos y no le incumben 


(56) Cfr. C. E. P., 1.2 edic., pág. 771, n. 120. La Acción Católica Francesa afirma la perso- 
nalidad jurídica para su Consejo Central en el art. 5.» de sus estatutos. 

(97) Cfr. C. E. P., 1.2 edic., pág. 774, n. 198, y HERVÁS, O. c., pág. 84. Y FR. EUGENIO AYAPE, 
en su libro Problemas de Acción Católica (pág. 917), habla de la personalidad de la Acción Ca- 
tolica de Colombia, según consta en el c. I, art 3.°, de sus estatutos. t 

(58) Cfr. HERVÁS: Jerarquía y Acción Católica a la luz del Derecho, pág. 83. j 

(59) Cfr. “Ecclesia”, núm. 23. 

(60) El Dr. Hervás hace el estudio de esta cuestión en su libro Jerarquía y Acción Católica 
o la luz del Derecho, en las págs. 82 y sigs. Niega que la Acción Católica Española tenga perso- 
nalidad jurídica, pero no niega ni mucho menos que pueda serlo. Es más: admite que de hecho 


lo es en algunas diócesis y naciones. Por eso puede considerarse su sentencia como intermedia 
entre las dos citadas. 
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obligaciones; se reduciria a una entelequia con la esperanza de que un 
buen dia, ya en sazón, lo haga el Papa, cuando otras Asociaciones la 
obtienen de autoridades inferiores. ¿Cómo sería el foco irradiador de 
energías, de calor y luz y se cumplirían los deseos del Papa de que todas 
las demás se alineen en su torno si jurídicamente está en inferioridad? 
Naturalmente que estas dificultades no podían pasar inadvertidas a Pío XI, 
y si su mente se hubiera reservado la exclusiva de erección, lo hubiera 
hecho. ¿No lo hizo? Luego los Obispos lo pueden hacer, pues poseen, se- 
gün voluntad del Papa, plenos poderes." 

Prueba a continuación cómo, segün el Derecho canónico, los Obis- 
pos pueden erigir a la Acción Católica en persona jurídica. Argumento 
que nosotros aduciamos al probar que la Acción Católica es Asociación 
"stricto sensu" religiosa. Y lo confirma con el Concilio Plenario de Po- 
lonia en su decreto 136, con la base segunda de Acción Católica Espafiola 
y con el hecho de que ha sido erigida en algunas Diócesis espafiolas bien 
implicitamente por decreto equivalente, ordenando la vigencia de las ba- 
ses y reglamentos (Málaga, Salamanca, Zaragoza y Granada) (61), o por 
decreto formal (Valencia, Mondoñedo y Pamplona) (62). Pues la vigencia 
de los estatutos implica necesariamente la existencia juridica de la Aso- 
ciación, criterio defendido por juristas especialistas en Asociaciones como 
GOYENECHE (63) y VROMANT (64). 


3. La orgamización de Acción Católica Española es persona jurídica. 
Pues aunque no hay decreto formal expreso, existen unas bases declara- 
das vigentes por la aprobación de la Junta de Metropolitanos y confirmadas 
por la Santa Sede. Bases que son su carta constitucional, ley fundamental 
de su organización y vida jurídica, que equivale al decreto. Ni vale decir 
que esta aprobación no es en forma específica y sólo en forma comün, pues 
el Papa, Supremo Moderador, no ejerce directamente estas funciones, sino 
por medio de un delegado, y en España tal delegación la asume la Junta 
de Metropolitanos. Luego los estatutos de ésta, además de la aprobación 
del Episcopado espaíiol, tienen fuerza de autoridad pontificia delegada, si 
bien no pueden ponerse en vigor sin la confirmación del Romano Ponti- 
fice, que basta que sea en forma común, como ocurre con los decretos de 
los Concilios plenarios nacionales o provinciales (c. 291). 

Como decíamos anteriormente, la sentencia del Dr. BLANCO NÁJERA 


(61) Cfr. *Ecciesla", núms. 3; 23, 28 y 4 d 

(62) Cfr. HERVÁS, O. C., pág. 83; Guía I. la Acción Católica Española, “Ecclesia”, pág. 
número 82. 

(63) (GOYENECHE: De Religiosis, pág. 249. 

(64) VROMÁNT: De fidelium associationibus, n. 10. 
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nos aclara las dudas que pudieran haber surgido del estudio magnifico del 
Docror Pérez Mier. Ya indicábamos, asimismo, antes que todo él había 
brotado de un amor grande a la Acción Católica. Son muchos los años 
que lleva de existencia la Acción Católica para seguir viviendo al margen 
del Código. Bien se podría admitir que su situación extra-jurídica, su vida 
como hecho social perdura hasta la carta decisiva en el orden jurídico: 
la Carta del Cardenal Pacelli al Comendador Ciriaci; de ella arrancan, 
como decíamos anteriormente, toda una serie de cartas que delimitan el 
campo de actividades y de relaciones con otras Asociaciones. Y si es cierto 
que no ha alcanzado todavía un título o puesto específico dentro del Có- 
digo, no se puede negar que vive ya en la legislación eclesiástica gozando 
de là prerrogativa genérica de Asociación aprobada y en muchos casos 
erigida. No se explicaría de otro modo la preocupación del Papa de colo- 
carla siempre en el primer plano en el Derecho concordatario y el interés 
máximo que va tomando la Jerarquia de erigirla en toda la Iglesia. No 
importa qué clase de Asociación es. Sólo interesa que lo sea de hecho, y 
no parece se puede negar la voluntad del Papa de darle existencia jurídica. 

Eso sí (y en esto tal vez coincidatnos con tan insigne autor), hay un 
aspecto en la vida jurídica de la Acción Católica que todavía está en plena 
gestación, que, como él dice acertadamente, es todavia mero hecho social; 
nos referimos al estado especifico que haya de adquirir con el tiempo, a 
ese Derecho corporativo laical que se está formando, al puesto y nombre 
que haya de adquirir la Acción Católica cuando sea incluida en el Código. 
Pero aun este aspecto se puede vislumbrar, y el ultimo artículo publicado 
por este autor en "Ecclesia" nos dará en parte pie para ello. 

La tercera sentencia, nacida, asimismo, de un acendrado deseo de ver 
a la Acción Católica dotada de todas las prerrogativas que parecen dedu- 
cirse de los documentos pontificios, aparece también en "Ecclesia", fir- 
mada por el Dr. InrBARREN en la acertada recensión que hace a la obra 
del Dr. Hervás (65). Nosotros la resumiamos en nuestra obra del si- 
guiente modo (66): | 

“Es extrafio que una entidad que lo llena todo, unida a la Jerarquia 
en la ciudad y aldea, que tiene organismos nacionales, diocesanos y parro- 
quiales bien definidos, establecidos por la Jerarquia; que posee bienes y 
los administra, que ha motivado en el áltimo decenio tal vez la literatura 
más abundante del Papa, cuyo reconocimiento se exige en todos los Con- 
cordatos, no sea persona jurídica." Las consecuencias de negarle esta per- 


(65) Cfr. "Ecclesia", nüm. 93, notas bibliográficas. 
(66) Lecciones esquemálicas de Acción Católica, pág. 97. 
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sonalidad serian muy fuertes. “Ante las exigencias de una responsabilidad 
o amenaza se esfumaria instantáneamente y negaria su existencia." “Es 
extraño, asimismo—continüa el autor citado—, que el Dr. Hervás, en 
la página 84 de su obra, con Pérez Mier, niegue la personalidad jurídica 
a la Acción Católica y en la página 83 se pregunte qué clase de persona 
jurídica es la Acción Católica" (67). 

"Cierto que no ha habido decreto de erección para la Acción Cató- 
lica en cuanto tal, precisamente porque no es Tercera Orden, etc., y, 
por lo tanto, no pueden aplicársele las exigencias de un canon hecho para 
ellas" (68). Y concluye: “No hace falta tal decreto, y se funda su per- 
sonalidad en el mandato. El Papa, el Supremus Moderator. (Cfr. artícu- 
lo 11 del reglamento de la Dirección Central de Acción Católica Espa- 
nola.) 

Ya veíamos cómo era enjuiciada esta sentencia por el Dr. BLANCO 
NÁJERA, y más tarde tendremos nosotros ocasión de hacer algunas consi- 
deraciones sobre ella. Cerremos ya esta parte resumiendo lo que llevamos 
dicho. Todos los canonistas que han tratado esta cuestión coinciden en 
que la Acción Católica lleva en su esencia caracteristicas por las que un 
dia sea erigida en el mundo como persona moral, como Asociación nueva, 
distinta especificamente de las actualmente existentes. Que lo haya sido 
en algunas naciones, como Polonia y Francia, por lo menos en sus orga- 
nismos directivos y como Institutos no colegiales, segün el canon 1.489, 
no lo niega ni el Dr, PÉREZ Mier, y extiende su parecer a las mismas 
Juntas Diocesanas y Parroquiales. La dificultad, pues, se centra en si la _ 
Acción Católica, como Asociación, no sólo en sus organismos coordina- 
dores y directivos, sino también en sus cuatro Ramas, pues todo ello com- 
pone la Acción Católica y sin ellas no existe ésta, tiene personalidad en 
la nación o la puede tener. En España, según el Dn. BrANco NÁJERA, las 
bases acordadas por los Metropolitanos espafioles implícitamente contie- 
nen el decreto de erección, y nos parece acertado su criterio por las razones 
‘que él mismo presentaba. Del mismo modo juzgamos no sólo probable, 
sino ya cierto el que-en las Diócesis respectivas el Ordinario es el que 
puede erigirla, como la realidad lo confirma abundantemente, sin que esta 
erección exija necesariamente el que sea equiparada la Acción Católica con 
alguna de las Asociaciones descritas en el Código. 

Observemos, finalmente, que el ser aprobada una Asociación no es ce- 


(67) Ninguno de los dos autores citados niega la posibilidad, y ésta es suflciente para ha- 


cerse tal pregunta. ‘ 
(68) Ya hemos visto que el c. 700 es específlco y, por tanto, no taxativo; pero no se puede 


decir lo mismo de los cc. 99 y 100, que son generales, a-los cuales habrán de ajustarse todas 
las Asociaciones que se creen. 
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rrarla el paso, para que tal vez mas tarde pueda ser erigida en persona 
moral, ni tampoco el que, después de haber sido erigida “ex decreto for- 
mali”, se la obligue a que indefinidamente sea persona “ex decreto” y no 
pueda tal vez algún día convertirse en persona jurídica “a jure”. Sobre 
todó como en el caso presente de la Acción Católica, que no está especi- 
ficamente incluída en el Código y no hay documento jurídico, que pueda 
considerarse como decreto-ley, emanado de la Santa Sede y en el cual se 
determine claramente toda su configuración jurídica. Si así fuera tendría- 
mos ya rematada la magnífica catedral de la que hablábamos al principio 
de este artículo. Y con estas consideraciones tenemos abierto el camino 
para la tercera parte. 


II 


¿POSIBILIDAD DE QUE LA'ACCION CATOLICASLLEG UE GISBR 
PERSONA "A UIRE> S? 


Los CANONISTAS Y LAS PERSONAS “A JURE” 


Entramos en esta parte con cierto temor de ser demasiado atrevidos en 
nuestras previsiones, pero al mismo tiempo confiados porque los mismos tes- 
timonios de los tratadistas y las palabras de los Pontifices nos van a servir 
de guía. 

El Dr. BLaNnco NÁJERA, en los artículos citados, se preguntaba: “Todas 
las personas distintas de la Igiesia y de la Santa Sede han de ser 'creadas 
por la Iglesia, y esta creación puede ser de dos modos: 1) "ipso facto”, es 
decir, “a jure”, verbigracia, el Sacro Colegio Cardenalicio, Ordenes y Con- 
gregaciones religiosas, Curia Diocesana, Cabildos, parroquias, etc., y.2) por 
decreto, es dectr, por un acto especial de la autoridad que las eleva a la dig- 
nidad de personas morales. ¿Por cuál de estos modos obtiene la personalidad 
la Acción Católica? No por el primero, pues no hay documento que así lo 
confirme. Los documentos sobre Acción Católica no son documentos jurí- 
dicos.” l 

En esta afirmación última implícitamente creemos ver lo que intenta- 
mos demostrar: “La Acción Católica, el día en que sea incluida en el De- 
recho o aparezca un decreto-ley de la Santa Sede en el que se concrete su 
posición jurídica, será persona jurídica “a jure”, con lo cual, según afir- 
mábamos en la segunda parte de este artículo, no necesitaria ya del decreto 
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de erección, sino que el mismo hecho de crearla en la Parroquia, Diócesis, 
Nación y Orbe cristiano llevaría consigo la obtención de la personalidad." 

Y he aqui cómo ahora se pueden comprender perfectamente las tres 
sentencias antes aducidas, la del Dr, PÉREZ MTER, quien de ningún modo 
quería rebajar un ápice la posición prevalente de la Acción Católica, y para 
ello fingia la situación privilegiada de “hecho social", temiendo que al eri- 
girla cualquiera que no fuera el Papa la equiparará con alguna de las Aso- 
ciaciones existentes, y la del Dn. IRIBARREN, quien para salvar las dificul- 
tades que observaban los canonistas en la concesión de la personalidad 
jurídica a la Acción Católica, extrafiado por este hecho, la fundamentaba 
en el mandato. 


[11 


Y, ciertamente, este mandato, por el que goza la Acción Católica *de 
participación en el ejercicio o actividades ejecutivas de la jurisdicción de 
la Jerarquia, en forma de causa instrumental elevada a causa eficiente, por 
el que lleva el título de oficial, de ordenamiento príncipe, y por el que se 
explica la supremacia de la Acción Católica sobre las otras Asociaciones 
existentes, diferencia no sólo de grado, sino también de especie" (69), es el 
que prueba, asimismo, el carácter publicista de esta nueva Asociación y del 
que fluye como consecuencia la posibilidad de que la Acción Católica sea 
un dia persona “a jure”. l 

Y ya decíamos antes cómo las palabras del Dr. BLaNco NÁJERA daban 
pie para plantearnos esta cuestión. : 


PERSONAS PÚBLICAS Y PRIVADAS EN LA [GLESIA 


Ya adelantábamos algo de esta distinción cuando hablábamos de la 
diferencia entre las personas “a jure" y “ex decreto”, y alli decíamos que 
las primeras son entidades necesarias a la Iglesia y que, por lo tanto, no 
podían surgir por la mera voluntad de los fieles. Podrían parangonarse 
con las Asociaciones (püblicas siempre) que surgen en el Estado por pro- 
pia iniciativa de éste. 

E] estudio del concepto jurídico de la persona publica adquiere plena 
uniformidad entre los civilistas y no así entre los canonistas, donde existe 
eran variedad de lenguaje (70). La razón de esta desavenencia entre los 
comentaristas de la legislación eclesiástica se explica, porque en cierto modo 
toda persona moral en el Derecho canónico podría considerarse en sentido 


(69) Cfr. Branco NÁJERA: El Código de Derecho Canónico, traducido y comentado, t. I, pá- 
3 vina 499, en su apartado Incorporación de la Acción Católica al ejercicio de la jurisdicción 
eclesiástica. 
(70) J: Hervás: Jerarquía y Acción Católica a la luz del Derecho, pág. 89. 
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lato como persona püblica, pues no hay ninguna que tenga algün fin pri- 
vado extrafio a la Iglesia. Y precisamente el coincidir el fin de la Asocia- 
ción con el de la sociedad perfecta, Estado o Iglesia, es una de las medidas 
para precisar si se trata de una persona moral de carácter publico. 


El Dr. Hervás (71), unificando el criterio de los canonistas, concluye 
“que puede ser considerado como público aquello que se refiere directa- 
mente a la Iglesia como sociedad perfecta, y consecuentemente, a su ele- 
mento formal, la Jerarquía”. Y recogiendo palabras de Menrcucci: “Tam- 
bién en el terreno eclesiástico puede considerarse como público aquello que 
se refiere directamente a la Jerarquía; y que, en particular, son públicas 
aquellas instituciones que la Jerarquía considera formalmente que persiguen 
un fin que está en sus fines (entre los de la Jerarquía) y que actúa en su 
propio interés (en el de la Jerarquía).” 

Similar a este estudio es el que hace PRETI (72), tomándolo del Dere- 
cho estatal y aplicándolo al Derecho canónico. Nosotros vamos a seguir a 
este autor, pues el desarrollo de sus ideas, con breves aplicaciones a la Ac- 
ción Católica, nos proporciona una prueba clara de lo que pretendemos. 

“En el Derecho estatal —dice este autor—se encuentran estos caracteres 
para la persona pública: 1) Fin integrante en el del Estado o que coincide 
con el del Estado. 2) Constitución directa por parte del Estado. 3) Poder 
de imperio o “jus imperii” ; y 4) Control de vigilancia a cargo del Estado. 
Basta que se demuestre que tiene alguno de estos caracteres para que sea 
persona pública.” 

Aplicando lo dicho al Derecho canónico se encuentra con la dificultad 
que antes advertiamos, es decir, que en la Iglesia toda persona jurídica, 
aunque su fin sea privado, nunca es extraño al fin de la Iglesia, y para 
resolverla adopta el criterio general que a continuación prueba. En la Igle- 
sia pueden considerarse como públicas todas las personas “a jure ”—dice—, 
pues éstas nacen por obra de la autoridad eclesiástica (Diócesis, Parroquias, 
Iglesias y las circunscripciones personalizadas Cabildos, Seminarios, Sa- 
gradas Congregaciones Romanas, etc.), y como privadas, las “ex decreto” 
que surgen por iniciativa privada, 

Supuesto este criterio es fácil comprobar que las características que 

antes presentaba para ms VENE püblicas en el Estado tienen plena adap- 
tación en las personas E: jure” de la E C y no sucede lo mismo, en 
cambio, con las personas “ex decreto”. 


(71) J. HERVÁS: Jerarquía y Acción Católica a la luz del Derecho, pág. 89. 


(72) PRETI DOTT. LUIGI: Il riconoscimento delle persone morali in Diritto canonico. “Ar. 
chivio di Diritto Eclesiastico", t. IT (1940), pags. 319 y sigs. 
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Y asi tenemos que: 1) En cuanto al fin, la persona “a jure" tiene un 
fin claramente püblico, pues no es posible distinguir entre el fin de la Igle- 
sia y el de la entidad constituída de este modo, ya que el fin de esta persona 
moral no es mas que un fin en campo limitado y determinado impuesto 
por la Iglesia. Son ellas sus brazos. Recordemos las palabras de los Papas 
y los tratadistas: la Acción Católica es la “longa manus” de la Jerarquia. 
una hiedra adherida al tronco de la Iglesia, etc., palabras todas ellas que 
confirman esa igualdad de fines. Son, pues, estas personas morales entes 
necesarios de los que.se sirve para obtener su propio fin, Se identifica, por 
tanto, su fin con el de la Tglesia, siendo órganos directos o indirectos de su 
actuación. Las personas, en cambio, "ex decreto" persiguen un fin menos 
general religioso y caritativo, que es limitado, determinado y subordinado 
al control de la Iglesia. Su existencia no es elemento necesario de la Igle- 
sia, ni su fin se identifica integramente con el de la Iglesia. Ciertamente que 
el fin de estas ültimas no es extrafio completamente al fin de la Iglesia, 
como puede ser para el Estado el de una sociedad comercial, y por esto 
todas las personas morales de Derecho canónico, como decíamos antes, 
pueden ser consideradas en sentido lato como “públicas”. Así se explica 
cómo un Hospital o un Orfanatrofio, que para el Derecho estatal son per- 
sonas püblicas, para el canónico lo son privadas. 


a) En cuanto a la “potestas imperii”, segundo de los elementos que 
aparecian en la definición de persona püblica, segün el Derecho civil, nos 
encontramos que el poder de imperio que aparece en las personas morales 
“a jure” no es sino el de la Iglesia, ya sea jurisdiccional o administrativo, 
y se manifiesta a través de las personas que lo participan. El Obispo en su 
Diócesis, el Párroco en su Parroquia, como representantes jurídicos que 
son de la persona moral que gobiernan, ejercitan el poder de imperio de 
la Iglesia en sus fieles. Las personas "ex decreto”, por otra parte, ninguna 
tiene delegado tal poder, y viene significado el que poseen con el título de 
“dominativo”, y asi se aclara en los estatutos de toda Asociación que sea 
colegial. 

Sobre este poder de imperio en la Acción Católica nos dice en sus ar- 
tículos ya citados el Dr. BLANCO NÁJERA que la diferencia específica entre 
la Acción Católica y las Congregaciones radica en que estas últimas no re- 
basan el Derecho privado, aunque tengan fines de utilidad pública; es decir, 
las Congregaciones no tienen el “jus imperii”, y la Acción Católica no sólo 
es apostolado en ayuda de la Jerarquía, sino que está organizado oficial- 
mente. Y ampliando estos conceptos, el Dr. PEREZ Mrer, al hablar de 
los poderes públicos de la Acción Católica, acertadamente distingue: a) Los 
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organismos directivos gozan de un poder de dirección ejecutiva que recae 
sobre sus propios miembros. b) Los organismos coordinadores y directivos 
(Juntas Parroquiales, Diocesanas, Dirección Central) extienden su autori- 
dad, no propia, sino vicaria (mejor cuasi vicaria), fuera de las organizacio- 
nes oficiales de la Acción Católica, sobre las obras y organizaciones cato- 
licas y sobre todos los católicos en general. Los términos de los Papas 
“interponer su fuerza y autoridad”, “deber de someterse”, prueban bien la 
indole administrativa y, por tanto, pública que revisten los poderes de la 
Acción Católica; y c) Por fin, los órganos de la Jerarquía ejercen funciones 
de dirección y gobierno propiamente jurisdiccionales sobre las actividades 
todas de la organización, de forma que la Acción Católica en todas partes 
se halla como penetrada y empapada de esta dirección de la Jerarquía, 


Nos resta decir algo sobre el control de vigilancia, último de los ele- 
mentos específicos de la persona “a jure”. Es fácil ver y caer en la cuenta 
del severo régimen de control (superior a toda forma de control y vigilancia, 
que tiene el Derecho civil sobre sus Asociaciones) que aplica la Iglesia a 
una Provincia, Diócesis, Parroquia, Iglesia, Capitulo o diversos oficios per- 
sonalizados, y no es el mismo, ni mucho menos, el que aplica a las personas 
“ex decreto”, verbigracia, a una Pía Unión, a la cual se le deja una mayor 
libertad de acción, sin un control constante y ordinario. 


De la Acción Católica decía Pio XI: “La Acción Católica perdería in- 
mediatamente su razón de ser, si, aunque fuera un solo instante, se obscu- 
reciesen estas ideas fundamentales, por poco que se relajara este vínculo 
esencial que une a la Acción Católica... con la Jerarquía” (73). Es cierto 
que las otras Asociaciones están sujetas a una “subordinación general” que 
puede llegar hasta su supresión (c. 699, $ 1) por parte del Obispo, pero 
la Acción Católica llega a estar sometida especial, directa e inmediatamente 
a la Jerarquía (74). La documentación pontificia en este sentido es abun- 
dantisima y ha llegado a adquirir carta de naturaleza en el campo concor- 
datario. No en vano una de sus notas esenciales es la episcopalidad (75). 


(73) Discurso a las Asociaciones católicas de Roma (19-IV -1931). 
(74) Z. DE VIZCARRA: Curso de Acción Católica, pág. 49, n. 36. 


(75) Aquí vendría como corolario la cuestión de la precedencia y de la que se ocupa el 
Código en el c. 701, en cuanto a las Asociaciones. Si exceptuamos a los organismos directivos 
(Juntas y Dirección Central, que se pueden erigir como Institutos, según el c. 1.489), en lo 
cual convienen todos los tratadistas, la Acción Católica parece que debe ser considerada como 
Asociación y no como Institución; mejor dicho, como Corporación institucional y no como 
Institución corporativa, siguiendo en esto el parecer de! DR. BLANCO NÁJERA y el P. REGATILLO 
Supuesto, por otra parte, que la Acción Católica no coincide con ninguna de las Asociaciones 
de las que se habla en el c. 700 y que su diferencia con ellas es de especie y no solamente 
de grado, está plenamente justificado el estudio que hizo sobre esta cuestión de la precedencia 
MONSEÑOR ZACARÍAS DE VIZCARRA en “Ecclesia” (núm. 11, pág. 22), concediéndole a la Acción Ca- 
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Hemos llegado al limite de nuestro trabajo. Y queremos concluir por 
donde comenzamos. Un nuevo Derecho corporativo, que se perfila ya en 
toda su contextura y con bastante claridad, va surgiendo en la vida de la 
Iglesia, no precisamente para substituir a la Jerarquía en sus empresas ab- 
negadas de apostolado, sino para ayudarla en las batallas rudas que se ave- 
cinan. Los pocos años de experiencia que lleva la nueva Asociación nos han 
traido como prueba consoladora un aumento en el amor a la Jerarquía y 
una vivificación de la espiritualidad. Triste suerte la del laicismo exaltando 
contra la Iglesia el amor a la libertad, el respeto a la dignidad y los dere- 
chos inalienables de la persona humana para poner al hombre, en definitiva, 
bajo la tirania del Estado, como la Historia lo confirma. La Iglesia ha 
respondido a la ofensa formando a sus fieles en cerrado escuadrón, acer- 
cándolos más a su corazón de madre. No, como cree el laicismo, para 
coartar su libertad e independencia, sino para prestarles su calor, su vida, 
su sostén y su ayuda, que los hará más libres. 

Una nueva edad ha comenzado en la Iglesia, dice un autor francés. Los 
seglares han sido llamados a ocupar un puesto de tal categoría que no se 
encuentra cosa semejante en la Historia. 


Día llegará, y no lo creemos ya lejano, en el que veamos a la Acción 
Católica ocupar un puesto de honor entre las Asociaciones del Código. 
Mientras tanto, a los canonistas compete el aclarar los ültimos toques que 
quedan por perfilar en esa maravillosa Asociación. 


Jaime SAEZ GOYENECHEA 


Profesor del Seminario de Vitoria. 


tólica un puesto de verdadero privilegio, puesto que por sus características está sobre todas 
las Asociaciones existentes. 

Los autores que equiparan a la Acción Católica con las Pías Uniones tienen ya resuelta esta 
controversia; pero entre ellos, MATHEUS CONTE A CORONATA: Inslituliones Juris Canonici (Taurini- 
Italia, 1939), t. I, pág. 901, se ocupa expresamente de ella, y a nuestro humilde juicio, con 
poco acierto. He aquí sus palabras, que no necesitan comentario después de lo que llevamos 
dicho: “Responsio difficilior evadit ex defectu elementorum, quae in ea danda nos ducere de- 
bent. Salvo igitur meliori judicio, Actionis Catholicae associatio considerari poterit ut quarta 
species associationum ecclesiasticarum fidelium. Ratio autem cur eis assignandus videlur quar- 
tus locus est quia de facto aliae tres species cum tempore antiquiores sint aliqualem priori- 
tatem ex hoc facto consentaneae sunt juxta adagium, quia prior est tempore, potior est jure. 
At etiam ex facto quod aliae associationes actibus cultus publici active intervenire possunt, 
quod mon verificatur de associationibus Actionis Catholicae ralio sufficiens videlur cur eis 
prae ista praecedentia adjudicetur.” 
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LOS ESTATUTOS 
EN EL CODIGO DE DERECHO CANONICO 


Entre los caracteres que enaltecen el Código de Derecho canónico y 
lo distinguen de los Códigos civiles modernos, uno de los más relevantes 
es la amplitud, dignidad y sabiduría de las Normas generales que en el 
libro I se contienen. Estas Normas revelan el espíritu sobrenatural y, al 
mismo tiempo, humano que alienta en toda la legislación canónica, y mi- 
radas bajo el aspecto científico hacen de nuestro Código no un conglo- 
merado de normas casuísticas, sin trabazón interna, sino un cuerpo legal 
sistemático, organizado conforme a principios generales, que excluyen 
por igual la arbitrariedad y la rigidez, y abren amplias rutas al imperio 
de la justicia y de la equidad, lo mismo en el dictado de nuevas leyes que 
en la aplicación de las ya codificadas. 

Tratase en el libro I, con extensión no acostumbrada en otros Códi- 
gos, de todas las principales formas que puede revestir la norma juridt- 
ca, o sea de la ley, de la costumbre, del precepto, del privilegio. Sólo ha- 
llamos en esta variedad de normas juridicas un vacío, que es la ausencia 
total de cánones reguladores de la materia estatutaria. El Código sólo 
indirectamente habla de los estatutos en un canon del libro I, el canon 22. 
En los otros libros del Código se hace frecuentemente referencia a los 
estatutos, como en los cánones 101 $ 2, 397, 408 $ 1, 410, 416, 422 $ 2, 
689, 691 $ 2, 692, 694, 695, 696, 697 § I, 740, 774, 1.089, 1.230 $ 7, 
1.235, 12242 1,300651 1927098 2 219400, . 14482, 1.502:1:,03 8 sank eto 
en ningün canon se fija norma alguna relativa a los estatutos que pueda 
considerarse como auténtica reglamentación de los mismos. De ahí re- 
sulta la falta de doctrina canónica sobre los estatutos, Por todo lo que 
antecede juzgamos que no carecerá de sólida finalidad científica el inten- 
to de estructurar, en sus lineamentos principales, la doctrina sobre los 
estatutos, aunque el intento, de fijo, no quedará plenamente logrado. 


J. NOCIÓN DE LOS ESTATUTOS 


1. La palabra estatuto, de statuere, tuvo originariamente en el De- 
recho romano un significado amplio e impreciso, que es el que va englo- 
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bado en su misma etimología. En esta acepción genérica, la primera his- 
tóricamente, estatuto significa, como se observa en el Nuovo Digesto Ita- 
liano (1), toda manifestación de la voluntad imperativa ordenada al go- 
bierno de la actividad social. En este sentido, la palabra estatuto puede 
aplicarse igualmente a la sentencia del juez o al decreto del magistrado 
que a las leyes de los príncipes o emperadores (2). 

El mismo significado amplio y genérico reconoció a los estatutos el 
antiguo Derecho canónico, el cual designó con dicho vocablo lo mismo 
las leyes o cánones, ya generales ya particulares, que las ordenaciones dic- 
tadas para las comunidades imperfectas o las datas por aquellos que ca- 
recian de jurisdicción o las mismas disposiciones transitorias (3). 

Enteramente acorde con el antiguo Derecho se halla la doctrina del 
eximio doctor SUAREZ, quien no admite entre ley y estatuto diferencia 
real, sino meramente nominal, introducida en las escuelas para: la más 
concisa y distinta expresión de las ideas (4). 

Aun modernamente, sobre todo en el Derecho civil, se da no pocas 
veces al término estatuto el mismo significado general que tenía en el De- 
recho antiguo, comprendiendo en él las leyes particulares y las generales 
aun constitucionales. En este sentido escribía J. VoeT (5): “In hisce cir- 
ca statutorum. varietatem disceptatiombus, non inferiorum tantum magis- 
tratuum, sed et supremorum principum ac populorum maiestate praedi- 
torum iura, sive moribus utentium ac consuetudine inducta... venire sta- 
tutorum. appellatione." La misma noción acepta ALCUBILLA en su Dic- 
cionario de la administración española (6). También el Código de Dere- 
cho canónico emplea, aunque rara vez, los estatutos como sinónimos de 
leyes generales o de prescripciones canónicas (canon 1.242). 

En esta primera acepción etimológico-real, el estatuto tiene como tér- 
mino sinónimo la constitución o estatuto común, si bien en el decurso 
del tiempo ambos términos han experimentado diversas variantes de sig- 
nificado que no siempre han corrido paralelas. 

2. La antigua acepción genérica del estatuto ha ido sucesivamente 
concretándose y adquiriendo un perfil cada vez más propios, La segunda 
forma de esta evolución, y a la vez la más permanente, si bien no exclu- 


(1) T. XII, p. 1.2, v. Statuto, págs. 869-878, Torino, 1940. 

(EN RIED wills GUS RT ZA IM ns As e LEO WY, Se 

(3) 0: 1, § 1, Di, XX; 6. MOST 167 Di KCVIJeps: Gratien c. TE DA ils ce (0 SPD e 
X, I, 2 de constitutionibus; c. 1, I, 2 de constitutionibus, in VI. 

(4) Cfr. SUÁREZ, De legibus, lib. V, cap. I, n. 7; Gonimbricae, 1619. 

(5) VoET, Commentarium ad Pandectas, i. I, lib. I, tit. IV, pars. II, pág. 35; ed. 5.5, Ve- 
neta, Bassani, 1827. ; á 


' (6) ALCUBILLA, Dic. de la adm. esp., ed. 6.2, t. VII, v. Estatuto; Madrid, 1918. 
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siva, es la que da a los estatutos el significado no ya de leyes generales, 
sino de leyes particulares, por las que se rigen los organismos autónomos 
subalternos. En esta acepción, que podemos denominar propia y amplia, 
parece definir el estatuto el mencionado Nuovo Digesto Italiano (l. c.) di- 
ciendo que es: “La disciplina giuridica della vita interna ed externa, os- 
sia della costituzione, organica e funzionale, di qualsiasi ente autonomo." 
La misma idea principal resalta en la definición dada por FERRARIS: 
"Decreta inferiorum. Principum civitatum aut populorum. dicuntur. statu- 
ta” (7). En el sentido de ley particular, aunque no exclusivamente según . 
la interpretación más probable, entiende el Código la palabra estatutos en 
el.canon 22. El mismo sentido suele dar el Código a los estatutos cuando 
los denomina diocesanos, como en los cánones 1.089, $1, y 1.230, $ 7. 
Ejemplos clásicos de organismos autónomos subalternos que se rigen por 
estatutos en el sentido que ahora venimos exponiendo son el antiguo mu- 
nicipio dentro del Estado y la diócesis dentro de la demarcación general 
eclesiástica. 

El estatuto, en esta segunda acepción, expresa una correlación inver- 
sa respecto del Derecho comün; es, dentro de la órbita legal, aquello que 
sale del ordenamiento comün, y, consiguientemente, su ámbito será tanto 
mayor o menor cuanto menor o mayor sea el radio extensivo del Dere- 
cho comün. Debemos también observar que una misma ley puede consi- 
derarse como estatuto respecto de otra ley superior y como Derecho co- 
mün en orden a una ley inferior, Así, la ley diocesana podrá llamarse 
estatuto en relación con la ley vigente en toda la Iglesia, como puede 
también llamarse estatuto a la norma especial por la que se gobierna den- 
tro de la diócesis un organismo autónomo, capaz de recibir una ley, ya 
'sea ésta una limitación del Derecho universal, ya lo sea simplemente de 
una ley diocesana, que en el caso vendría a ser un Derecho relativamente 
común o general. 

3. Una tercera acepción, propia y estricta, se ha dado, principalmen- 
te en el Derecho moderno, a los estatutos. Segün ella, los estatutos pro- 
piamente dichos son aquellas ordenaciones que a sí mismos se dan los or- 
ganismos que carecen de potestad jurisdiccional o que son impuestas a 
cualquier entidad colectiva, pero no en forma de ley. Este ültimo supues- 
to puede verificarse ya porque el sujeto a quien la prescripción se impone 
no es capaz de recibir una ley propiamente dicha, ya porque, aunque esté 
dotado de capacidad, las ordenaciones no se intiman con todos los requi- 


* 


(7) Ferraris, Prompta bibliol., v. lex, art. 2, n. 2. Véase también SCHMALZGRUEBER, Jus 
Eccl. Univ., t. I, pars. 1.2, diss. proemialis, § VI, de Iure civile privato, n. 177. 
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sitos esenciales que deben acompafiar a la ley, verbigracia: por tener di- 
chas prescripciones carácter meramente transitorio. Admiten esta tercera 
noción de los estatutos CICOGNANI-STAFFA, cuyas son estas palabras: 
“Statutum a lege distingui. potest quatenus. statutum sumitur. ad indica- 
dam ordinationem conditam a superiore communitatis imperfectae vel ab 
aliqua. persona morali per modum pacti conventionalis” (8). Con esta 
misma noción de estatutos parece coincidir la que hallamos en el Diction- 
naire de Droit Canonique, revisado por el canónigo J. WAGNER. El es- 
tatuto, se dice en este diccionario, es "réglement pour faire observer une 
certaine discipline ow façon de vivre et de se comporter, dans quelques 
compagnies, ow corps, ow comanunautés" (9). 

También el Código de Derecho canónico creemos que acepta esta ter- 
cera y más propia acepción de la palabra estatuto en el canon 22, aunque 
juntamente con la segunda acepción antedicha. Exclusivamente, en la ter- 
cera de la que ahora nos ocupamos usa el Código el término estatutos en 
la mayor parte de los cánones, como fácilmente puede comprobar por sí 
mismo el lector; es decir, que el Código casi siempre entiende los esta- 
tutos en esta tercera acepción: así habla de los estatutos de los cabildos, 
de las asociaciones piadosas, de las universidades, de los seminarios, etc. 
Igualmente al tratar de los religiosos, aunque empleando, en vez de esta- 
tutos, los términos reglas o constituciones (canon 489). No entramos aho- 
ra a discutir la naturaleza de las reglas o constituciones religiosas; nos 
basta para el análisis de conceptos que ahora estamos haciendo afirmar 
que no son propiamente leyes, sino que suelen considerarse como leyes 
especiales o lato sensu; y, por consiguiente, las constituciones o estatutos 
religiosos no pueden comprenderse bajo la segunda acepción de estatu- 
tos, sino bajo la tercera. 

Algunos autores (10) han considerado como elemento característico 
del proceso formativo de los estatutos, en cuanto que son leyes internas 
de personas colectivas, una especie de contrato o de pacto, que es su cau- 
sa originaria. Cierto que así suelen formarse no pocas de las principales 
figuras de estatutos, por ejemplo: los de los cabildos y los de las asocia- 
ciones piadosas. Pero no hay razón para considerar este elemento como 
esencial y, consiguientemente, para negar el verdadero carácter estatuta- 
rio, en una y otra acepción, a cualquier ordenamiento jurídico dictado in- 
mediatamente por el superior competente e impuesto a un organismo co- 


(8) CICOGNANI-STAFFA, Commentarium ad librum primum C. J. C., vol. I, pág. 358, Ro- 
mae, 1939. 


(9) Dictionnaire de droit canonique, v. Statuts, 3.2 ed., París, 1901. 
5 (10) Cfr. Nuovo Digesto Italiano, 1. C.; CICOGNANI-STAFFA, l. C. 
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lectivo. Tampoco hallamos suficiente fundamento para reservar la facul- 
tad de promulgar estatutos a la representación colegial de las entidades 
colectivas, como capítulos, etc., contra lo que afirma Maroto (11). El 
mismo carácter de estatutos revestirán las ordenaciones impuestas a una 
comunidad por un superior singular dotado de la necesaria competencia. 
Lo que sí consideramos como nota característica de un estatuto es que 
sus disposiciones integren un cuerpo legal suficientemente amplio y orga- 
nizado, a fin de que puedan regular toda la vida interna o externa de una 
entidad colectiva o, cuando menos, alguna de sus funciones principales. 
Una disposición aislada podrá llamarse constitución, edicto, precepto, re- 
gla, pero no estatuto. 

Debemos advertir que en el presente artículo tomamos el término es- 
tatuto en la tercera acepción ya explicada, diferenciándolo de la ley no 
sólo general, sino también particular, pero comprendiendo cualesquiera 
otras normas imperativas, que ya por su índole intrínseca, ya por razón 
del sujeto o por cualquier otro concepto no entren en la más alta catego- 
ría de ley, con tal de que dichas normas se den a una persona colectiva 
en forma de cuerpo legal unitario. A veces, sin embargo, hablamos de los 
estatutos en sentido más amplio o restringido, según podrá deducirse fá- 
cilmente del contexto. 

De la noción que de los estatutos acabamos de dibujar dedúcese su 
origen, que es múltiple. Los estatutos pueden nacer de una concesión o 
imposición directa del superior; por convenio o acuerdo de los miembros 
del organismo que ha de regirse por los estatutos; por legítima costum- 
bre; por prescripción y por posesión, que, sj introduce un estatuto con- 
trario a la ley, ha de ser centenaria o inmemorial. Véase por analogía el 
canon 63. 


" 


ll... DIVISIÓN DE LOS, ESTATUTOS 


1. Por la relación que guardan respecto del Derecho común, los es- 
tatutos pueden ser iuxta, praeter o contra ius. Es frecuente que los esta- 
tutos particulares recojan, para su más fácil recordación o su más eficaz 
urgencia, prescripciones dictadas por el mismo Derecho común. Esta rei- 
“teración o inserción de las normas comunes en los estatutos particulares 
no pueda llamarse verdadero estatuto, a no ser que a la prescripción co- 


(11) Manoro, Institutiones J. Cot, I ne 9715 Madrid, «1918; 
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mún se añada un nuevo título de obligación, lo cual, de no advertirse cla- 
ramente, no suele sobreentenderse. 

Los estatutos son en la mayoría de los casos disposiciones praeter tus 
commune, que no contravienen a éste, sino que lo completan y determi- 
nan, o bien regulan una materia que cae totalmente fuera del ámbito del 
Derecho común. Los estatutos son contra ius commune cuando contienen 
una prescripción incompatible que forzosamente lo deroga. Este léxico, 
tan usual en Derecho y de tan fácil inteligencia, ofrece no escasa dificul- 
tad cuando se pretende aplicarlo a los estatutos. Para que exista verda- 
dera contrariedad entre el estatuto y la ley.no basta que éste prohiba ne- 
cativamente o no autorice lo que prescribe el estatuto, sino que es menes- 
ter que intervenga una prohibición positiva y general por parte de la ley 
que cierre el paso al estatuto. Asi, dice SUÁREZ (12), el Derecho común 
no permite que alguno sea privado de sus bienes por culpa de otro, a 
menos que sea cómplice, y, sin embargo, algunos estatutos municipales 
lo establecen en determinados casos, que se consideran justos y válidos. 
Lo que no se puede es imponer tal pena en fuerza del Derecho común, 
Asimismo, añade, los Obispos pueden dar prescripciones en esta forma 
impropiamente llamada contra el Derecho común, es decir, ultra illud, re- 
servándose algunos casos que el Derecho común no reserva o imponiendo 
otras penas para casos en los que el Derecho común no las prescribe. 

2. Mucho se ha discutido, especialmente entre los civilistas, sobre el 
estatuto mixto y el formal. Acerca de la importante y encendida discusión 
habida en torno de esta división estatutaria plácenos transcribir unas pa- 
labras del ya citado J. VoEeT (13): vNovilissima statutorum. divisio est 
qua alia personalia sunt, alia realia, alia mixta: circa quarum. specierum 
descriptiones ac determinationes quantopere discrepent interpretes non fu- 
sius enarrabo.” Los autores convienen en la idea genérica de esta divi- 
sión, pero discrepan hondamente en su aplicación a casos concretos, y más 
aün en cuanto a la formulación de la teoría, basada en dicha división, de 
la personalidad o territorialidad de los estatutos. Apoyándonos en el pun- 
to de convergencia de estas diversas opiniones, diremos que estatuto per- 
sonal es aquel que principalmente y de modo general se refiere al estado 
de las personas, sin hacer mención alguna o haciéndola sólo de modo in- 
directo, de las cosas que a la persona pertenecen. Así, por ejemplo, es 
personal el estatuto que determina el estado libre de las personas, su ca- 
pacidad jurídica, su mayor o menor edad, su infamia o buena fama, su 


(12) SUÁREZ, De legibus, lib. VI, cap. XXVI, 12. 
(13) J. VoET, Comment. ad Pandectas, t. I, tit. IV, pars: II, pág. 36, n. 25 
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domicilio y otras cualidades que afectan directamente a la persona modi- 
ficando o condicionando su capacidad jurídica, 

El estatuto se llama real cuando tiene por objeto primario el dispo- 
ner de los bienes o cosas. Al estatuto real pertenecen, entre otras, las le- 
yes o disposiciones sucesorias. 

Sobre el estatuto mixto escribe Castán (14): “El estatuto mixto, es- 
tablecido por D’ANGENTRE, se refería a aquellas materias en que no se 
podía decidir si lo principal eran las personas o las cosas. Como sólo pro- 
ducía efectos territoriales, se le podía equiparar al estatuto real.” La ra- 
zon alegada de que no se conozca cuál es el elemento predominante en un 
estotuto no es sufiicente paa que el estatuto se llame mixto. Solamente 
podrá aplicarse en rigor esta denominación cuando se demuestre que de 
hecho no prevalece ninguno de los dos elementos. J. Voer (1. c., n. 4) ad- 
mite también este ultimo tercer miembro de la distinción, pero en sentido 
diverso, en el sentido que actualmente se atribuye al estatuto formal, Este 
es el que no dispone directamente sobre lo relativo a las cualidades perso- 
nales ni sobre los bienes o cosos, sino sobre las condiciones o modalidades 
del acto, es decir, sobre el modo, orden, tiempo, solemnidades (15). 


3. El estatuto puede estar o no confirmado por una autoridad supe- 
rior jurisdiccional. Necesitan confirmación jurisdiccional las disposicio- 
nes fundamentales u orgánicas de las entidades eclesiásticas que gozan de 
personalidad juridica, o a lo menos han sido aprobadas como tales. Asi 
los estatutos de los cabildos catedrales y colegiales, los de las asociacio- 
nes piadosas, universidades, seminarios, y las constituciones de los insti- 
tutos religiosos. Estas disposiciones fundamentales suelen recibir los nom- 
bres ya de estatutos, ya de constituciones o reglas (16). La distinción en- 
tre estatutos confirmados y no confirmados tiene capital influencia en 
su estabilidad y en el trámite que ha de seguirse para su revocación. 


4. Finalmente—pretendiendo enumerar tan sólo las divisiones que 
han de servirnos de base para la solución de ulteriores dificultades—dire- 
mos que los estatutos pueden ser favorables y odiosos, segün que otor- 
guen un favor o impongan un gravamen o la limitación de un derecho. 
Esta división señala la pauta que ha de seguirse en el uso de la interpre- 
tación lata y estricta, i 


(14) CasrAn, Derecho civil español, t. I, pág. 94, ed. 6.2; Madrid, 1943. : 

(15) Cfr. Nuovo Digesto It., XII, p. I; Statuto personale e reale, p. 878-882, n. 5; MARTÍNEZ- 
ALCUBILLA, Diccionario de la administración española, ed. 6.3, t. V, v. Derecho internacional 
privado; Madrid, 1916. 

(16) Cfr. ManoTo, |. c., n. 271. 
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III. .SuJETO ACTIVO Y PASIVO DE LOS ESTATUTOS 


1. Por lo que respecta al sujeto activo de los estatutos, tienen apli- 
cación las siguientes palabras de San Agustín: “Unaquaeque ecclesia pri- 
vatis conventionibus et propriis informationibus, pro locorum varietate, 
prout cuique visum. est, et subsistit et regitur" (17). La misma doctrina 
se contiene en la glosa Ni verbum constituendum (distinct. 18), según la 
cual toda comunidad, toda iglesia puede darse su propio estatuto (18). 
Con carácter obligatorio puede darse a sí misma estatutos particulares 
toda sociedad que goza de potestad püblica o privada. El sujeto activo de 
esta facultad preceptiva estatutaria reside en aquellas personas, físicas o 
morales, a quienes incumbe el régimen de la sociedad. No podemos apro- 
bar la sentencia del-P. Manoro, quien afirma que la potestad de dar un 
estatuto no reside en los superiores singulares, sino en los capítulos o 
asambleas: "Potestas vero—dice (l. c.)—, constituendi has ordinationes 
non censetur residere in singulis superioribus ipsarum commumtatum, sêd- 
in comitiis sew capitutis, quae ad normam constitutionum. seu statuto- 
rum fundamentaliwm celebranda sunt.” 

Todos los superiores pueden dar estatutos secundum et praeter is, 
pero no todos pueden darlos contra ius. La promulgación de esta ultima 
clase de estatutos está reservada a aquellos superiores que tienen poder 
para derogar la ley a la que los estatutos contravienen, o, por lo menos, 
se necesita la aprobación de ellos, sin la cual dichos estatutos carecen to- 
talmente de valor. 

2. Sujeto pasivo de todo estatuto vinculatorio son los sübditos del 
superior estatuyente. El principio, en esta forma genérica enunciado, es de- 
masiado axiomático. Pero en su oplicación pueden todavía plantearse varias 
cuestiones importantes como estas: ¿Obliga el estatuto fuera del territorio 
del superior? ¿Obliga también a los peregrinos dentro del territorio de 
aquél? La primera cuestión será posteriormente discutida al tratar de la 
eficacia de los estatutos en cuanto al espacio. Por lo que a la segunda 
cuestión se refiere, debemos primeramente observar que los estatutos se 
dan frecuentemente por superiores, cuya potestad no está vinculada a nin- 
gún territorio, -y entonces no se verifica el caso propuesto. En la hipótesis 
contraria, aunque ahora no se trata de verdaderas leyes particulares, dada 
la acepción más restringida en que venimos entendiendo los estatutos, 


(17) Saw AGUsTÍN, De fide Christi. 
(18) V. en Dictionnaire de Droit Canonique, revisado por J. WÁGNER, v. Statuts. 
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creemos, no obstante, que por analogia debe aplicarse el canon 14, parra- 
IDE. 

Por lo que hace a la controversia agitada en torno de las leyes pena- 
tes—y lo mismo debe entenderse de los estatutos territoriales—nos pare- 
ec más probable que el peregrino sólo está sujeto a las prescripciones pe- 
nales en cuanto el ordenamiento preceptivo se proponga como meta nece- 
saria la defensa del orden público; es decir, que el peregrino no está so- 
metido a cualquiera prescripción penal, sino ünicamente a las que por su 
misma índole dispositiva van encaminadas a salvaguardar el orden pü- 
blico. 

3. En cuanto a la obligación de cumplir los estatutos que tienen sus 
mismos autores plácenos resumir la doctrina que trae el ya citado Dic- 
Honnaire de droit canonique (19). *Los que hacen los estatutos—afirma— 
sólo están obligados a ellos en cuanto voluntariamente se sometan, y pue- 
den, cuando lo estimen conveniente, tomar una resolución diversa o con- 
traria. Los sucesores no están obligados sino en cuanto libremente acep- 
ten la obligación, sea por consentimiento tácito, sea por nueva adhesión, 
conforme al principio de derecho: Par in parem non habet imperium. 
Esto se entiende del cabildo como corporación, pues cada canónigo en par- 
ticular debe sumisión y obediencia a la autoridad y a las decisiones de la 
corporación." Para que los estatutos obliguen a su mismo autor—afia- 
dimos nosotros—, es menester que vayan corroborados por una autori- 
dad superior. En este caso, que es el contemplado por el Derecho canó- 
nico para los estatutos fundamentales de los cabildos, asociaciones reli- 
giosas, etc., los estatutos, una vez legitimamente aprobados, no pierden st 
obligatoriedad por sola la voluntad contraria de aquellos mismos que es- 
tablecieron los estatutos. 

Finalmente, cuando se trata de estatutos que otorgan un privilegio 
fuera de derecho, no cabe duda que tales estatutos pueden tener también 
validez respecto de los no stibditos, con tal que la materia sea de la com- 
petencia del autor del estatuto. 


IV. INTERPRETACIÓN DE LOS ESTATUTOS 


- Era frecuente, antes del Código, el proscribir en materia de estatutos 
toda interpretación extensiva y aun la interpretación ampliamente decla- 
rativa: “omissum in statutis habendum. pro omisso", se decía. Lo mismo 


(19) Dictionnaire de droit can., v. Statuts. 
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afirmaba PIGNATELLI con estas decretorias palabras: “Sstatuta nom ope- 
rantur praeter casum expressum" (20). 

Sin embargo de esto, ya en el mismo Derecho antiguo otros autores 
distinguían varias especies de estatutos, y conforme a sus diversas cla- 
ses establecían diversas normas de interpretación. El preclaro civilista 
Vozr, en la ya citada obra de sus comentarios a las Pandectas, califica 
de inepta y temeraria la sentencia de aquellos intérpretes que sólo admi- 
ten una interpretación estrictísima de los estatutos y niegan toda exten- 
sión fuera del caso en ellos expresado, siempre que se-apartan del dere- 
cho romano. Habla Vorr de los estatutos nacionales que, cual vástagos vi- 
gorosos, iban brotando del afioso pero indestructible tronco del Derecho 
romano. 

Nuestro Código, como no habla de los estatutos en general, no puede 
fijar norma alguna-sobre su interpretación. Estas normas precisa dedu- 
cirlas de la naturaleza misma del estatuto y de su relación y analogia con 
la ley. 

Por la misma naturaleza, los estatutos favorables deben ampliarse, 
conforme a la regla 15 del Derecho in VI: “Odia restringi, et favores 
convenit ampliari”. Esta regla se entiende mientras por otro lado no exista 
alguna razón que obste a una interpretación propia y amplia, como exis- 
tiría si el favor estuviera en pugna con el derecho común. ¿Puede llegar- 
se en el caso de un estatuto favorable a la interpretación extensiva? Sin 
detenernos a exponer las diversas opiniones sobre la naturaleza y admi- 
sibilidad de esta especie de interpretación, juzgamos que el intérprete pri- 
vado puede acudir a la interpretación extensiva de los estatutos favora- 
bles, pero sólo cuando exista identidad de razón y concurran además cir- 
cunstancias que hagan moralmente imprescindible la ampliación del favor. 

Cuando los estatutos son odiosos y onerosos (c. 19) la interpretación 
que debe seguirse es la estricta y aun la restrictiva en aquellos casos en 
que hay lugar a la epikeya. 

Por la relación que los estatutos guardan con la ley, deben conside- 
rarse las tres hipótesis posibles, cada una de las cuales demanda su pro- 
pia regla. Si se trata de estatutos secundum ius, su interpretación debe 
ajustarse al sentido de la misma ley, cuya observancia intenta urgir im- 
poniendo nueva obligación. En consonancia con este principio admitian 
los antiguos canonistas que cuando el estatuto dispone lo mismo que el 
derecho comün, debe estar también sujeto a las mismas limitaciones que 


(20) PIGNATELLI, Consultationes Canonicae, t. IV, Cons. n. 34, index; 


Coloniae Allobro- 
eum, 1700. 
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éste (21). De la misma manera—añadian—, si el estatuto, al consuno 
con el derecho común, exceptúa dos casos, debe juzgarse que exceptúa 
también los demás casos en los que exista la misma razón; por lo cual 
esta excepción, contra lo que comúnmente se verifica, no confirma la re- 
gla en los casos no exceptuados cuando éstos van presididos por la misma 
razón que el caso expresamente excluído, Lo contrario debe afirmarse 
siempre que el estatuto dispone algo contra derecho (y también cuando 
dispone fuera de derecho, según FAGNANO), pues entonces el caso excep- 
tuado por el estatuto no se extiende a los casos no exceptuados, aunque 
en ellos exista identidad de razón: el caso no provisto y omitido en el 
estatuto se rige por el derecho comün (22). 

Si el estatuto contiene alguna prescripción fuera del derecho común 
su interpretación seguirá, por analogía, las normas trazadas en el canon 18, - 
aunque debidamente adaptadas al texto, contexto, lugares paralelos, etc., 
del mismo estatuto. Sabido es que la significación propia puede ser amplia 
o estricta, y deberá aceptarse una t1 otra según los casos (c, 19). 

Los estatutos contra derecho, por lo mismo que contienen una excep- 
ción de la ley, han de interpretarse estrictamente (c. 19), según anterior- 
mente queda indicado. Pero esto debe entenderse de los estatutos contra- 
rios a la ley dados por el superior competente con posterioridad a la misma 
ley. En cambio, cuando se promulga una ley general posterior al estatuto 
y contraria al mismo, dicha ley, a no ser que expresamente se prevenga 
lo contrario, deja intacto el estatuto, y por consiguiente con la misma in- 
terpretación, amplia o restringida, que tenía antes de aparecer la ley (ca- 
non 22). De este punto trataremos después con mayor detenimiento. 

Sobre los estatutos que.deben ser confirmados por la autoridad juris- 
diccional debemos advertir que la interpretación auténtica está reservada 
al superior que dió la confirmación, y con ella la validez de los estatutos 
o a sus legítimos sucesores; los demás, incluso los superiores de la misma 


corporación, sólo pueden dar una interpretación privada. 


V. Los ESTATUTOS EN EL TIEMPO Y EN EL ESPACIO 


I. Los estatutos en el tiempo o su duración.—La duración de los es- 
tatutos debe regirse por las mismas normas que el canon 24 establece para 
los preceptos. Ahora bien; en los estatutos fácilmente se cumplen las dos 


(22) Cfr. FAGNANO, Commentaria in quinque libros Decret., in lib, IM, tit. IV, De Clericis 
non residentibus, cap. XV, Ad audientiam, n. 2. 
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condiciones, o una cuando menos, de las que alli se exigen para la estabi- 
lidad, aun después de haber cesado la potestad del superior mandante, a 
saber: que las prescripciones se den por documento legitimo o ante dos 
testigos, que son, unos respecto de otros, los mismos miembros de la cor- 
poración a la que los estatutos se imponen. Cabe afirmar, por consiguiente, 
la perpetuidad de los estatutos en el sentido de que no caducan resoluto 
iure praecipientis ni prolongan su vigencia sólo hasta la celebración de un 
capítulo o asamblea, si de estatutos capitulares se trata, sino que mantie- 
nen su validez, a no ser que explícita o implícitamente fueran dados para . 
tiempo limitado, hasta tanto que sean revocadas por una autoridad igual 
o superior a aquella que los sancionó (23). 


La predicha estabilidad o perpetuidad de los estatutos creemos debe 
afirmarse no sólo de los emanados de la potestad jurisdiccional, sino tam- 
bién de los dados con potestad dominativa, aunque no hayan sido confir- 
mados por ninguna autoridad jurisdiccional y se hayan dado en beneficio 
de los particulares. No faltan autores de nota, como CORONATA y CICOG- 
NANI-STAFFA (24), que sostienen una doctrina contraria en cuanto a los 
preceptos singulares o comunes, dados con potestad dominativa, y supo- 
nemos que lo mismo afirmarian de los estatutos. La razón, según Coro- 
NATA, es: "quia potestas illa privata ex relatione privata orta, ultra ipsam . 
relationem privatam. et personalem extendi mequit; et deinde etiam quia 
forma a Codice praescripta c. 24 et 2.309, § 2, servari nequit ab his supe- 
rioribus". Contra lo que hace bastantes afios escribimos, juzgamos ahora 
que estos argumentos tienen escasa fuerza probatoria por lo que a los pre- 
ceptos comunes se refiere (25). 


2. Los estatutos en el espacio o su extensión obligatoria.—Una de las 
cuestiones más debatidas en torno de los estatutos, especialmente por los 
civilistas, ha sido la relativa a la expansión de su fuerza obligatoria o, en 
otros términos, a su carácter personal o territorial. Ante la dificultad prac-. 
tica de fijar uniformemente este carácter de los estatutos y su consiguien- 
te fuerza de obligar dentro o fuera del propio territorio, se han ideado 


(22) Cfr. FAGNANO, Comment. in 5 libros Decret., lib. III, tit. IV, cap. XV, nn. 3, 4, 5, 6. 

(23) Cfr. MAROTO, 1. C., n. 271. Es muy digna de notar la siguiente atinada observación 
que el mismo Manoro trae en la pág. 246, nota (2). Dice asi: “In Normis S. C. Episcoperum 
el Regularium, (art. 950) deliberationes Capitulorum etiam generalium dicuntur durare tan- 
tum usque ad novum capitulum generale; at talis norma non jinnititur natura intrinseca 
earumdem, deliberationum sed polius doctrina hucusque tradita communniter circa vim et du- 
rationem. praeceptorum; quare nom est applicanda misi iWis institutis religiosis, quorum cons- 
titutiones eam regulam ex Normis receperunt.” 


(24) CORONATA, Institutiones J. C., p. 36, n. 5; Taurini, 1928; CICOGNANI-STAFFA, Comment. 
GA NOSTC IICA If p37455787 


(25) Cfr. L. RODRIGO, Tractatus de legibus, n. 636; Santander, 1944. 
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varias categorías de estatutos, atribuyendo a unos carácter personal y a 
otros territorial: los primeros se consideran inherentes a la persona, a la 
que siguen como la sombra al cuerpo, obligándola en todas partes adonde 
se dirija, aun fuera de propio territorio; los segundos solamente obligan 
en determinado territorio, o sea mientras la persona a quien afectan se 
halla dentro del territorio del superior que dió el estatuto. *La idea funda- 
mental de la teoría de los estatutos— dice CastAn (26)— parece sencilli- 
sima.” "La soberanía del Estado ejerce su poder—dice Torres CAMPos— 
sobre las personas sometidas a ella, sobre las cosas inmuebles que consti- 
tuyen su territorio y sobre los actos que dentro de su esfera de acción se 
efectúan. Sus personas, pues, deben regirse, sea cual fuere el pais donde 
estén, por la legislación de su patria; las cosas, por las del país de su situa- 
ción, y los actos, por la del lugar donde se realizan. Pero la dificultad es- 
taba en determinar el ámbito de cada uno de los estatutos, y principal- 
mente en delimitar el estatuto personal y real, Las opiniones son casi tan- 
tas como los autores, y no se llegaron a obtener reglas seguras e indes- 
tructibles." Aunque esta teoria llamada de los estatutos referíase a éstos en 
cuanto significan leyes locales o nacionales, lo mismo podría aplicarse a los 
estatutos en la tercera acepción de que nosotros tratamos. 

El Código de Derecho Canónico ha dado a la ley un carácter preferen- 
temente territorial (c. 8, $ 2) y, en cambio, a los preceptos singulares—sin- 
gulis data—un carácter personal (c. 24). ¿Cuál es la norma reguladora de 
los estatutos? ¿La de la ley, o la de los preceptos singulares, o una inte'- 
media, más propia de los preceptos comunes y adaptada a los estatutos ? 
Creemos que debe desecharse la primera y aun la segunda solución, es de- 
cir, la exclusiva territorialidad de los estatutos, aunque sólo sea como prin- 
cipio, y la exclusiva personalidad. Pero admitida la tercera solución, la in- 
termedia o mixta, queda todavía por resolver una grave dificultad, y es la 
de especificar qué estatutos son los que obligan personalmente, aun fuera 
del territorio, y cuáles obligan a base de la residencia en el territorio de 
quien promulgó los estatutos. 

Cuando se trata de un estatuto adornado con todas las cualidades de 
la ley, exceptuada tan sólo la estabilidad, por. darse para tiempo limitado, 
los autores no se hallan de acuerdo sobre su carácter personal o territo- 
rial (27). A nosotros nos parece que si la comunidad a quien se impone 
el mencionado estatuto está circunscrita a un territorio determinado, no 
hay razón para distinguir, en cuanto al modo de obligar, el predicho esta- 


(26) Castán, Derecho Civil Español, 6.2 ed., t. I, parte general, pág. 93; Madrid, 1943. 
(97) Cfr. CICOGNANI-STAFFA, l. c., pág. 372, n. 1. 
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tuto de una verdadera ley; y por lo mismo, el estatuto en este caso deberá 
presumirse territorial. Por el contrario, si la comunidad no está vinculada 
a un territorio, el estatuto se presumirá personal, es decir, que la prescrip- 
ción estatutaria deberá cumplirse, sin distinción de territorios, en todas las 
partes donde el sujeto pasivo se halle. Podría también decirse que el'esta- 
tuto, en este segundo caso, es personal quoad obligationem, y, en conse- 
cuencia, el súbdito, de suyo, está obligado a cumplirlo dondequiera que se 
halle, pero que podrá ser territorial quoad observantiam, si la naturaleza 
del estatuto únicamente en determinados lugares permite cumplirlo. 
Cuando un estatuto, aparte de la falta de estabilidad, no reúne tampoco 
las otras condiciones de la ley, sea por razón del sujeto activo o pasivo, sea 
por razón de la autoridad con que se impone, la regla es que el estatuto se 
considere como personal, y la excepción, que se tenga por territorial. Esta 
excepción puede tener lugar ya por declaración expresa del superior, ya por 
voluntad implicita, deducida de la causa o naturaleza del precepto estatu- 
tario. La antedicha excepción presupone que la comunidad se halla estable- 
cida en un territorio determinado, lo que frecuentemente no sucede res- 
pecto de las comunidades que se rigen por estatutos no legales, es decir, que 
no son verdaderas leyes. Pero ;cuándo podrá lógicamente colegirse que la 
causa o naturaleza de la prescripción, y por ende la voluntad implicita del 
superior, exigen que el estatuto tenga carácter territorial? No es fácil pre- 
cisarlo. Alguna luz puede proyectar sobre este punto la antigua distinción 
entre estatutos personales, reales y formales que anteriormente expusimos. 


Los estatutos personales pueden cumplirse fuera del territorio del supe- 
rior, y, en consecuencia, no hay razón para negarles carácter personal en 
cuanto al modo de obligar. Por lo que a los estatutos reales concierne, no 
puede establecerse una norma absoluta. Faciimente sucederá que estos esta- 
tutos, especialmente si versan sobre cosas o bienes inmuebles, reclamen su 
observancia in loco rei sitae, y entonces, bajo este aspecto, podrán llamarse 
territoriales, aun cuando el territorio no sea precisamente aquel donde el 
superior ejerce su autoridad. Este principio tiene mayor eficacia cuando se 
trata de prescripciones o estatutos locales y que directamente preceptüan el 
cumplimiento de una obligación en un lugar determinado. Advertimos, sin 
embargo, que si el estatuto ha de cumplirse en un lugar fijo, pero éste no es 
el del superior que dió el estatuto, propiamente dicho estatuto es personal, 
puesto que obliga fuera del territorio del superior. Sólo en el caso de que el 
estatuto haya de cumplirse en un lugar determinado y éste se halle dentro 


del territorio del superior, deberá considerarse dicho estatuto como estric- 
tamente territorial. 
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En cuanto a los estatutos formales, también sucederá no raras veces 
que únicamente puedan tener aplicación o ejecutarse en un lugar determi- 
nado, y en este sentido, quoad observantiam, deberán considerarse como 
territoriales; pero aun en este caso el estatuto es propiamente personal, si 
el lugar esta fuera del territorio del superior, ya que no se aplica al acto el 
conocido adagio locus actum regit, sino que dicho acto está regulado por 
un estatuto extrano al lugar, es decir, por un estatuto que ejerce su fuerza 
obligatoria más allá del territorio del superior que lo impuso y que no 
coincide necesaria ni formalmente con la ley vigente en el lugar donde el 
acto se realiza. De lo dicho se concluye que, en sentido propio, los estatutos 
deben considerarse casi siempre como personales. 


MI- LOS ESTATUDOSIVULAVLUEY. 


Bajo el presente epígrafe pretendemos estudiar el problema central de 
este largo artículo, cual es el que trata de determinar las relaciones que 
median entre los estatutos y la ley, ya preexistan aquéllos a ésta, ya sean 
posteriores. Si los estatutos son anteriores, pueden serlo respecto de la pu- 
blicación del Código de Derecho Canónico o respecto de las leyes posterior- 
mente promulgadas. 


En cuanto a los estatutos preexistentes al Código, si son contrarios a la 
nueva legislación, quedan derogados, pero los derechos ya plenamente ad- 
quiridos por virtud de un estatuto se mantienen en vigor (c. 4). Si están 
fuera del Código y pertenecen al orden disciplinar, deben tenerse por sub- 
sistentes, en fuerza del argumento a contrario que se deduce del canon 6, 
numero 6.°, es decir, porque forman parte del derecho disciplinar particu- 
lar praeter novum ius, que el legislador eclesiástico no intentó codificar ni 
modificar. 


Sobre los estatutos penales praeter Codicem, creemos, que-no caen bajo 
la prescripción derogatoria del canon 6, número 5.”, aun en el caso de que 
hayan sido dados o confirmados por la suprema autoridad, salvo que hayan 
sido dados para una clase de personas en toda la Iglesia, por ejemplo, para 
los clérigos o canónigos. La razón es porque tampoco el derecho penal par- 
ticular practer Codicem ha querido el legislador codificarlo ni consiguien- 
temente derogarlo por el mero hecho de no hallarse ccntenido en el Código. 
Defienden esta opinión, a la que actualmente preferimos adherirnos, aun- 
que no siempre la hemos seguido del todo, CICOGNANI-STAFFA y L. Ro- 
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DRIGO (28). Otros autores, como OTETTI y CAPELLO (29), sin distinguir 
entre derecho penal comün y derecho penal particular, cuando éste ha sido 
sancionado por la suprema autoridad, afirman que ambos igualmente, aun- 
que sólo sean praeter Codicem, quedan derogados por el canon 6, número 5." 

De los estatutos en relación con las leyes posteriores al Código habla el 
canon 22. Después de sefialar este canon los tres modos, uno implicito y 
dos explícitos, como una ley posterior puede modificar otra precedente, añade 
en la cláusula final: “Sed firmo praescripto can. 6, n. 1, lex generalis nul- 
latenus derogat locorum specialium et personarum singularium statutis, nisi 
aliud in ipsa expresse caveatur.” 

E] canon 22, y especialmente su ultima cláusula, de frecuente aplicación, 
plantea varias cuestiones, doctrinales y exegéticas, que todavía no han sidc 
adecuadamente solucionadas. Ahora nuestro intento queda cenido a la ex- 
plicación de la cláusula final transcrita. 

Para el conveniente y fundamental estudio de la referidà cláusula es 
necesario ante todo conocer su origen histórico. Este se halla indiscutible- 
mente en un célebre texto Bonifaciano que dice asi: " Licet Romanus Pon- 
tifex, qui iura omnia in scrinio pectoris sui censetur habere, constitutio- 
nem condendo posteriorem, priorem, quamvis de ipsa mentionem non. fa- 
ciat, revocare noscatur; quia tamen locorum. specialium (30) et personarum 
singularium consuetudines et statuta, quum sint facti et in facto consistant, 
potest probabiliter ignarare: ipsis, dum tamen sint rationabilia, per consti- 
tutionem a se novitér editam, nisi exprese caveatur in ipsa, non intelligitur 
in aliquo derogare" (31). 

Es tan diáfano el sentido del citado texto que no pudo menos de ser 
comünmente admitido y uniformemente interpretado por los antiguos ca- 
nonistas. Baste citar el comentario, o mejor simple paráfrasis, que del 
mismo hace RErFFENSTUEL (32): "Nihilominus nova lex, sive constitutio 
Principis generaliter lata non tollit nec revocat rationabiles consuetudines 
et particularia, statuta locorum, nisi id exprimat. Ita communis; et habetur 

decisum cit. c. 1, de Constit. in 6." Transcribe a continuación el texto arri- 
ba copiado de Bonifacio VIII, y luego añade: “Quibus verbis datur simul 
ratio disparitatis inter leges pro tota communitate generaliter latas et inter 
particulares locorum. consuetudines legesque municipales, utpote Principi 


(28) CICOGNANI-STAFFA, Commentarium. ad lib. I, C. J. C., v. I, págs. 93-96; L. RODRIGO, 
Paelectiones theologico-morales comillenses, tractatus de legibus, n. 610, 4.°. 

(29) OTTI, Commentarium, I, pág. 67; CAPELLO, Summa J. C., I, 54. 

(30) Advierte MICHIELS, Normae Generales J. C., 1, pág. 501, n. 5: *FRIEDBERG in editione 


"Corporis Iuris Canonici", hoc loco, putat verbum “specialium” esse e textu expungendum”. 
Lo mismo refiere L. RODRIGO, O. C., núm. 554, n. 12. 


(31) Corpus J. C. Augustae: Taurinorum, 1776; c. 1, I, 2, in VI. 
(32) REIFFENSTUEL, Jus Can. Univ., t. I, tit. II; De Const., $ 19, n. 498. 
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saepe saepius ignotas, de quibus proinde non videtur velle quidpiam sta- 
tuere nec easdem revocare, nisi id exprimat.” 

Interpretación de la cláusula final del canon 22.—Para la más acertada 
interpretación de esta cláusula es necesario precisar el significado que en 
este caso tienen los términos comparativos ley general y estatutos. 

La división de la ley en general y especial suele tomarse por razón de 
las personas. Ley general es la que obliga a todos los fieles de la Iglesia 
latina; ley especial es la que obliga solamente a una clase de personas, por 
ejemplo, a los clérigos, canónigos, religiosos. Pero el Código entiende a 
veces la ley general como sinónima de universal, en el sentido de ley que 
obliga en todo el territorio eclesiástico. Así sucede en el canon 13, párrafo 
primero. En el canon 22 el Código toma la ley general no sólo en cuanto 
lo es por razón de las personas, sino también por razón del territorio, puesto 
que la contrapone a los estatutos de personas singulares y a los de lugares 
especiales. También puede ser la ley general o particular por razón de la 

materia, si bien el Código no habla de la relación de la ley y el estatuto 
en este sentido. 


La ley puede ser general absoluta o relativamente, según que lo sea en 
relación con toda otra norma o sólo con alguna. De la misma manera, una 
ley puede ser especial en orden a otra menos especial, que en orden a aquélla 
se podría llamar general, y ser a la vez la primera relativamente general 
respecto de otra más especial o limitada. ¿Qué sentido tiene la ley general 
en el canon 22, especialmente en su última cláusula? El Código habla sólo 
de la ley absolutamente general por razón del territorio o de las perso- 
nas (33). Pero es punto controvertible si puede aplicarse la misma doc- 
trina, por analogía, a las leyes particulares respecto de otras más particu- 
lares. De esta cuestión trataré después más largamente. 

Los diferentes significados del término estatuto ya fueron suficiente- 
mente declarados al principio de este artículo; pero ahora precisa fijar el 
significado que tiene en el canon 22. La variedad de opiniones sobre este 
punto no puede ser más discordante. Algunos autores entienden, en este 
caso, por estatutos todo ordenamiento jurídico, general o particular, dado 
por cualquier superior. He aquí las palabras de MicHtELs (34): "Quae 
restrictio verbaliter a Bonifacio VIII mutuata, cum omnino generaliter 
sonet, intelligenda est de omnibus ordinationibus pro particulari quodam 
territorio specialive communitatis coetu aut corpore morali vel etiam pro 


(33) VRoMANT, Ius Missionariorem, Introd. et Normae Gen. (Lovaina, 1930), n. 119. 
(34) MICHIELS, ‘Normae Generales J. C., I (Lublin, 1929), pág. 500. 
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singulari persona, sive per modum verae legis territorialis aut personalis, 
sive per modum cuiuscumque statuti, a qualicumque auctoritate competenti, 
etiam, a Romano Pontifice, latis." Exactamente en el mismo sentido se 
expresan CICOGNANI-STAFFA (35). Opinan otros autores que por estatutos 
deben entenderse, en el canon 22, las leyes particulares dadas para determi- 
nado territorio y las leyes, también particulares, dadas a personas morales 
que pueden recibir una ley, pero no los estatutos meramente convencionales. 
Asi, Van Hove, L. Roprico y VRoMANT (36). Estos autores no distin- 
guen si los estatutos proceden del mismo superior que did la ley general 
o de otro distinto, aunque sea inferior a aquél. Finalmente, hay una ter- 
cera sentencia que no sólo restringe el concepto de estatutos, en la inter- 
pretación del canon 22, a las leyes particulares, sino que exige además 
que estas leyes hayan sido dadas o especificamente confirmadas por el mismo 
autor de la ley general. Sostienen esta opinión REGATILLO y CORONATA (37). 

En esta confusa variedad de sentencias nos permitimos exponer nues- 
iro parecer, que, dada la complejidad de la cuestión, conviene concretar 
en diversas proposiciones, Prescindimos en general de senalar la coinciden- 
cia o discrepancia de estas proposiciones con las sentencias ya apuntadas de 
otros autores, porque esta referencia fácilmente puede deducirse del simple 
enunciado de las diversas sentencias que poco ha acabamos de reseñar. 

I, Por estatutos no se entienden en el canon 22 los meramente con- 
vencionales ni los dados con potestad privada o no jurisdiccional, Los es- 


tatutos convencionales no están impuestos por ninguna autoridad, y, por. 


lo tanto, no puede exhibirse a favor de ellos titulo alguno para que sean 
respetados por la ley cuando le son contrarios. Tampoco los estatutos da- 
dos con potestad privada pueden derogar en nada a una ley general, puesto 
que pertenecen a un orden enteramente distinto e inferior. 

2." Asimismo, no vienen tampoco comprendidos en el canon 22, bajo 
la denominación de estatutos, los preceptos singulares, aunque dados con 
potestad jurisdiccional. La razón es porque estos preceptos se imponen 
buscando tan sólo el bien individual, por lo que no deben derogar a la ley 
que está ordenada al bien común. 


3. Esta, por el contrario, comprendido bajo el nombre de estatutos | 


todo ordenamiento jurídico dado con potestad jurisdiccional a personas co- 
lectivas que gozan de alguna extensión y organización interna, aunque no 
sean propiamente personas morales ni sujetos capaces de recibir una ley. 


(35)  CICOGNANI-STAFFA, l: c.,. pág. 358. 


(36) VAN Hove, De legibus ecclesiasticis, n. 348; L. RODRIGO, Tractatus de legibus, n. 554, 2.0; 
VROMANT, Ius Missionariorum, Introd. et Normae Gen., n. 119. 


(37) REGATILLO, Instituciones J. C., I, n. 105; CORONATA, Instituciones J. C., I, n. 30. 
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Creemos que debe darse esta interpretación—ni la más amplia ni la más es- 
tricta—a la palabra estatutos, porque ésta es su propia significación, se- 
gún queda anteriormente explicado, y porque es de todo en todo aplicable 
a los estatutos, en este sentido, la doble razón, que más adelante explana- 
remos, en la cual indudablemente se apoya el canon 22 para mantener la 
pervivencia de los estatutos frente a una ley posterior contraria, salvo que 
rxpresamente sean en ella revocados. 

4. Para que, no obstante la ley posterior contraria, el estatuto perma- 
nezca en pie, no es necesario que el estatuto emane de una autoridad juris- 
diccional igual o superior a aquella que dictó la ley. La exégesis directa 
y obvia de la-clausula final del canon 22, que venimos analizando y en el 
cual ninguna distinción se hace relativa al autor de los estatutos, amén de 
las razones que justamente suelen alegarse para no pretender que las nor- 
mas jurídicas sean moldes pétreos de inflexible uniformidad, son funda- 
mentos firmes de la interpretación adoptada a favor de la permanencia de 
los estatutos, cualquiera que sea su autor. 


5. Para que una ley general sea parcialmente derogada o limitada en 
su eficacia por un estatuto particular contrario, se requiere que la ley sea 
posterior al estatuto siempre que éste proceda de.una autoridad inferior. 

El Código habla expresamente de ley posterior en la primera parte del 
canon 22, y lo mismo se sobreentiende lógicamente en la segunda, cuando 
el estatuto ha sido dado por una autoridad inferior a la que promulgó la ley. 
La razón es manifiesta, ya que una autoridad de categoría inferior no puede 
dar un estatuto opuesto a una ley preexistente dictada por una autoridad más 
elevada en jerarquía. Es la ley, por el contrario, promulgada con posterio- 
ridad al estatuto, la que puede dictaminar, expresa o tácitamente, la supre- 
sión o pervivencia del estatuto contrario, bien entendido que, de no esta: 
blecerse otra cosa expresamente en la ley, el estatuto queda en pie. Pero 
si el estatuto opuesto a una ley más general emana de una autoridad superior 
a aquélla que dictó la ley, entonces el estatuto prevalece siempre, ya sea 
anterior, ya posterior a la ley, a menos que el superior declare expresamente 
lo contrario. 

Cuando el estatuto y la ley proceden del mismo superior, es necesaria 
nueva distinción. Si se trata de un estatuto dado por el Romano Pontífice 
y una ley general dada por el mismo, prevalece el estatuto, lo mismo cuando 
es posterior que cuando es anterior, a no ser que expresamente se diga lo 
contrario en la ley general subsiguiente (c. 22), Pero si se trata de un esta- 
tuto y una ley particular de mayor amplitud que-el estatuto, dados ambos 
por el mismo superior, creemos que prevalece la última .voluntad de éste, 
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si él mismo no previene otra cosa, y esto aunque la ley sea posterior al es- 
tatuto. La razón es porque en esta hipótesis no se debe presumir que el 
superior, al dar la ley particular, haya echado al olvido el estatuto contra- 
rio dado por él mismo, como tampoco su propia ley particular al imponer 
un estatuto posterior contrario. 

Lo mismo, y con mayoria de razon, debe afirmarse cuando el estatuto 
v la ley, dados por un mismo superior, tienen la misma extensión, pero 
son contrarios entre sí: prevalece la ultima voluntad. El canon 22 no dis- 
tingue, en su primera parte, entre leyes generales y particulares. Ahora 
bien; la razón y la hermenéutica piden que lo que se dice de una ley gene- 
ral posterior respecto de otra ley general se afirme igualmente de una ley 
particular en relación con otra ley particular contraria dada por el mismo 
superior. La ley particular abroga, en consecuencia, de los tres modos enu- 
merados en la primera parte del canon 22, cualquiera otra ley particular 
contraria dada para el mismo superior. 


6. ¿Qué debe decirse cuando un estatuto y una ley particular más ex- 
tensa y contraria proceden de distintos superiores? El Código no contempla 
este caso, pero cabe preguntar si es aplicable al mismo, por analogía, ia 
cláusula final del canon. 22. Debátense en torno de esta cuestión dos opi- 
niones bien fundadas e igualmente seguidas por renombrados canonistas. 


Niegan la analogia, admitiendo, por consiguiente, la revocación no sólo 
explícita, sino también tácita del estatuto o ley mds particular por otra me- 
nos particular posterior VAN HOVE y CICOGNANI-STAFFA (38). Es el caso, 
por ejemplo, de las leyes del Concilio plenario o provincial respecto de las 
leyes diocesanas, de los estatutos del Capitulo general y de los del Capítulo 
provincial. Viene en corroboración de esta sentencia el canon 291, párrafo 
segundo, que dice absolutamente: " Decreta Concilii plenarii et provincialis 
promulgata obligant in suo cuiusque territorio universo, nec Ordinarii lo- 
corum ab isdem dispensare possunt, nisi in casibus particularibus et iusta 
de causa." De este canon claramente se colige no sólo que los Ordinarios 
nada pueden prescribir contra lo estatuído por el Concilio, sino que los 
decretos de éste derogan las leyes diocesanas contrarias, pues aquéllos son 
los que obligan en todo el territorio. Otra razón comünmente aducida en 
favor de esta misma sentencia es que el canon 22 habla de la ley absoluta- 
mente general, no de la menos particular o relativamente general. Niégase, 
finalmente, la paridad entre la ley general respecto del estatuto o ley par- 
ticular y entre la ley menos particular y el estatuto o ley más particular. 


(891 VAN HOVE, O. C., N. 348; CICOGNANI-STAFFA, 0. C., págs. 360-361. 
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En efecto; no cabe suponer en el Concilio o en el Capítulo general igno- 
rancia de las leyes diocesanas o de las disposiciones del Capitulo provincial, 
entre otras razones, porque en el Concilio y en el Capítulo general hay re- 
presentantes de la diócesis y del Capitulo provincial, respectivamente. 

Admiten, por el contrario, analogía entre la ley general y los esta- 
tutos, de que habla el canon 22, con la ley menos especial y la más especial 
o más limitada MicuiErLs y L. RODRIGO (39). 

Nos adherimos a la primera sentencia por las razones antes aludidas 
| por el principio general según el cual cualquiera prescripción del supe- 
rior anula la contraria del inferior, a no ser que el mismo superior o una ley 
general que para el caso que ahora estudiamos no existe, disponga lo 
contrario. 

7. Cuanto llevamos escrito sobre la relación entre el estatuto y la ley 
presupone que el estatuto de que se trata sea contra o praeter legem, no 
secundum legem praecedentem, ya que en el ültimo caso el estatuto, como 
accesorio y complementario de la ley, debe seguir en todo la trayectoria de 
ésta. En consecuencia, si de cualquier modo es renovada o modificada la 
ley, cesa o se modifica por el mismo hecho el estatuto que a ella intentaba 
conformarse, por contener una mera referencia suya o ser un reglamento 
ejecutivo de la misma (40). 


VII. FUNDAMENTO JURÍDICO DE LA CLÁUSULA FINAL DEL CANON 22 


Es ya criterio unánime entre los juristas el aducir una doble razón para 
justificar la existencia del derecho particular, sea escrito, sea consuetudina- 
rio, al lado del derecho comün y aun en frente de él. La primera razón de 
la prevalencia del estatuto en contra de la ley general posterior es la adu- 
cida por Bonifacio VIII y puede llamarse razón psicológica: “Quia- 
tamen. locorum! specialium. et personarum. singularium consuetudines et sta- 
. tuta, quum sint facti et in facto consistant, potest (Romanus Pontifex) 
probabiliter ignorare" (41). Y advierten certeramente los tratadistas que res- 
pecto del Romano Pontifice este principio es aplicable no sólo cuando se 
trata de un hecho ajeno, o sea de una costumbre o de una ley dada por 
otros, sino también cuando se trata de una ley particular dada por el mis- 
mo Romano Pontífice; pues si bien es cierto que en cuanto a los hechos 


(39) MICHIELS, O. C., I, págs. 502-503; L. RODRIGO, 0. C., n. 557-559. 
(40) Cfr. L. RODRIGO, O. C. N. 554. 3.0 
(aby Ge IDEO WBE. 
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propios no se presume la ignorancia (c. 16, $ 2), por lo que atafie al 
Romano Pontífice fácilmente puede presumirse a causa de la incontable 
multitud de asuntos en que ha de entender. 


Otra razón más poderosa se alega en favor de la existencia de los es- 
tatutos o derecho particular, y es la que puede denominarse jurídico-soctal. 
La vastisima extensión del territorio eclesiástico, el ingente numero de fieles 
que forman parte de la Iglesia, la diversidad de sus necesidades y costum- 
bres, hacen que no siempre sea conveniente, ni al bien particular ni al bien 
común, la uniformidad completa de la legislación canónica. Por esta causa la 
ley general respeta los estatutos particulares, a no ser que expresamente se 
prevenga otra cosa en la misma ley general, ya declarando expresamente que 
quedan derogados los estatutos contrarios, ya usando una fórmula como 
esta: "Contrariis quibuscumque non obstantibus." Esta razón la expresa 
muy acertadamente SMALZGRUEBER con las siguientes palabras: " Cum. entm 
non omnia omnibus convenire possint ob regionum, morumque diversitatem, 
et leges ad Rempublicam, non ista ad leges accommodandae sint, hinc fac- 
tum est ut singulae pene civitates et communitaties tus sibi proprium ha- 
beant (42). Basado en las mismas razones, proclamaba el Derecho romano 
la existencia del derecho particular: “Quod omnes populi, qui legibus et 
moribus reguntur, partim suo proprio, partim. communi omnium. hominum 
ture utuntur. Nam quod quisque populus ipse sibi ius constituit, id ipsius 
proprium civitatis est, vocaturque ius civile, quasi ius proprium ipsius civi- 
tatis: quod vero naturalis ratio inter omnes homines constituit, id apud 
omnes peraeque custoditur, vocaturque ius gentium, quasi quo iwre omnes 
gentes utantur” (43). 


VIII. REVOCACIÓN DEL ESTATUTO 


No voy a tratar de todos los modos como pueden cesar los estatutos: 
esta materia es comün a otras instituciones jurídicas, como la ley y los pre- 
ceptos, y su exposición carecería al presente de interés científico. Intento 
exponer tan sólo algunas ideas principales sobre la cesación de los estatutos 
ab extrinséco o por revocación, y más concretamente sobre la revocación del 
estatuto por su mismo autor cuando el estatuto ha sido confirmado: por el 


(429) SMALZGRUEBER, Jus ecclesiasticum Univ., t. I, pars. 1.2, dissert. proem., 8 VL n. 177; 


(43) Institutionum Iustiniani, 1. T, tit. IT, § 1; Gatus, 1. I, Institutionum in 1. 95 Darl. Ito Te 
de iustitia et iure. 
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Romano Pontifice o por cualquiera otra autoridad más alta que la que dió 
el estatuto, Tanto en el planteamiento de la cuestión como en los argumen- 
tos aducidos en favor o en contra de las diversas opiniones, seguiré prin- 
cipalmente al eximio doctor SUÁREZ, que es, lo mismo entre los antiguos que 
entre los modernos, quien con más abundosa erudición y más sólida com- 
petencia ha estudiado la presente cuestión (44). . 


Distinguían los antiguos entre aprobación o confirmación accidental 
y esencial del estatuto. La primera, que hoy se diría dada en forma común, 
no es más que una condición accesoria, una solemnidad afiadida al acto para 
revestirlo de mayor autoridad, pero sin que por ello cambie su naturaleza 
y se convierta en acto del superior, sino que continüa siendo acto propio 
del inferior de quien procede y dependiendo de €l en su existencia. La apro- 
bación, en este caso, es un favor hecho al autor del estatuto, no una obli- 
gación o una limitación que se le impone. 


La aprobación esencial, en forma específica, es aquella que otorga el 
ser a la ley, como sucede cuando el inferior no tiene facultad para dar una 
ley o, aunque la tenga, el superior, al aprobar el acto, o sea el estatuto, 
quiere hacerlo suyo. La aprobación no debe presuponerse fácilmente esen- 
cial, a no ser que conste en las palabras mismas de la aprobación. Conviene 
advertir que es más frecuente tenga razón de esencial cuando se trata de 
estatutos que interesan al bien comün que cuando los estatutos miran sólo 
al provecho de los particulares. 


En el caso de que la aprobación de los estatutos dada por un superior 
fuera accidental o concedida en forma general, convenian generalmente los 
doctores del antiguo derecho en que dichos estatutos podian ser revocados 
por su autor, sin que revocación fuera aprobada por el superior que con- 
firmó los estatutos. Esta sentencia se halla apoyada no sólo en el argu- 
mento deducido del concepto mismo de confirmación en forma accidental 
o general, sino también en varios textos canónicos y legales, en los que 
claramente consta que algunos estatutos pueden ser abolidos por la sola 


voluntad de sus autores sin el consentimiento del superior confirmante ; 


así en el capulo Cum accessissent y en la ley Omnium testamento- 
rum (45). No. faltaron, sin embargo, quienes, aun en el caso de aproba- 
ción en forma accidental o general, se oponian a la expeditiva revoca- 
ción del estatuto por su autor sin el beneplácito del superior confirmante, 
alegando aquellas palabras del capítulo Si Apostolicae: “Quia illa nostra 


(44) SuánEZ, De legibus, 1. VI, c. 26, n. 14-95; Conimbricae, 1612. 
(45) C. 8, X, I, 2 de constitutionibus; 1. 19, c. X, l VI, tit. 23 de testamentis. 


— 637 — 


MARCELINO CABREROS DE ANTA, C. M. F. 


facimus quibus auctoritatem. impertunur." Pero esta opinion logró muy 
pocos adeptos. 


Donde la controversia bullia más encendida era en torno de los estatu- 
tos aprobados en forma esencial o específica. Aquí el desatado ingenio de los 
canonistas escolásticos y de los doctores del derecho comün o romano ca- 
nónico fué sobremanera fértil en excogitar distinciones y subdistineiones 
que sería prolijo referir detalladamente. 

Si la confirmación es esencial—dice SUAREZ (46)—, tiénese por regla ge- 
neralmente admitida que el estatuto no puede revocarse sin que la autoridad 
del príncipe que confirmó la revocación. Pero no todos los autores, conforme 
advierte el mismo SUÁREZ, admiten llanamente, sin distinción, el enuncia- 
do principio. El príncipe de los romanistas bolonienses, BARTOLO DE SAXO- 
FERRATO, introduce esta distinción: o se revoca el estatuto confirmado, po- 
niendo en su lugar otro contrario a él y al derecho comün, y entonces la 
revocación no es válida sin la autoridad del superior que confirmó el esta- 
tuto, o se suprime simplemente el estatuto, volviendo al derecho comün, y 
en este caso se puede revocar el estatuto sin el consentimiento del superior 
confirmante, es decir; sin el consentimiento expreso, ya que el superior 
siempre tiene concedido su preferente beneplácito para el retorno al derecho 
comun, abandonando el derecho particular. El primer miembro de la dis- 
iinción—afirma SUAREZ—es evidente. El segundo miembro de la distinción 
es también admitido por BALDO, porque, según él, todo estatuto es un fa- 
vor que se hace al pueblo y al que éste siempre puede renunciar volviendo 
al derecho común. El ABAD PANORMITANO se adhiere también al mismo pa- 
recer, pero restringiendo el significado, segün que el estatuto se dé en pro- 
vecho solamente de su autor o se dé para el bien comün o de otros: en el 
primer caso puede su autor revocarlo sin consentimiento del superior con- 
firmante; en el segundo no puede. Por el influjo decisivo que la sentencia 
del PANORMITANO tuvo en la solución dada antiguamente a esta cuestión 
estatutaria, plácenos transcribir aqui sus mismas palabras: "Tene menti 
semper quod statuentes possunt récedere a statuto confirmato per Sedem 
Apostolicam. seu alium superiorem, et redire ad ius commune pristinum 
non obtenta licentia.a superiore. Et idem tenet BARTOLUS in 1. omnes po- 
puli, ff., de iustitia et iure, f. 3; BALDUS in 1. omnium, C., de testamentis. 
Soleo sic concordare: quod aut statutwm concernit principalem. favorem 
statuentium et tunc procedit quod primo dixi. Nam tunc confirmatio ha- 
bet vim cuiusdam privilegii cui possunt statuentes ut privilegio renun- 


(46) SUÁREZ, De legibus, l. VI, c. 26. e: 
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ciare... Si vero statutum. concernit favorem. aliorum vel bonum publicum 
ita ut non mere ipsos statuentes: et tunc procedit opinio contraria” (47). 
Observa SUÁREZ que esta nueva distinción del PANoRMITANO ha merecido 
el comün asentimiento de los doctores. 

Sin embargo, el mismo SUÁREZ plantea todavía otra cuestión, y es la 
siguiente: ¿qué debe decirse si el estatuto así confirmado se revoca sin nuevo 
estatuto y sin retorno al derecho comün? Esta tercera hipótesis puede ve- 
rificarse cuando el estatuto no era contrario al derecho comün, sino praeter 
ius commune. Aun en este nuevo supuesto afirma SUÁREZ que el estatuto 
es revocable sin el consentimiento del superior que lo confirmó, porque la 
confirmación, según la sentencia de BALDO, es un favor al que libremente 
se puede renunciar por aquellos a quienes favorece. 

La distinción hecha por el ABAD PANORMITANO fué también admitida 
por FAGNANO y por otros muchos, como queda dicho: “Sed tu adverte—ha- 
bla Facnano—qua etsi DD. videantur hic fundare validitatem statuti con- 
firmati in eo quod per eam fit reditus ad ius commune; tamem stante su- 
pradicta distintione Abbatis, non est in hoc. Nam. si statutum editum fue- 
rit ob favorem aliorum. vel ob publicam. causam, revocari non poterit ab 
statuentibus, licet per revocationem fiat reditus ad ius commune...” (48). 

En ningün autor posterior al Código hemos visto propuesta esta cues- 
tión, que tan vivamente preocupó a los antiguos juristas y que ciertamente 
conserva en la actualidad todo su interés, no sólo teórico, sino también 
práctico. 

a) Por lo que a los estatutos aprobados en forma accidental o gené- 
rica concierne, no hay duda, a menos que otra cosa prevenga la ley o el 
superior, que pueden revocarse por su autor sin necesidad del consenti- 
miento del superior que los aprobó (49). 

b) En cuanto a la revocación de los estatutos confirmados en forma 
esencial o específica por un superior que está sobre el autor de los esta- 
tutos, cuando éstos son contrarios al derecho, creemos probable que tenga 
aplicación y pueda actualmente seguirse la sentencia de BÁRTOLO, con la 
distinción que él hace entre rovación sustitutiva y revocación simple o me- 
ramente negativa. Si hay revocación sustitutiva, es decir, si un estatuto 
contrario al derecho común es suplantado por otro contrario o diverso del 


(47) N. ABBTIS PANORMITANTI, Commentaria super prima parle primi Decretalium libri, lit. 2. 


De constitutionibus, c. 8. Cum accessissent, n. 2. rods 
(48) FRAGNANO, Comment. in 5 libros Decret., l. I, tit. 2. De constitutionibus, c. 8. Cum 


accessissent, n. 11, 12. ; 7 l l 
(49) De los estatutos no. confirmados por una autoridad superior no hacemos mención, 


porque es indudable que pueden revocarse por su autor, por el superior y sucesor de éste 
y por aquel que ha sido legítimamente delegado. 
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anterior y al mismo tiempo contrario al derecho comun, es menester—en 
el consentimiento del superior confirmante, si no 


esto no hay lugar a duda 
por lo que la revocación tiene de negativo, a lo menos por lo que tiene de 
positivo, o sea por la implantación del nuevo estatuto contrario al derecho 
común. 

Si se trata de simple revocación de un estatuto contrario al derecho 
común y confirmado por un superior competente, sin sustituirlo por otro 
estatuto, sino volviendo lisamente al derecho común, admitimos como pro- 
bable la solución dada por BÁrTOLO, pero limitándola con la nueva distin- 
ción introducida por el ABAD PANORMITANO, según que se trate de un es- 
tatuto dado y confirmado solamente en provecho de su autor o de un esta- 
tuto para el bien común o de otros. En el primer caso puede probablemente 
revocarse el estatuto por su autor sin la aprobación del superior confirmante. 
En el segundo no es válida la revocación hecha por el autor del estatuto sin 
el consentimiento del superior, a no ser—añadimos nosotros—que la vuelta 
al derecho común sea voluntariamente aceptada por todos aquellos a quienes 
el estatuto aprovecha y en cuyo favor fué dada la confirmación. Guarda este 
caso alguna analogía con la que establece el canon 72 en orden a la renuncia 
de los privilegios. 

Reconocemos también probabilidad, cuando se trata de un estatuto prae- 
ter ius aprobado por un superior en forma específica, a la sentencia de 
SUÁREZ, anteriormente mencionada, según la cual el estatuto es revocable 
por su autor, sin el consentimiento explícito del superior confirmante, por- 
que la confirmación, en este caso, es un favor que, como tal, no coarta ni 
impone obligación y al que se puede renunciar por aquel o aquellos a quie- 
nes se concede. En todo lo dicho queda siempre a salvo la voluntad contra- 
ria, diafanamente manifestada, del superior confirmante. 


Al lado de esta solución dada sobre la revocación de los estatutos apro- 
bados en forma específica, solución que podemos llamar antigua, porque 
se basa principalmente en la autoridad de insignes y clásicos autores de 
una época ya lejana, y que hemos calificado de simplemente probable, pro- 
ponemos otra solución, que juzgamos intrínsecamente mucho más probable. 
Esta diferente solución consiste en afirmar que todo estatuto, sea contra o 
praeter ius, confirmado en forma esencial o específica por una autoridad 
superior, no puede ser revocado por su autor sin el consentimiento del su- 
perior confirmante o de otro superior a éste. Una potentísima razón milita 
a favor de esta sentencia y se deduce de la naturaleza misma de la confir- 
mación o aprobación en forma específica, la cual hace que el acto pase a 
considerarse como propio del superior; de donde resulta que no puede ser 


ET 


nami ey —— — mo Br i 


hee e 


LOS ESTATUTOS EN EL CODIGO DE DERECHO CANONICO 


modificado por ningün inferior. Esta razón, tan concisamente formulada 
porque no ha menester de explicaciones, se mantiene firme, no obstante las 
disposiciones y duros embates dirigidos contra ella por los antiguos docto- 
res del Derecho romano y canónico. 

Observamos finalmente, como coronamiento del presente estudio, que 
los estatutos.revisten con frecuencia carácter privilegiado, y entonces debe 
aplicárseles los cánones respectivos de los privilegios, como, por ejemplo, 
el 71, en cuanto a la revocación; el 72, sobre la renuncia a la existencia 
del privilegio, y el 69, sobre la libertad de uso. Remitimos también, en 
cuanto a la revocación de los estatutos por ley general, a la doctrina que 
expusimos al establecer las relaciones entre los estatutos y la ley delineadas 
en el canon 22. 


MARCELINO CABREROS DE ANTA, C. M. F. 


Catedrático de la Universidad Pontificia de Salamanca. 
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EL MAESTRO DE ESPIRITU 
DE LOS ESCOLARES RELIGIOSOS SEGUN 
EL CODIGO DE DERECHO CANONICO 
(ce. 587-589) 


I. El Código de Derecho Canónico, en su canon 588, dispone que 
durante el tiempo de los esutdios los escolares religiosos sean colocados bajo 
el cuidado especial de un prefecto o maestro de espíritu. 

Y preguntamos desde luego, ¿cuál es la figura jurídica de este maestro 
de espíritu ? 


NOCIONES HISTÓRICAS 


2. El derecho no es más que la consagración de una experiencia. 

Ya en los albores de la Orden franciscana, en el Capítulo General ce- 
lebrado por estos religiosos en Milán, en 1285, leemos la disposición si- 
guiente: 

“Que el custodio o ministro general destine un religioso discreto y de- 
voto, que oiga la confesión de los religiosos jóvenes, incluso después de su 
profesión, y los eduque en la manera de portarse, de vivir y de conversar, 
como también de ejercitarse en los estudios, corrigiéndolos según la disci- 
plina de la Orden” (1). 

3. Una constitución de Clemente V (1305-1311) (2), dispone que “para 
que los monjes tengan expeditos las caminos de progresar en los estudios, 
colocarán en cada monasterio un maestro idóneo que los instruya en las 
ciencias fundamentales” (3). 

Disposición que no se refiere exclusivamente a la formación intelectual 
de los monjes, puesto que a los pocos años, al ser ampliada por Benedic- 


(1) Cronologia historico-legalis seraphici ordinis fratrum minorum S. P. Francisci, vol. I 


(Nápoles, 1650), pág. 47. 
(2) Corpus iuris canonici, c. 3, Clem. 10, 8. 
(3) T. ScHAEFER, O. F. M. Cap.: De religiosis ad normam codicis iuris canonici (Roma, 1940), 
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to XII, con la constitución “Summi magistri", y adoptada por los religiosos 
franciscanos, con la constitución “Redemptor noster”, de 1337, viene tra- 
ducida con los siguientes términos: 

“Para la formación de los jóvenes profesos que no han cumplido los 
veinticinco afios de edad, el Ministro Provincial nombrará, como para los 
novicios, un maestro idóneo que constante y diligentemente vigile el estado 
de su espíritu, instruyéndolos en las buenas costumbres y estimulándolos a 
la observancia regular... Procurará corregirlos de sus defectos y extrali- 
mitaciones, denunciando al guardian los contumaces, para que vengan a 
ser modelos de disciplina regular" (4). 

Háblase también en esta constitución de la manera de suplir las ausen- 
cias del maestro, de la conveniencia de no apartar los maestros del con- 
vento y de no gravarlos con aquellas ocupaciones que puedan distraerlos de 
los útiles y saludables cuidados que les han sido confiados. 


4. A la misma constitución benedictina se refiere el capítulo general 
de los franciscanos de Terni, de 1500, al decir que, de conformidad a la 
citada constitución benedictina, viene a disponerse que "los escolares no 
sacerdotes, inferiores de veintiün afios, sean colocados bajo los cuidados de 
un maestro grave y honesto que les aparte de la ociosidad y demás defectos 
y los ocupe en ejercitaciones escolásticas" (5). 


FUENTES DE DERECHO 


5. Las fuentes de derecho, anotadas por el Cardenal GASPARRI en el 
Código de Derecho Canónico, referentes al maestro de espíritu, son la cons- 
titución de Clemente VIT, *Cum ad regularem", del 19 de marzo de 1603, 
y el decreto de la Sagrada Congregación del Concilio, del 21 de septiem- 
bre de 1624 (6). 


Estos documentos consideran la figura del maestro de espíritu de los 
escolares religiosos como una continuación espontánea y natural de la per- 
sona del Maestro de novicios, en la formación espiritual de los clérigos 
religiosos. 


6. Asi leemos en la constitución clementina “Cum ad regularem", 
de 1603: l 


` 


(4) Cronologia, 1. c., pág. 47. 
(5) Idem íd., pág. 151. 
(6) Codex iuris canonici (Roma, 1929), pág. 199. Notas al c. 588. 
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"Para que los novicios ya admitidos a profesión consoliden y confirmen el 
buen espíritu adquirido y la observancia de la disciplina regular se ordena que 
después de emitida la profesión religiosa permanezcan los nuevos profesos en se- 
gundo noviciado o escolasticado en los conventos o monasterios destinados a los 
novicios, si caben en ellos, y si el monasterio o convento puede mantenerlos, per- 
maneciendo en lugar distinto y separado del que habitan los novicios y los pro- 
fesos más antiguos; o, por lo menos, se coloquen en otro convento conveniente, 
donde haya, se acomode o se construya un departamento separado del restante 
de la casa, como se ha dicho de los novicios.” 

"De esta disposición quedan exceptuadas aquellas religiones que, en virtud de 
sus constituciones o institutos, detienen los nuevos profesos en el noviciado por 
un curso de tiempo mayor, lo que por estas disposiciones no queda derogado; 
con todo, se les faculta para adoptar las disposiciones antedichas, si consideran 
ser éstas más razonables y más convenientes a su religión, no obstante lo que 
puedan prescribir sus respectivas constituciones.” 

"En este lugar separado permanezcan los nuevos profesos con unas reglas 
y maneras de vivir todavía más estrictas que las que observan los profesos más 
antiguos; de tal manera que no se entrometan en los negocios del.convento ni 
asistan a sus comicios, ni les destine la obediencia al ejercicio de cargos exterio- 
res, sino que constantemente permanezcan en este lugar hasta que tengan la edad 
suficiente para recibir las sagradas órdenes, o al menos hasta después de cumplir 
un trienio de la primera profesión, en cuyo tiempo pueden también, y deben, 
dedicarse a los estudios de las letras, bajo la dirección y régimen de un superior, 
que tendrá las mismas cualidades que se indican para el maestro de novicios" (7). 


7. Por lo que se ve que la mente de la Iglesia y de las Ordenes reli- 
giosas era considerar, en aquellos tiempos, los años de estudio como un 
segundo noviciado, para que más se ratifiquen los nuevos profesos y con- 
soliden en las virtudes adquiridas, en cuyo periodo de tiempo permanecie- 
ran constantemente en un lugar separado de los demás profesos de la co- 
munidad, bajo la dirección de un maestro de espíritu, que tendrá las mis- 
mas cualidades, y en este caso las mismas atribuciones, del maestro de mo- 
vicios; quien los informará en la ciencia y en la adquisición de las virtudes 
propias de la vida religiosa. 

8. Promulgado el Código de Derecho Canónico, los institutos reli- 
giosos adaptaron sus constituciones a la nueva legislación, traduciendo estas 
disposiciones, algunos de ellos, en las fórmulas siguientes: 

* Durante todo el tiempo de los estudios los religiosos escolares deberán 
formar siempre un cuerpo aparte y una agrupación especial, bajo el cuidado 
y régimen del maestro de los religiosos escolares, viviendo separados del re- 
cinto de los novicios, de los padres y de los hermanos legos.” 

"Este lugar del escolasticado estará separado del restante del convento y 
distinto del lugar del noviciado, si lo hay. Sin que a nadie sea lícito entrar 


(7) P. CARD. GasPARRI: Codicis iuris canonici fontes, vol. I (Roma, 1995), pág. 358, n. 189, 
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en este lugar, ni a los escolares salir de él, sin el permiso de los superiores 
o visitadores." (8). 

9. “Todo el tiempo de los estudios los coristas y sacerdotes estudian- 
tes, por lo que se refiere a la disciplina religiosa, permanecerán bajo la om- 
nímoda dependencia del maestro de espiritu." 

“Por consiguiente, en la casa de estudios se destinará para los escola- 
res un local separado de la comunidad, en el que ordinariamente solo los 
superiores y maestros tendrán entrada. Ni será permitido a los estudiantes 
salir de este recinto sin la venia del maestro" (9). 

IO. Y ya nos preguntamos: estas disposiciones que equiparan los es- 
colasticados de los religiosos a un segundo noviciado ;están en vigor des- 
pués de la promulgación del nuevo Código de Derecho Canónico? O en 
otras palabras: ges que el maestro de espiritu de los escolares religiosos, 
con las cualidades, debe también tener las atribuciones del maestro de no- 
vicios? 

El legislador, lo que le interesa, lo expresa; lo que no le interesa, lo 
calla. El silencio del Código, ¿debe interpretarse como una relajación de la 
antigua disciplina ? 


I EOSQUE- EXPRESAMENTE. ESTA LEGISLADO 


11. Los cánones 587-591, bajo el título Plan de estudios en las reli- 
giones clericales, tratan, a nuestro modo de ver, de tres institutos jurídicos 
especificamente distintos. 

El canon 587 trata especificamente de la constitución de la casa de es- 
tudios; el 588, de la formación espiritual que en ella se debe recibir, y el 589 
y siguientes, de la educación científica, concretando el canon 589 la forma- 
ción científica que deben recibir los escolares religiosos durante los años 
de estudios; y los cánones 590-591, la continuación de dichos estudios du- 
rante los diversos años de vida sacerdotal. 


Canon 587: (CONSTITUCIÓN DE LA CASA DE ESTUDIOS 


12. El canon 587 expresamente dispone: 


1.” Que toda religión clerical (sea exenta o no, de derecho pontificio 
o diocesano) debe tener sus centros de estudios debidamente aprobados por 


el capítulo general o por los superiores (10). 


(8) Constituciones de los Dominicos (Roma, 1932), n. 175, $ 98, 99. 


(9) Constituciones de los Franciscanos (Barcelona, 1940), n. 98 
(10) C. 587, $ 1. , ), n. 98, 99. 
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2. Que los religiosos a colocarse en estas casas de estudios deben ser 
ejemplares por su esmero en la observancia regular (11). 

3. Que en todas las casas de estudios debe florecer la perfecta vida 
común, incluso en aquellas cosas que se refieren a la comida, al vestido y 
utensilios de la casa, de lo contrario los estudiantes no pueden ser promo- 
vidos a las Ordenes (12). 

4. Que en ellas debe regir la perfecta observancia regular, tanto por 
lo que se refiere a la observancia de los votos y constituciones del respectivo 
instituto, como por lo que atañe a las leyes de la clausura y a la obligación 
coral en la recitación del oficio divino y celebración de la misa conven- 
tual (13). 

5. Como sea que no se puede dar una debida formación a los jóvenes 
si viven en lugares de disipación y se les permite vagar de una casa para 
. Otra, o visitar a sus padres y parientes, se grava fuertemente la conciencia 
de los superiores para que, sin justa y grave causa, no les permitan viajar, 
sino que constantemente permanezcan.los escolares en las casas destinadas 
a los estudios, donde se ejerciten en la piedad y en la ciencia, hasta haber 
terminado los cursos de estudios; lo que debe decirse también de aquellos: 
que, con dispensa de la Sagrada Congregación de religiosos, son elevados al 
presbiterado antes de haber terminado el cuarto afio de Sagrada Teolo- 
gía (14). 

6.° Que estas casas de estudios deben estar debidamente provistas, de 
lo contrario sus alumnos religiosos deberán ser enviados a otros centros de 
estudios donde esté en vigor tal provisión, como a los centros de estudios 
de otra provincia, o religión, o bien a las clases de un Seminario diocesano, 
o a las de algún ateneo público católico, constituído al tenor del canon 1376 
(15). 

Para que puede decirse que una casa de estudios esté debidamente pro- 
vista, se entiende que no faltará en ella nada de lo que prescribe el canon 
589 sobre la formación científica de los clérigos religiosos. $ 


Canon 588: FORMACIÓN RELIGIOSA DE LOS ESCOLARES 


13. En estas casas de estudios, sean provistas o no, al tenor del ca- 
non 589, vigirá una especial disciplina, por lo que se refiere a la formación 


(11) Cfr. cita del c. 554, 8 3. D 
(19) C. 587, $ 2; Instrucción de la Cong. de Rel. 1 dic. 1931. 

(13) Cc. 588, 8 3; 593-612. 

(14) Inst. 1 dic. 1931. 

(15) 0987, 83; 
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religiosa de los escolares, de conformidad a la letra del canon 588, que co- 
mentamos. 

Durante todo el tiempo de la carrera han de ponerse los religiosos es- 
colares bajo el cuidado especial de un prefecto o maestro de espíritu (16), y 
esto lo mismo si los religiosos son formados escolásticamente en la misma 
casa de estudios, o, por no estar esta casa debidamente provista, son re- 
mandados los alumnos a cursar los estudios eclesiásticos a las aulas de algún 
Seminario episcopal, o a las de otra religión o ateneo católico. En ninguno 
de estos casos cambia la figura jurídica o misión peculiar y especial del 
maestro de espíritu respecto a la formación espiritual de los escolares re- 
ligiosos. 

14. En el Código de Derecho Canónico se denomina Maestro: 


o 


1. Al que debe ocuparse de la formación de los novicios religiosos, 
2. Al que debe cuidar de la formación espiritual de los clérigos re- 
ligiosos. 


o 


3. Al que debe cuidar de instruirlos científicamente; y 
4. En el indice analitico-alfabético del mismo Código, se llama tam- 
bién Maestro de espiritu al director espiritual que cuida de la formación 


espiritual de los seminaristas. 


15. En el Código de Derecho Canónico se denomina Prefecto : 


1." Al que cuida de la formación espiritual de los religiosos. 
2." Al director de estudios. 
3. Al director de disciplina. 


16. Hay pues en el Código dos clases de Maestros: 


Los que cuidan de la formación de los jóvenes. 

2." Los que cuidan de su formación espiritual; que podrán atender: 
a) A la formación espiritual de los seminaristas. 

b) A là formación espiritual de los novicios. 

c) A la formación espiritual de los escolares religiosos. 


17. Hay dos clases de Prefectos: 


I Los que cuidan de los estudios. 
2. Los que cuidan de la disciplina. 


Pues el prefecto de espíritu se equipara en todo al que llamamos maes- 
tro de espiritu. 


18. El maestro de espíritu, de que habla el canon 588, aunque de las 


(16) C. 588, $ 1. 
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antiguas fuentes de legislación, antes citadas, se infiere lo contrario, no es 
ciertamente el que debe procurar instruir a los alumnos científicamente; el 
maestro de espíritu de que se habla en este canon puede ser una especie de 
maestro de novicios, o equipararse a un director espiritual de seminaristas. 
19. Al denominarlo prefecto de espíritu, tampoco debemos equiparar- 
lo a un prefecto de estudios; podremos tal vez equipararlo a un prefecto de 
disciplina, pero de ello hablaremos en elocubraciones posteriores. 


Canon 589: DE LA FORMACIÓN CTENTÍFICA 


20. El canon 587 habla de la disciplina general que debe regir en una 
casa religiosa de estudios; el canon 588, del cuidado especial que el maes- 
tro de espíritu debe tener de los escolares en una casa religiosa de estudios; 
y el canon 589, de la formación intelectual que en ella debe darse a los 
escolares. | 

En este canon 589 se dispone todo lo que se requiere para que una casa 
religiosa, en materia de estudios, pueda denominarse debidamente provista. 


21. Los superiores religiosos de una determinada provincia son libres 
de organizar sus estudios o de remandar sus alumnos a las clases de Filoso- 
fía o Teología de algún ateneo público, del seminario episcopal o de otra 
religión o provincia. Pero si organizan los estudios en el seno de la pro- 
vincia, en el orden escolar, estas casas, para ser debidamente provistas, 
deben reunir las condiciones siguientes : 


a 


I. Los religiosos escolares deben estar debidamente instruidos en las 
disciplinas inferiores (17), pues los religiosos no pueden ser admitidos al 
noviciado—a no ser que graves causas aconsejen lo contrario—si no han 
aprobado antes los cursos que se llaman de humanidades (18). 

2." Los religiosos escolares deben aplicarse con solicitud a los estu- 
dios de Filosofía por lo menos durante un bienio, y a los de Teología, si- 
quiera durante un cuadrienio, profesando la doctrina de San Tomás al 
tenor del canon 1.366 (19). 

3. El estudio de humanidades y el bienio y cuadrienio de Filosofía 
y Teología deben ser interpretados “según las instrucciones emanadas de 


la Sede Apostólica” (20). 
Las instrucciones emanadas de la Sede Apostólica, al promulgarse el 


(IAS O SA i 
(18) Pio XI: Unigenitus Dei Filius, 19 marzo 1924; Sag. Cong. de Rel. Inst. 1 dic. 1931. 


(19) €. 589, § 1. 
(20) Idem íd. 
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nuevo Código, eran las que vienen citadas en las Fuentes del Cardenal 
Gasparri a dicho canon, como, por ejemplo, las declaraciones de la S. C. de 
Rel. del 7 de septiembre de 1909, ad III; 31 de mayo de 1910; a las que 
debemos añadir las del 17 de noviembre de 1909, 24 de marzo de 19r1 
y I de marzo de 1915 (21). 

4. En las instrucciones antes citadas se prescribe, con respecto al 
tiempo de la duración de los estudios: 

a) Que los afios de estudios de los escolares religiosos serán comple- 
tos, es decir, académicos y escolares, de tal manera, que-debe considerarse 
abusiva y enteramente prohibida toda abreviación de los mismos (22). 

b) Que para un afio académico se requiere un curso escolástico de 
nueve meses y examen final felizmente superado (23). 

c) Que el curso teológico practicado privadamente o en clase particu- 
lar es inválido para la recepción de las sagradas órdenes, de conformidad 
a lo que al presente prescriben los cánones 976, $ 3; 1.365. 

5. Los estudios de Filosofía y Teología de los religiosos deben ser 
articulados y sistemados de tal manera que no sea posible pasar a una clase 
superior sin antes haber aprovechado debidamente en la inferior; ni saltar 
materias importantes, ni partes sustanciales de ellas, ni dejar de dar a cada 
explicación el espacio de tiempo debido (24). 

6. El curso teológico, ademas de la Teologia dogmatica y moral, 
abarca principalmente el estudio de la Sagrada Escritura, historia eclesiás- 
tica, derecho canónico, liturgia, elocuencia sagrada y canto eclesiástico (25). 
7. La Filosofía racional y materias afines (26) comprenden la lógica 
metafísica, cosmología, psicología, teodicea, ética y derecho natural; his- 
toria de la filosofía y psicología experimental (27), física, química e his- 
toria natural (28); y para los religiosos expresamente se prescribe la en- 
señanza de la doctrina católica según el texto del Catecismo Romano (29). 

8. Para los profesores de las disciplinas filosóficas, teológicas y ju- 
rídicas, en igualdad de circunstancias, serán preferidos los que sean doc- 


ROT CLC Notas al C: 989% 

(22) Declaración de la Sag. Cong. de Rel. 7 sep. 1909. 

(23) Resp. de la Sag. Cong. de Rel. 24 marzo 1911. 

(24) Pio XI: Unigenitus Dei Filius, 19 marzo 1924. ; 

(25) C. 1.365, $ 2; a las que debemos añadir las asignaturas señaladas en el Ordinamento 
dei Seminari, de Italia, dictado por Benedicto XV en 190. Cfr. Enchiridion Clericorum (Roma, 
ano 1938), num. 1.110; las Prescripciones del mismo Benedicto XV de 30 nov. 1919; de Pio XI 


de 29 agosto y 8 sep. 1929 y 15 marzo 1936, y de Pio XII de 5 agosto 1941 y 21 dic. 1944, sobre 
metodología, catecismo y explicación del breviario. 
(26) G. 1.365, 8 1. 


EU. Pío XI: Deus scientiarum Dominus, 1991; Ordinamento dei Seminari (Ench. Clr., nú- 
mero 1.110). 


(28) Ordinamento dei Seminari (Ench. Clr., núms. OSI LOS 
(29) Pío XI: Unigenitus Dei Filius, 1924. 
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tores por alguna Universidad de estudios o por una Facultad reconocida 
por la Santa Sede; o, tratándose de religiosos, los que estén en posesión 
de un título equivalente, otorgado por sus superiores mayores (30): serán 
ejemplares en la piedad y eruditisimos en la ciencia, teniendo al menos 
laudablemente aprobados los estudios de Filosofía y Teología y las ciencias 
afines (31). 

9. Al menos los profesores de Sagrada Escritura, Teología dogmá- 
tica, moral e Historia eclesiástica, serán distintos (32). 

ro.” Durante el tiempo de los estudios no se impondrán a los maes- 
tros cargas y oficios que les distraigan del estudio o que de cualquier for- 
ma les impidan dar sus clases; por esto el supremo superior, y en casos 
particulares también los otros superiores, pueden, segün su prudencia les 
dicte, eximirlos de algunos actos de comunidad, y aün del coro, especial- 
mente en las horas nocturnas, siempre que lo crean necesario para mejor 
atender a los estudios (33). 

II. Y por lo que se refiere a los estudiantes, se dispone también que 
en ningün caso sea lícito a los superiores mandarlos a pedir limosna antes 
de que tengan terminados los estudios (34); y, como se ha dicho de los 
profesores, no los graven los superiores con cargas y oficios que les dis- 
traigan de los estudios o de cualquier manera les impidan la asistencia a 
las clases, pudiendo también ser dispensados, por motivos de estudios, de 
algunos actos de comunidad (35). 

12." Todos los autores convienen en afirmar que, dada la compleji- 
dad que toman los estudios, no exclusos los institutos religiosos, el cargo 
de prefecto de estudios es incompatible al presente con el de prefecto de 
espíritu que mencionan los sagrados cánones (36). 


II. ULTERIOR EXPOSICION DEL CANON 588 


22. El canon 587 habla, como hemos dicho, de la disciplina general 
que debe regir en las casas de estudios de los religiosos; en 589, del orde- 
namiento de los estudios. Al presente falta dar una ulterior dilucidación 
del canon 588 que trata de la disciplina especial que, bajo la dirección de 


(30) E 1-366, 8. 1. 
(31) Pio XI: Unigenitus Dei Filius, 1924. 


(89) 316012366; § 3: 

(33) C. 589, 8 2. 

(34) C. 623. 

(35) 6. 589, 8 2. 

(36) T. SCHAEFER: l. c., pág. 634. 
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un religioso competente, y en el orden espiritual, debe darse a los religiosos 
escolares. 

23. Pero antes de pasar adelante, y comparando una casa de estudios 
de los religiosos con un seminario diocesano, diremos que, al tenor del 
canon 1.358, en un seminario diocesano debe haber un rector para la dis- 
ciplina, variós maestros para la instrucción, un ecónomo para atender a. 
los cuidados de la casa, que sera distinto del rector, al menos dos confesores 
ordinarios y el padre espiritual (37). 

Al rector de disciplina se juntan, en los seminarios diocesanos, dos 
sacerdotes nombrados por el Obispo, que serán distintos del ecónomo del 
seminario y de los confesores ordinarios. 

En los institutos religiosos, y por tanto en las casas de estudios. de los 
mismos, los oficios de ecónomo y de confesores ordinarios están suficien- 
temente provistos por varios sagrados cánones (38). De la provisión de los 
maestros de estudios se ha hablado lo suficiente en el apartado anterior. 

En las casas de estudios de los religiosos el rector para la disciplina es 
propiamente el superior local, que delega algunas de sus atribuciones, en 
ias casas de noviciado y de escolasticado, al maestro de novicios y en 
nuestro caso al que los cánones llaman maestro espiritual. 


Para bien dilucidar este instituto 'estableceremos un paralelo compara- 
tivo entre el maestro de novicios y el de colegiales en los institutos reli- 
giosos; y entre el maestro de novicios y el director espiritual de los semi- 
narios episcopales. De esta manera se destacará lücida la figura jurídica, 
genuina y verdadera del maestro de espiritu de las casas de estudios de los 
religiosos. 


A) PARALELO ENTRE EL MAESTRO ESPIRITUAL DE NOVICIOS Y EL MAESTRO 
ESPIRITUAL DE COLEGIALES RELIGIOSOS 


1. Constitución 


o 


24. 1. Para la debida formación de los novicios se ha de nombrar 
un maestro de novicios (39), elegido según las normas de las respectivas 


constituciones (40), y que venga revestido de aquellas atribuciones que le 
sefialan los sagrados cánones. 


(37) C. 1.358. 
(38) Cc. 516, $ 2; 518, § 1. 
(39) C. 559. 
(40) C. 560. 
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—bDurante todo el tiempo de la carrera han de ponerse los religiosos es- 
colares bajo el cuidado especial de un prefecto o maestro de espiritu (41). 


2. Cualidades 


25. 2. El maestro de novicios no bajará de los treinta y cinco afios 
de edad, ni de ios diez años de profesión, a partir de la primera profesión 
religiosa (42). 

—El maestro de espíritu de los escolares religiosos conviene que esté 
adornado de las mismas cualidades que se exigen para el maestro de no- 
vicios, al tenor del canon 559, § 2; o al menos ser de treinta afios de edad 
y cinco de profeso, si hemos de atender a la cita literal del $ 2, en la que 
se habla, no de la edad y profesión del maestro, sino de la del socio del 
maestro. 

Con todo, las cualidades del maestro de espíritu de los escolares reli- 
giosos, a pesar de la letra del canon, no aparece que deban ser realmente 
las mismas que las del maestro de novicios, pues del maestro de novicios 
se dice simplemente “sit”; en cambio, del maestro del espíritu de colegia- 
les religiosos se dice: “sit oportet”, conviene que sea; lo que parece que 
no debe procederse con tantos miramientos al tratarse de las cualidades 
que deben adornar al prefecto o maestro de espiritu. 

3.' El maestro de novicios sobresaldrá por su prudencia, caridad, pie- 
dad, observancia religiosa y, en las religiones clericales, sea sacerdote (43). 

—El maestro de espíritu de los religiosos escolares conviene que esté 
adornado de las cualidades que se exigen para el maestro de novicios, o a 
lo menos las del socio del maestro de novicios, "que deben ser aquellas 
mismas que se consideren oportunas" (44). 


3: Atribuciones 


26. 4. El maestro de novicios debe estar libre de todos los oficios 
y cargas que puedan impedir el cuidado y régimen del noviciado (45). 

—El maestro de espíritu de los religiosos escolares, por un igual, debe 
estar exonerado de oficios y cargas que puedan impedir el cuidado y ré- 
aimen del escolasticado, según expresa declaración del canon 588, § 2, al 
citar el canon 559, $ 3. 


(41) C. 588, 8 1. i 
(42) C. 559, 8 1. 

(48)! C. 559, 8'9. 

(44) Idem id. 

(45) C. 559, § 3. 
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5. El maestro y los novicios, por lo que se refiere a la disciplina de 
toda la casa, estarán sometidos al superior (46). 


—El maestro de espíritu de los escolares y sus alumnos, por un igual, 
por lo que se refiere a la disciplina de toda la casa, en virtud del ca- 
non 501, § 1, estarán sometidos al superior local. 

6.” Dentro del año del noviciado, el maestro de novicios, según la 
norma de las constituciones, presentará al capítulo o al superior mayor 
una relación del modo de portarse de cada uno de los alumnos (47). 


Jamás se pedirá el voto de los confesores cuando se trate de admitir 
algún alumno a las sagradas órdenes o expulsarlo del seminario (48). 


4. Jurisdicción 


27. 7. Los novicios están sometidos a la potestad del maestro y 
de los superiores, a los que tienen obligación de obedecer (49). Al maestro 
únicamente pertenece el régimen del noviciado, de tal forma que a nadie 
le es licito—exceptuados los superiores a quienes las constituciones se lo 
autoricen y los visitadores—inmiscuirse, bajo ningún título, en esto (50). 


—Todo el tiempo de la carrera los religiosos escolares han de colocarse 
bajo el cuidado especial de un maestro de espíritu, a cuyo cargo esta- 
rá también el régimen del escolasticado, si atendemos a la cita que el ca- 
non 588, $ 2, hace del canon 559, $ 3. 


5. Formación 


28. 8. Solamente al maestro compete el derecho y el deber de aten- 
der a la formación de los novicios, de tal forma, que a nadie, exceptua- 
dos los superiores a quienes las constituciones se lo autoricen, le es lícito 
inmiscuirse, bajo ningún título, en esto (51). 

—Durante el tiempo de la carrera los escolares religiosos deben co- 
locarse bajo el cuidado especial de un prefecto o maestro de espíritu (52); 
cuidado especial distinto, a nuestro modo de ver, y al modo de ver de 
muchos autores, del cuidado especial que de ellos debe tenerse, en el orden 


(46) C. 561, 8 1 
(47) C. 563. 
(48) C. 1.361, § 3. 
. (49) C. 561, 8 2 
(50) C. 561, 8 1 


(51) Idem íd. 
(52) €. 588, § 1. 


—=6%4= 


EL MAESTRO DE ESPIRITU DE LOS ESCOLARES RELIGIOSOS 


intelectual, del que habla el canon 589; y del cuidado general disciplinar 
que, al tenor del canon, 587, corresponde al superior local. 

9. El maestro de novicios tiene la obligación grave de poner todo 
el empeño para que sus alumnos se ejerciten diligentemente en la discipli- 
na religiosa según las constituciones; y toda la actividad del año del no- 
viciado se encaminará a formar bien el espíritu de los alumnos, estudian- 
do la regla y las constituciones, haciendo piadosas meditaciones y ora- 
ción asidua, aprendiendo bien lo que se refiere a los votos y a las vir- 
tudes, ejercitándose oportunamente en extirpar de raíz el origen de los 
vicios, refrenar los movimientos internos y adquirir las virtudes (53). 

—El maestro de espíritu tendrá especial cuidado de los religiosos es- 
colares, informando sus almas en la vida religiosa con oportunas amo- 
nestaciones, instrucciones y exhortaciones (54), a fin de que gradualmente 
vayan preparándose para recibir el sacerdocio (55). 

IO. Durante el año del noviciado, los novicios no se dedicarán de 
propósito al estudio de las letras, de las ciencias o de las artes (56); pero 
sí procurarán aprender integramente el texto del Catecismo Romano (57). 

—El maestro de espiritu formará a las almas de los escolares para que 
asocien la santidad de vida a la solidez de la doctrina (58), no sea que en 
el mare magnum del estudio de las ciencias vengan a olvidarse los esco- 
lares que, sobre todo, cabe cultivar el espíritu de fe, que si viene a debi- 
litarse, queda incapacitada la inteligencia para comprender las cosas so- 
brenaturales, reconociendo que la ciencia, divorciada de la virtud, más 
sirve para la perdición y descalabro que para la edificación de las almas, 
porque si un ciego guía a otro ciego, entrambos caerán en el abismo. 
Por consiguiente, fúndense los religiosos escolares en la virtud de la hu- 
mildad, que si es a todos necesaria, lo es más aún a los que se dedican a 
los estudios, pensando que es vana la ciencia cuando no viene saturada del 
espíritu de caridad y de piedad (59). 

11. Procurarán (los superiores de las casas religiosas de estudios) 
que durante el tiempo de la carrera los escolares no vengan a debilitarse 
en el ejercicio de la virtud, apartándoles de la lectura de aquellos libros 
o revistas que puedan distraerlos de los sanos estudios, como también, por 
lo que se refiere a las recreaciones, los apartarán de aquellos ejercicios cor- 


(53) C. 565, 8 1. 

(54) C. 588, $ 1. 

(55) Pío XI: Unigenitus Dei Filius, 19 marzo 1924. 
(56) C. 565, 8 3. 

(57) Inst. Sag. Cong. de Rel. 25 nov. 1929. 

(58) Idem id. 1 dic. 1931. 

(59) Pío XI: Unigenitus Dei Filius, 19 marzo 1924. 
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porales, que el Concilio tridentino considera incompatibles con el decoro 
de los clérigos (60). 

12. Cuiden los superiores de no admitir inconsideradamente a sus 
alumnos, sino solamente a aquellos que den indicios de verdadera voca- 
ción y que den patentes sefiales de que han de ejercitarse con fruto y a 
perpetuidad en los misterios eclesiásticos (61). 

13.' Vigilen los superiores con singular esmero que las prácticas pia- 
dosas, que el canon 595 prescribe para todos los religiosos, se observen 
con la máxima perfección en las casas de estudios (62); tanto por lo que 
se refiere a la práctica anual de los ejercicios espirituales, a la obligación 
de oír todos los días la santa misa, tener todos los dias oración mental 
y practicar con diligencia los demás actos piadosos que puedan prescribir 
las reglas y las constituciones; confesar al menos una vez por semana y 
comulgar frecuentemente (63). 


6. Separación 


29. 14. Unicamente al maestro de novicios pertenece el régimen 
del noviciado de tal forma que a nadie le es licito inmiscuirse en esto, como 
hemos indicado (64). t 

—Durante todo el tiempo de la carrera han de ponerse los religiosos 
escolares bajo el cuidado especial de un maestro de espiritu (65), cuidado 
especial que exigirá una separación más o menos determinada de los res- 
tantes religiosos de la casa, segün sea la organización de la misma. 

I5. En cuanto sea posible el noviciado debe estar separado del resto 
de la casa donde habitan los profesos, de tal forma que, sin motivo es- 
pecial y licencia del superior o del maestro, ni los novicios tengan comuni- 
cación algunas con los profesos, ni éstos con los novicios (66). 

—En las fuentes de derecho que hemos citado de este canon 588, se 
pide también esta separación, incluso material, y esta privación de comuni- 
cación entre los nuevos profesos y los demás religiosos de la Comunidad, 
como también de los novicios si los hay. : 

El cuidado especial que el maestro de espíritu debe tener de los reli- 
giosos escolares dictará también, según sea la composición y organización 


(60) Inst. Sag. Cong. de Rel. 1 dic. 1931, 
(61) Idem id. 


(62) C. 588, 8 3. 
(63) C. 595. 

(64) Q. 561, § 1. 
(65) QC. 588, 8 1. 
(66) C. 564, $ 1. 
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de la casa de estudios, los grados de separacién que debe haber entre unos 
y otros religiosos de la comunidad. 


7. Obligación de residencia 

30. 16, El noviciado debe durar un año íntegro y continuo, practi- 
cado en la casa del noviciado, de manera que la permanencia de más de 
quince dias fuera de las cercas de la casa del noviciado, aunque sea con 
la obediencia del superior, interrumpe el noviciado (67). 

—Los alumnos religiosos permezcan constantemente en las casas des- 
tinadas a estudios, donde se ejerciten en la piedad y en la ciencia, hasta 
haber terminado los cursos de estudios, sin dejarlos vagar, los superiores, 
de una casa para otra, o visitar a sus padres y parientes, como hemos dicho 
al hablar de la constitución de estas casas de estudios (68). 


8. Conclusión 


31. De la comparación de estos dos institutos inferimos las semejan- 
zas que tienen entre sí; que el cuidado especial que el maestro de espiritu 
de los novicios debe tener de sus alumnos es muy parecido al cuidado es- 
pecial que el maestro de espiritu de los escolares debe tener de los clérigos 
religiosos; y esto lo mismo por lo que se refiere a la información de la 
vida religiosa de los alumnos, con oportunas amonestaciones, instruccio- 
nes y exhortaciones, como por la instancia con que debe urgir el cumpli- 
miento de las prescripciones piadosas del canon 595. 

Por lo que se refiere al régimen del escolasticado, la constitución e in- 
dole de la casa religiosa de estudios dictará más o menos las atribuciones 
que debe tener el maestro de espíritu, que serán las que se consideren opor- 
tunas para que, al tenor de las circunstancias, pueda atender al cuidado es- 
pecial de los escolares que prescriben los sagrados cánones. 


B) DEL DIRECTOR ESPIRITUAL 


32. En los seminarios diocesanos, en vez del maestro de espíritu de 
las casas de los religiosos, hay un director espiritual. 

Para los seminarios diocesanos se prescribe: 

r' En todos los seminarios habrá un rector para la disciplina, profe- 


(67) Cc. 555, 556. d 
(68) Inst. Sag. Cong. de Rel. 1 dic. 1931. [ t i13 
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sores para la instrucción, ecónomo para administrar los bienes tempora- 
les, distinto del rector, dos confesores ordinarios por lo menos y director 
espiritual (69). | 

2, Al rector de disciplina se asocia una diputación de dos sacerdotes 
distintos del ecónomo y confesores ordinarios (70). 

3.' El director espiritual del seminario será un sacerdote de edad 
madura, grave, experimentado y versado en la vida espiritual (71), elegi- 
do con mucho miramiento (72), que sobresaldrá por su caridad y pruden- 
cia, por su competencia en la doctrina teológica, dogmatica y moral, ascé- 
tica y mistica, para que pueda estimular a los alumnos con la palabra y con 


el ejemplo (73). 

4. El director espiritual del seminario debe desentenderse del régi- 
men disciplinar externo del mismo, y no se cargue de otros cosas que le 
impidan darse de lleno al ejercicio de su cometido (74). No tendrá atri- 
bución alguna en el foro externo, por vedárselo severamente el delicado 


ejercicio de su cargo y las más de las veces el sigilo sacramental (75). 


5. El director espiritual cultivará en los seminaristas aquella sólida 
piedad que es el primer fundamento de la vida sacerdotal (76), procuran- 
do hablar a los seminaristas en particular y en común de la dignidad, obli- 
gaciones y cargas del sacerdocio, de la necesidad y buen ordenamiento de 
ia oración, como también de la práctica del examen de conciencia, traba- 
jando para que adquieran todas aquellas virtudes que puedan servir a la 
pía formación de los clérigos (77); y pondrá especial cuidado en observar 
las prescripciones de los doctores de moral sobre la conveniencia de apar- 
tar de la recepción de las sagradas órdenes, después del correspondiente 
experimento, a los consuetudinarios. _ 


o 


6° Con gran solicitud procurará el director espiritual de los semi- 
narios apartar a los seminaristas del error desgraciadamente demasiado 
extendido entre los jóvenes de dejarse arrastrar por la pasión de los es- 
tudios en detrimento de avanzar en la adquisición de la verdadera ciencia 
de los santos (78). 


7. El director espiritual del seminario predicará cada semana un 


(69) C. 1.358. 

(200890:501:950,.88 Wo: 

(71) LEÓN XIII, 1896 (Ench. Clr., núm. 948). 

(72) Pío XI: Ad catholici sacerdotii (1935), n. 51. 
(73) BENEDICTO XV, 1991 (Ench. Clr., núm. 1.191). 
(74) Idem íd. 

(75) Pío XI: Ad catholici sacerdotii (1985), n. 51. 
(76) Pio X, 1906 (Ench. Clr., núm. 792). 

(77) BENEDICTO XV, 1921 (Ench. Clr., núm. 579). 
(78) LEÓN XIII, 1902 (Ench. Cir., núm. 704). 
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sermón a los seminaristas sobre las obligaciones del estado eclesiástico : 
establecerá la hora de la meditación y además de los ejercicios espirituales 
que deben practicar todos los años, tendrá con ellos, todos los meses, un 
dia de retiro para renovar su espiritu (79). 

8. El moderador espiritual del seminario será también el confesor 
ordinario, sin excluir a otros la función de oír las confesiones die los se- 
minaristas (So). 

9.” El director espiritual del seminario procurará conocer de tal ma- 
nera la vida y costumbres de los alumnos que pueda dar certero juicio de 
su vocación, disuadiendo de continuar los estudios a los que encuentre 
faltos de ella y estimulando fortiter et suaviter, a la adquisición de todas 
las virtudes, a los que reconociera dotados de perfecta vocación (81). 


C) PARALELO ENTRE EL MAESTRO DE NOVICIOS Y EL PADRE ESPIRITUAL 


a) Confesiones 


33. Antiguamente el maestro de novicios era el confesor ordinario, 
y casi exclusivo, de sus alumnos, segün puede verse en los textos aporta- 
dos a las notas históricas que preceden a este estudio (82); al presente, y 
después del decreto del santo Oficio “Huic supremae", del 5. de junio 
de 1899, se prohibe a los superiores religiosos y a los superiores de cole- 
gios de internos, a los maestros y vicemaestros de novicios, la recepción 
habitual de las confesiones de sus sübditos, pues la Iglesia quiere dejar 
gran libertad a los sübditos en la manifestación de sus pecados. 

El derecho vigente traduce estas disposiciones en el canon 89r di- 
ciendo: 

“Ni el maestro de novicios ni su socio, ni el superior del seminario 
o de un colegio, deben oir las confesiones sacramentales de los alumnos, a 
no ser que los alumnos, por causa grave y urgente, espontaneamente se lo 
pidan, en casos particulares.” 0 

En cambio del moderador espiritual del seminario se preceptúa que 
sea el confesor ordinario de los seminaristas, sin excluir a otros la recep- 


ción de sus confesiones (83). - 


(79) Concilio Vaticano (Ench. Clr., núm. 389). 
(80) Idem íd.: LEÓN XIII, Ench. Cir., núm. 548; Pio XI, Ad catholici sacerdotii (1935), 


nota 55. 
(81) BENEDICTO XV, 1921 (Ench. Clr., núm. 579). 


(INN ; . 
(83) Concilio Vaticano, 38 (Ench. Clr., num. 389); LEÓN XIII, 1896 (Ench. Clr., nüm. 548); 


Pío XI, Ad catholici sacerdotii, 1935, n. 55. 
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b) Dirección espiritual 


34. El maestro de novicios es también director espiritual de los no- 
vicios; pues de conformidad al canon 565, $ 1: “todo el año del noviciado 
se encaminará a formar bien el espíritu de los alumnos bajo la disciplina 
del maestro... aprendiendo bien lo que se refiere a los votos y a las vir- 
tudes y ejercitándose oportunamente en extirpar de raíz el origen de los 
vicios, refrenar los movimientos internos y adquirir las virtudes" 

Obligación parecida a las del director espiritual del seminario a quien 
se prescribe que procurará hablar en particular y en común a los semina- 
ristas de la dignidad, obligaciones y cargas del sacerdocio, de la necesidad 
y buen ordenamiento de la oración, como también de la práctica del exa- 
men de conciencia, trabajando para que adquieran todas aquellas virtudes 
que puedan servir a la pía formación de los clérigos; y procurará conocer 
de tal manera la vida y costumbres de los alumnos que pueda dar certeros 
juicios de su vocación, disuadiendo de continuar los estudios a los que 
encuentre faltos de ella y estimulando fortiter et suaviter a la adquisición 
de todas las virtudes a los que reconociera dotados de perfecta voca- 
ción (84). 

Por consiguiente no reza con los maestros de novicios, ni con los di- 
rectores espirituales de seminarios, el canon que dice: 

“Terminantemente se prohibe a todos los superiores religiosos inducir 
de cualquier modo a sus súbditos a que les den cuenta de conciencia; pero 
a los sübditos no se les prohibe que puedan, libre y espontáneamente, abrir 
su alma a los superiores; más aün, conviene que acudan a ellos con filial 
confianza, manifestándoles, si son sacerdotes, las dudas y congojas de 
su conciencia" (85); pues como hace notar muy bien el P. SCHAEFER (86), 
maestros y vicemaestros de novicios no podrían cumplir a perfección su 
comedido sin recibir de sus alumnos estas manifestaciones de las interio- 
ridades de'sus conciencias. Y, como veremos más adelante, el maestro de 
novicios, por otra parte, no es ningün superior religioso, en su sentido pro- 
pio y estricto, para que le afecten estas disposiciones. 


c) Disciplina 


35. De conformidad a los sagrados cánones los novicios están some- 
tidos a la potestad del maestro y de los superiores, a los que tienen obli; 


(84) BENEDICTO XV, 1921 (Ench. Clr., núm. 579). 
(85) C. 530, 88 1, 2. 
(86) T. SCHAEFER: l. c., núm. 535. 
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gación de obedecer (87). Al maestro únicamente pertenece el régimen del 
noviciado, de tal forma que a nadie les sea lícito, excepto a los superiores 
que se indican, inmiscuirse bajo ningún título, en esto (88). 


En cambio del director espiritual de seminarios se dice que, porque 
debe cuidar especialmente del orden espiritual y divino, procurará desen- 
tenderse del orden disciplinar externo del seminario (89), y también que 
el director espiritual del seminario no tendrá atribución alguna en el foro 
externo, por vedárselo severamente el delicado ejercicio de su cargo y las 
más de las veces el sigilo sacramental (90). 


d) Conclusión 
t 
36. Por consiguiente, entre un maestro y un director espiritual de 


seminarios hay una verdadera distinción : 


1." El maestro de novicios tiene potestad disciplinar sobre sus sttb- 
ditos (los novicios están sometidos a su potestad y a la de los superiores, 


CALLS 2) 


2... Tiene potestad disciplinar en el foro externo (al maestro perte- 
nece el régimen del noviciado, c. 561 $ 1). 


o 


3. Con todo el maestro de novicios no es un superior religioso, pues- 


to que, como indica el canon 561 $ 1, el maestro de novicios, por lo que 


se refiere a la disciplina de toda la casa, estará sometido al superior. 


4. No es superior religioso, porque según el derecho canónico son 
solamente superiores religiosos los que gobiernan una religión, una pro- 
vincia o una casa religiosa. 


5. Ni es superior religioso en el sentido que puede serlo un presiden- 
te secundario de una comunidad religiosa, como sería el vicario o vicesu- 
periores que, en ausencia del superior, en todo se equiparan al superior 
local. 

6.” El maestro de novicios no tiene por consiguiente jurisdicción 
eclesiástica en el foro externo, que compete solamente a los superiores re- 
ligiosos de las religiones clericales exentas (91). 


7. El maestro de novicios no puede imponer a sus súbditos preceptos 


(87) €. 561, § 2. 
(88) C 561, 8 1. 
(89) BENEDICTO XV, 1921 (Ench. Clr., num. 1.121). 
(90) Pío XI: Ad catholici sacerdotii (1935), n. 5s 
(Ga 0504588 4. 


5661. 


BASILIO DE RUBI, O. F. M. CAP. 


comunes ni perpetuos al tenor del canon 24, ni imponer remedios pena- 
les (92), ni dispensar de los ayunos al tenor del canon 1245 $ 3. 

8, La potestad dominativa del maestro de novicios es solamente do- 

méstica y familiar, dentro del recinto del noviciado, o en los actos que no 
sean de comunidad, con las atribuciones que le señalen los sagrados cá- 
nones. 
9.” Es el maestro de novicios un verdadero oficial religioso con po- 
testad doméstica y familiar, y potestad dominativa en el foro interno no 
sacramental, pues a él le incumbe la obligación, casi exclusiva, de atender 
a la formación del espíritu de los novicios (93). 

IO.' No tiene facultad ordinaria en el foro interno sacramental, pues 
expresamente se la quita el canon 89r, al declararle incapaz de ser el con- 
fesor ordinario de sus alumnos. 


n 37. En cambio, el director espiritual de los seminarios : 

1.” / Es confesor ordinario de los seminaristas. 

2. Tiene potestad ordinaria en el foro interno sacramental y extra- 
sacramental. 

3.' Carece de toda potestad dominativa familiar o disciplinar sobre 
los seminaristas. Expresamente se le prohibe inmiscuirse en el régimen dis- 
ciplinar externo de los seminaristas; ni se le pedirá jamás su voto cuando 
se trate de admitir algún alumno a las sagradas órdenes o expulsarlo del 
seminario (94). 

Y con esto aparece cuan distintas sean las caracteristicas de estos dos 
institutos: la figura jurídica del maestro de novicios y su distinción del 
director espiritual de los seminarios diocesanos. 


TIL. FIGURA JURIDICA DEL MAESTRO DE ESPIRITU DE 
LOS ESCOLARES REETGIOSOS 


a) El maestro de espíritu como director espiritual de escolares 


38. Las casas de estudios de los institutos religiosos pueden organi- 
. zarse de dos maneras: en función ünicamente de los escolares, como un 
seminario episcopal; o en funciones de una Comunidad religiosa, con las 
secciones diversas de noviciado, escolasticado, profesorado, etc. 


(92) C. 9.306. 
(93) C. 565. 
(94) C. 1.361, $ 3. ! 
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Organizada la casa de estudios única y exclusivamente en funciones 
del escolasticado, su constitución es idéntica a la de un seminario episco- 
pal, esto es: se ha de procurar que en todas estas casas haya un rector 
para la disciplina, profesores para la instrucción, ecónomo para adminis- 
trar los bienes temporales, distinto del rector, dos confesores ordinarios, 
por lo menos, y director espiritual (95). 

El rector de disciplina, aunque constituya otros prefectos de disciplina, 
o presidentes de sección—dividiendo latinistas de filósofos y éstos de los 
teólogos, y prohibiendo toda clase de comunicación entre ellos—, constituí- 
do este rector en funciones del escolasticado, tiene aquel cuidado especial 
que piden los sagrados cánones, pero exclusivamente en el foro externo, a 
lo menos de una manera habitual, pues es también superior local. 

39. En este caso, las atribuciones del maestro de espíritu de esta casa 
de estudios, constituida a la manera de un seminario episcopal, son las 
mismas que incumben a un director espiritual de seminario: 


1. Será el confesor ordinario de los religiosos escolares. 


2." Tendrá potestad ordinaria en el foro interno sacramental y ex- 
trasacramental. i 

3. Carecerá de toda potestad dominativa familiar o disciplinar sobre 
los religiosos escolares, sin que le sea permitido inmiscuirse en su régimen 
disciplinar externo. 

3... No podrá jamás dar su voto cuando se trate de admitir alguno 
de los alumnos a las sagradas órdenes o expulsarlos de la religión, se en- 
tiende en votación pública y manifiesta. 

5. ^ Estará adornado de las cualidades que se exigen para el maestro 
de novicios o para su socio. 

6. Informara las almas de los religiosos escolares en la vida religio- 
sa con oportunas amonestaciones, instrucciones y exhortaciones, lo mismo 
en particular que en común, principalmetne con.motivo de las pláticas se- 
manales, a fin de que gradualmente vayan preparándose a la recepción del 
sacerdocio. 

7.' Vigilará con singular esmero a fin de que las pláticas piadosas 
que el canon 595 prescribe para todos los religiosos, se observen con la 
máxima perfección en las casas de estudios. 


&^ Procurara además que se cumplan todas las obligaciones que en 


(95) C. 1.358. 
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orden a la formación espiritual de los escolares religiosos vienen sefialadas 
en el núm. 28 de este artículo; para el maestro de espíritu; y las que se 
sefialan en el num. 32 para el director espiritual de seminarios. 


b) El prefecto de espíritu como maestro de novicios 


40. Si la casa de estudios se organiza en funciones de una comunidad 
religiosa, con las diversas secciones de noviciado, escolasticado, profeso- 
rado, etc., lo mismo si está debidamente provista, con respecto a los maes- 
tros para la instrucción, o sin provisión en este sentido—por ser reman- 
dados sus alumnos a las aulas de otro instituto religioso o eclesiástico—, la 
casa de estudios se constituirá con un superior local, con todas las atribu- 
ciones en el foro externo, en todo lo que se refiere a la disciplina general 
de la casa, y las restrictivas en el foro interno, al tenor de los cáno- 
nes 518 § 2, y 530 $ 1, respecto a las confesiones de los sübditos y exi- 
gencias de cuenta de conciencia; y los escolares se colocarán entonces bajo 
el cuidado y régimen especial de un maestro de espiritu, que tendrá las 
cualidades, y con ellas las atribuciones de un maestro o vicemaestro de no- 
vicios. 


41. En el caso de constituirse el escolasticado dentro de una comu- 
nidad religiosa: 


I.' Estará en vigor la separación de lugar, que exige la constitución 
de Clemente VII (19 de marzo de 1603), de los novicios, si los hay, y de 
los demás religiosos profesos de la casa. 


o 


2. En cuanto sea posible los escolares religiosos no tendrán comu- 
nicación alguna con los demás profesos, ni éstos con los escolares. 


3.  Unicamente al maestro de espiritu de los escolares pertenecerá el 
buen régimen del escolasticado, de manera que a nadie, excepción hecha 
de los superiores, les será licito inmiscuirse en esto. 


o 


4. El maestro de espíritu estará adornado de las cualidades que se 
exigen para el maestro y vicemaestro de novicios. 


5. El maestro de novicios no es superior religioso; por consiguiente 
no tendrá jurisdicción eclesiástica ni verdadera potestad dominativa en el 


foro externo, por competer ésta al superior local o al que en la casa haga 
sus veces. 


o D . . . è 
6.” Por lo que se refiere a la disciplina de toda la casa, el maestro de 
espiritu y los escolares están sometidos a su superior. 


7 


El maestro de espíritu es un oficial religioso con potestad do- 
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mestica o familiar en el foro externo y dominativa en el foro interno no 
sacramental, 
9. Para el buen régimen disciplinar del escolasticado podrá imponer 


algunas penas extracanónicas a sus alumnos, fuera de los actos de comu- 
nidad. 


9. Durante todo el tiempo de la carrera el maestro de espíritu tendrá 
especial cuidado de los escolares religiosos, informando sus almas en la 
vida religiosa con oportunas amonestaciones, instrucciones y exhortacio- 
nes, lo mismo en particular que en comün. 


IO. El maestro de espíritu no debe ser el confesor ordinario de los 
escolares, considerándose en este caso comprendido en los dictados del 
canon 891, para los maestros de novicios y sus socios, para los superiores 
de seminarios y colegios. 


II.' La confesión, pues, de los escolares religiosos deberá ordenarse 
de manera que haya en la casa de estudios uno o varios confesores ordi- 
narios deputados para oir sus confesiones; los ordinarios deben residir en 
la misma casa del escolasticado, o al menos acercarse a éste con frecuen- 
cia, para oír las confesiones de los escolares; aparte de los confesores or- 
dinarios se designarán algunos otros a quienes puedan acudir libremente 
los escolares religiosos en casos particulares. 


I2. El maestro de espíritu de los escolares es su director espiritual 
ordinario, pues tiene sobre ellos verdadera facultad dominativa en el foro 
interno no sacramental, segün las atribuciones que le asignan los sagrados 
cánones, sin que rece con él lo que prescribe el canon 530 a todos los su- 
periores religiosos—generales, provinciales o locales—referente a la cuen- 
ta de conciencia, "por no ser del número de ellos; antes procurará con todos 
los medios oportunos que sus alumnos acudan a él con filial confianza, 
manifestándole las dudas y congojas de su conciencia. 

I3. El maestro de espíritu vigilará con singular esmero, a fin de 
que las prácticas piadosas que el canon 595 prescribe para todos los reli- 
giosos, se observen con la máxima perfección en las casas de estudios. 


14. El maestro de espíritu vigilará también para que sean obser- 
vadas todas las disposiciones emanadas ulteriormente de la Sede Apostó- 
lica con respecto a la formación espiritual de los escolares religiosos, de 
las que hemos dado referencia en otro lugar (96). 


(96) N. 28. 
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CONCLUSION FINAL 


42. De todo lo que se infiere la verdadera personalidad juridica del 
maestro o prefecto de espiritu en las casas de estudios de los institutos re- 
ligiosos. 

Si la casa de estudios está organizada a manera de un seminario epis- 
copal, en funciones exclusivamente de los escolares, separada esta casa de 
estudios de las demás del Instituto, la figura jurídica.del maestro de es- 
piritu, en este caso, es la misma del director espiritual de seminarios, con 
facultad exclusiva en el foro interno sacramental y extrasacramental. 


43. Si la casa de estudios está organizada a manera de una casa re- 
ligiosa, el escolasticado, para la debida formación espiritual de los esco- 
lares, estará separado del restante de la comunidad religiosa, del noviciado 
si lo hay, y los escolares no tendrán comunicación alguna con los demás 
profesos de la comunidad, tal como se ha legislado para los noviciados. 
Sobre estos escolares se constituirá entonces un maestro de espiritu, que 
tendrá de ellos un ewidado especial, distinto del que el superior local tiene 
sobre toda la disciplina de la casa, con atribuciones parecidas a las de un 
maestro de novicios, pues “ubi eadem est ratio, eadem debet esse legis dis- 
positio", 

Este maestro de espiritu no tendrá potestad de jurisdicción sobre sus 
sübditos, por no ser superior religioso, ni suplente del superior local, como 
es el vicario o vicesuperior en su ausencia. Tendrá solamente potestad do- 
méstica o familiar; no deberá ser el confesor ordinario de sus alumnos, 
sino solamente ad caswm, al tenor del canon 891; y como director espiri- 
tual, tendrá potestad dominativa en el foro interno no sacramental sobre 
sus escolares. 

44. La ambigüedad con que está redactado el canon 588 no parece 
significar una relajación de la vieja disciplina regular. 

La diversa manera con que los institutos religiosos organizan sus 
casas de estudios—en cuyos extremos cabe colocar a la Compañía de Jesús, 
por un lado, que organiza sus escolasticados a la manera de seminarios 
episcopales, con rector para la disciplina, en el foro externo, y director 
espiritual; y por otro lado los padres dominicos, cuyos escolasticados es- 
tán rigurosamente separados de la comunidad religiosa, en departamentos 
clausurados, tal como prescribe el derecho común para los noviciados de 
religiosos—explica sobradamente la ambigüedad de redacción de este canon. 

45. El canon 587, como hemos indicado, se refiere ünica y exclusi- 
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vamente al ordenamiento general de la casa de estudios, señalando princi- 
palmente lo que es de incumbencia del superior local; el 589, relata el or- 
denamiento escolar. Es el canon 588 el que se refiere exclusivamente al 
maestro de espíritu, canon que queda redactado en una ambigüedad tal, 
que por un igual pueda ser asimilado este cargo por un director espiritual, 
constituido con atribuciones parecidas a las de un seminario episcopal, si 
tal es la constitución de la casa de estudios, o por un maestro de espíritu, 
establecido al tenor de la legislación particular de algunos institutos reli- 
giosos con atribuciones que indican ser este maestro la continuación es- 
pontánea y natural de la figura juridica del maestro de novicios. 


Basto DE RUBIO. M Cap: 


Doctor en Filosofía y en ambos Derechos 
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LA OBLIGATORIEDAD 
DE LAS LEYES CIVILES EN CONCIENCIA 


(Continuación) 


VII 
Los CIVILISTAS Y MORALISTAS DE NUESTROS DIAS 


44. Entre los primeros hay que contar a los jurisconsultos, profeso- 
res, magistrados, tratadistas de Derecho, y a los políticos más o menos 
influidos por las ensefianzas de las cátedras, libros y prensa. 

De gran parte de estos se puede decir lo que afirma el P, ULPIANO 
LóPEZ (1): que convienen en separar el Derecho de la Moral, en que la 
ley contiene un imperativo y una sanción externa, que obliga con obliga- 
ción jurídica en el fuero externo; negando o prescindiendo de la obligación 
en conciencia en el fuero interno. 

Muchos de ellos son materialistas, panteistas, racionalistas, y tienen 
que llegar a esas consecuencias, si son lógicos; otros estan influidos más o 
menos por las corrientes liberales y de las diversas escuelas de Derecho 
del siglo pasado; por eso para todos ellos derecho y moral no pueden sig- 
nificar lo mismo que para nosotros, los católicos; a no ser que se pongan 
en nuestro terreno y hablen de moral y derecho católicos. 

Pero tampoco se puede negar que en las Universidades y demás centros 
de ensefianza, lo mismo que entre los escritores y jurisconsultos, hay bas- 
tantes católicos distinguidos, que profesan los verdaderos principios y los 
sustentan, principalmente en Espafia; y lo mismo se puede asegurar de no 
pocos políticos y de otros que intervienen en la formación de las leyes; de 
modo que no hay que exagerar la nota pesimista. 


(1) Periodica de re liturgica et morali" (Romae, 1938), pág. 210. 
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PRINCIPALES TEORIAS SOBRE LA FUENTE DE LA 
OBLIGACION DE LA LEY 


45. M. Geny, profesor que fué de la Universidad de Nancy, decano 
de Derecho, en su obra’Methode d'Interpretación et Sources de Droit privé 
positif. Essai critique (2), las enumera asi: 

1.* La de la escuela histórica, en la convicción popular. 

2. La de los secuaces del contrato social de Rousseau, en la voluntad 
general. 

3." La del reconocimiento por parte de los ciudadanos. 

4. La de la necesidad de asegurar el orden entre los miembros de la 
comunidad. 

5. Cualquiera otra de las que pretenden dar una explicación filosó- 
fica de origen puramente sujetivo. 

A estas últimas tal vez pueden añadirse con MARTÍNEZ DE Paz (3) la 
de los escépticos, que desesperan encontrar la razón de la fuerza obligatoria 
de la ley, como muchos de los antiguos y de todos los tiempos, que han 
llegado a identificar el derecho con la fuerza; y la de la compulsión, que se 
desmembra en otras dos: a) la metafísica de Espinosa, según el cual todos 
los seres están dotados de un impulso, que tiende a la conservación de su 
propia naturaleza o sustancia, el cual en la sociedad se muestra bajo la apa- 
riencia de la coacción jurídica; b) la analítica inglesa, en la cual la obliga- 
toriedad surge de que procede de un mandato del superior político, asegu- 
rado con una sanción: lo que quiere el rey, eso quiere la ley. 


DeL Vecchio (4) enumera asimismo las teorías del sentimiento jurí- 
dico, del escepticismo y el realismo empírico, del historicismo, del utilita- 
rismo, y del teologismo; añadiendo la propia, poniendo el fundamento en 
la misma naturaleza humana, buscando en la conciencia de nuestro ser el 
fundamento del Derecho. 

Más completa es aun la enumeración del Sr. Corts Y GRAU (5): la 
teoría del escepticismo y relativismo, pagmatismo, historismo, positivismo, 
el sentimiento jurídico, las direcciones sociológicas, neokantismo, la escuela 


de Viena, la fenomenología, doctrina de los valores, la good d escolás- 
tica, 


(2) 9:3 cedic; ta I. Paris, 1932. 

(3) Sistema de Filosofia del Derecho (Buenos Aires, 1932). 

(4) Filosofía del Derecho, 3.a edic. (Barcelona), págs. 542 y sigs. 

(9) Filosofía del Derecho, Introducción gnoseológica, 9.» edic., 1944. 
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46. En un resumen tan breve no me detendré a discutir las diferen- 
cias que separan a estas teorias, ni si unas incluyen alguna de las otras. Co- 
rresponden respectivamente a las diversas escuelas o teorías del Derecho, 
que se disputaron el campo en el siglo XIX y en lo que va del XX, pues 
muchas de las actuales están viviendo de la herencia de las anteriores; y 
algunas no son sino aquellas más o menos remozadas de nuevos matices. 

Tales fueron: la pragmática, la histórica, las idealistas, individualistas 
idealísticas y panteístas de origen germano; la del contrato social de Rous- 
SEAU, las positivistas, socialistas, comunistas, totalitarias; sin contar las tra- 
dicionalmente católicas. Todas las cuales, fuera de las ültimas, están im- 
buidas ya del utilitarismo, positivismo, materialismo y ateismo; ya de un 
racionalismo idealista sujetivista, o dé panteismo ideológico, o krausista, 
sin un Dios personal, distinto realmente del mundo; ya de un deismo frío 
v descorazonante (6). 

Unas, lógicamente dentro de sus principios, han negado el Derecho na- 
tural; otras, sin negarlo, han prescindido de él; otras han tratado de sus- 
titurlo por un derecho ideal o metafísico elaborado en la mente o cerebro, 
y que no pasa de ser una concepción meramente sujetiva. De ahí la separa- 
ción del Derecho de la Moral, o el prescindir de ésta, o desnaturalizarla, 
como RIPERT, cuando propugna su inseparabilidad del Derecho (7). 


47. Dos grupos. Y, aunque estas teorías a primera vista parecen mu- 
chas y diversas, sin embargo para nuestro objeto, prescindiendo de las ca- 
tólicas, todas las demás pueden reducirse a dos grupos: uno las de origen 
alemán, que partiendo del idealismo sujetivo de Kant y Fitcue, y pasando 
por el panteísmo idealista de SCHELLING y HEGEL y del más complicado 
de Krause, al dar quiebra, en vano ha sido el empeño de sustituirlas por 
los neokantianos o por los neogelianos, neoschelingisnos, etc., aunque ha- 
yan hecho tanto ruido como KELSEN y sus discípulos de casi toda Europa; 
pues al fin también éste se ha visto obligado a amainar, acercándose como 
a puerto a la sociológica (8). 

Al otro grupo pueden agregarse sin dificultad las de la escuela histórica 
y sus hijas, las del contrato social, utilitarias, positivistas con las respecti- 


(6) Espasa, Diccionario enciclopédico. Derecho; DEL VECCHIO, Filosofía del Derecho, 3.8 edi- 
ción, revisada por Luts LEGAZ Y LACAMBRA (Barcelona, 1942); GENY, Science et Technique em 
Droit privé positif (1922-1927); BONNECASE, Introdution a Uetude du Droit (1926); GANGRAN 
Y GONZÁLEZ, El origen y los fundamentos racionales del poder legítimo (Madrid); A. MESSI- 
NEO, S. J., *Civittá Catolica” (1940), págs. 262 y sigs.; CORTS GRAU, Filosofía del Derecho, 2.2 edi- 
ción (1944), etc., etc. 


(7) V. la cita anterior. j 
(8) Teoria del Estado, traducción por LEGAZ Y LACAMBRA (Madrid, 1934); KELSEN, Compen- 


dio, traducido por RECASENS SICHES y AZCARATE (Barcelona, 1927); “Apollinaris” (1938), pág. 147, 
LEGAZ Y LACAMBRA; DEL VECCHIO, Filosofia del Derecho, págs. 208 y sigs. 
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vas descendencias, que han dominado en Alemania, Francia, Italia, Ingla- 
terra, etc., y en América sobre todo del Norte; las anarquistas, socialistas, 
comunistas, racistas, etc.; porque convienen en no admitir un principio su- 
perior y transcendente de Derecho natural, base del poder legislativo y de 
la ley, y fuente de la obligación moral y jurídica (9). 

De aquí la reacción saludable, que se nota en todo el mundo a volver 
al Derecho natural; resueltamente por unos; con titubeos y tanteos por 
otros; con miras al menos a un ideal superior o a dictados metafisicos por 
no pocos (10). 


48. Por lo que toca a nuestra España, ha sufrido más o menos el in- 
flujo de todas o casi todas las teorías extranjeras, en especial del krausis- 
mo, que en algun tiempo obtuvo gran predominio; y el virus de tantos 
errores envenenó no poco la atmósfera, que no se ha llegado a purificar por 
completo aun hoy (11). Con todo, sin duda, ha sido la nación en la que se 
han mantenido más puras las sanas doctrinas, ofreciéndonos una legión de 
maestros y jurisconsutlos del más acendrado catolicismo (12). 


49. Estado actual de derecho,— lel es el estado actual del Derecho 
(entendiendo por tal todo el Derecho de cualquier género o especie, dado por 


(9) Pío XI, Quas primas, 11 dic. 1925; Caritate Christi, 3 may. 1932; Acerbo mimis, 92 sep- 
tiembre 1939; Mit brennender sorge, 14 mar. 1937; Summi pontificatus, 90 oct. 1999; Divini 
Redemptoris, 19 mar. 1937; LEGAZ Y LACAMBRA, Filosofía del Derecho; DEL VECCHIO, págs. 18€ 
y sigs. 

(10) Así, en Alemania, sin contar los escolásticos C. GUTLEERLET, V. CATHEREIN, G. V. HERT- 
LING, TH, MEYER, J. MAUSBACH, M. GRABMANN; y posteriormente, SARTER, 1932, y HOLSC HER, 1930 
(MALDONADO Y FERNÁNDEZ DEL ToROO, Acerca del carácter jurídico del ordenamiento canónico, 
“Revista Espanola de Derecho Canónico", enero-abril 1946). 

No ha dejado de influir en los campos la doctrina de STAMMLER GENY, I, pág. 19. En Fran- 
cia, aun prescindiendo de los clásicos CH. MENDANT, MICHOUD, A. PILLET, M. HAURIOU, E. VIL- 
LET, J. DHARMIONT, M. PLANIOL, H. BERTHELEMY, A. COLIN et CAPITAN, sustentan los verdaderos 
principios los franceses y belgas VAREILLES SOMMIERS, BERAND, LE FUR, P. CUCHE, BAUAIN, 
T. ROTHE, A. VALENSIN, LECERQ, M. DE LA BIGNE, etc., v, sobre todo, GENY. 

En Inglaterra no han faltado pretensores de superar el utilitarismo, como H. GREEN, SIDG- 
VOCH, BRADLEY, BORANQUET. 

En Italia hacen esfuerzos por deshacerse de las mallas del positivismo juridico muchos 
de los modernos, v. g., CARNELUTI, Teoría general del Diritto, 1940; BATALINI, Dirilto pena- 
le, 1940; Scoro, PINTOR, LA PIRA, POLACO, ROMANO, DRIENA, etc.;“La Civittá Catolica”, t. IV, pá- 
ginas 262 y sigs.; A. MESSINEO, S. J.; DEL VECCHIO, etc. 

(11) LEGAZ Y LACAMBRA, DEL VECCHIO, Filosofia del Derecho, págs. 915.y Sigs., en especial 
sobre SANZ DEL Río, GINER DE LOS Rios, FRANCISCO DE PAULA, CANALEJAS, JOAQUÍN Costa, AZCA- 
RATE, DORADO MONTERO, etc. 

(12) Donoso Cortés, Balmes, Mendivi, Vadillo, Orti y Lara, Rodriguez de Cepeda, los Men- 
dizábal, Miguel Sancho Izquierdo, Callejo, Puigdollers, Gil Robles, Vázquez de Mella, Barrio 
y Mier, Prada, Sánchez Román, Cuesta, González Oliveros, Corts, Grau, Castán, De Diego, Val- 
verde, Bravo, Legaz y Lacamibra, Ruiz del Castillo, Burón y García, Aznar, Azpiazu, Semprun, 
Romero Otazu, García Gallego, Barcia Trelles, Lasala Llamas, Beltrán de Heredia, Menéndez 
Reigada, Larequi, Sánchez Gallego, Yanguas Mesía, Carro, Menéndez y Pelayo, Sainz Rodri- 
guez, Carreras Artáu, Hinojosa, P. Gutiérrez, Bullón, M. Solana, S. Torres Aguilar, Medina 
Olmos, Torres López, Elías de Tejada, López Ortiz, Luna, Dalmáu, Quintana, Huguet, Bru 


Campuzano, Castro Bravo y otros que es imposible enumerar, y por eso me perdonarán que 
no los mencione. . 
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el Estado, en contraposicién al canónico y al divino), con respecto a la 
cuestión de la obligatoriedad. Al lado del anarquista, socialista y comunista 
y totalitario germánico, fundado en el materialismo o en el panteismo; pre- 
domina en la mayor parte del mundo el positivismo jurídico, con marcadas 
tendencias a reconocer la necesidad de principios superiores universales y 
preexistentes y a sostener la unión y dependencia del Derecho de la Moral; 
pues casi, o sin casi, todas las otras teorías vienen a coincidir, por lo que 
se refiere a nuestro tema, con el positivismo, al que hacen frente muchos v 
distinguidos juristas que mantienen enhiesta la bandera de la tradición ju- 
rídica clásica y únicamente verdadera. 


50. En cuanto a los principios políticos, por que se rigen las naciones 
modernas, en Rusia sabemos que reina el comunismo soviético, completa- 
mente ateo; en Alemania ha dominado el racismo, asimismo ateo; en Mé- 
jico el comunismo; en Italia estuvo en vigor el fascismo, que tenía princi- 
pios más o menos erróneos, pero admitía la religión católica y convivió con 
ella; en el resto de Europa subsisten muchas de las consecuencias de los 
errores anteriores y corren vientos de sovietismo y de democracia; lo mis- 
mo que por América y el resto del mundo; en Portugal el corporativismo 
reconoce las principios de la moralidad y del Derecho, y favorece las tra- 
diciones y vida cristiana, aunque su constitución no se ajusta aún en todo a 
las normas del Derecho público verdadero; en España los Jefes supremos 
han proclamado públicamente que quieren volver a los caminos tradiciona- 
les y a los verdaderos cimientos, para edificar sobre ellos el Estado nuevo; 
«y de hecho el espíritu genuinamente español católico se va difundiendo en 
toda su legislación e instituciones sociales, que pueden ponerse como mo- 
delo a las demás naciones. 


sr. Los moralistas católicos. —Casi todos unánimemente concuerdan 
en que las leyes civiles actuales justas, si reúnen todas las condiciones de 
verdadera ley, obligan en conciencia; ora sea directa, ora sea indirectamen- 
te, a culpa o a pena o entrambas cosas. Pasan de treinta los autores que 
tengo registrados de diversas escuelas, seculares y religiosos. Me parece 
ocioso enumerarlos aquí; a muchos de ellos, que han tratado este asunto ex- 
presamente, habrá ocasión de aducirlos más adelante, donde también ven- 
drá la coyuntura de exponer los que parecen separarse de tan unánime 


sentir. 
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L4 


CONCLUSIONES 


VIII 


* 


De toda esta investigación se deducen las conclusiones siguientes: 


52. 1. De esencia de la ley civil es imponer alguna necesidad de con- 
formarse a ella. No se habla ahora de necesidad moral m de obligación de 
conciencia precisamente, aunque tampoco, se la excluya, sino de esta o de la 
llamada jurídica, como se ha descrito al comienzo de este trabajo. Esto ha 
sido reconocido siempre, y lo es hoy por todos, a excepción tal vez de los . 
anarquizantes, que no han faltado nunca y que pretenden sacudir todo yugo 
y destruir todo orden. Léanse si no todos:los autores, asi de derecho ecle- 
siástico, como civil, lo mismo que los moralistas. Todos dirán que la ley es 
un imperativo, un precepto; muchos, que es esencialmente coercitiva. Aun 
los que gustaban de las leyes prologadas, como PLATÓN y SÉNECA, pensaban 
que antes de emplear la coacción externa, debían agotar los medios persua- | 
sivos; cuando empero estos-no habían surtido surtido su efecto, ellos mis- 
mos proponían el empleo de la fuerza o violencia y hasta, si es necesario, el 
cortar del árbol social las ramas dañadas y dañosas. 


53. 2. ¿Pueden las leyes civiles obligar en conciencia? Errores.—La 
respuesta a esta pregunta debe ser negativa, según la concepción de los ma- 
terialistas, ateos, sofistas, y en fin, de todos los que no creen mas que en lo 
que puede percibirse por los sentidos, ni admiten la libertad humana, ni lo. 
inmaterial y espiritual, ni nada mas ella de la vida presente; si son lógicos | 
consigo mismos. Para esos no es posible la obligación moral en el sentido. 


y según la idea que de ella tenemos los que creemos en Dios y en el orden 
espiritual y moral. 


S. JERÓNIMO (13) refiere que un cierto Judas galileo, que parecía ser 
el de los Hechos de los Apóstoles (14), decía, entre otras cosas, que ninguno 
debía llamarse señor, sino solo Dios; y que los que pagaban los diezmos al 
templo, no debían pagar tributo al César; es decir, que los judíos no debían 
reconocer más autoridad y, por consiguiente, más leyes, que las judías, im- 
puestas por Dios, no las romanas ni cualesquiera otras humanas. 

Esto mismo consigna JosEFo (15); y S. JERÓNIMO hace notar además 


(13) Comment. ad Titum. P. L., t. 26, col. 626. 
(14) Gaps 5, Ve 37 


(15) Antiquit ud. Ib. 18, 1. 19; 20, 5, 2; De Bello jud., l. 2, 8; KNABENBAUER, In actus 
Apostol, 5, 34, 37, págs. 107 y sigs.; JAGQUIER, Lec Actes des Ap. Paris, 1926. 
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que “esta herejia se habia extendido tanto y traia tan perturbados a los 
fariseos y a gran parte del pueblo, que se decidieron a proponer a nuestro 
Señor Jesucristo esta cuestión: “¿Es lícito pagar tributo al César o no?” 
A. lo cual respondió cauta y prudentemente el Señor: “Dad al César lo que 
es del César y a Dios lo que es de Dios" (16). En armonía con tal respues- 
ta enseña San Pablo que los creyentes deben ser sumisos a los príncipes y 
a las autoridades. 

Además otros Padres indican que en tiempo de los Apóstoles corrían 
doctrinas que los bautizados eran del todo libres, y que no debían sujetarse 
a las potestades civiles, y que para destruir estas doctrinas ensefiaron lo 
que tenemos en la carta a los Romanos (17) y a Tito (18). San PEDRO y 
SAN Paro en los lugares citados de sus cartas, San AGUSTÍN (19), PEDRO 
LOMBARDO (20), SAN JERÓNIMO (21), San JUAN CRISÓSTOMO (22). 

Semejante doctrina parece que la están propagando actualmente y con 
mucha actividad por todo el mundo los llamados TEsticos DE JEovA, que 
propugnan la teocracia o gobierno de Dios según el modelo judío del An- 
- tiguo Testamento, y rechazan todos los gobiernos existentes (23). La cual, 
si fuese verdadera, imposibilitaria las leyes humanas para obligar en can- 
ciencia; porque nadie puede imponer tal obligación sin potestad recibida 
de Dios. 

Los protestantes enseñaban que los justos no estaban sujetos a ningu- 
na ley; de consiguiente, a éstos no les podría tampoco obligar la ley humana. 


WICLEFF (24) y Huss (25) propalaban que nullus est dominus civilis... 
dum est in peccato mortali; de modo que en este estado de pecado mortai 
no podía obligar con sus leyes. > 

No consta con claridad de la mente de Gerson y de algunos otros sobre 
este punto. Pero es incuestionable que las potestades civiles competentes 
pueden dar leyes obligatorias en conciencia. 


-54. "Doctrina verdadera es que pueden las leyes civiles obligar, en con- 


ciencia. l 
a) Prueba de ello nos da la Instrucción de la S. Cong. de Propaganda 


(t. GYMT-, 092,213 

(47) Ab, Rom., 13, 1-7. 

(18) ¿ADÍDIDE 4,14. ) 

(Ad CO 2083 

COME Ol col, 1904-5; 

(21) Comment. Ep. ud Rom. 13. 

(22) Homit. 23. P. G. 60, col. 616. l a 

(23) “Hechos y Dichos” (marzo 1940), pág. 199. ya. 

(25) Proposición 15. DENZINGER BANNWART (Enchiridion Symbolorum, N. 596). 
(25) Prop. 30, Enchirid. Symbol., N, 656. 
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Fide (26), que dice asi: “Es indudable que los cristianos están obligados a 
la observancia de las leyes civiles, aunque éstas hayan sido dadas por prin- 
cipes infieles; con tal que ellas no se opongan a la religión cristiana y a la 
moral del Evangelio. No deja lugar a duda el Apóstol, el cual, sin hacer 
distinción entre las potestades supremas, dice: Todo hombre está sujeto a 
las potestades supremas, etc. Así pues, el que resiste a la potestad, resiste a 
ia ordenación de Dios. Y los que resisten, ellos mismos se acarréan la per- 
dición. Por este clarísimo testimonio es manifiesto que los jefes supremos 
de los gobiernos civiles pueden dar a sus súbditos leyes que los obliguen en 
conciencia.” l 


“Christianos teneri ad observantiam civilium legum, etiamsi istae latae fue- 
rint a principibus infidelibus, dummodo istae christianae religioni et morali evan- 
gelicae doctrinae non opponantur, nullus est dubitandi locus, nullumque dubi- 
tandi locum reliquit Apostolus; qui, nulla facta inter sublimiores potestates dis- 
tinctione, inquit: Omnis anima potestatibus sublimioribus subdita est, etc. Itaque 
qui resistit potestati, Dei ordinationi resistit. Qui autem resistunt, ipsi sibi damna- 
tionem adquirunt (27). Ex hoc apertissimo testimonio manifestum est summos in 
civili gubernio imperantes suis subditis ferre leges'posse, quae eos etiam in cons- 
cientia obligent.” 


b) LEÓN xiii, en la Encíclica Diuturnum illud, 25 jun. 1885, escribe: 


“Y también una razón plenísima es de esto que aquéllos, poř cuya autoridad 
es administrada la república, deben poder obligar a los ciudadanos a la obedien- 
cia de tal manera que el no obedecerles sea manifiestamente pecado.” 


Estos textos son terminantes, y lo mismo ha de afirmarse de los otros 
aducidos en el $ VI, tanto los de León XIII como los de los demás Ponti- 
fices. 


c) Igual certidumbre producen los de la S. Escritura; de manera que 
si no es doctrina de fide divina, como expresamente afirma VALENCIA, al 
menos es teológicamente cierta. No es de extrañar, pues, que la sentencia 
de todos los teólogos, moralistas y canonistas sea unánime en este punto. 
Descartada, por tanto, esta cuestión, demos un paso más, dejando las ra- 
zones de los impugnadores, que pueden verse en SUÁREZ (28). 


55. 3° ¿Es esencial a la ley y por tanto también a la ley civil, llevar 
consigo alguna. obligación de conciencia? 


(26) 23 jun. 1830, Collectan. Sac. Cong. de Propag. Fide, n. 815. 
(27) .AD ROM, 18. * 


(28) De Legibus, lib. 1, c. 91. 
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Vimos en la primera conclusión cómo es esencial a la ley producir o im- 
poner alguna necesidad de conformarse a ella; vimos en la segunda cómo 
esta necesidad puede ser una necesidad moral u obligación de conciencia; 
en este punto tratamos de averiguar si precisamente la necesidad que es 
esencial a la ley, es esta ültima, /a obligación en conciencia. 

Esta proposición puede entenderse de tres maneras: a) si la obligación 
de la ley en conciencia es elemento esencial de la misma ley, b) dado que 
no sea elemento esencial, sí al menos efecto primario de la ley; c) o, supuesto 
que no llegue a ser su efecto, si la ley es siempre ocasión de que nazca con 
ella alguna obligación en conciencia. 

Las investigaciones hechas, tomada en cuenta la generalidad del género 
humano y descontados los que hemos visto que niegan la posibilidad de la 
obligación moral, arrojan haber sido la creencia de todos los tiempos que 
la ley lleva consigo alguna obligación de conciencia, la cual es claro que se 
ha de entender conforme a las ideas religiosas y morales que se profesen ; 
pero no nos declaran si la obligación es elemento esencial, efecto de la ley o 
nacida con ocasión de ésta. 

Entre los que profesan las doctrinas verdaderamente católicas, creo que 
no exista ninguno que sostenga que la ley civil no lleve siempre consigo obli- 
gacion moral en alguno de los tres sentidos declarados; pues el mismo 
P. VERMEERSCH, como veremos luego, por lo menos admite lo ültimo. 

Por lo demás, hay quien pone la obligación de la ley:como elemento esen- 
cial, v. g AMOR RUIBAL (29); hay quienes defienden que es efecto primario 
y adecuado, v. g. SUÁREZ (30), con la generalidad de los moralistas y ca- 
nonistas; hay quienes disputan si es elemento esencial o efecto, VALVERDE 
y SANCHEZ ROMÁN; y en fin, hay otros que asienten que la obligación es 
inmediatamente producida por Dios, una vez que el legislador ha impuesto 
la ley, como RENARD y otros. 

En segundo lugar no voy a discutir en esta conclusión si, dado que al- 
guna obligación de conciencia es ineseparable de toda ley, esta obligación es 
absoluta o hipotética; directa o indirecta, a culpa o a pena o a entrambas 
cosas; basta cualquiera de estas clases de vínculo, y es suficiente el que 
constrifie en conciencia, cuando menos, a sufrir la pena en el caso de ser 
impuesta y ejecutada. 

Así considerada en esta generalidad la obligación de la ley, tampoco 
creo que haya entre los comulgantes en la recta doctrina quien no la admita, 
aunque en este punto hay sentencias también para todos los gustos; por- 


(29) Derecho Penal de la Iglesia Católica, t. I, n. 110 (Madrid-Barcelona). 
(30) Dec Lega D. 45 Ci 14: 
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que unos proclaman con todas sus fuerzas que toda ley obliga, cuando me- 
nos, a culpa moral; otros a culpa y a pena, cuando lleva aneja ésta; otros 
a sola pena en la ultima hipótesis, y otros, en fin, que rara vez a culpa, aun- 
que sea preceptiva o prohibitiva, si la violación tiene pena señalada, 

En tercer lugar, aquí entiendo por leyes las consideradas por la gene- 
ralidad como verdaderamente tales, prescindiendo de si pueden darse o no 
ordenaciones para el bien común meramente directivas, suasivas tt optati- 
vas, sin contener ningún precepto ni obligación moral; " si en caso de darse, 
se han de denominar leyes o no por alguna analogia con las primeras, pues 
desde luego no merecen aquel nombre, si se las hubiese de dar en sentido 
unívoco. 


56. "Tomando, pues, la obligación de conciencia en toda la amplitud in- 
dicada, digo con la universalidad de los autores que siempre acompana a la 
verdadera ley. ` 


He aqui las pruebas: 


Primera. Toda ley verdaderamente tal es un precepto razonable de la 
suprema potestad competente en orden al bien comün necesario o conve- 
niente. Ahora: bien, un precepto de esta indole es inseparable de alguna obli- 
gación en conciencia. Luego toda ley verdaderamente tal necesariamente 
lleva consigo alguna obligación en conciencia. 


La premisa mayor: toda ley verdaderamente tal es un precepto. Este es 
el elemento genérico de la ley segün todos, pues aun los juristas incrédulos 
afirman que toda ley contiene un imperativo, un mandato. Es una de las 
diferencias entre la ley y el consejo, ordenación, exhortación, instrucción 
declarativa, directiva, optativa, etc. (31). 

Que además deba ser un precepto razonable o conforme a s: recta razón, 
dentro de la doctrina católica ‘es incontrovertible, y fuera del campo cató- 
lico, lo mismo sostienen los más; «y los que admiten que de hecho hay o 
puede haber leyes injustas y que mientras éstas no hayan sido derogadas, 
los jueces están obligados a juzgar conforme a ellas y los sübditos a aca- 
tarlas; sin embargo, dicen que no es debe dejar piedra por mover hasta 
conformarlas con el ideal de justicia; que es al fin confesar que no son ver- 
daderas leyes. ; 

Además, que el precepto ha de ser conforme a la recta razón, se demués- 
tra claramente. Porque todo bien temporal individual, familiar y social no 
puede ser contrario al bien espiritual y al fin último del hombre; antes bien, 


(31) S. ToM., Summ. Theol., 1-2, q. 92, a. 2 per totum. 
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debe subordinarse a éste; luego lo mismo se ha de decir dt todo precepto 
en orden a estos bienes temporales. 

Lo restante, que toda ley es un precepto de la suprema potestad com- 
petente para el bien comin, no sé que haya quien esté en sus cabales y no 
lo admita; de consiguiente, la premisa mayor es manifiesta. 


La menor no lo es menos, Pues la misma ley natural manda que al 
superior competente, cuando manda seriamente lo que es conforme a ra- 
zón, dentro de su competencia, se le obedezca; y con mayor razón cuan- 
do, como en la sociedad civil, la sociedad misma y, por consiguiente, el 
bien comün, han sido impuestos por el mismo autor de la naturaleza, y 
la ley se ordena 'a conseguir algo necesario o conveniente a ese bien co- 
mün o a impedir algo contrario. Esto mismo confirman los textos de la . 
Sagrada Escritura en la carta a los Romanos (32), a los Hebreos (33), 
a Tito (34), y la 1.* de San Pedro (35). 

Basta, pues, que la ley mande seriamente, que se proponga obtener 
algo eficazmente, que esto sea lo que disponga la ley de una manera ab- 
soluta, sin sanción o con ella; ora se contente con la pena o sanción, cuan- 
do juzgue que ella sola es suficiente para lograr el fin propuesto, si el 
sübdito. no cumple lo que la ley ordena. Es, pues, necesario que la orde- 
hación sea un precepto, no una instrucción, un optativo; pero no se ne- 
cesita que tenga intención expresa y en lenguaje escolástico, signata, de 
obligar, ni mucho menos de obligar en conciencia, con tal que no lo ex- 
cluya. Pues es contradictorio un precepto que nada mande, y el que real- 
mente manda, debe ser obedecido. 


: 87. Segunda. Dios rige y gobierna todo el universo por la ley eter- 
na, por la ley natural y por la ley civil, pues como rey y soberano sefior 
de todo lo existente, todo le está sujeto y a todo se extiende su provi- 
dencia y cuidado; y así gobierna todas las criaturas por la ley eterna, y 
las racionales, por la ley natural inmediatamente por sí mismo; las socie- 
dades civiles mediante sus vicarios, que son los gobernantes en lo tempo- 
ral; lo mismo que gobierna la Iglesia por medio del Romano Pontifice, 
que es su vicario en lo espiritual. De donde se sigue que la ley humana 
es como una prolongación de la ley natural y divina positiva, como la 
natural y divina positiva lo son de la eterna. Luego Dios aprueba las le 
yes cuando son justas y las hace en cierto modo suyas, y quiere que se 


(32). 1G. 13, Va ty sigs. : 

(Gigh) — (0g 1958 V. e dur 

EEN Ve E a 

O EE Ere S vio do Ep 25, Eo 2, V. HUE 
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guarden, como quiere que se guarden las naturales y divinas positivas 
y la eterna. Por tanto, el que las guarda por eso mismo hace cosa de su 
agrado, y el que no las cumple, por esto mismo le displace; y cuando el 
superior manda seriamente y el súbdito no obedece, esta desobediencia no 
puede menos de disgustar a Dios, y dejar de ser culpable y. digna de pena 
temporal o eterna; todo*lo cual implica obligación de guardar la ley. 


El antecedente: que Dios gobierna las sociedades humanas mediante 
sus vicarios y que, por tanto, las leyes humanas son como una continua- 
ción de las divinas positivas y naturales, se ve, en cuanto a lo primero, 
porque está claro en la Sagrada Escritura. Asi en el libro de la Sabidu- 
ria, dirigiéndose a los reyes, se dice: que el poder y autoridad la ha dado 
Dios; el cual les tomará cuenta de su administración, porque som minis- 
tros del reino del mismo Dios. 


* Audite ergo reges et intelligite; discite iudices finium terrae; praebete aures 
vos, qui continetis (que domináis, dice el texto griego, kratuntes) multitudines et 
placetis vobis (que sentís orgullo, guegauromene) in turbis nationum; quoniam 
data est a Domino potestas vobis et virtus ab Altissimo, qui, interrogabit opera 
vestra et cogitationes scrutabitur; quoniam cum essetis ministri regni illius, non 
recte judicastis, nec custodistis leges iustitiae, neque secundum voluntates eius 


ambulastis" (36). 


Y en los Proverbios: "Por mi reinan los reyes y los legisladores dan 
leyes justas; por mí mandan los príncipes, y los que tienen el poder or- 
denan lo que es justo” (37). Lo ‘cual repite San PABLO (38). 


"Per me reges regnant et legum conditores iusta decernunt; per me principes 
imperant el polentes decernunt iustitiam." 


Lo mismo aparece en los otros lugares sefialados igualmente que en 
los de SAN PEDRO. 

La misma Sagrada Escritura, en muchos pasajes, inculca la idea de 
que los reinos son de Dios, que Dios los da y los quita; y los Santos Pa- 
dres lo hacen notar también, como consta en muchos de los pasajes re- 
gistrados. 

Confirmase además esto mismo por la razón natural, que demuestra, 
lo declararon los fildsofos de todas las escuelas notables, que la sociedad 
humana ha sido dispuesta e impuesta a los hombres por el mismo Autor 


(36) Sap., 6, 2 y Sigs. 
(37) 8, 15, 16. i 
(38) Ap Rom., 13, 1 y sigs. 
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de la Naturaleza, y que de ahí proviene la necesidad de la autoridad so- 
cial y la potestad; y, por lo tanto, que él quiere que se gobierne de ese 
modo por medio de los hombres, quiere ese gobierno y da para ello los 
medios. Y como en las causas naturales segundas él obra con ellas, tam- 
bién en las libres: éstas como secundarias y sujetas a él, y él como prin- 
cipal; ellas como causas ministeriales y vicarias, y él como principal 


En cuanto a lo segundo, que las leyes humanas son una prolongación 
y como continuación de las divinas, se manifiesta claramente porque las 
leyes humanas o son deducciones de las divinas, o determinaciones o com- 
plemento. En el primer caso, si la deducción o conclusión es necesaria ló- 
gicamente, las leyes son también naturales y obligan como las naturales; 
si es congruente, pero no lógicamente necesaria la conclusión, o remota, 
ya no es natural, sino positiva, lo mismo que las que son determinación 
o complemento. 

En estas tres hipótesis las leyes humanas, tanto eclesiásticas como ci- 
viles, son una prolongación de las divinas; porque empiezan donde aqué- 
llas terminan, sin discontinuidad, sino concatenándose; no sólo porque 
tienen a las divinas por ejemplar, sino porque de ellas derivan su ser y 
fuerza de ley; o porque Dios quiere que allí donde termina el gobierno 
de las cosas por medio de su ley divina, que es exclusivamente suya, allí 
comience y continúe su gobierno por medio de la ley positiva humana, 
dada por el mismo Dios, no exclusivamente ni inmediatamente por sí mis- 
mo, sino por medio de sus ministros con potestad conferida por él mismo 
para ello y mandato de hacerlo, cuando es necesario o muy conveniente 
para el bien común, según consta de los textos escriturarios arriba puestos 


La conclusión me parece enteramente lógica, pues cuando un superior 
‘toma a otro por ministro suyo y le da los mandatos y poderes correspon- 
dientes, quiere que gobierne en su lugar y él gobernar por medio de aquél; 
y cuando las disposiciones de su ministro se ajustan a lo que él quiere, 
no puede menos de aprobarlas y tenerlas por suyas; luego los que obran 
conformándose con ellas, le agradarán; y los que las quebranten, le des- 
agradarán y causarán enojo, y se harán reos de culpa y pena. Por tanto, 
aquellas palabras del Evangelio: “El que a vosotros oye, a Mi me oye, 
y el que a vosotros desprecia, a Mi me desprecia”, dichas a los apóstoles 
y sus sucesores, convienen perfectamente a las potestades civiles; pues tan 
ministros son de Dios éstas como aquéllas. Igual afirmación hace SAN 
BERNARDO: “Ora fuere Dios, ora fuere el hombre, vicario suyo, el que 
-diere cualquier mandato, con igual cuidado debe ser obedecido, con igual 
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reverencia respetado, cuando empero el hombre no manda cosas contra 


Dios”. (39). 


58. Tercera. Por inducción de todas las leyes: de las divinas no 
hay duda ninguna de que obligan en conciencia; de las eclesiásticas, tam- 
poco. 


4 


. Leyes propiamente dichas que sean puramente penales no se admiten 
en el derecho eclesiástico. Pues dice el canon 2.218, párrafo segundo: 
“Todo lo que excusa de grave imputabilidad, excusa de cualquiera pena. 
aun en el fuero externo, si en este fuero se prueba la excusa." Imputabili- 
dad se entiende en primer lugar la moral o en conciencia, sin la cual no 
puede haber delito ni pena (canon 2.195). Luego las leyes eclesiásticas 
producen obligación de conciencia. 


Pues si las leyes divinas y las leyes eclesiásticas obligan en conciencia, 
no hay razón para negar a las leyes civiles la misma obligatoriedad, pues 
hay los mismos motivos para las unas que para las otras: el bien natural, 
la paz social, etc., son también necesarias en la sociedad civil. 


Los Apóstoles mandan a todos los sübditos obedecer a los mandatos 


de los superiores, ¿qué razón hay para excluir a los de los superiores ci- 
viles si ésta es aún mayor? E 


Cuarta. De otro modo no se podría obtener plena, segura y eficaz- 
mente el bien comün. 


Y no se excluye ninguna: mi los principios generales, definiciones, et- 
cétera, que hay en todos los códigos, pues obligan a que se les considere 
como un ideal de justicia y como leyes supletorias en defecto de otras 
sobre alguna materia; ni las constitutivas de competencias, porque con- 
forme a ellas se ha de constituir la potestad, se ha distribuir y ejercer; 
ni las supletorias o dispositivas, que obligan hipotéticamente, lo mismo 
que las fundadas en presunción de hecho y en ficción de derecho; ni las 
meramente penales, que imponen al juez el deber de aplicar la pena, y al 
reo a quien se la aplica, el deber de sufrirla; ni las permisivas, que pro- 
hiben a la comunidad no impedir al menos, ni perturbar en el uso de lo 
que se permite al que obra segün ellas; ni las limitativas, o que determi- 
nan las solemnidades de los actos y contratos, que por lo menos obligan 
condicionalmente; ni las que a intención del legislador obligan sólo en el 
fuero externo, pues constriñen al juez a juzgar según ellas en el mismo 


(39) Lib. de Dispensatione. P. L., t. 181, col. 871. 
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fuero, y, de consiguiente, también a los súbditos a no resistirlas en él, 
dentro de su esfera propia. 

59. Y si ahora se pregunta por la causa eficiente inmediata de tal 
obligación, no faltan, como ya antes he insinuado, quienes dicen que es 
sólo Dios, que el legislador humano no hace sino verificar la condición 
o determinar la materia, puestas las cuales nace la obligación; pero la 
opinión común sostiene que es el mismo legislador investido de la potes- 
tad, que Dios le ha conferido. Por eso las leyes son humanas, no divinas, 
porque se especifican por su causa inmediata, no por la mediata o remota, 
lo mismo que los demás efectos creados; aunque Dios concurra con las 
causas inmediatas de ellos y de Dios provenga la virtud de esas causas, 


los efectos se atribuyen a las causas segundas, no a la primera, que es 
Dios. 


XI 
DLASUBBEYEBEESCLHVTDLES ACTUALES 


60. ¿Obligan en conciencia las leyes civiles actuales? Esta cues- 
tión parecerá superflua después de lo tratado en la anterior, pues si no hay 
ley. ninguna que no lleve consigo alguna obligación en conciencia, ¿cómo 
exceptuar las leyes civiles actuales? Así aparenta a primera vista; sin em- 
bargo, no es así ni, por lo tanto, superflua; porque se puede muy bien 
transformar en esta otra: las leyes civiles actuales, ;son verdaderas leyes? 
Pues lo demostrado afecta a solas éstas. 


61. Opiniones.—Amén de esto, hay, como luego veremos, quien in- 
dica que las leyes civiles actuales son meramente penales, tomando las leyes 
penales en el sentido tradicional de que sólo obligan a sufrir la pena cuando 
sea impuesta al transgresor, y otros avanzan todavía más, conceptuándolas 


- como normas meramente directivas y coercitivas en el fuero externo, cuya 


violación produce culpa jurídica, de la que hay que responder ünicamente 
ante la ley, y sólo hay obligación moral de no resistir al que infiera la pena, 
la cual obligación no proviene de la ley, sino de Dios, que prohibe tal re- 
sistencia al magistrado. Lo cual equivale a decir que los legisladores. ac- 
tuales no imponen ninguna obligación moral ni las leyes obligan a nada (40). 


(40) Tratan de esta cuestión expresamente: GUENECHEA, Princip. de Derecho Polit., n. 250; 
SaLMANS, Droit et Morale Deontologie Juridique (Brujas, 1924), n. 58, y en “Nouvelle Revue 
Theol.”, 1998, págs. 139 y sigs.; CRYSBERG, Collec. Mechlinens (Bruselas, 1928), fasc. 1, 47-50; 
JANSENS, Prof. de la Universidad de Lovaina, Las leyes penales, *Nouvelle Rev. Th." (1923), pá- 
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Entre los partidarios de la no obligación hay que contar todos los ad- 
versarios de las conclusiones anteriores. 

De los autores católicos, la mayor parte se limitan a afirmar que toda 
ley entraña obligación en conciencia, sin más: distingos; otros, sin distin- 
ción, sostienen que toda ley, por serlo, obliga directamente en conciencia 
a lo que manda o prohibe, permite o pena, etc.; otros propenden a que son 
meramente normas penales, y otros, como VERMEERSCH, según parece, 
opinan que son, al menos muchas de ellas, normas meramente directivas y 
coercitivas en el fuero externo. 

No me.detendré en examinar las sentencias de los que sostienen que 
toda ley obliga directamente en conciencia a lo. que dispone, como RICARD, 
Bnrsnpors, ni la de todos aquellos que enseñan que el legislador sera libre 
o no para dar la ley; pero si la da, ésta no puede menos de ser obligatoria, 
grave o levemente, según la materia, como VÁzQUuEz (41), que cita a DRIE- 
DO (42), y aquellos en cuyo entender no hay leyes meramente penales, como 
Soto (43), SILVESTRE (44) y EsELIO (45); pues todos éstos suponen la 
obligación en conciencia inseparable de la ley. Veamos, pues, las opuestas; 
primero y de corrido, la de los partidarios de las leyes civiles meramente 
penales, y después, con más detención, la de las leyes meramente jurídicas. 

Ya de muy antiguo hubo quienes sustentasen que, aunque el legislador 
civil puede obligar en conciencia, lo hace, sin embargo, muy raramente, 
tratándose de obligación directa, contentandose con la obligación ad pae- 


ginas 121 y sigs., 232 y 292 y sigs.; ARMIGNIE, Ordonances humaines et obligation de cons- 
cence, “Rev. Neo-Scholast. de Philosoph.”, 1930, págs. 277 y sigs.; “Nouv. Rev. The.”, tt. 15, pá; 
ginas 532 y sigs., y 16, págs. 32 y sigs., donde hay todo un tratado sobre la obligación de las 
leyes civiles, que parece ser de WEFFELAERT; Nouv. Rev. Th., t. 10, pág. 590, donde se admite 
el testimonio de REUTER, Th. Mor., parte 1.2, n.-151, y de AMORT, Th. Mort., trat. 11 8 17, q. 2; 
RENARD, La teoría de las leyes penales y al obligación de la ley (París, 1929); M. LEDRUS, 
"Nouv. Rev. Th.”, 1032, pág. 45; AERTNYS-DAMEN, Th. Mor., 1919, t. 1, n. 155; MERKELBACH, 
Summ. Th. Mor. (París, 1931), t. 1, n. 233; TANQUEREY, Th. Mor. Fund. (Romae, 1921); MARC, 
Th. Mor. Institutiones Alphons. (Romae, 1917), trat. 7, n. 177); Code Sociale (París, 1936), .pa- 
gina 80; VERMEERSCH, Th. Mor. Principia et Responsa-Consilia, t. 2, De Virtut., 3.2 edic. (Ro- 
mae, 1937), n.. 391; Theol. Fundam. (Romae, 1933), t. 1, n. 172 y sigs., etc., como NOLDIN 
SCHMITT, 7h. Mor., 25.2 edic., 1937, De principiis; PEINADOR, Cursus brevior Th. Mor. Th. Mor. 
Fundam., n. 355; RODRIGO, Praelectiones Theologico-Morales Comillenses, t. 2, Tractatus de 
Legibus (Burgos, 1944), nn. 227 y sigs. 

Y ya la adelantaron y preocuparon: SUÁREZ, De Legibus, lib. 3, c. 97; REIFFENSTUEL, t. 9,- 
n. 152; PICHLER, Jus. Can. (Venetiis, 1741), lib. 1, t. 2, nn. 35 y sigs.; LEURENIUS, Forum ec- 
clesiastic (Venetiis, 1729), t. 1, qq. 87 y sigs.; SCHMALZGRUEBER, Jus. Can. (Romae, 1845), t. 1, 
nn. 30 y sigs.; ENGEL, Ius. Can., tt. 1, 2, n. 36. Merece especial mención VITORIA, Relect. 
Th. Edic. crit. por GETINO (Madrid, 1934), De la potestad civil, págs. 195 y sigs.; BELARMINO, 
De laic., lib. 3, c. 11. Opera omn. edic. Luis Vives (París, 1870), t. 3, págs. 17 y sigs.; Cova- 
RRUBIAS, Relect. regul. peccat., 9, part. 5 (Zaragoza, 1583), págs. 1.019 y sigs., etc. 

(41) 1-2, disp. 158, c. 4,7 32 (Ingolstadii, 1606), pág. 93). 

(42) Lib. 3, De Libertate Christiana, c. 3 ad 5. 

(43) De Iustitia et Ture, lib. 1,:q. 6; a. 4. 

(44) Summ. verb. Inoboedientia in fine (Lugduni, 1549). 

(45) Expositio decalogi. 
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nam ab ipso impositam; que aun las leyes preceptivas y prohibitivas penales 
no imponían obligación en el fuero interno, lo mismo que las meramente 
penales, a no ser que el legislador lo expresare claramente, Así, Nava- 
RRO (46), que refiere que esta opinión es bastante antigua y anterior a él 
y con quien consiente VALENCIA (47). S, Arrowso (48) indica varios au- 
tores que daban probabilidad a la referida sentencia de los que dicen que 
aun las leyes preceptivas o prohibitivas penales (mixtas) no obligan direc- 
tamente en conciencia si el legislador no lo expresa. 

Las razones que inducen a defender esta sentencia entre los modernos 
son casi las mismas que las de la sentencia de las leyes meramente juridi- 
cas que examinaremos después, Véanse los autores citados, que tratan ex- 
presamente de las leyes penales, y VERMEERSCH (49), que propende a esta 
doctrina. Pero todos éstos comparados con los que sienten lo contrario, que 
forman legión, se puede decir que desaparecen. 


62.—MN uestra opinión.—Acerca de esta cuestión, he aquí lo que nos pa- 
rece: respecto a las leyes meramente penales, su posibilidad es indubitable ; 
la admite la Instrucción de la Sagrada Congregación de Propaganda Fide 
de 1830; la han admitido la mayoría de los moralistas, y entre ellos los de 
mayor nota, y está muy bien fundada en razones intrínsecas, sobre todo 
admitiendo, como se admite ordinariamente, que el legislador no puede en 
verdad imponer obligación grave cuando por razón de la materia o de las 
circunstancias no es admisible, pero sí contentarse con la obligación leve 
cuando hay lugar a la grave y no hay causa especial para exigir ésta, y 
que asimismo, cuando el bien comün no requiere precisamente la obliga- 
ción directa, como en muchas ocasiones acaece, bastando la indirecta, o a 
la pena, no hay inconveniente en que imponga únicamente ésta, la razón 
de la ley se salva en cuanto ésta obliga hipotéticamente, esto es, a sufrir 
la pena, en el supuesto de la transgresión o incumplimiento de la ley. 


En cuanto a la existencia real o de hecho de las leyes meramente pena- 
les, ya hay mayor dificultad; pero la inmensa mayoría de los autores la 
. admiten también, y en la práctica se consideran muchas de las existentes 
como tales aun por los buenos y timoratos. Es verdad, sin embargo, que 
corren varias teorías para explicar el modo de obligar, y que actualmente, 
por las dificultades contra el principal fundamento de las, leyes meramente 
penales hasta ahora admitido, es ser ésa la voluntad explícita o implícita 


(46) .Manuale confessar. tAntuerpiae, 1575), c. 22, n. 2575 
(47) 1-2, disp. 7, q. 5, p. 6. > t 
(48) De Legibus, lib. 1, n. 147. x 

(49) Th. Mor., i. 1, Th. Fundamental. (Romae, 1933), nn. 172 y sigs. 
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del legislador; muchos tratadistas se han desviado de la doctrina clásica 
y se esfuerzan en buscar otros fundamentos en que basar otras equivalen- 


tes (50). 


Sobre su extensión no hay tampoco conformidad, siendo esto muy ex- 
plicable por la diversidad de las legislaciones civiles y de las circunstancias 
nacionales, asimismo distintas; pero si no se quiere destruir los cimientos 
sólidos del orden social y que quede en el aire y expuesto a una infinidad 
de perturbaciones graves universales y frecuentes, no hay más remedio que 
propugnar que toda la legislación civil actual no es meramente penal. 

¿Qué sería de la seguridad pública, familiar e individual; de la jerar- 
quía, de-las magistraturas, del dominio y de todós los demás derechos si 
no hubiera otra obligación en conciencia que la de no resistir a la imposi- 
ción. y al cumplimiento de la pena o sanción, y esto sólo en caso de ser in- 
fligida por la autoridad? Como veremos, hay muchas ocasiones en que el 
bien comün exige la obligación directa de las leyes. Será, pues, cuestión 
de hecho’ señalar en cada nación cuáles son y cuáles no son las leyes mera- 
mente penales, lo cual no será dificultoso cuando todos o la mayor parte 
convienen en ello; pero en no pocos casos será dificil discernirlo, porque 
los legisladores, en general, no suelen definirlas. Hay que contar con mu- 


chos datos. El principal es el uso o práctica comün de los de abajo y de los 


de arriba. 
\ 


63. Teoria de VERMEERSCH.—Viniendo ahora a otra teoria mas avan- 
zada, el P. VERMEERSCH, tratando de las leyes meramente penales, intenta 
explicarlas sustentando que son normas juridicas que no obligan, cuya trans- 
gresion, sin embargo, implica culpa meramente juridica para con la ley; 
por lo cual, en atención al bien comun, puede imponerse al reo una pena 
que está obligado a aceptar dócilmente, como el hombre cuyo animal ha 
causado daño a otro debe compensar a éste después de la sentencia del 
juez (51). i 

“En esta sentencia—nota el P. GUENECHEA (52)—la violación de la ley 
es un hecho juridico que no presupone obligación alguna, ni absoluta ni. 
condicionada, en el súbdito respecto al superior, sino sólo respecto a Dios, 


si se impone la pena; porque Dios quiere que se obedezca a tal superior en 
tal caso.” i 


El P, VERMEERSCH afirma esto de las leyes meramente penales, y de la 


(50) V. ULPIANO LÓPEZ, l. ¢.; ARMIGNIE, LEDRUS, DABIN, etc. 
* (51) VERMEERSCH, 1. c. 


(52) GUENECHEA, Principia Iuris Politici, t. 2 (Romae, 1939), pág. 66, n. 250. 
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pur parte de las preceptivas quizá opina lo mismo (53). “Pero—prosigue 

| P. GUENECHEA (54)—algunos parece que extienden esta doctrina a to- 
Be las leyes civiles modernas; porque las cámaras legislativas, segün sue- 
len ser, ni piensan en inducir obligación, sino sólo pretenden crear una obli- 
gación jurídica y externa." 

Esta teoría llevada a tal extremo no hay mucho que profundizar para 
descubrir a cuántos desórdenes e injusticias se prestaría. De ahí a la com- 
pleta anarquía no media ni una pulgada, ni siquiera sería viable poniendo 
a cada uno un policía, porque como en semejante suposición las mismas 
leyes de policía no obligarian sino a sufrir la sanción, si ésta llegase a im- 
ponerse, figürese la seguridad del cumplimiento de las mismas. Además, 
icómo va a demostrarse que todos los parlamentarios y legisladores no han 
querido imponer más que esta garantía? 

No niego que algunas veces basten para obtener el fin que el legisla- 
dor se propone esfablecer ordenaciones meramente coercitivas en el fuero 
externo; pero éstas no merecen llamarse leyes, pues nada imperan; sólo 
por convención y analogía llevarían esa denominación, no en el sentido en 
que hasta ahora todos han entendido la verdadera ley. Digo que no veo 
imposibilidad en la existencia de estas ordenaciones, pues tales circunstan- 
cias es posible que se verifiquen, y si el fin social que se quiere conseguir 
es perfectamente asequible, sin imponer a los asociados otros vinculos, no 
hallo por qué no sea esto hacedero. Que en la práctica se den es cosa de 
hecho, que habrá que probar con razones que las hagan creibles y de un 
modo semejante a las que demuestran la existencia de las leyes puramente 
penales. Pero de aquí a sentar que todas las leyes civiles actuales, o que 
en su generalidad, son meramente coactivas en el fuero externo, media un 
abismo. 


64. Razones de esta teoría.—Expongamos las principales razones en 
que se apoya esta opinión y ponderemos su valor. 


La primera y de más peso es: la obligación de la ley depende de la 
voluntad del legislador. Ahora bien; el legislador que en nada cree en la 
obligación de conciencia X prescinde por completo de ella no puede querer 
imponerla, según el principio agens ultra intentionem non operatur; luego 
“sus leyes no obligan en conciencia. 


Segunda. La obligación de conciencia establecería desigualdad de con- 


(53) Th. Mor., i. 9, 3.2 edic. (Romae, 1937), Me 3215 
(54) L. e. / 
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dición entre los súbditos, pues los creyentes en algo más de esta vida se 
sentirían constreñidos a obedecer a las leyes en su fuero interno; en cam- 
bio, los incrédulos y despreocupados se creerían libres de todo vínculo mo- 
ral y sin lás trabas y cargas de aquéllos. Ahora bien; la justicia y equidad 
piden que los beneficios y cargas sociales se repartan con igualdad, y esto 
exige que las leyes no obliguen en conciencia. Luego no obligan, 


Tercera. Ni los legisladores hablan nunca de obligación, ni los gober- 
nantes ni los fieles se acuerdan de la violación, ni los confesores preguntan, 
ni nadie siente escrüpulo de no guardar la ley civil. Luego el mismo sen- 
tido común cristiano está convencido de que no existe semejante obligación. 


Cuarta. En los Estados modernos, dados los medios de que disponen 
las autoridades, fácilmente éstas pueden conseguir los fines sociales pro- 
puestos sólo por la:coacción interna, sin necesidad de la interna. Luego no 
es de presumir ésta. 


Quinta. El que las leyes civiles obliguen sólo en el fuero externo co- 
rresponde exactamente a la ideología moderna que separa el Derecho de 
la Moral: ésta se mueve exclusivamente dentro de la conciencia individual; 
aquél, exclusivamente en el ambiente externo social. 


65. Respuestas.—A la primera de estas razones algún viso de proba- 
bilidad parece darle la Instrucción de Propaganda Fide de 1830 (55), si 
bien ésta se refiere a las leyes meraménte penales; pero creo que no es sufi- 
ciente para fundamentar una doctrina de tan graves consecuencias: 

a) Contra ella está en primer lugar la declaración de la Instrucción 
y las ensenanzas de la.Iglesia, segün las cuales los principes, aun ateos, 
étnicos, impíos y despreocupados, pueden obligar con sus leyes en concien- 
cia; luego es esto compatible con esos estados de ánimo; y aun admitida 
su incredulidad y su ideologia cualquiera, no repugna que las den obliga- 
torias. l i 

b) En segundo término, en tiempo de los Apóstoles y de los empe- 
radores paganos no faltaban tales emperadores y gobernantes, y, sin em- 
bargo, aquéllos exigían a los cristianos la observancia de las leyes y pre- 
ceptos de éstos en el fuero de la conciencia. 

c) En tercer lugar, la misma razón hay para no obedecer a un prin- 
cipe ateo que a un, padre, marido o amo superior, etc., y creo que nadie 
osara defender esto: es el mismo mandamiento de la ley de Dios. 

d) Además, la sentencia en litigio parece requerir que para producir 


LI 


(55) Collectan. S. Congreg. de Prop. Fide, n. 815. 
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la obligación es conciencia es necesario intentarla expresamente o signate, 
como se dice en lenguaje escolástico, o, al menos, pensar en ella o advertir 
a ella; pero veamos cómo contesta ya a esto SUÁREZ (56): 

“De varios modos puede haberse el legislador al dar la ley: primero, 
que sencillamente pretenda dar la ley sobre tal materia, y nada más... En 
este caso la ley obliga sin duda en conciencia; porque la verdadera ley, por 
su naturaleza, tiene este efecto, mientras no se excluya; así que por el 
mismo hecho de que la intención se dirige a dar verdadera ley y no se x- 
cluye este efecto, es suficientemente pretendido y producido por la ley. Y no 
es siempre necesaria la intención formal de obligar en conciencia o bajo 
culpa mortal; más aun, esto apenas pasa por la mente del legislador civil, 
sobre todo entre los infieles, para los cuales existe la misma razón." 


"Supponimus intentionem obligandi esse de ratione legis, ut supra ostensum 
est; inquirimus autem an gravitas obligationis, quoad mortale aut veniale, etiam 
pendeat ex legislatoris intentione. Deinde, ut intelligatur punctum quaestionis, 
supponimus variis modis posse legislatorem se habere in ferenda lege: Primo ut 
simpliciter intendat legem ferre circa talem materiam, et non amplius. Secundo, 
ut definire velit ferre legem, et per illam in conscientia obligare, non determi- 
nando quantitatem obligationis. Tertio, ut velit ferre legem mere poenalem, et 
non obligantem in conscientia. Quarto, ut velit definite obligare sub peccato mor- 
tali et non tantum sub veniali, et e contrario ut velit tantum sub veniali, et nullo 
modo sub mortali; et de hoc ultimo membro tantum est aliqua controversia, ce- 
tera enim clara sunt. Nam im primo modo sine dubio lex obigat in conscientia, 
quia vera lex natura sua habet hunc effectum, si non excludatur; unde eo ipso 
quod intentio fertur ad veram legem, et hic effectus non excludatur, est sufficien- 
ter intentus, et efficitur per legem. Neque est semper necessaria formalis intentio 
obligandi in conscientia vel sub mortali; imo vero hoc vix venit in mentem legis- 
latoris civilis, et maxime in infidelibus, de quibus est eadem ratio." 


Es, pues, suficiente que intente poner normas conducentes al bien co- 
mún, necesario o conveniente en grado sumo a la sociedad con voluntad 
seria de conseguirlo, pues en este caso ya obra como ministro de Dios, y 
Dios quiere que sea obedecido, Si verdaderamente manda o impera, su 
mandato o imperio constituye un precepto que Dios quiere sea obedecido. 
Y no se puede dudar que ordinariamente los legisladores quieren seria- 
mente el bien común e intentan y desean obtenerle, en lo que va implícito 
el querer la manera eficaz de conseguirlo, que está en la obligación, pues la 
coacción externa no lo es tanto ni tan universal, puede burlarse de mil 
modos; en cambio, la obligación moral, no. Como no la excluya, la obli- 
gación fluye naturalmente. La cual exclusión se juzga tan necesaria, que es 


(56) De Legibus, lib. 3, c. 27. 
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una de las mas graves dificultades contra la existencia de las leyes mera- 
mente penales en la actualidad, pues no consta que los legisladores, al le- 
gislar, excluyan de ninguna ley la obligacion. 

e) Por fin, se puede decir que afortunadamente el hombre malo e in- 
crédulo, ateo, no es siempre consecuente con sus ideas, sino que con faci- 
lidad se deja llevar del peso de su naturaleza racional, de la que no le es 
dado despojarse. Y si estos legisladores, individuales o colegiados, que 
alardean de no tener en cuenta para nada a Dios, la moral y la conciencia, 
hacen profesión de que quieran legislar en conformidad con los principios 
de la justicia y equidad y protestan y se indignan de que se les repute por 
injustos, inicuos e inmorales, proclaman que hay dictados eternos de jus- 
ticia y honestidad a los que hay que amoldarse, con lo que admiten implí- 
citamente la obligación, el derecho, la moralidad, etc. 

f) A esto afiádase que cuando la determinación de la norma jurídica 
es necesaria o sumamente conveniente para el bien común, el mismo bien 
común, y en último término la ley natural, exige la observancia de ella; 
el derecho existente en la autoridad de exigir de los miembros sociales, 
la cooperación necesaria o sumamente conveniente para alcanzar el bien 


común corresponde en éstos el deber de cooperar; y esta cooperación ha de 
ser conforme a la ley (57). 


66. La segunda razón prueba demasiado. Pues: a) Lo mismo cabría 
afirmar de las leyes eclesiásticas y divinas; tendrían Dios y la Iglesia que 
quitar de sus leyes la obligatoriedad en conciencia y que sólo quedasen la 
juridica y la coacción externa, para que la obligación no gravase más a los 
católicos y temerosos de Dios que a los impios e incrédulos; es más, como 
éstos no admiten ninguna obligación moral, ni siquiera estarían obligados 
para con Dios a cumplir la sentencia judicial o el decreto de la autoridad 
correspondiente que les impone la sanción, y habría que quitar también esta 
obligación a los timoratos para que hubiera igualdad. 

b) En tiempo de Cristo y de los Apóstoles no faltaban despreocupa- 
dos, impíos e incrédulos, y con todo, aquéllos y sus sucesores exigían la 
obediencia en conciencia; y esto constituía una de las mayores recomenda- 
ciones y alabanzas de los cristianos. 

c) Ni se ha de suponer en el legislador la intención de distinguir, en 
cuanto a la obligación, de la ley entre creyentes y no creyentes; él legisla 
para todos y quiere que la cumplan igualmente todos. 

d) Ni en tal sentencia podría, contra la doctrina enteramente cierta, 


(57) TARQUINI, Iuris. Eccles. Publici Institutiones (Romae, 1898), n. 8, págs. 5 y sigs. 
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obligar nunca en conciencia, pues siempre habria que contar con seme- 
jante desigualdad. 


e) Ni ena práctica hay tanta diferencia entre creyentes y no creyen- 
tes en la observancia de las leyes; y aun no es muy raro el caso en que 
éstos las guarden mejor que aquéllos. A los creyentes observantes no se 
les impone ninguna carga más pesada que a los demás o que sea adversa; 
cumpliendo las leyes hacen lo que deben y son buenos ciudadanos; los otros 
tendrán su merecido. 


Pero si la desigualdad llegara a ser tal que la ley se haga injusta o 
demasiado onerosa para los que la cumplan, dejaría de ser obligatoria. 


67. Contra la tercera razón.—a) Los legisladores siempre han obra- 
do así, como lo atestiguan autores antiquisimos, sin que esto fuera obs- 
táculo para que atestiguaran y propugnaran la obligatoriedad en conciencia 
de las leyes, Nuestros códigos hablan muchas veces de obligación, pero 
sin determinar la clàse: moral o jurídica, inmediata o mediata. Las auto- 
ridades gubernativas y judiciales se limitan a exigir el cumplimiento de 
las leyes exteriormente y castigar su violación, sin meterse en el fuero in- 
terno, aunque teniendo en cuenta los principios que rigen los actos huma- 
nos, la imputabilidad y responsabilidad; porque el campo de las leyes sólo 
se extiende directamente al de la actividad humana externa: 


b) No negaré que ni los fieles suelan acusarse de la violación de las 
leyes civiles, ni los confesores preguntar sobre esto, ni se sienta escrüpulo 
por esta omisión, aunque tal vez no sea ésta una práctica universal. Sea lo 
que sea, esta dificultad casi no tiene razón de ser tratándose de fieles guar- 
dadores de las leyes de Dios y de la Iglesia ni de los que no se cuidan 
nada de su conciencia porque aquéllos generalmente sobresalen en el cum- 
plimiento de las leyes civiles, sin darse cuenta, como ya sucedía entre los 
primeros cristianos, y para los ültimos no hay escrüpulo alguno. 


c) En general, la observancia o violación de las leyes morales princi- 
pales encierra la observancia y violación de las leyes sociales principales; 
por eso en la confesión de unas va incluída la de las otras. Muchas de las 
leyes civiles existentes se consideran comünmente penales; de ésas, por 
consiguiente, no suele haber cuestión. Tampoco de algunas de las leyes 
eclesiásticas se suelen acusar los fieles ni preguntar los confesores, y obli- 
ban en conciencia, por cierto gravemente. Muchísimas son ignoradas y ni 

- siquiera se les ocurre que hay otras obligaciones, dada la falta de instruc- 
- ción catequística y cívica; la ignorancia de muchos es excusable y el cono- 
cimiento de no pocas imposible para la mayor parte. Por eso los confesores 


— 691 — 


LORENZO R. SOTILLO, S.. I. 


no suelen preocuparse de tales cuestiones, fuera de los casos en que por 
razón de la profesión o cargo del penitente o de la conexión con otras 
cuestiones de que se ha acusado hay obligación de saberlas o probabilidad 
de ser violadas. Pero aun admitida esta común creencia entre los fieles, 
probaria a lo más que las leyes serían: meramente penales, no que no en- 
trañan ninguna obligación moral, aun indirectamente. 


68. La cuarta razón.—a) Prueba que en las sociedades modernas 
pueden abundar los casos en que para la obtención del bien común baste 
la eficacia de la coacción externa, y, de consiguiente, que actualmente 
puede restringirse el número de leyes directamente obligatorias en con- 


ciencia; pero no convence de que todas hayan por eso perdido la fuerza 
obligatoria en el fuero interno. 


b) Además, el bien común clara a gritos que es necesario aliviar a 
los ciudadanos de alguna de las gravísimas y pesadas cargas que les ago- 
bian, y no es la menor el sostenimiento de tantos empleados y policías 
para exigir la guarda del orden y la observancia de las leyes; lo que equi- 
vale a decir que el mismo bien común reclama que se haga más hincapié 
en la eficacia moral e interna de las leyes que en la externa y, por lo tanto, 
que es necesario que obliguen en conciencia para obtener más eficaz, más 


universal, más cumplida y fácilmente y sin tantos gravámenes el fin in- 
tentado. 


c) Fuera de que el prescindir de los motivos de conciencia y querer 


llevarlo todo por la fuerza bruta es rebajar a los hombres poco menos que 
al nivel de las bestias. 


69. La postrera razón indica un error común entre los autores mo- 
dernos más o menos acatólicos o librepensadores, y del que quizá no estén 
libres algunos católicos por el contagio del ambiente y el influjo de la 
educación de los centros docentes; pero en la práctica ni ellos pueden pres- 
cindir de la moral en el derecho, y, consecuentemente, de la obligación de 
éste en conciencia. Tratándose de los contratos y actos humanos de la vo- 
luntad, de.los delitos, etc., se ven forzados a reconocer los factores mora- 
les, y hasta en la interpretación de la ley va prevaleciendo la tendencia a 
que se tengan en cuenta los principios superiores de justicia y equidad, 
Aquello de que el alma humana es naturalmente cristiana tiene más miga 
y verdad de lo que parece a primera vista. 


70. Razones de nuestra sentencia.—La solución de la primera dificul- 
tad muestra la poca consistencia de ésta. No creo, pues, que haya funda- 
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mento suficiente para separarnos de la común, y tal vez unánime, sentencia 
de los moralistas y autores católicos, sobre todo en sustentar que toda ley 
verdaderamente tal, aun actualmente, lleva consigo alguna obligación en 
conciencia directa o indirecta, absoluta o hipotética, ad culpam, o ad paenam, 
o ad utrumque. 

Porque: a) Parece absurdo que haya obligación ante Dios de sufrir 
la coacción externa para la ejecución de un acto que no esté preceptuado 
ni de obedecer a la sentencia del juez ni decreto del magistrado o autori- 
dad ejecutiva si la ley nada preceptúa tampoco en el fuero interno; ni se ve 
por qué no sería lícita compensarse ocultamente de la sanción impuesta por 
la autoridad, como lo sería si la sentencia que impone la obligación de in- 
demnizar de un perjuicio realmente causado por un animal propio, sin cul- 
pa teológica del dueño, no se fundara en una ley obligatoria en conciencia; 
ni por qué la ley divina impone la obediencia al que manda por medio de 
una sentencia, decreto o mandato judicial, gubernativo o policiaco, y no 
al que manda por medio de la ley o por cualquier otro modo legal. 

.b) A esto se junta el que la consecución del bien común pretendido 
pende de la buena constitución de la sociedad, la recta constitución de la 
sociedad pende del buen establecimiento y guarda del orden social y ésta 
de la observancia de las leyes necesarias y congruentes; de modo que cuan- 
to éstas mejor sean cumplidas, tanto mejor y más estable será el orden 
social y más perfecta, completa y fácil la obtención del bien común. Ahora 
bien; dada la condición humana, la obligación meramente jurídica de las 
leyes lleva necesariamente a todo lo contrario: al mínimo de observancia 
de las mismas leyes, ya que los hombres eludirían cumplirlas y evadirían 
las sanciones por todos los medios posibles a su alcance; luego ésta no 
basta, y hay que admitir la moral. 

c) A lo que se agrega también que el legislador ordinariamente lo 
que quiere es el cumplimiento de la ley y por los motivos más eficaces, 
y sólo cuando no hay otros medios ordena la pena; es irracional, por tanto, 
que quiera más obligar a la pena que a la guarda de la ley, y lo mismo se 
ha de decir de Dios. Aquí está la dificultad contra las leyes meramente pe- 
nales cuando no consta que el legislador haya querido obligar sólo a la 
pena. — ; 
d) Además, la teoría de las leyes meramente jurídicas, lo repetimos, 
rebaja al hombre del nivel humano, dándole pie para no obedecer sino por 
miedo al látigo; para no ver en la ley la norma moral, el camino de la 
virtud, la voluntad divina; para no considerar en el legislador y gober- 
nante el ministro y vicario de Dios, sino al tirano que encarna la fuerza 
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material, contra la cual se estrella su resistencia, para no descubrir en los 
demas miembros sociales a hermanos suyos y miembros de su misma fa- 
milia, sino a compafieros enojosos, que frecuentemente le estorban en sus 
designios; para entibiarse en la estima del deber y descuidar el bien mas 
precioso y propiamente humano que es la perfección moral. 


Esto no es negar que pueda haber esas ordenaciones meramente direc- 
tivas y coercitivas y a lo más optativas; ni que de hecho se den, tal vez 
en mayor o menor nümero, cuando bastan para obtener el resultado que 
el legislador se propone; y cuando el bien comün no exige más (será labor 
de averiguarlo en concreto); pero lo que no admito de ningún modo es 
que fodas las leyes, o en su mayor parte, lo sean; ni que las que lo son 
sean leyes en el verdadero y tradicional sentido que hasta ahora han tenido 
las leyes. Porque asi como se atraviesan situaciones en que es necesario 
obedecer en conciencia a las sentencias y leyes injustas, por reclantarlo asi 
el bien comün y las leyes divinas, con mayor motivo hay leyes en si justas 
cuya obediencia en conciencia pide el sumo bien común y las leyes divinas, 
aun prescindiendo de la voluntad del legislador, cuanto más cuando, como 
sucede de ordinario, el legislador no excluye la obligación moral. 


¿Cuáles son esas leyes? En general, todas las dadas para obtener algo 
necesario o sumamente conveniente al bien común o para evitar algún mal 
social de otro modo inevitable. 


71. Cuáles son las que obligan directamente en conciencia.—En 
concreto, señalarlas todas es tarea muy difícil, ni yo me propongo hacerlo 
en este parte de mi trabajo; los moralistas suelen dar reglas generales y 
en casos determinados, sobre todo cuando salen leyes nuevas; muchas ve- 
ces es muy difícil, por no poder tener ante los ojos todos los adjuntos. 
Por ahora nada más indicaré algunas a manera de ejemplo, prescindiendo 
de si obligan antes o después de la sentencia del juez algunas de ellas, 
dejando para la última parte de este trabajo el hacer un examen detallado 
de las existentes, al menos de las más principales. 


Se consideran como obligatorias las que determinan las relaciones y 
obligaciones entre los cónyuges, entre padres e hijos; verbigracia, las que 
versan sobre la patria potestad; las que definen de una manera determinada 
los derechos privados no definidos por completo por la ley divina, natural 
o positiva; verbigracia, los modos de adquirir el dominio, los derechos de 
los autores e inventores; las que extinguen absolutamente obligaciones, 
como las de la prescripción, venta pública, sobre los frutos percibidos de 
buena fe; las que mandan obedecer a la sentencia justa; las que imponen 
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tributos justos y necesarios (las leyes fiscales justas y justamente aplica- 
das obligan en conciencia) (58); las del servicio militar justo y necesario 
en tiempo de guerra o de peligro de la seguridad interior o exterior; las 
prohibitivas de exportar sustancias muy necesarias en tiempo de carestía 
y penuria; las que tasan el precio justo, cuando su alteración causa gran- 
des daños a la comunidad; las prohibitivas de espionaje, sobre todo en 


tiempo de guerra justa, de facilitar al enemigo armas, bagajes, noticias, 


etcétera, según el modo determinado en la ley; las de procedura civil y cri- 
minal, al menos aquellas cuya inobservancia dé origen a daños privados 
y públicos, etc. 

Otras disposiciones legales son aceptadas libremente por los interesados 
y se hacen obligatorias por esto; y el que contrae según la ley, se obliga 
a seguir sus determinaciones, 


Entre el Estado y sus funcionarios existe un cuasi contrato, en cuya 
virtud éstos se comprometen a guardar las leyes que les afectan en el des- 
empeño de sus cargos. 

Los que juran la Constitución justa quedan obligados a la observancia 
de sus preceptos, y no pocas leyes positivas contienen y refuerzan las pro- 
hibiciones o mandamientos de las divinas y las sancionan. 


(Continuará.) 
Lorenzo RODRIGUEZ SOTILLO, $. I. 


Catedrático de la Universidad Pontificia de Comillas 


(€. 


(58) Code Sociale, 2.2 edic. (Paris, 1936), pág. €. 
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EL PROBLEMA DEL BAUTISMO 
DE LOS FETOS ABORTIVOS INFORMES: 


PLANTEAMIENTO Y PRIMERA SOLUCION 


I. En 1602 nació en Lucca, pequeña ciudad de Toscana (Italia), Jr- 
RÓNIMO FIORENTINO, a quien debía contar entre sus más puras glorias la 
Orden de Clérigos de la Madre de Dios, fundada en 1574 y a la que la 
Providencia reservaba hombres tan eminentes como RoNcAGLIA (t 1737), 
el conocido moralista, y Manst (i 1779), autor de la “Amplissima Col- 
lectio Conciliorum”. Y, en realidad, los Anales de la Orden presentan a 
FIORENTINI como profundo filósofo y matemático, teólogo eminente y 
orador eximio, cualidades que, además de haberle conquistado fama y 
autoridad entre sus contemporáneos, le merecieron figurar en la posteri- 
dad entre los más insignes hijos de tan esclarecida Orden (r). 

Pero lo que mayor fama ha conquistado a JERONIMO FIORENTINO 
fué sin duda su "Disputatio de Ministrando Baptismo humanis foetibus 
abortivorum”, publicada por vez primera en Lyon en 1658 (2). 

Y es en esta obra, de la cual, en frase de Mons. LANZA, arranca una 
nueva práctica eclesiástica (3), donde fué por vez primera planteado el 
problema del bautismo de los fetos abortivos informes y, al mismo tiempo, 
indicada la solución del mismo. He aqui cómo lo declara el mismo autor: 


“Gravissimam difficultatem, quam antiquissimam etiam dicere cum ab Orbe 
redempto disputari debuerit; sed a nullo tam ex antiquis, quam ex recentioribus, 
quos viderim discussam, vel excitatam, imo ab omnibus dissimulatam, et nescio 
qua fatali conniventia praetermissam in examen adduco... De Baptismate quippe 


(1) F. FERRAIRONI, O. M. D., L'Ordine Religioso della Madre di Dio-Quasi quattro secoli dà 
Storia gloriosa (Riassunto storico), Roma, 1940, pág. 25. Id., S. Giovanni Leonardi e la Propa- 
ganda Fide, Roma, 1938, pág. 26. 

(2) El título entero de la obra en su 1.2 edición era: “Disputatio de ministrando baptismo 
humanis foetibus abortivorum, a P. Hieronymo Florentinio, Congreg. Matris Dei, Clerico Re- 
gulari: nunc primum, his movissimis temporibus, nec antea a Theologis, tam Scholasticis, 
quam Moralibus discussa. Parochis, Medicis, omnibusque apprime necessaria. LUGDUNI, apud 
Claudium Chancey, MDCLVIII." En 12.9, y con 217 páginas de texto, sin contar los índices: el 
de las secciones, que precede al texto, en dos páginas, y el de materias, que Sigue al texto y 
«ocupa 22 páginas. El texto va dividido en 14 secciones o capítulos, precedidas de un “Prolo- 
quium". 

(3) A. Lanza, La questione del momento in cui Vanima razionale é infusa mel corpo, 
Roma, 1940, part. 1.4, cap. IV, pág. 149. 
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foetibus abortivorum sive ministrando, sive subtrahendo agitur: hoc est de plu- 
rimarum animarum salute, vel aeterna damnatione...; At quod Parochi fere om- 
nes et obstetrices foetus immaturos baptizari non curent, nisi ad certum tempus 
triginta vel quadraginta dierum pervenerint, quando membra omnia perfecte con- 
formata videntur, est illud, quod apud me totum facessit negotium, et vereor ne 
ex nimia quorumdam securitate plurima, eaque gravissima damna sequantur ani- 
marum" (4). 


O, como dice más adelante, supuesto desde un principio que todos los 
fetos abortivos formados y vivos deben ser considerados como sujetos 
capaces del bautismo, y que, por consiguiente, conforme enseñan unáni- 
memente los doctores, deben ser bautizados, el problema que conviene dis- 
cutir ahora es otro, a saber: si los fetos informes, de cuya muerte no 
consta con certeza, deben o no ser bautizados; y en caso afirmativo, cómo 
deberá ser administrado el Sacramento del Dautismo (5). 

Este problema, que en nuestro siglo XX casi no tiene ya razón de ser, 
para los contemporáneos de FIORENTINI suponía una verdadera revolución, 

Para mejor comprender la mente de FIORENTINI y el fin que pretendía 
será bueno ir siguiéndolo en su trabajo de concretar el estado de la cuestión. 

Y en primer lugar, cuanto al sujeto del bautismo, nos dice ya en la 
primera sección que entran solamente en discusión aquellos frutos que, por 
presentarse sin una configuración determinada, y por no dar senales de 
movimiento vital, hacen dudar de la presencia del alma racional en ellos (6). 
Pero, añade para prevenir una dificultad, estos frutos informes no deben 
ser confundidos con lo que vulgarmente llamamos “mola”, porque esto 
ni es embrión ni es considerado en su estudio (7), que queda limitado a la 
cuestión del bautismo del ser vivo encerrado dentro del óvulo humano fe- 
cundado (8). 

Por lo que se refiere al modo de bautizar, porque el problema de la 
condición podria presentarse bajo un doble aspecto, también aquí, cuando 
pregunta si a esos fetos abortivos hay que administrarles el bautismo bajo 
condición, quiere decir determinado el sentido de la cláusula “sub condi- 
tone". La razón de ello está en que, como es sabido, la condición en la 
administración de un tal bautismo puede ser exigida o porque se duda de 


(4) FIORENTINI, Disputatio... in Proloquio, págs. 2 s. 

(Oo) Ids OTe Tsee a DT T. : 

(6 I, O. C., l. c.: “Praesens difficultas est quando haec signa (es decir, la organización 
corporal y el movimiento) non apparent, et certum est conceptionem iam esse inchoatam, et 
humani opifficii prima filamenta deducta; sed dubitatur an anima rationalis adhuc informet 
corpusculum illud quod aliquando grani hordeacei, aut minoris phaselli magnitudinem non 


excedit.., et tunc maxime procedit difficultas, an saltem sub conditione possit tuta conscientia 
et debeat baptizari?” 


(7) *I0,^0:105 Ts conum" 6. 
CO Cy Ens 
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la presencia del alma racional, y, por consiguiente, de la naturaleza hu- 
mana de aquel ser que se pretende bautizar, o porque, supuesta dicha pre- 
sencia, es dudoso que se verifique la fórmula " Yo te bautizo...", por razón 
de las secundinas con que puede presentarse envuelto el feto en cuestión (9). 

Dejada aparte la cuestión bajo este segundo aspecto, que FIORENTINI 
supone ya suficientemente resuelta por Diana (10), limita la cuestión al 
primer aspecto, y dice que la cláusula "sub conditione" debe incluir tam- 
bién el primero de los dos sentidos indicados (11). 

Finalmente, a proyectar nueva luz sobre el verdadero estado de la cues- 
tión podrá contribuir el señalar aquí la respuesta definitiva, que da el au- 
tor en la sección undécima, después de haber estudiado todo el problema. 
En esta respuesta se ve claramente cómo en la mente del autor la condi- 
ción señalada, además de referirse a la duda, ya resuelta por Diana, debía 
incluir también y referirse a una probable presencia del alma racional en 
esos frutos todavía informes y de cuya muerte no se tienen argumentos 
ciertos. 


“Respondeo igitur ad quaesitum ab initio factum, quod quando foetus abor- 
tivus, elapso quocumque tempore a conceptione excutitur ab utero matris, non li- 
cet illi negare Baptismum, sed debet ministrari sub conditione, aut verbis expressa 


vel saltem mente concepta: “si es capax, ego te baptizo...”, intelligendo sub tali 
conditione, tam vitam rationalem, si illam habeat, quam ablutionem verbis signi- 
diant" (12). 


2. Este problema, tan antiguo como el Cristianismo, jamás había sido 
planteado, y fué mérito indiscutible de FIORENTINI el haber sido el primero 
en dedicarle la debida atención.. À 

Efectivamente; una diligente investigación nos ha confirmado la afir- 
mación, que acabamos de oir de labios de FIORENTINI, de que ninguno de 
los anteriores a él había tratado esta cuestión; no solamente no lo había 
hecho ninguno de aquellos que, para la infusión del alma racional, exigían, 
en conformidad con la doctrina de ARISTÓTELES, una configuración cor- 
poral muy adelantada, pero ni siquiera indicios de una tal cuestión hemos 
podido encontrar en aquellos autores, como, por ejemplo, TERTULIANO, 
SAN GREGORIO NISENO o los más recientes FYENS, ZACCHIA, etc., que ha- 


(9) mid. 0O:-e., 1 Cc: nÚúms.! 4-5: , 

(10) DIANA, Opera omnia, 1; LUGDUNI, 1677, Resolutiones morales.-De Baptismo, resol. 75-76. 

(11) FIORENTINI, O. C., l. C., núm. 4: “In hoc secundo sensu (es decir, el relativo a la cues- 
tión de las membranas secundinas) non intendo examinare praesentem difficultatem, cum 
luculenter ab eruditissimo P. Diana resolvatur pro affirmativa licere mimirum sub conditione 
baptizare infantem secundinis involutum... Sed in primo sensu procedit difficultas an scilicet ` 
- sub conditione, quod in foetu sit anima rationalis sit ministrandum Baptismi Sacramentum. 
Et in hoe sensu ab auctoribus (quod valde miror) neque propositam disputationem agredior.” 
(12). Id.,.0- €., sec. XI, num. 1. 
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bían defendido la presencia del alma racional en el embrión desde los 
primeros días subsiguientes a la fecundación, y, por consiguiente, aun en 
el estadio de inorganización corporal. ¿Cómo se explica, pues, que una 
cuestión de tanta importancia hubiese escapado a la consideración de hom- 
bres tan eminentes que habían procedido a FIORENTINI? ¿Cuál fué la causa 
por que la relación existente entre estos dos términos: fetos abortivos in- 
formes y bautismo, hubiese quedado desconocida por espacio de tantos 
siglos ? 

La respuesta a estas preguntas no es difícil, a nuestro modo de ver, 
para quien conozca las vicisitudes por que había pasado la otra cuestión, 
de la que aquélla dependía y sigue aún dependiendo, a saber: la del mo- 
mento de la infusión del alma racional. Es conocida la posición adoptada, 
respecto de esta cuestión, por la Edad Media y principios de la Moderna. 
Tanto para los grandes escolásticos y escritores de los siglos XI-xv1- como 
para los anteriores, la teoría de la infusión retardada (ordinariamente a 
los cuarenta días después de la concepción), dependiente de la configura- 
ción orgánica del cuerpo, gozaba de tal grado de certeza, que la contraria 
era tenida unánimemente como desprovista de sólido fundamento (13). 
La consecuencia era lógica: luego el fruto humano sólo entonces comienza 
a ser ente racional, una persona humana en el significado propio de la 
palabra, cuando el cuerpo ha llegado a un determinado grado de organiza- 
ción y de diferenciación accidental, cual suele darse más o menos a los 


cuarenta días de la concepción; antes de ese tiempo es, en realidad, un 
hombre sólo “im potentia” (14). 


> 


(13) Aunque una más completa confirmación de cuanto afirmamos en el texto, se puede 
obtener en otros estudios directos de la cuestión, p. e., en el ya citado de Mons. LANZA, part. I, 
ho queremos dejar de sefialar algunos de los mas significativos testimonios, que propondre- 
mos con algún orden cronológico, comenzando por los Penitenciales, algunos de los cuales, 
como es sabido, pertenecen al siglo X y aun al IX. Paenitentiale Cassinense, can. 53, en 
H. J. SCHEMIT , Die Bussbticher und die Bussdisziplin. der Kirche, I, Mainz, 1883, pág. 411; 
Paenitentiale Mediolanense, pracep. V, en SCHMITZ, O. c., pág. 817; Paenitentiale Bedae, cap. 3 
de occissione, n. 12, en SCHMITZ, O. c., pág. 560; Paenitentiale Ecclesiarum Germaniae, n. 162, 
en SCHMITZ, O. c. II, Düsseldord, 1898, pág. 445; Paenitentiale Merseburgense, can. 164, en 
F. W. H. WASSERSCHTEBEN, Die Bussordnungen der der abendlündischen Kirche, Halle, 1851, 
pág. 407; S. ANSELMO, De conceptu virginali et originali peccato, cap. V, ML, 158-440; RUFINUS, 
en Die Summa Decretorum des Magister Rufin... herausgegeben von Dr. H. Singer, Paderborn, 
1902, pág. 483; GRACIANO, Decretum, C. 32, q. 2, can. 8-10; GREGORIO IX, Decretales, C. 90, X, de 
homicidio V, 13; Sro. TomAs A., Summan Theologica 1.2, q. 118, art. 9; las in Ni Sent. ds oe 
q. 9, art. 2; Id., Quaestiones disputatae, De Potentia, q. 3, art. 9; Id., Summa contra Gentes, 
I. 2, oc. 88-89; 1. 3, c. 22; S. BUENAVENTURA, Opera omnia, III, Quaracchi, 1882-1901, in III lib 
Sentent., d. 3, p. 2, a. 3, q- 2; S. ALBERTO M., De Animalibus, 1. 3, t. 2, cap. 8, en Opera ommnia, 
XI, Parisiis, 1890-1899; COVARRUBIAS, Opera omnia, I, Genevae 1734; in. Clement. c. Furiosus, 
n. 1; WicANDT, Tribunal Confessarioroum, Venetiis, 1760, ex. 9, n. 26. 

(14) He aquí, por vía de ejemplo, cómo se expresa MOLINA hablando del aborto: “Abor- 
lus interdum fit foctu animato iam anima rationali: in quo solo intervenit homicidium, cum 
antea non sit homo.”. De Iustitia et Iure, Coloniae Agripinae, 1614, c. 41, t. 3, d. 27, n. 1; por 


todo el contexto es claro que distingue entre el aborto después de los cuarenta días y antes 
de este tiempo. 
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A este modo de pensar, heredado de ARISTÓTELES (15), avalado, aun- 
que equivocadamente, con la autoridad de la Sagrada Escritura (16) y de 
SAN AGUSTÍN (17); recibido y defendido por el Angélico Doctor (18), na- 
die osaba oponer el menor reparo, y todos lo aceptaban sin discusión. Tal 
es la razón, que creemos explica suficientemente el silencio guardado en 
este punto por los autores de los anteriores. Si no era persona humana, 
no era tampoco sujeto de regeneración espiritual. 


3. No se crea, sin embargo, que este problema del bautismo de los 
abortivos informes surgiese de repente, producido solamente y sin más 
precedentes por el genio de FIORENTINI. El ambiente que poco a poco. y 
principalmente desde los últimos decenios del siglo xvr, se había ido for- 
mando era tan propicio para una semejante cuestión, que de no haberla 
descubierto FIORENTINI no hubiera transcurrido mucho tiempo sin que 
hubiese quedado concretada por obra de algün otro afortunado autor. 

A pesar de lo dicho anteriormente no habían faltado en la antigüedad 
cristiana padres y escritores que, en punto de la animación racional del 
cuerpo humano, pensasen diversamente de la mayor parte, favorable a la 
opinión de ARISTÓTELES (19). Pero ahora, y principalmente desde princi- 
pios del siglo xvir, después de un silencio de varios siglos, comenzaron a 
dejarse oír de nuevo voces de oposición. Hombres de gran prestigio cien- 
tifico, movidos ya por razones puramente filosóficas, ya por los nuevos 
datos aportados por la embriologia experimental, o mejor, por las obser- 


(15) ARISTÓTELES, De animalium generatione, l. 1, c. 
] 7, c. 3, en Opera omnia, Parisiis, 1850, vols. 2 y 3. 
(16) Génesis, 9, 7; Exodo, 21, 22; Levítico, 12, 5. 

(17) Hoy está fuera de toda duda que el Santo Doctor no se declaró nunca de un modo 
definitivo ni en favor ni en contra de alguna de las opiniones relativas al momento de la 
infusión del alma racional, como muy bien ha declarado, entre otros, el agustino P. VEGA, 
el cual, después de un breve análisis de los principales textos aducidos por los que preten- 
den contar a S. AGUSTÍN entre los defensores de la animación retardada, saca la siguiente 
conclusión: “De todo lo dicho podemos concluir: a) que S. AcusrÍN no defendió nunca la` 
*animación mediata" y, en consecuencia, que no se le puede citar en su favor; b) que si es 
cierto que en ninguna parte deflende la “inmediata” expressis verbis y de modo exclusivo 
los textos alegados, sobre todo el del Enchiridion [cc. 85-86, ML. 40, 272], y el de Civitate Dei 
Mib. 22, c. 12, ML. 41, 776-777], le hacen partidario de ésta o al menos vehementemente in- 
clinado a ella, siendo debida su falta de decisión en este punto, como en otros de carácter 
puramente científico, a su respeto excesivo con las opiniones de los sabios, divididos desde 
Aristóteles en dos bandos contrarios.” (A. C. VEGA, ¿Defendió S. Agustín la “animacion me- 
diata”?, “Religion y Cultura”, 15 (1931), 357:358.) Véase también LANZA, O. C., pág. 22. 

(18). L.. €. 

(19) Bastará aquí citar los nombres de TERTULIANO, De Resurrectione carnis, C. 1, ML. 2, 
804; De anima, cc. 19, 25, 27 y 27, ML. 2, 680, 691, 694-695, 715; LACTEANCIO, De Opificio Dei, 
De lo urn ML. 7, 69-70; S. GREGORIO NISENO, De hominis opificio, ec. 14, 30, 39, MG. 44, 175, 
234, 938; De anima et Resurrectione, MG. 46, 196; MELECIO, De natura hominis, MG. 64, 1.087; 
S. MÁXIMO, Liber ambiguorum, MG. 91, 1.322-1.342. Por lo que se refiere a LACTANCIO, no puede 
admitirse la afirmación de “Revue des Sciences Ecclesiastiques", 54 (1887), 48, cuando enu- 
mera a dicho autor entre los defensores de la animación retardada. 


19; 1. 9, c. 3; De animalibus historiae, 
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vaciones hechas mediante el microscopio, de reciente aplicación (20), auto- 
rizaban la nueva corriente, o sea la de aquellos que, apartándose del sentir 
hasta entonces común entre los escritores, defendían que el cuerpo humano 
mucho antes de los cuarenta días es ya capaz y suficientemente dispuesto 
para ser informado por el alma racional, y que, por consiguiente, ésta es 
infundida por Dios antes, del cuadrigésimo día, término comúnmente se- 
ñalado por las escuelas. 

Bastará citar unos pocos nombres: DANIEL SENNERT (F 1637), ARRIA- 
GA (1600-1667), WuLF (1621-1681), Pasto Zacchia (í 1661) y Tomás 
Fyens (t 1630), los cuales, y otros con ellos, juzgaron insuficiente y equi- 
vocada la solución que al problema había dado la Escolástica, y se apre- 
suraron a proponer otra más sencilla y, a decir de ellos, más natural y 
más conforme con el modo de obrar de la Naturaleza (21). 

El ilustre filósofo español ARRIAGA, S. J., en sus “Disputationes in 
duos libras Aristotelis de ortu et interitu", a la cuestión “utrum, scilicet, 
anima rationalis infundatur corpori, ubi primum dispositum est ad opera- 
tiones nutritionis, an vero tunc infundatur anima nutritiva solum; dispo- 
sito vero deinde corpore, expulsa nutritiva, introducatur sensitiva, tam- 
demque ultimo perfecte organizata materia, expellatur anima pure sensi- 
tiva et introducatur rationalis", contesta, en abierta oposición a SANTO 
ToMÁs y los de Coimbra, que, no pudiéndose probar por la prioridad de 
operaciones la necesidad de previas formas dispositivas, y poseyendo el 
alma racional la aptitud y fuerzas necesarias para toda clase de actividad 
que se desarrolla en el embrión desde el primer momento, menester es de- 
cir que la primera alma unida al cuerpo, y que es el principio de toda la 
vida que en él tiene lugar, es la racional (22). 

De este mismo parecer fué el agustino CRISTIANO DE WULF, insigne 
escritor que se distinguió en su lucha contra los bagdeburgeses, herejes 
protestantes. En la cuestión particular del origen del alma se mantiene 
firme frente a sus adversarios; para éstos el alma racional no es más que 


(20) Hasta fines del siglo XVI los naturalistas habían hecho las observaciones a simple 
vista 0, cuando más, ayudándose de las antiguas lentes, ya clásicas y de uso entre los ára- 
bes. Con el siglo XVII se introdujo el microscopio, habiendo sido la primera en servirse de 
él la Academia romana dei Lincei (SINGER, Histoire de la Biologie, trad.'franc., París, 1934, 
cap..4, pág. 152), si bien la época clásica del microscopio coincidió con la segunda mitad del 
siglo XVII, merced a los ingleses Hoohe y Grew, a los holandeses Swammerdam y Leeu- 
wenhoek y al italiano Malpighi; excusado es decir cuánto en el progreso de los estudios bio- 
lógicos se debe a este instrumento. Véase SINGER, O. €. l. c. ^ 

(21) Th. Fyens, De Formatrice foetus liber, Antuérpi, 1620, q. VIII, pág. 182; P. ZACCHIA, 
Quaestiones Medico-Legales, Lugduni, 1661, 1. IX, q. 1, n. 5. 

(92) ARRIAGA, R., Disputationes in duos libros Aristotelis de orlu et interitu, Lugduni, 
1653, d. 1, sect. 12: “... contrariam sententiam [es decir, la primera enunciada en el texto] 
veriorem reputo, scilicet, non infundi corpori ante animam rationalem: aliam formam viven- 
tem praeviam ad ipsam animam et quae huius introductione expellatur”. 
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una emanación del alma paterna, y WuLr les opone el dogma católico 
de la creación “ex mihilo". Pero cuando se trata de explicar el modo de 
la infusión de esa alma, da por supuesto, y en esto conviene con sus ad- 
versarios, que el alma racional está presente en el cuerpo desde el primer 
momento de la fecundación, ya que una tal presencia parece ser confir- 
mada por la actividad constante y uniforme que en el embrión se desarro- 
lla (23). Aqui es donde propone una explicación algo escabrosa y no poco 
afin a la de los traducionistas: el alma—dice—no es ciertamente una educ- 
ción de la del padre, porque ella procede de la nada en virtud de la acción 
creadora de Dios; pero es el padre quien la transmite y comunica al hijo, 
porque de no ser asi, "quomodo hominem ab homine generari affirmare- 
mus? Profecto ineptissime", contesta él mismo (24). 


Otros también, y con anterioridad a estos dos, habían ya adelantado 
una semejante solución, contraria a la tradicional. VoPrsco FORTUNATO, 
profesor y decano en la Universidad de Lovaina, en su obra “De Funda- 
mentis medicinae" no habia dudado en afirmar que “ipso primo momento 
conceptionis animam rationalem corpori increari" (25). Y el alemán TEO- 
DORO THEMNIO, en 1622, defendia püblicamente en la Universidad de Tu- 
binga que "animam. rationalem tunc a Deo infundi, cum. semen mulieris 
cum semine paterno miscetur" (26). Pocos años más tarde, y pocos antes 
de su muerte, acaecida en 1637, DANIEL SENNERT, médico también él, en 
su “Hypomnemata Physica” es de parecer que el único requisito para que 
el alma racional haga su entrada en el cuerpo es la función y fermentación 
de los elementos germinativos dentro del ütero materno; verificada esta 
fermentación, el alma viene a informar esta materia. ; Cuándo sucede esto? 
Segün SENNERT, que quiere corroborar su modo de ver con la autoridad 
de otros, a las siete u ocho horas después del acto conyugal (27). 

Pero los que más contribuyeron a preparar el terreno a FIORENTINI 
fueron, sin duda, Tomás FvENs y PABLO Zaccuia, belga el primero, ita- 
liano el segundo. Tomás Fyens, profesor en la Universidad de Lovaina 


(23) Ch. de WuLr, Apologia pro anima sensitiva ovi, cap. 13, en Opera omnia, XI, Vene 
liis, 1729, pág. 349, Ss. r 

(24) Ip., O. c., cap. 14: “Nos ergo Pontificii omnino docemus. animam creari, nequaquam 

autem aduci aut traduci... Non negamus tamen animam ab homini communicari; etenim, si 
" hoe negaremus, quomodo, hominem ab homine generari affirmaremus? Profecto ineptissime.” 

(25) F. Vopisco, De Fundamentis medicinae, lib. II, cap. 6. 

(26) Cf. WAGNEREGK, S. J., De creatione animae rationalis, cap. 3, pág. 73. 

(97) D. SENNERT, Hypomnemata Physica, 1635, 1. IV, cap. 10. A pesar de haber señalado 
un espacio de siete u ocho horas entre el acto coniugal y la infusión del alma racional, fué 
acusado de traducionista, y por tal le tuvo ZaccHIA (Quaestiones..., lib. IX, tit. 1, q. 3); de 
` hecho su obra fué prohibida en Roma “donec corrigatur" por decreto de la Sda. Congreg. del 
Indice, de 12 de mayo de 1639. Cf. Index librorum prohibitorum, Romae, 1940, a la palab. 


“Sennert”: 
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y poco afecto a la doctrina de ARISTÓTELES y a la Escolástica (28), pu- 
blicó en 1620 un opüsculo de carácter doctrinal, cuyo principal objeto era 
refutar la tesis tradicionalmente admitida y probar que el alma racional 
es infundida tres días despué de la cópula (29). Apoyado en principios 
filosóficos, por una parte y, por otra, utilizando el resultado de las obser- 
vaciones biológicas, el autor se siente tan seguro en su posición (30), que 
no duda en establecer como tesis central de su obra la siguiente: “Anima 
rationalis infunditur tertio circiter a seminis conceptione die” (31). La ra- 
zon de señalar el tercer día es porque “ad hoc ut anima introducatur, non 
est opus alia actione quam ut semina in utero virtute et calore eius mis- 
ceantur, fermententur et actuentur. Eo facto, in medio eorum, in minimam 
particulam a Deo introducitur, seu potius creatur anima rationalis. Ad ta- 
lem mistionem, fermentationem et actuattonem non est opus longa tem- 
poris mora, sed videtur ad summum, tridui sufficere. Natura enim nec 
momento quidem otiosa est, sed mox, concepto semine, incipit operari in il- 
lud. Ergo illo tempore poterit, imo debebit, anima rationalis introduci" (32). 
Otra más perfecta organización, a pesar del común sentir de los filó- 
sofos, no la estima necesaria (33); por consiguiente, mucho antes de dicha 
organización es infundida el alma racional, de cuya presencia es indicio cla- : 
ro la actividad que se observa (34) una vez fusionados los dos elementos 
ontogénicos. Y porque, por una parte, no puede admitirse la “virtus semi- 
nalis praeformativa” (35) y, por otra, repugna la sucesión de almas (36), 
la consecuencia que lógicamente se deduce es que el principio de toda esa 
actividad no puede ser distinto del alma racional, que es la directora y la 
constructora de su propia morada (37). 
Semejante modo de hablar no podía menos de suscitar la contradic- 
ción, y asi vemos cómo el mismo FYENs, que en 1624 había publicado su 


(28) Cf. LANZA, O. C., pág. 138. 

(29) Th. FYENS, De Formatrice foetus liber, in quo ostenditur animam rationalem infundi 
lertia die, Antuerpiae, 1620. 

(30) īp., O. c., en el prólogo: “Trado multa im hoc libro contraria doctrinae non tantum 
Galeni et Aristotelis, sed communi fere omnium tum medicorum tum philosophorum. Quidni 
etiam licet si ratio suffragetur? Etenim ratio omnium quorumcumque doctissimorum virorum 
auctoritati longe est anteponenda.” 

(31) Ip., O. c., q. VIII, pág. 199. 

(32) Ip., O. C., q. VIII, págs. 208-209. 

(88) IDs, 0:05 q. "VIMN; págs: 139, $8: 
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(35). Ip., O. C., q. VIII, págs. 169-170. 

(36) ID., O. e., q. VIII, págs. 161-162; 169-170. 

(37) Ip., O. €., q. VIII, pág. 161, donde establece la siguiente conclusión: “Anima ratio- 
nalis prima et sola introducitur in foetum, et nulla alia praecedit eam”, de la cual 61 mismo 
hace el siguiente juicio: “Haec conclusio est vera, et contraria videtur mihi esse longe ab- 


surdissima, ut adeo supra modum mirer mec mirari satis possim Angelicum Doctorem, tan- 
tum Philosophum, eam potuisse tenere.” f t 
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“De formatione foetus liber secundus” (38), siempre sosteniendo la misma 
tesis, se vió obligado en 1629 a salir en defensa de su teoría con la“ A po- 
logia pro libro praecedenti" (39). Tres años más tarde fué V. ROBIN quien 
con su obra “Synopsis rationum Fieni adversariorum de tertia foetus ani- 
matione, ex quibus clare constabit celebratam antiquitate opinionem de 
foetus formatione desserendam esse, Fieni novam amplectendam" se cons- 
tituyó defensor de FyEns y de su tesis, contribuyendo de este modo a di- 
vulgar esta nueva teoría, que iba conquistando siempre nuevos adeptos. 


Uno de éstos, tal vez el más conocido, fué el italiano PABLO Zac- 
CHIA (1584-1661), autor de las clásicas "Quaestiones medico-legales” (40), 
que debían dar un fuerte impulso a la nueva corriente patrocinada por 
Fyens. Tanto más cuanto que ZACCHIA, en un principio fiel a la tradición, 
no había tenido reparo en retractarse para abrazar la nueva doctrina (41) 
y establecer como tesis fundamental en esta materia que "foetum huma- 
num anima ullo in tempore dotari, nisi rationali, eamque in ipsó primo con- 
ceptionis momento, a Deo creatam et infusam recipere" (42). 


Que esta sea la verdadera actitud que debe adoptar todo científico lo 
quiere demostrar ZACCHIA con una doble serie de argumentos, que podria- 
mos llamar argumentos directos y argumentos indirectos; sacados estos 
ültimos de los absurdos en que, segün él, necesariamente caen los defen- 
sores de la animación mediata y retardada. Damos aquí, resumidos, algu- 
nos de los argumentos de la segunda clase: 


o 


I. Admitida la sucesión de almas, el ser engendrado, con el cambio 
de formas substanciales, cambia también de especie, ya que, segün SANTO 
Tomás, “superadditio maioris perfectionis facit aliam. speciem” (“Summa 
Theologica”, 1:*, q. 118, art, 2 ad 2); luego el ser que ahora, después de 


(38) El título íntegro de la obra es: De Vi formatrice foetus liber secundus adversus 
Ludovicum Du Gardin, in quo prioris doctrina plenius examiantur et defenditur, Louvain, 1624. 
(39) He aquí el título de esta obra: Pro sua de animatione foetus terlia die opinione 
Apologia, adversus Antonium Ponce Santa-Cruz, Louvain, 1629. 
(40) PABLO ZAccHIA nació en Roma, 1584. Dedicado al estudio, escribió sobre higiene, 
dietética, clínica médica y clínica quirürgica, aunque su especialidad fué la medicina legal. 
Su obra clásica fué Quaestiones Medico-Legales, in quibus omnes eae materiae medicae, quae 
ad legales facultates pertinere videntur, pertractantur et resolvuntur. Lugduni, 1661. e 
(AY Ip, Qs cool. IX, q. 1, M._1 Da. animatione, foetus humani verba facere cum mihi 
sese alias obtulisset occasio, coactus sum gravissimae sententiae adhaerere, quae vult animam 
rationalem post quadraginta dies foetum informare, quae opinio in eo maxime fundatur, 
quod vero consentaneum videtur, tunc foetum propriam animam recipere, cum perfecte orga- 
nizatus est..; at non ante quadragessimum diem foetus perfecte organizatus est, ut omnes 
consentiunt; ergo in quadragessimo die animam recipere debet... Ego vero hanc communissi 
mam opinionem ad trutinam revocans, et apertissime conspiciens, non posse ullo modo sal- 
vari, et magna et innumerabilia absurda quae de necessitate ad eam consequi animadverti, 
novae ac veritati multo magis consonae adhaerere coactus sum, nempe, animam rationalem 
a Deo tum primum creatam et infusam in ipso primo conceptionis momento praesentem esse." 


(49) TD Ou yale AS ds 
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nueve meses de gestación, sale a luz es específicamente distinto del ser 
engendrado (43). 

2° En la animación retardada—afiade en otro lugar—, ¿cómo se ex- 
plica el origen del alma sensitiva? Porque ésta, conforme ensefian los fi- 
lósofos, no viene por creación, sino por educción del generante, como ins- 
trumento. Ahora bien; en la generación humana no puede ser por la ac- 
ción del generante, porque dicha producción o se verifica durante el acto 
conyugal o más tarde; no lo primero, porque en este caso tendríamos a la 
vez dos almas, lo cual repugna, y por la misma razón no puede decirse 
que dicha alma esté en el semen. No lo segundo, porque la acción del pa- 
dre termina con la seminación (44). 

3. Finalmente, la acción retardada no puede tener ningún fin justi- 
ficante, ya que éste sería o el organizar el cuerpo o hacérlo instrumento 
apto para el alma intelectual. Ni lo uno ni lo otro—dice—es motivo sufi- 
ciente, porque de ser así sería menester retrasar mucho más. allá de los 
cuarenta días la infusión de dicha alma racional, puesto que a los cuarenta 
días el cuerpo ni está terminado ni-puede servir aún para las operaciones 
propias del alma racional (45). 

Así discurría ZACCHIA, y si no obtuvo plenamente el fin pretendido, 
consiguió al menos difundir la nueva tesis, dándola al mismo tiempo una 
sólida garantía de verdad. 

A difundir esta ideología, y, por tanto, a preparar el terreno a FIOREN- 
TINI, contribuyeron también, y no poco; las corrientes preformistas, tan 
en boca entre los embridlogos del siglo xvrr. Ilusionados por el microsco- 
pio, o mejor, por lo que creían ver a través del microscopio, casi todos o 
como ovulistas, con SWAMMERDAM (1637-1680) y MaLpIGH1 (1628-1694), 
o como vermiculistas, con LEEUWENHOEK (1632-1723) y su discipulo HART- 
SOEKER (1656-1725), pagaron tributo al preformismo, según el cual el hom- 
bre está todo entero y con todos sus órganos en el óvulo, según los pri- 
meros, o en el espermatozoide, como quieren los segundos, aun antes de la 
fusión de los elementos germinativos, de manera que en lo sucesivo no hay 
formación, sino solamente acrecentamiento y desarrollo del ser ya existente 

y perfecto, si bien en miniatura. A excitar e impulsar esta obra de des- 
its y de acrecentamiento y sólo a esto está destinada la fusión de los 
gérmenes en el ütero materno (46). 


(Eo) EDI, “OC. CIRC TX ge 5,2 OATS, 

(AED. Ot 65 0H com: 10803: 

or IDS O-ro ea me 4413) s 

(46) J. ROSTAND, La Formation de Uélre-Histoire des idées sur. la generation, Paris, 1930, 
c. 6, págs. 69-70, 72, 77-78; c. 7, págs. 80-87; SINGER, O. e., c. 4, pág. 166; c. 14, pág. 523. 
No es éste el lugar de exponer más por menudo ni de refutar estas teorías preformistas, por 


s 


e = 


f 


EL PROBLEMA DEL BAUTISMO DE LOS FETOS ABORTIVOS INFORMES 


Esta explicación, que en su doble forma parecía tener una contundente 
confirmación en las. observaciones microscópicas, tenía además la ventaja 
de estar en perfecta consonancia con el principio general de los Escolásticos, 
con la diferencia de que lo que para éstos era una excepción verificada en 
ia Encarnación del Verbo (47), para los preformistas constituía la regla 
general, o en otras palabras, dicho principio quedaba actuado en toda ge- 
neración humana y ya desde el primer momento. ¿Para qué, pues, senalar 
el cuatrigésimo día para la animación racional, si ya en el primero el cuerpo 
esta perfectamente organizado y, por tanto, dispuesto para recibir al alma 
humana? Tal era la consecuencia lógica que se deducia. 


4. Después de lo dicho fácilmente se comprenderá el ambiente en que 
se movía FIORENTINI al publicar su obra y la oportunidad de su tesis. Pero 
antes de ver cómo defendió su modo de ver será oportuno adelantar una 
ligera indicación acerca de la obra en general. 

Esta, que, como ya hemos dicho, lleva por título * Disputatio de minis- 
trando Baptismo humanis foetibus abortivorum", en sus principios, y tal 
cual apareció en su primera edición, en 1658, constaba de una sola " Dispu- 
tatio", dividida en 14 secciones o capítulos, precedidas de un “Proloquium”, 
en el que el autor se limita a recordar algunas de las verdades dogmáticas 
relativas a la necesidad del bautismo de los niños. 

La sección primera contiene el estado de la cuestión, con algunas no- 
ciones embriológicas muy ütiles para concretar bien el punto central y para 
prevenir algunas dificultades. En las secciones segunda-novena el autor hace 
pasar ante nuestros ojos las varias sentencias (enumera nueve) que, para 
determinar el momento de la infusión del alma racional, han dividido a .os 


otra parte ya sepultadas en el olvido de la Historia, à no ser que se las quiera considerar 
resucitadas en las modernas concepciones de His, ROUX y WEISMANN, las cuales, a pesar de 
presentarse revestidas con nombres más o menos pomposos [teoría de los distritos formati- 
vos, teoría del mosaico, teoría del plasma germinal] y de buscar su apoyo en los conoci- 
mientos de la moderna biología, no pueden, sin embargo, resistir al golpe de uma crítica 
seria científica, ni- evitar los absurdos de las teorías preformistas de MALPIGHI y LEEUWEN- 
HOEK. Una amplia exposición de estas doctrinas, de las antiguas y de las modernas, con el 
juicio que ante la ciencia de hoy merecen, puede verse en PUJIULA, La vida y su evolución 
filogenética, Barcelona, 1925. : 

(47) Scoro, por ejemplo, se pregunta: “Utrum corpus Christi fuerit formatum in primo 
instanti suae conceptionis?", y contesta: *Respondeo dicendum, Christi corpus in primo con- 
ceptionis instanti habuisse eamdem  perfectissimam organizationem, “quam probabiliter po- 
tuisset habere si B. Virgo, ut aliae matressensim illud formavisset una cum Spiritus Sancti 
virtute? (Summa theologica, IV, part. 3, q. 33, a. 1). Más claramente S. BUENAVENTURA: “Ef 
quoniam anima non est nata uniri nisi carni formatae et organizatae... et caro nec animae 
congruret uniri, nisi haberet membrorum distinctionem convenientem... hinc est quod ab 
instanti conceptionis corpus Christi debuit in membrorum distinctione perfectum esse” (n 
III Librum Sententiarum, d. 3, p. 2, a. 3, q. 2). No de otro modo pensaba Sro. TomAs: uon 
Christi conceptione materia quam Virgo ministravit, statim formam et flguram accepit, et 
anima, in unitatem divinae personae assumpta est; in aliis autem hominibus haec successive 
contingunt, ita quod maris conceptio non perficitur nisi usque ad diem 40, ut Philosophus 
dicit, foeminae autem usque ad nonagessimum.” (In III sent., d. 3, q. 5, à. 2.) 
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autores en el decurso de los siglos. En la sección décima establece, como 
consecuencia de lo dicho, la incertidumbre del momento en que el alma 
racional es creada por Dios y comienza a informar el cuerpo para el que 
ha sido destinada. Esta incertidumbre. es confirmada con tres clases de 
argumentos: escriturísticos, patrísticos y de razón (48). Finalmente, en 
la sección undécima está la prueba directa de la tesis, a la que sigue en las 
sección décimotercera y décimocuarta la respuesta a la objeción que el 
mismo FIORENTINI se formula en la sección duodécima, sacada principal- 
mente de la práctica contraria en la Iglesia. 

Tal apareció en la edición primera y en la segunda (ésta en. 1666, en 
Lucca); más tarde, y por razones que en su lugar sefialaremos, a esta ünica 
"Disputatio" siguieron otras tres, destinadas a ilustrar mejor el pensa- 
miento del autor y a dar una respuesta satisfactoria a las muchas objecio- 
nes que le habían sido formuladas. 

La tesis establecida por FIORENTINI, como ya queda indicado, y que es 
el punto central alrededor del cual gira toda la obra, es un enunciado de 
la obligación de bautizar bajo condición a todos los fetos abortivos, de 
cuya muerte no consta con certeza, y aunque.no hayan llegado a la orga- 
nización corporal tradicionalmente exigida. ; Cómo lo prueba? 

El plan adoptado por FronENTINI es sencillo y lógico. Supuesta la ín- 
tima conexión existente entre la tesis del bautismo de estos frutos abor- 
tivos y la cuestión de su animación racional, era natural que ya desde un 
principio dedicase, como de hecho hace, a esta segunda parte del problema 
la debida atención. 

Este problema, que por algün tiempo había parecido t tener una solución 
satisfactoria y decisiva en la Escolástica, ahora, consideradas las nuevas 
tendencias que los datos científicos parecían confirmar, volvía a ser objeto 
de viva discusión, y las soluciones, desde la de los Escolásticos, que seña- 
laban el cuatrigésimo día como fecha de entrada del alma racional en el 
` cuerpo, hasta la de los que, como FyeEns, querían que ésta tuviese lugar 
a los tres días de la fecundación, o en el mismo momento de ella, según 
explicaba Zaccuta, con la nutrida serie intermedia de pareceres, sólo con- 
venían en un punto, a saber: en hacer más incierto ese mismo momento 
que pretendían determinar; y esta incertidumbre, que por lo demás que. 
daba confirmada, según FronENTINI, por la Escritura, los Santos Padres 
y por la razón, será la base sobre que se apoyará la argumentación en favor 
de la tesis mencionada. 


(48) FIORENTINI, O. C., sec. X, n. 1: “Ultima igitur et sexta sententia erit, quae ex su- 
pradictis omnibus necessario colligitur, nimirum, incertum esse et valde dubium tempus illud 
praecise, quo anima rationalis a Deo creatur et infunditur in corpus.” 


OB dee 


EL PROBLEMA DEL BAUTISMO DE LOS FETOS ABORTIVOS INFORMES 


En efecto; si es incierto el momento en que el alma racional comienza 
a informar al cuerpo; si tan probable es que la unión de estas dos substan- 
cias se realice a los cuarenta días, como a los seis o a los cinco o a las pocas 
horas de la fecundación, ¿por qué negarles a esos seres el bautismo, cual- 
quiera que sea el tiempo en que vienen a luz? Si es probable que dentro 
de esos cuerpos informes alienta un alma espiritual, muerta, por tanto, a la 
luz, ¿por qué no vivificarla con el agua de la regeneración espiritual? La ca- 
ridad lo exige y el bien eterno del hombre impone la obligación de abrazar 
en este caso la parte más segura, sin que a ello se oponga la reverencia 
debida al Sacramento, que queda salvada por la condición empleada. 

De este modo raciocina FIORENTINI, y por este camino va toda su ar- 
gumentación, que, como ya hizo observar el P. DE ALBERTI, profesor a la 
sazón en el Colegio Romano, conserva toda su fuerza, aun er el caso de la 
duda negativa (49). En la imposibilidad de transcribir íntegros los argu- 
mentos propuestos por el autor, nos limitaremos a un breve resumen de los 
mismos 


1.2 "Quilibet tenetur saltem ex obligatione charitatis, etiam cum ` periculo 
propriae vitae corporalis, subvenire proximo extreme periclitanti, quoad animae 
salutem; quam doctrinam tradunt omnes theologi tum scholastici tum morales... 
Sed in nostro casu, si in foetu existat anima rationalis et non baptizetur infans 
sub praedicta condicione, periclitatur anima inevitabiliter propter peccatum ori- 
Hu contractum in unione ilius cum corpore; ergo quilibet tenetur baptiza- 

e 60). 

2.” "Secundo, o eso ue hic et nunc, non temere, sed cum fundamento 
formidare potes, quod tua culpa et omissione, anima proximi aeternam damna- 
tionem incurrat, teneris illi subvenire de opportuno remedio; sed excluso de utero 
matris abortu potes, ut patet ex dictis, prudenter et non temere suspiccari, quod 
ibi anima rationalis existat, certissime damnanda nisi baptizes; ergo iam teneris 
dubium morale admittere, et iudicium praedictum formare de adniinistratione Bap- 
tismi, et cum huiusmodi remedio, tibi tam facili illique: omnino *necessario, sub- 
venire" (51). 

3. “Tertio, quando moribundus, absente confessario, petiit, confessionem, et 
postea sensibus destitutus est, potest, imo debet absolvi a confessario supervenien- 
te, cui.per alios desiderium huiusmodi confessionis innotuit; quod si, stante tali 
testimonio, sacerdos adhuc dubitet, an scilicet infirmus habeat sufficientem. dispo- 
sitionem, tenetur illum sub condicione absolvere... etiamsi confessarius sit ex illo- 
rum auctorum sententia qui dicunt, non posse absolvi moribundus, qui saltem 
unum peccatum in specie non dixit, et ratio est, quid ad minus sententia contraria 
propter. auctoritatem est extrinsece probabilis, ac proinde talis, ut eam. possit 
"sacerdos amplecti tuta conscientia ; quoties autem potest absque gravi incommodo 
"subvenire proximo graviter periclitanti circa aeternam salutem, ad" id tenetur. 


(49) FIORENTINI, O. C., sec. XI, n. 8; DE ALBERTI, S. J, en "Analecta Juris Pontificii”, V. 
1861, col. 1.120. | > 
(50) FIORENTINI, O. ¢., d. 1, sec. XI, nn. 2-3. 
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Ergo. Imo etiamsi moribundus nulla signa contritionis ostenderit neque deside- 
rium confessionis declaraverit, si christiane vixerit et Sacramenta frequentaverit, 
absolvi posse sub condicione docuerunt antea (aquí cita algunos autores) ... Cur 
ergo puerulum omnibus operationibus destitutum, quem tamen vivere et esse Bap- 
timi capacem prudenter dubitas, baptizare negabis?" (52). 

4. “Ultimo probatur principaliter nostra sententia, quia etiamsi saltem prop- 
ter quorumdan , medicorum auctoritatem et fere universalem consuetudinem obs- 
treticum non baptizandi huiusmodi foetus sub condicione, esset probabilis opinio, 
quod ante trigessimum diem non teneamur ministrare Baptismum foetibus abor- 
tivis, tamen quia hoc judicium. probabile non nascitur ex aliqua ratione, sive ut 
loquitur Sánchez, non provenit ex jure, sed ex facto, nimirum si subjectum, cui 
applicandum est medium salutis, sit capax, adhuc probabilis sententia illorum non 
sufficit ad hoc, ut non detur obligatio baptizandi; ergo baptizandus est talis foe- 
tus sub conditione. 

Probatur consequentia: quia, quidquid sit de aliis Sacramentis, an in eorum 
collatione et susceptione liceat sequi sententiam probabilem; in baptismo tamen, 
sacerdotio et episcopatu, propter eorum necessitatem et ad vitandum damnum irre- 
parabile, quod si non ministrentur, consequeretur, debemus quoties fieri potest, 
certum et securum medium adhibere, ut post Sotum, Suárez, Vazquez..., docet 
Sánchez, et novissime Cardinalis Lugo... qui omnes asserunt, tunc in adminis- 
tratione Sacramentorum licere sequi opinionem probabilem et minus tutam, quan- 
do non sit contra praeceptum charitatis et misericordiae respicientis remedium 
necessarium proximi. At vero, quando charitas urget, peccat minister, sequens 
opinionem probabilem, minus tamen tutam, si proximo certa via non succurrat; 
at in casu nostro eliamsi minister sequatur opinionem probabilem illorum medi- 
corum, quia tamen eligit viam minus tutam, hoc est omissionem Baptismi, et ex- 
ponit animam illam, si existat in foetu, certissimo damnationis periculo, peccat; 
ergo datur obligatio baptizandi sub conditione”. (53). 


Como se ve por los fragmentos que acabamos de transcribir, FIOREN- 
TINI pisaba sobre terreno firme y seguro, y no pecaba de exagerado stu 
contemporáneo el dominico P. GEITTER cuando afirmaba del opüsculo que 
estamos examinando que estaba fundado no sobre arena, sino “supra so- 
lidissimam tum auctoritatum tum rationum petram" (54). Y, en realidad, 
los autores posteriores no han tenido que hacer más que seguir el camino 
trazado por FIORENTINI. d | 


No podia, empero, ocultársele al autor el contraste existente entre su po- 
sición y la práctica hasta entonces seguida en la Iglesia, la cual ni en su le- 
gislación ni en sus rituales había hecho mención del bautismo de los dichos 


(De) DO 

(53) MDs, MOC. Net DOO ; ; ; 

(54) Védse “Analecta juris pontificii”, 1. c., col. 1.121. De un modo semejante se expresaba 
el jesuíta BASSANI: “... licet quaestionem contineat a theologis:tum scholasticis quam mo- 
ralibus non agitatam, eam tamen singulari eruditione sacra et profana ita sapienter contextam 
tantoque auctoritatis et rationum pondere communitam proponit ac dissolvit, ut si qua inter 
opiniones de re morali valde dubia’ et obscura supremum probabilitatis gradum attigit, hanc 
de ministrando baptismo humanis foetibus abortivis opinionem auctoris sui solertia et ingenio 
illum feliciter attigisse non dubitem " (*Analecta juris pontificii”, 1. e). 
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abortivos. ; Cómo, pues, podía este silencio conciliarse con la nueva prácti- 
ca por él propuesta y defendida? ¿Habría que decir que la Iglesia había 
descuidado a esta parte de almas confiadas a su maternal solicitud? ¿No 
sería más prudente tener por infundada e inadmisible la pretendida inno- 
vación? (55). 

El autor se ha esforzado por dar una respuesta satisfactoria a la difi- 
cultad ; pero debemos confesar, que la solución, a pesar de la buena volun- 
tad de FIORENTINI, no deja de ser muy deficiente. En vez de afrontarla, la 
rehuye, “apelando, como muy bien observa Lanza, a las normas generales 
de la Iglesia” (56) acerca del bautismo de los niños, especialmente en peli- 
gro de muerte, 

Prescindiendo del hecho, de que los textos alegados por el autor para 
resolver la dificultad, no hablan de los fetos en cuestión, sino en general de 
los niños que al nacer corren peligro de muerte, o de los catecúmenos, que 
por la misma razón debían ser bautizados cuanto antes, sin aguardar a las 
fiestas de las dos Pascuas (57), la respuesta, además, deja intacta la difi- 
cultad, por cuanto no explica el hecho en que ésta estriba. 

Este hecho, a nuestro parecer, no tiene otra explicación que la siguien- 
te. Por diversas causas habíase llegado a la certeza moral de que el feto hu- 
mano que no posee un determinado grado de organización corporal (y en 
concreto, que no hubiese llegado a los cuarenta días de la gestación) no era 
todavía una persona humana, toda vez que el alma racional, como forma 
que es del cuerpo, parecía exigir ese determinado grado de organización 
como condición previa indispensable. De aquí la explicación dada comun- 
mente por los autores de la Edad Media y por muchos posteriores del he- 
cho de la Encarnación, a fin de poder decir que la unión hipostática tuvo su 
actuación en el mismo momento de la Encarnacion, Ahora bien, si el fruto. 
humano en el estadio de informe no era más que un hombre in potentia, y 
no in actu (58), lógicamente se seguía que en un tal sujeto no había capa- 


(55) “A nonnullis, escribe FIORENTINI, quorum apud me multum valet auctoritas, opponitur 
quoniam in re tam gravi non est verisimile, universam Ecclesiam, quae Spiritus Sancti regi- 
mine gubernatur, neque sub eo errare permittitur, tanto tempore desidem füisse, et noh or- 
dinasse remedium adeo necessarium pro animabus abortivorum. Imo tot sapientissimos et 
doctissimos viros, qui semper in Ecclesia Dei praefuerunt, numquam vidisse tam ingens ani- 
marum discrimen; et si praeviderunt, ob solam philosophorum sententiam stetisse, quin par- 
vulorum parentes et parochos admonuerint, ut abortivos sub condtione baptizarent” (0. C., 
Er Mendo: 

(56) LANZA, O. C., pág. 150. . 

(57) Pueden verse los textos en FIORENTINI, O. C., sec. 13. 

(58) Esta distinción tuvo, como es sabido, gran aplicación en punto de aborto no sólo en 
su aspecto penal, sino también en el moral; segün esto, el aborto voluntario de un fruto in- 
animado o, lo que es lo mismo, informe, inorganizado, antes de los cuarenta días..., aunque 
incluía un reato grave, no era, sin embargo y propiamente hablando, un Deu era, si 
se quiere, un “homicidio futuro", por cuanto se mata el germen de un “futuro” hombre. 
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cidad actual para el bautismo; y, por consiguiente, muy lógica era la omi- 
sión del mismo, como lógico era el silencio de la Iglesia en, este punto. 
Cambiado, pero, el estado de la cuestión por la probabilidad de una exis- 
tencia racional debajo de un feto informe, debía también varias, en cierto 
modo, la actitud de la Iglesia, en el sentido de declarar el principio general 
de que todo hombre debe ser bautizado, extendiéndolo al caso particular del 
feto informe. En lo cual, sin embargo, no: debe verse una contradicción, 
porque la linea de conducta por parte de la Iglesia, en ambos casos, es la 
misma. La que propiamente ha variado ha sido la ciencia natural, que ahora 
reconoce como “probable” persona humana, al mismo ser a quien antes ne- 
gaba rotundamente esta dignidad. 
De lo cual se sigue, que tampoco podrá acusarse a la Iglesia de negligen- 
cia en procurar el bien eterno de esos frutos informes, porque no toca a 
ella el determinar dónde y cuándo un ser es persona humana (lo cual es de 
la competencia de las ciencias naturales), sino solamente cuidar del bien de 
aquellos seres que la ciencia da como personas humanas. Y esto lo hizo la 
Iglesia, como lo demuestra toda su legislación. 
No es menester, para justificar la conducta de la Iglesia respecto del: 
bautismo en nuestro caso particular, apelar, como hace FIORENTINI, a las 
prescripciones generales, que, por lo ya dicho, nada prueban. La oposición 
por tanto, entre la tesis de FIORENTINI y la práctica de'la Iglesia, más que 
real, era aparente. | 
Del estudio histórico-teorético del problema de la infusión del alma ra- 
cional claramente se deduce, que es dudoso si el principio intrinseco del cual 
procede la vida, cuyas manifestaciones se observan en el embrión ya desde 
los primeros días de su existencia, y por tanto aun en el estadio de informe, 
.es el alma vegetativa, o la sensitiva, o mas bien la racional. Cada una de 


Así se entienden las rórmulas constantemente empleadas en los Penitenciales: *... si quae mu- 
lier postquam. concepit, occidit filium suum in utero ante XL dies, annum I poeniteat, si posl 
quadraginta, ut homicida judicetur" (Paenitent. Cassinense). Un tal modo de pensar y de juzgar 
perseveró, y lo encontramos aün en el siglo XVI, como se verá por el texto siguiente del do- 
minico WicANDTS “Licetne—pregunta—per medicinas vel per alia media procurare abortum, 
maxime pro conservatione vitae humanae? Resp. I: Qui ex malitia impedit ne foetus humanus 
concipiatur, aut conceptus animétur, licet non propie homicida, est tamen quasi talis et mo- 
raliter peccat. Ratio: homicidium proprie est occisio hominis, quando autem non est animatus, 
non est homo; quia tamen semen ad generationem hominis ordinatur, est indirecte occissio 
hominis” (Tribunal Confessariorum et Ordinandorum, Pisauri, 1760, tract. ESS ema 9, nc 2b). 
En este mismo sentido se expresaron otros autores de la época, por ejemplo, además del ya 
citado MOLINA, J. Azor, Institutiones morales, Romae, 1611, part. III, 1. IT, c. IV. Luco, Disputa- 
tiones scholasticae, disput. X, sect. 5, n. 130. No es menester decir que esta distinción en or- 
den al reato moral hoy está totalmente abandonada, ni tiene ya razón de ser, siendo claro que 
todo atentado contra la vida del más pequefio embrión es una violación directa del quinto 
precepto del Decálogo, como repetidas veces en estos últimos liempos han de nuevo aflrmado 
y proclamado los RR. Pontíflces, y ültimamente Pío XII en el discurso pronunciado ante los 
miembros de la Unione Italiana Médico-Biológica “San Luca” (“L'Osservatore Romano”, lu- 
nedi-martedi, 13-14 novembre 1944). dile 
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estas tres hipótesis tiene su probabilidad. Relacionando este hecho con la 
doctrina sacramentaria, y en particular con la necesidad del Bautismo para 
la salvación, brota espontáneamente una consecuencia: que, pospuestas todas 
las teoréticas discusiones, sean bautizados condicionalmente todos esos fru- 
tos (59). Consecuencia, que por su misma espontaneidad, nadie, a nuestro 
parecer, podrá tachar de inexacta o errónea. Por una parte está plenamente 
conforme con la doctrina común de los autores, esto es, con la obligación 
de adoptar las opiniones más seguras (no decimos, más probables) siempre 
que entra en juego la salvación eterna del hombre (60), y, por otra, adminis- 
trando el Sacramento con la condición “si eres capaz” se salva suficiente- 
mente la reverencia debida al mismo. Luego todo fruto de mujer, de cuya 
muerte no conste con certeza, y en el que aparezcan los primeros indicios 
de una vida humana, es, según se desprende de todo el raciocinio de Fro- 
RENTINI, sujeto apto, y, por consiguiente, también necesario del bautismo 
condicionado. 


6. Aqui podríamos preguntar: ¿cómo enjuició la opinión pública de su 
tiempo la obra de FIORENTINI? La respuesta a esta pregunta es sencilla: 
mientras unos la encomiaban como a un verdadero progreso, otros la mi- 
raban con recelo. 


FIORENTINI tuvo, en realidad, la satisfacción de: ver que su obra era 
bien recibida por las más célebres Universidades de Europa y por hombres 
de indiscutible valor científico, los cuales, atendiendo, más que a la nove- 
dad de la conclusión, al valor intrínseco de la obra, y a la fuerza de los ar- 
gumentos le dieron su voto favorable, declarándola suficientemente proba- 
da y fundada para ser tenida por probable. 

El mismo FIORENTINI daba a conocer en las últimas ediciones de su obra 
unas veinte censuras laudatorias, y que pueden verse en "Analecta iuris 
pontificii”, vol. V, col. 1.115 ss. Nosotros nos limitaremos a citar alguna 


.que otra. Quedan ya indicados los testimonios del dominico GEITTER y del 


jesuíta Bassant. También al ya mencionado P. DE ALBERTI, profesor de 
Teología ‘en el Colegio Romano, después de ponderado examen de las ra- 
zones presentadas por el.autor, le parecía "legitime probabilis" la opinión 
de FIORENTINI (61). Y mientras la Facultad teológica de Viena, después 
de meticuloso examen del libro en el que fueron seriamente discutidos los 


(59) FIORENTINI, O. ©., Sec. XI, m. 1. f ME 
(60) San ALFONSO LicorIo escribe: “Non esse licitum in materia fidei, et in omnibus ad 


aeternam salutem necessitate medii spectantibus, sequi opinionem minus probabilem. neque 


- probabiliorem; sed tenemur sequi sententiam tutiorem” Theologian moralis, I, Romae, 1905, 


n. 43). 
(61) Véase “Analecta iuris pontificii”, 1. c., ‘col. 1.120. 
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pro y los contra, declaraba en 1663 que en esta opinion nueva nada habia 
ni contrario a los sagrados canones ni ajeno a la mente de la Iglesia (62), 
en la Soborna, y por mandato de las autoridades académicas, la tesis de 
FIORENTINI era defendida como verdadera en los actos públicos (63), y el 
Colegio de la Merced, de Salamanca, la aceptaba en toda su integridad (64). 


No faltó, sin embargo, la oposición, que, dado el momento histórico en 
que, apareció el libro de FronEwTINI, debía venir necesariamente. Cuando 
éste dió a luz su obra, era todavía comün la teoría aristotélica defendida 
con Sto. ToMÁs y su escuela por los escotistas; la reacción católica contra 
la propaganda de los reformistas luteranos, y el consiguiente apego a la 
tradición, oponían una barrera a toda novedad que directa o indirectamente 
se relacionase con la doctrina católica, los usos de la Tglesia, o el comün sen- 
tir del tiempo (65). Lanzar, pues, en tales circunstancias una teoría, no so- 
lamente nueva y en cierto modo contraria a la tradicional posición de la 
más potente de las escuelas, sino además opuesta a primera vista a la secu- 
lar práctica de la Iglesia, y, podríamos añadir, con ciertas apariencias de un 
menosprecio latente de la Iglesia Romana, que le daban un cierto sabor de 
protestantismo, constituida una inconfesable temeridad, con la seguridad de 
chocar estrepitosamente contra ciertas inteligencias hechas a lo tradicional, 
y, sobre todo, contra el amor de escuela. En cambio, se avenía perfecta- 
mente con las nuevas corrientes contrarias a la Escolástica y a la tradición 


(62) “Disputationem de Ministrando Baptismo sub conditione humanis foetibus abortivo- 
rum, ab adm. Rev. P. H. Florentinio, ... complurium et gravium S. Theologiae Doctorum et 
Professorum judicio submissimus. Ii omnes, praemisso accurato examine, pari suffragio ac 
consensu censuerunt, nihil in eo opusculo vel a Ecclesiae mente, vel a sacrorum canonum 
decretis, vel a morum regula alienum esse; flagrantem insuper doctissimi viri pro salute 


plurimorum collaudarunt praestanti eruditione conspicuum et solidis Theologiae subnixum 
momentis." “Analecta iuris pontificii”, 1. e. ` 


(63) “Librum, cui titulus est “Disputatio de ministrando...” non sine magna voluptate le- 
gimus... necnon in eam, quam explicas thesim “Foetus humanos, quocumque tempore vene- 
rint in lucem a die conceptionis, sub conditione saltem baptizandos esse” diligenter inquisi- 


vimus, illam in publicis exercitationibus sorbonicis... tamquam veram propugnari curavimus...” 
“Analecta iuris pontificii”, 1. c. 


(64) “Absolutissimum censemus opus:.. Patuit ergo, quod latuit; namque dubium pru- 
dens et posse et debere efformari de rationali animatione foetus abortivi, quantumvis mi- 
nimi post illius efformationem citra dubium videtur, serio inspectis quae Rd. P. J. Barbianus 
congessit. Ex quibus subducitur quempiam teneri ad salutarem aquam sub conditione effun- 
dendam supra foetum quamtumvis rudem, incomptum et lineamentis non apparentibus... sa- 


lius est aborsum foetum cum dubio Sacramento decedere, quam sine tanto juvamine perire." 


"Analecta iuris pontificii”, 1. c. i 


(65) Recordemos, por vía de ejemplo, el caso de Galileo Galilei (1564-1643), que si fué 
condenado no lo fué por herejía propiamente dicha, sino, como ha hecho observar ORIO GIAC- 
CHI, profesor de Derecho canónico en la Universidad del Sagrado Corazón de Milán, *per aver 
detto cose nuove, contrastanti con la comune opinione fondata Sopratutto su di una speciale 
fllosofla: Varistotelica. Fu condannato, cioé, per aver urtato, non contro il patrimonio della | 
Fede, ma contro un insieme di opinioni fllosofiche e scientifiche, di origine, fondamento e 


scopi del tutto umani." (Considerazioni giuridiche sui due processi contro Galileo, “Archivio 
di Diritto Ecclesiastico", IV (1942), págs. 311 ss.) : 


E 
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que venian formándose en la Europa del siglo XVII y que debian contribuir 
no poco a la difusión de la tesis de FIORENTINI. 
Dejemos que el mismo FIORENTINI nos dé cuenta de la contradicción 


hecha a su teoría: "Quamvis aliqui non defuerunt viri doctissimi qui exis- 


timaverint vitam abortivorum in prima disputatione tamquam. dubiam. pri- 
mis diebus propositam et explicatam, me ita probasse, ut ipsa veritatis po- 
Hus quam dubii nomen sibi comparaverit; attamen plures alii fuerunt, qui 
minus vere meam huiusmodi intentionem interpretantes, in varios sensus, 
eosque a me alienos, distraxerunt" (66). Y ya en el vestíbulo de la “Dispu- 
tatio" o parte segunda nos había presentado un elenco de los principales 
reparos hechos a su tesis, y que podemos reducir a tres grupos: 1.”, la tesis 
contiene una innovación en la práctica eclesiástica; 2.”, cede en desprestigio 
de la Iglesia; 3.”, se funda en una doctrina contraria a la de ARISTÓTELES 
y de Sto. Tomás (67). 


Entre los impugnadores de FIORENTINI nos es conocido el nombre de 
VIGILANCIO DE ARCE, contra quien escribió Martin DE 'HOLUBERSO su 
" Responsio apologetica pro sententia H. Fiorentini de baptismo abortivo- 
rum. contra Vigilantium ab Arce", que por decreto de 22 de junio de 1665 
fué puesta en el Indice de libros prohibidos (68). 


Como consecuencia de esta oposición, el opüsculo de FIORENTINI fué 
denunciado a la S. Congregación del Indice, la cual, el 22 de junio de 1665, 
lo prohibió "donec corrigatur" (69). 

¿En qué debía ser corregido? Dos cosas exigía del autor la Sda. Con- 


(66) FIORENTINI, O. C., disput. 2.2, sec. 1, n. 1. ’ 

(67) He aquí cómo las enumera el autor en el prólogo de la segunda parte: “1. Quia 
consuetudo santae Romanae Ecclesiae est, ut foetus abortivi recenter nati, et a primis die- 
bus ab utero matris excussi, nullo modo baptizentur; ergo propositio nullo modo est admit- 
tenda; 2. Quia juxta communem et hucusque receptissimam sententiam foetus humani masculi 
nonnisi quadragessimo die, foeminae vero octogessimo vel nonagessimo die vivit anima ra- 
tionali; ergo foetus humanus abortivus ante hoc tempus nullo modo est baptizandus; 3. Quia 
Ecclesia Romana numquam consuevit baptizare foetus abortivos, nisi eorum corpuscula sint 
et appareant perfecte formata; 4. Quia baptizare abortivos dubios, de quibus nimirum dubi- 
tatur an vivant, est contra stylum S. Romanae Ecclesiae; 5. Quia meae propositionis praxis, 
aut omnino est impossibilis, aut certe valde difflcilis; quoniam in utero mulierum praegnan- 
tium, non tantum veri foetus humani generantur, sed etiam inutilia quaedam germina...; 
quare saepe contingere potest, quod a veris foetibus non dignoscantur, et ita non Sine mag- 
na Sacramenti irreverentia huiusmodi molae aut impuri sanguinis excrementa baptizentur; 
6. Quia haec propositio fundatur in doctrina contraria Aristoteli et Sto. Thomae...; 7. Quia 
iam elapsi sunt 1672 anni ab Incarnatione Domini, et numquam Ecclesia mandavit huiusmodi 
hominis dubios baptizare. Ergo, ne dicamus in re adeo necessaria Sanctam Ecclesiam negli- 
gentem fuisse, neque etiam hoc ‘tempore meae propositionis praxis est inducenda; 8. Quia 
haec propositio, cum ab auctoribus non fuerit hucusque in eorum libris asserta, nulla habet 
speciem probabiiltatis. Ergo non debet inter sententias probabiles recenser; 9. Quia inde- 
cens est Ecclesiae Sacramentum applicari subjecto adeo impuro et spermatico humore res- 
perso, sicuti est foetus abortivus ab utero recens excussus." 

(68) Index librorum prohibitorum, Romae, 1940, en la palab. *Holuberso". 

(69) 0. c., palab. “Florentinius”. 
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eregación, segün nos consta por la declaración que él mismo publicó en las 
posteriores ediciones, y por las modificaciones introducidas en ef opusculo, 
como puede verse en la edición de Lucca de 1666, que fué la aprobada ofi- 
cialmente por la dicha Congregación: lo primero, que se abstuviese de dar 
a su solución carácter de definición y de imponer su práctica bajo pecado; 
lo segundo, que limitase su tesis a los fetos abortivos "im quibus apparent 
lineamen foétus human propria, per quae a mola aliisque frustraneis ge- 
nituris distinguuntur” 


Con religiosa obediencia sometióse FIORENTINI a lo mandado por la 
autoridad eclesiástica, y en 1666 publicaba, como queda dicho, impreso en 
Lucca su opüsculo debidamente corregido, mereciendo que esta segunda 
edición fuese aprobada por decreto de 5 de abril de 1666. 


8. Pero no se contentó FIORENTINI con esta segunda edición. El am- 
biente que se habia formado en torno a su libro, la benévola acogida en 
los círculos científicos de Europa, y la misma intervención de la Sda. Con- 
gregación, cuyas prescripciones afectaban, más que a la doctrina, al modo 
de proponerla, habían halagado al autor, que desde entonces se sintió en 
posesión de una opinión sólidamente probable. 


Así se explica que en 1672 apareciese una nueva edición del libro, pero 
no ya dentro de los limites de una “Disputatio”, sino ampliado con otras | 
tres, cuyo fin principal era declarar con más precisión y confirmar con 
nuevos argumentos aquello mismo que constituia el nücleo de la primera 
parte del libro. Aunque, a decir verdad, eso lo hizo, más que con razones 
o pruebas directas (si bien no quedan excluidas), con la explicación o 
solución de las dificultades que le habían sido propuestas. Por lo demás, 
la obra substancialmente quedó la misma. Presentamos aquí un breve re- 
sumen de las tres nuevas partes. 


La parte o “disputatio” ' segunda (la primera de las tres añadidas), que 
consta de 11 secciones, va toda ella enderezada a la solución de las obje- 
ciones enumeradas al principio, y que. nosotros hemos copiado en la nota 66. 
Adelantado en el prólogo el fin general de esta segunda parte, en la sec- 
ción primera presenta en forma muy sumaria los principales argumentos, 
que en favor de su tesis adujera en la parte primera de la obra; y en la 
segunda, con el fin de poder pasar con más seguridad a la solución de las 
dificultades, se detiene a establecer una sólida base con la declaración de 
los dos siguientes principios: “unum, quod est de fide certum, sed non ad- 
vertitur ab illis, qui ita arguunt (es: decir, sus adversarios), nimirum om- 
nes infantes in genere loquendo, esse baptizandos, et alterum, quod ex 
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primo sequitur, non solum infantes illos, quos certum est vivere humanam 
vitam, esse baptizandos, sed etiam eos, de quibus dubitari prudenter po- 
test, an ita vivant, quos propterea homines dubios sive incertos viruncu- 
los in mea Disputatione I sect. 1.*, n. 17 vocavi" (71). Luego pasa a la so- 
lución de las dificultades, a la cual dedica las secciones 3,"-11.", siendo la 
conclusión final: "Et haec dixisse sufficiat pro solutione eorum quae in 
contrarium objecta fuisse praemeditatus sum. Quibus addo me praedicta 
omnia inteligere de illis tantum foetibus, in quibus ita apparent prima 
humanae vitae lineamenta, ut subjectum baptizandum sit omnino sensibi- 
le, et homo dubius, sub conditione baptizandus, sit sensibiliter talis" (72). 


La bula “Solicitudo omnium ecclesiarum", que sobre la Inmaculada 
Concepción de la Virgen. María publicara Alejandro VII en diciembre 
de 1661 (73), da ocasión a FIORENTINI para insistir en la sentencia fa- 
vorable a la animación inmediata del fruto humano por el alma racional. 
A esto va encaminada la tercera "disputatio". Propuesto el argumento en 
favor de la Concepción Inmaculada de María, escribe: 


“Ut autem clarius appareat quantum favoris et roboris accesserit ex hac Ale- 
xandrina Constitutione illi philosophorum probabili sententiae, quae asserit, hu- 
manum foetum primis diebus esse anima rationali informatum, oportet ut duo 
seorsum examinemus. Primum, est, an tempus, quo foetus SS. Mariae Virginis 
fuit in utero S. Annae Genitricis, usque ad partum, fuerit solum a natura, seu 
naturaliter a Deo ordinatum. Secundum, si fuit naturale, quid de. eiusdem Dei- 
parae prima Conceptione sit juxta Hippocratis et medicorum placita sentiendum: 
si enim inveniemus fuisse naturale et juxta commune naturae et medicinae leges 
regulatum, facile erit inferre, idem esse sentiendum de omnibus alis" (74). 


El examen de estos dos puntos llena las Secciones 3.'-9.' y se cierra 
con un nuevo enunciado de la probabilidad de la opinión favorable inme- 
diata del feto humano (75), que de rechazo viene a confirmar la tesis del 
bautismo de todos los fetos abortivos. 


En la "disputatio" cuarta se limita el autor a hacer un nuevo examen 


(71) FIORENTINI, O. C., disput. II, sec. 2. Las citas de las disput. 2, 3 y 4 las tomamos de 
la edición de 1674, hecha en Lyón. 
Mid. 0. .6:; disput. IL, sec.(11, n.. 4. 

(73) Cf. Magnum Bullarium Romanum, edit. Taurinensis, vol. XVI, págs. 739-742. 

(74) FIORENTINI, ©. C., disput. III, sec. D ad : ot 

(75) FIORENTINI, 0. C., disp. HI, sec. 9, n. 20: *Alterum, quod hic repetitum esse volo, mi- 
norem propositionem mei arguménti hac disputatione 3.2, sect. 1.2, n, 6, propositi, quod ni- 
mirum foetus humanus primis diebus sit animatus, esse adeo veram, et ita probabilem, ut 
sola inter omnes alias sine periculo censurarum, et sine nota absurditatis defendi possit; et 
quia sola potest cum pia sententia de Inmaculata Deiparae Conceptione, quam omnes fere 
celebriores Academiae asserunt, concordare, sequitur non parum illi ponderis et auctoritatis 
ex praecitata Constitutione accessisse." : 
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de algunas de las más principales dificultades ya examinadas en el decurso 
de toda la obra. 


9. El éxito alcanzado y los elogios tributados al autor a raíz de la 
primera edición del opúsculo dicen bien a las claras el mérito de esta obra; 
mérito que se funda primeramente en su misma originalidad, y en segundo 
lugar, en la misma fuerza de argumentación con que. fué estudiada la 
cuestión. Porque, al mérito de la originalidad acompaña otro valor intrin- 
seco y real que hace mucho más apreciable aún la obra. Vasta erudición 
embriológica, histórica y filosófica, juntamente con solidez de doctrina. 
y claridad de exposición, son notas salientes del trabajo de FIORENTINI, 
el cual, si en punto principalmente de embriología es para nuestros días 
anticuado, para la época en que fué escrito constituía una sintesis plena- 
mente conforme con el estado de la ciencia y un perfecto aprovechamiento 
de los datos científicos en orden a su tesis. Eficacia y acierto en la prueba 
directa, es otro elemento que contribuye a hacer más digna de elogio la 
obra, y que confpensa al menos en parte la deficiencia que en la solución 
de las dificultades más de una vez se observa; deficiencia que, a juzgar 

por la insistencia en algunos puntos, no dejó de advertir el mismo autor. 
` Con lo cual ya queda dicho que el valor intrínseco de las tres últimas par- 
tes queda'superado en mucho por el de la primera. 


10, : El opúsculo de FioRENTINI estaba destinado, según frase de 
Mons. LANZA, a imprimir una nueva dirección a la práctica del bautismo 
de los abortivos. Siendo asi, ya se deja entender que la acción de esta obra 
no podía quedar encerrada en los estrechos limites de una solución mera- 
mente personal, ni siquiera podía limitarse a interesar en favor de esos 
frutos recién nacidos, hasta la sazón tan descuidados, las inteligencias de 
su tiempo; de haber sucedido así, muy pronto el olvido hubiera seguido 
marchando por el camino tradicional. Pero no debía ser así; y la semilla 
sembrada por mano de FIORENTINI produjo un fruto mucho más abun- 


dante y duradero, como nos lo dirá un sumario recorrido de los siglos 
posteriores. 


Por lo que se refiere al período inmediato a FIORENTINI, que va hasta 
la primera mitad del siglo XIX, como quiera que por las mismas circuns- 
tancias politicas del tiempo, no era éste el período más apto para un ver- 
dadero e interno progreso, la disciplina bautismal de que tratamos per- 
maneció en la misma condición en que la dejara FIORENTINI, con la sola 


diferencia de una mayor difusión, ya que la solución fiorentiniana llegó 
a ser la comün entre los autores. 
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La nueva teoria de ZACCHIA, en parte por su valor intrínseco, en parte 
favorecida por las teorías preformistas, tän en boga en el siglo XVIII (76), 
y también no poco por cierto espíritu de novedad, iba haciendo nuevos 
adeptos y conquistando nuevas simpatías, de modo que a la distancia de 
menos de un siglo de su muerte, la mayoría de los médicos, según nos 
refiere ALBERTI (77), y sabemos por el testimonio de PICHLER, EIBEL y 
CANGIAMILA (78), la consideraban como la más probable, cuando no como 


_la única verdadera; y no eran solos los médicos; otros también reconocían. 


la sólida probabilidad de la solución dada al problema: RONCAGLIA, PLAZ- 
ZA, A. NATAL, CANGIAMILA, HERVÁS PANDURO, son nombres bien cono- 
cidos (70). 

El creciente prestigio de esta teoría necesariamente debía influir en la 
otra cuestión relacionada del bautismo, autorizando y reforzando la solu- 


ción dada por FIORENTINI; y así se explica que esta solución, tan discu- 


tida en un principio, se fuese imponiendo poco a poco hasta llegar a una 
plena hegemonía: fué, en efecto, la práctica recomendada por la casi to- 
talidad de los autores posteriores a FIORENTINI; de manera que el caso de 
BARENSTUBER (+ 1726), HoLzMAN (t 1748), TourNELY (t 1770) y de al! 
gún otro autor, que riegaban en absoluto a los fetos abortivos informes la 
capacidad para el bautismo aun condicionado (80), más que una tendencia 


„general constituía una excepción en la conducta comúnmente seguida por 


los autores de su tiempo, los cuales, repetimos, aceptaron como más fa- 
vorable y más segura, y muchos como la más probada y mejor fundada, 
la norma trazada por FIORENTINI. 


(GON. RADE; On iC. T, cap. IX; SINGER, O. C., Cap. XIII; ROSTAND,.O. C., caps. VI-VIII. 
(77) ALBERTI, Systhema Jurisprudentiae Medicae, 1721, part. dogm., cap. VI, art. 3. 
(78) PICHLER, Summa Jurisprudentiae Sacrae Universae seu Jus Canonicum, 1758, 1. VI, 


-t XII, a. I, n. 6; EBEL, Theologia Moralis, 1733, conf. 19, p. 493; CANGIAMILA, Embryologia Sa- 


era, Panormi, 1758, 1758, l. I, cap. XI, n. 25. : 

(79) RONCAGLIA, Universa Theologia Moralis, 1740, De Baptismo, cap. IV, q.-4; A. NATALIS, 
Theologia Dogmatico-Moralis, II, 1772, 1. IV, cap. VI, art. 6, res. 13; HERVÁS PANDURO, Storia 
della vita dell'uomo, 1785, 1. I, cap. II, págs. 40-41, y en la edición española hecha por el 
mismo autor, Historia de la vida del hombre, Madrid, 1789, 1. I, cap. II, págs. 50-53; PLAZZA, 
Causa Immaculatae Conceptionis, SS. Matris Dei Mariae Dominae Nostrae, Coloniae 1751, act. 3, 
a. 2: “Nullum ergo designari potest commodius momentum, quo rationalis animg in fetum 
infundi dictur, nisi illud quo primum fetus vivere incipit, etsi nondum vitae sentientis, aut 
intelligentis functiones obige tunc possit." 

(80) L. BABENSTUBER, Ethica supernaturalis seu Cursus Theologiae Moralis, II, Augustae 
Vind., 1718, t. V, d. 6, a. 1, m. 9: “Non me latet esse medicos, qui putant foetum in primo 
instanti statim, quo concipitur, animari anima rationali, vel saltem. adhuc prima vel secunda 
vel ad summum tertia die. Verum utrique huic sententiae vix aliquid probabilitatis tribui po- 
test. Tum quia contra torrentem Doctorum, tum quia ex Sacra Scriptura etiam colligitur, 
foetum non statim animari, sed tum primum, quando formatus est. Non igitur foetus anima- 


.tur, antequam sit formatus, quod flt diebus prius memoratis [es decir, a los 40 u 80]. Ez quo 


ANN V 


eliam obiter colligitur, foetum paucorum dierum mon esse baptizandum, etiam sub conditio- 
ne: cum moraliter certum sit, nondum animari anima rationali.” HOLZMANN, Theologia Moralis, 
II, Campidoniae, 1737, t. II, d. 5, c. I, a. 4, n. 598; TOURNELY, Theologia Moralis, IV, Venetiis, 


1749, de Baptismo, cap. VII. 


Eo = 


GLEMENTE PUJOL, S. I. 


Séanos permitido hacer una brevísima indicación sobre este punto. 
Comenzando por el jesuita JUAN DE CARDENAS (+ 1684), que en su Crisis 
Theologica (81), según nos refiere el mismo FIORENTINI (82), habia juz- 
gado su práctica no sólo como probable, sino además como "doctissime et 
soliddissime probatam", otros insignes y conocidos escritores, como LA- 
CROIX, MAZZOTTA, SrRuGGL, Voit, S. ALEONSO LIGORIO y otros, ademas 
de los ya citados (83), al aceptaron plenamente, aun cuando algunos de 
ellos en la otra cuestión de la infusión del alma racional tal vez continua- 
ban con la doctrina tradicional, como sucede, por ejemplo, con. STRGGL 
v SAN ALFONSO. Por consiguiente, la tesis de estos autores en cuanto a la 
práctica era formulada según el modo de hablar adoptado ya por CARDE- 
nas: "Quilibet foetus abortivus, licet imperfectissime figuratus, sub con- 
dictione baptizandus est" (84). ] 

‘ No creemos necesario tener que aducir aqui textos de los autores, que, 
segün acabamos de decir, se van repitiendo unos a otros y copian muchas 
veces casi literalmente las palabras ya citadas del español CARDENAS. 


No queremos terminar el estudio de este período sin primero hacer una 
sencilla observación. Una intervención de la autoridad eclesiástica, espe- 
cialmente de la Santa Sede, se echa de menos en todo el período que va 
desde el 5 de abril de 1666, fecha en que la Congregación del Indice permi- 
tió el opúsculo de FIORENTINI, hasta la mitad del siglo XIX. La respuesta . 
dada por el Santo Oficio el día 5 de abril de 1713 a una consulta de la 
Propaganda Fide, además de que estaba redactada en términos muy vagos, 
dejaba la cuestión en el mismo estado, en que la dejara el antes mencionado. 
decreto de 5 de abril de 1666. Otra ocasión muy oportuna para una inter- 
vención directa de la S. Sede la ofrecía la nueva edición del Ritual Roma- 


no hecha por Benedicto XIV en 1752: ninguna modificación, sin embargo, 
fué introducida, 


«CLEMENTE PUJOL, S. L 


Profesor del Pontificio Instituto Oriental 


(81) J. CARDENAS, Crisis Theologica, Venetiis, 1700, t. I, d. 14, C. III. 
(82) FIORENTINI, O. C., disp. II, sec. 10, n. 6. : G 
' (83) Lacrorx, Theologia Moralis, Ravennae, 1716, 1. VI, p. I, n. 294; N. MAZZOTTA, 'Theo- . 
logia Moralis, Augustae Vind., 1756, t. V,.d. II, c. III; STRUGGL, Theologia Moralis, Viennae, 
1758, De Baptismo, art. 8, n. 7; Vorr, Theologia Moralis, Wirceburgi, 1766, De Baptismo, 


cass. 6, n. 187; S. ALFONSO Licuorio, Theologia Moralis, III, Romae, 1905, n. 124. 
(84) CARDENAS, O. C., l. C. : 
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CONVENÍO ENTRE LA SANTA SEDE 
Y EL GOBIERNO ESPANOL 
PARA LA PROVISION DE BENEFICIOS 
NO CONSISTORIALES 


Artículo 1." La provisión de los beneficios no consistoriales pertenece 
a la Autoridad Eclesiástica, la cual los confiere en conformidad con el Có- 
digo de Derecho Canónico, salvo cuanto, por concesión de la Santa Sede 
en consideración de las tradiciones católicas de España, se dispone en el 
presente Convenio. 

.Art. 2.' Los Ordinarios diocesanos procederán a la provisión de las 
parroquias a tenor del canon 459 y previo concurso general y abierto, de 
acuerdo con el párrafo cuarto de dicho canon. 

Antes de publicar los nombramientos de los Párrocos, los notificarán 
reservadamente al Gobierno para el caso excepcional en que éste tuviera 
que oponer alguna dificultad de carácter político general. 

En caso de divergencia entre el Ordinario y el Gobierno, se acudirá 
a la Santa Sede, la cual, de acuerdo con el Jefe del Estado, tomará la de- - 
cisión que convenga. 

Transcurridos treinta días desde la antedicha comunicación sin que el 
Gobierno haya dado respuesta, su silencio se interpretará en el sentido de 
que no existe objeción alguna, y el nombramiento será publicado sin más. 

- Las disposiciones de este artículo en nada afectarán al régimen de pro- 
visión de curatos de patronato particular. 

Art. 3." $ r.—Cuando se trate de proveer la Dignidad de Dean de los . 
Cabildos metropolitanos y catedrales, el Obispo, después de oír al Cabildo 
sobre los varios candidatos, formará una lista de tres eclesiásticos dignos 
y la enviará al Jefe del Estado, el cual escogerá y presentará a la Santa 
Sede una de las personas que componen la terna, 

$ ?.—La provisión de la Dignidad de Chantre corresponderá siempre 
a la libre colación de la Santa Sede. 


== 72) — 


EL CONVENIO ESPANOL PARA LA PROVISION DE BENEFICIOS NO CONSISTORIALES 


$ 3.—La provisión de las demás Dignidades de los Cabildos metropo- 
litanos y catedrales será efectuada por la Santa Sede, alternativamente: 
a), por libre colación, y b), por presentación previa del Jefe del Estado. 
En este segundo caso se procederá como se indica en el párrafo primero 
del presente artículo. 


$ 4.—Para el nombramiento de Abad de los Cabildos colegiales, el 
Obispo, previa oposición, formará y enviará al Jefe del Estado una lista 
de tres eclesiásticos que hayan sido reputados dignos en dicha oposición. 
El Jefe del Estado escogerá y presentará a la Santa Sede uno de los nom- 
bres comprendidos en la terna. 


$ 5.—Para el nombramiento de Capellán Mayor de las Capillas de los 
Reyes de Toledo, de los Reyes Católicos de Granada y de San Fernando 
de Sevilla, el Jefe del Estado presentará al Obispo un candidato escogido 
de una terna formada al efecto por el mismo Obispo, según lo establecido 
en el párrafo primero de este artículo. 

Art. 4.” Las canonjias de oficio de las Iglesias catedrales y colegiatas 
serán conferidas, previa oposición, efectuándose la elección del candidato 
por el Obispo y el Cabildo. 

Para*ser nombrado Dignidad o Canónigo de Oficio, se necesita poseer 
grado mayor en Filosofía, Teología o Derecho Canónico, o haber desem- 
peñado meritoriamente el ministerio eclesiástico en funciones de gobierno, - 
como Vicario General, Provisor, Secretario de Cámara, o en targo de ma- 
gisterio, como Profesor de Filosofía, Teología o Derecho Canónico. 


Art. 5." $ 1.—Las canonjías simples y los beneficios menores de las 
Iglesias catedrales y colegiatas se proveerán una mitad previa oposición 
y la otra mitad en la forma llamada “de gracia”. Cuando el número de 
las prebendas fuera impar, la unidad sobrante se sumará al grupo de las 
de oposición. En la mitad correspondiente a oposición se entenderán in- 
cluídos los beneficios denominados de oficio. 


$ 2.—Al proveer estos beneficios, el Obispo conserva la facultad de im- 
ponerles, oído el Cabildo, cargas particulares, principalmente de ministerio. 


§ 3.—Bien sea que haya habido oposición o que se proceda en forma 
“de gracia”, las canonjías y los beneficios a que se refiere el párrafo pri- 
mero serán conferidos por el Obispo, alternativamente: a), por libre cola- 
ción, después de haber oído al Cabildo, y b), por presentación previa del 
Jefe del Estado. | 

En este segundo caso, el Jefe del Estado escogerá al candidato. que ha 
de presentar, de una lista de tres eclesiásticos dignos, que el Obispo for- 
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mara a base de los resultados de la oposición, o, después de oír al Cabildo 
sobre los varios candidatos, por su libre designación. 


Art. 6.” $ 1.—Las prebendas del Priorato nullius de Ciudad Real se - 
conferirán de conformidad con su régimen tradicional establecido en la 
Bula “Ad Apostolicam" 


§ 2.—Para el nombramiento ‘de Capellanes y Beneficiados menores de 


las Capillas de los Reyes de Toledo, de los Reyes Cátólicos de Granada y 
de San Fernando de Sevilla, se procederá previa presentación del Jefe del 
Estado. La terna de los eclesiásticos, de entre los cuales el Jefe del Estado 
escogerá el nombre que habrá de presentar al Obispo, la hará el mismo 
Obispo, después de oir el parecer del Cabildo y de la respectiva Corpora- 
ción sobre los varios candidatos. 


$ 3.—Los Capellanes, Párrocos y Beneficiados mozárabes serán nom- 
brados segün las constituciones propias de su Cabildo. 


$ 4.—Salvo lo dispuesto en el artículo octavo, las Iglesias colegiatas 
de Santa Maria de Roncesvalles, de San Isidoro de León y la de Gandia, 
lo mismo que las Iglesias magistrales del Sacro Monte y de Alcalá de He- 
nares, conservarán su régimen tradicional. 


$ 5.—Se conservará también el régimen peculiar de conferir las: pre- 
bendas en las colegiatas de patronato particular 


Art. 7." $ 1.—Cuando la provisión de un beneficio haya de hacerse por 
oposición, podrán participar en ella sacerdotes de todas las diócesis espa- 
ñolas, con el consentimiento de los Ordinarios interesados, y se efectuará 
aquélla según las normas que dicte la Santa Sede. 


$ 2.— Cuando la elección del candidato a un beneficio se efectúe previa 
oposición por el Ordinario y el Cabildo, corresponderán en aquélla al Pre- 
lado tres, cuatro o cinco votos, según que el número de capitulares sea de 
dieciséis o menos, de veinte o de más de veinte. 


$ 3.—Cuando la provisión de un beneficio se efectúe previa oposición, 
para el turno en que corresponde al Jefe del Estado la presentación, el 
Ordinario formará la lista de tres eclesiásticos dignos a base de los resul- 
tados de la oposición; pero si no le es posible reunir ese número, podrá 
elevar una lista incompleta, exponiendo el motivo que haya tenido para ello. 


$ 4.—La presentación por parte del Jefe del Estado se efectuará siem- 
pre en plazo de treinta días, a contar desde aquel en que el Ordinario haya 
transmitido al Ministerio competente la terna formada por él. Transcu- 
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rrido dicho plazo sin que se realice la presentación, la provision del bene- 
ficio será considerada como libre. 


$ s—La Autoridad Eclesiástica diocesana. dará comunicación oficial 
al Gobierno de las provisiones efectuadas para los efectos oportunos. 


Art. &^ Quedando firmes los principios generales del Código de De- 
recho Canónico acerca de las reservas pontificias, la Santa Sede consiente 
en que no se apliquen las prescripciones del canon 1.435, $ 1, números 1.°, 
2. y 4.°, cuando, según los términos del presente Convenio, la provisión 
de un beneficio no consistorial tenga lugar previa presentación del Jefe 
del Estado. 

Las provisiones de los beneficios eclesiásticos que quedaren vacantes 
“por resulta”, serán consideradas en todo igual a las otras provisiones 
y, por tanto, se ajustarán a las normas que para cada caso se establecen 
en este Convenio, salvo cuando se haya producido la vacante a consecuencia 
de la provisión de un beneficio no consistorial efectuada por libre colación 
de la Santa Sede, en cuyo caso se aplicarán las normas del Código de De- 
recho Canónico. 


Art, 9.” El Gobierno español conservará las dotaciones señaladas a 
los beneficios objeto del presente Convenio en la cuantía consignada actual- 
mente. , 

Si en el futuro se verificasen cambios notables en las condiciones eco- 
nómicas generales, las dotaciones del Gobierno se acomodarán a la nueva 
situación en medida no inferior al valor real de las asignadas actualmente. 


Art. 10. E] presente Convenio se aplicará a todos los beneficios que 
estén vacantes en el acto de la firma y permanecerá en vigor hasta que 
sus normas sean incorporadas al nuevo Concordato. 

-El Gobierno español renueva, a este propósito, el empeño de observar 
las disposiciones contenidas en los cuatro primeros artículos del Concor- 
dato de 1851 y de no legislar sobre materias mixtas, o que de algún modo 
puedan interesar a la Iglesia, sin previo acuerdo con la Santa Sede. 


Hecho en doble ejemplar. 


Madrid, a dieciséis de julio de mil novecientos cuarenta y seis. 


ALBERTO MARTÍN ARTAJO 


CAYETANO CICOGNANT 
* 
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NUNCIATURA APOSTOLICA 


Madrid 


Madrid, 16 de julio de 1946. 
Excelentísimo señor : 


Con ocasión de la firma del “Convenio para la provisión de beneficios 
no consistoriales”, y con referencia al mismo, estoy autorizado para decla- 
rar a Vuestra Excelencia que la Santa Sede, acogiendo el deseo manifes- 
tado por el Gobierno español, conviene en los cuatro puntos siguientes: 


Primero.—Todas las provisiones de beneficios que, según los términos 
del antedicho Convenio, corresponden a la Santa Sede, devengarán a favor 
de ésta, por cualquier concepto, tan sólo la mitad de los derechos que ge- 
neralmente suelen fijarse en la expedición de las Bulas Apostólicas para 
cada provisión; además, en los casos de presentación del Jefe del Estado, 
la exención de derechos será total. 


Segundo.—Dado el gran número de beneficios sin proveer y la escasez 
de clero en los momentos presentes, los Ordinarios quedan facultados para 
-proceder a la provisión de las vacantes que existan hasta la fecha de la 
firma del mencionado Convenio, sin sujeción a los plazos establecidos en el 
canon 1.432, $ 3, del Código de Derecho Canónico, ateniéndose a las nor- 
mas del mismo Convenio. 


Tercero.—Respecto de las vacantes que en la actualidad existan, el 
turno empezará por el Jefe del Estado. 


Cuarto.—Por lo «que se refiere a la provisión de prebendas del Priorato 
“nullius” de Ciudad Real, la Santa Sede queda en la inteligencia de que 
provisionalmente se aplicarán a dichos beneficios las normas acordadas 
para las demás diócesis españolas en el Convenio que hoy se firma, que- 
dando subsistente para en su día lo concedido y establecido en la Bula 
“Ad Apostolicam”. ? 

Con este motivo me honro en reiterar a Vuestra Excelencia las segu- 
ridades de mi más alta consideración.—Cayetano Cicognani (firmado). 

Su Excelencia el doctor Alberto Martín Artajo, Ministro de Asuntos 


Exteriores. Wi ns 
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MINISTERIO DE ASUNTOS EXTERIORES 
Madrid, 16 de julio de 1946. 
Excelentisimo senor: 


Muy sefior mio: Tengo la honra de acusar recibo de la nota de Vues- 
tra Excelencia, de fecha de hoy, en la que, con ocasión de la firma del 
“Convenio para la provisión de beneficios no consistoriales”, declara en 
nombre de la Santa Sede: 

Primero.—Que todas las provisiones Tje beneficios que, según los tér- 
minos del antedicho Convenio, corresponden a la Santa Sede devengarán 
a favor de ésta, por cualquier concepto, tan sólo la mitad de los derechos 
que generalmente suelen fijarse en la expedición de las -Bulas Apostólicas 
para cada provisión; además, en los casos de presentación del Jefe del 
Estado, la exención de derechos será total; segundo, que, dado el gran 
nümero de beneficios sin proveer y la escásez de clero en los momentos 
presentes, los Ordinarios quedan facultados para proceder a la provisión 
de las vacantes que existan hasta la fecha de la firma del mencionado Con- 
venio, sin sujeción a los plazos establecidos en el canon 1.432, § 3, del 
Código de Derecho Canónico, ateniéndose a las normas del mencionado 
Convenio; tercero, que respecto de las vacantes que en la actualidad exis- 
tan, el turno empezará por el Jefe del Estado, y cuarto, que, por lo que se 
refiere a la provisión de prebendas del Priorato "nullus" de Ciudad Real, 
la Santa Sede queda en la inteligencia de que provisionalmente se aplica- 
rán a dichos beneficios las normas acordadas para las demás diócesis espa- 
ñolas en el Convenio que hoy se firma, quedando subsistente para en su 
dia lo concedido y establecido en la Bula “Ad Apostolicam" ig 

Por mi parte, en nombre del Estado, me complazco en comunicar a 
Vuestra Excelencia que, de conformidad con lo esfablecido en el articu- 
io 9.” del Convenio de referencia, el Gobierno español (de acuerdo con la 
Santa Sede) procederá al reajuste de las dotaciones concedidas en 1941, 
1942, 1944 y 1945, estimando que el texto del citado artículo no excluye 
que se estudie, si procede desde ahora y en qué grado, la revisión de al- 
gunas de dichas dotaciones por lo que se refiere a los beneficios de que se 
trata en el presente Convenio. 

Aprovecho esta oportunidad para reiterar a Vuestra Excelencia las se- 
guridades de mi más alta consideración. 

Firmado: Alberto Martín Artajo. 

A Su Excelencia monseñor Cayetano Cicognani. 
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El dia 16 de julio próximo pasado, festividad de la Virgen del Car- 
men, tuvo lugar en el Ministerio de Asuntos Exteriores de Madrid la fir- 
ma de un Convenio entre la Santa Sede y el Gobierno espafiol para la pro- 
visión de beneficios no consistoriales (1). 

No es éste el primer Convenio celebrado por el Gobierno espafiol con 
ia Santa Sede; más bien se puede decir que este de ahora viene a ser la 
continuación y el complemento del Convenio de 7 de junio de 1942 (2) 
acerca del modo de ejercicio del privilegio de presentación, en cuanto que 
en aquél se contiene en un sentido lógico y jurídico el origen y el punto de 
arranque de este otro. 

En efecto, deciase alli: 


"En lo relativo a la provisión de los beneficios no consistoriales, en el mismo 
momento de la firma de este Convenio se iniciará la oportuna negociación para 
concluir otro en el que se establezcan las normas para su provisión. 

La Iglesia, a la que por derecho propio y nativo corresponde la provisión in- 
cluso de aquellos beneficios no consistoriales sobre los que el Rey de Espana go- 
zaba de particulares privilegios, está dispuesta, no obstante, a hacer también al- 
gunas concesiones en este punto al Gobierno español” (punto 7). 


Quizá a primera vista pueda parecer demasiado largo el plazo—un quin- 
d . . . * 
quenio—Qque separa al segundo Convenio del primero; pero, si se consi- 
deran las circunstancias bien terribles del mundo en este período, se en- 
'contrará que no ha sido nunca el tiempo de guerra, y con mayor motivo 
el de una guerra tan universal como la pasada, que ha envuelto y arras- 
trado en su vorágine a todo el mundo, ocasión propicia para concertar 
acuerdos pacíficos, ni siquiera concordatos; y quien se tome la molestia de 
repasar los acontecimientos de estos seis años hallará asimismo que, entre 
el Convenio. de 7 de junio de 1941 y el de 16 de julio de 1946, la Santa 
a) “Ministerio de Asuntos Exteriores.—Convenio de 16 de julio de 1946 entre la Santa 
- Sede y el Gobierno español para la provisión de beneflcios no consistoriales"; así reza el título 
“con que se inserta en el Boletín Oficial del Estado de 18 de julio de 1946, n. 199, p. lo 
(2) “Gobierno de la Nación. —Convenio entre el Gobierno español y la Santa Sede acerca 
del modo de ejercicio del privilegio de presentación”, era su título en el Boletín Oficial del 


] [ juni — postolicae Ds (AeA S be 9 
Estado de 17 de junio de 1941, n. 168, p. 4.401.—En Acta Apostolicae Sedis ( S.) 
(1941), p. 480-481, se publicó con el título de *Conventio inter. S. Sedem et Gubernium His- 


panicum”. 
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Sede no ha estipulado ningún acuerdo o convenio con un país cualquiera 
en Europa o fuera de Europa, y verá que en el Acta Apostolicae Sedis no 
se contiene ningún otro Convenio entre los dos celebrados con el Gobierno 
espafiol en 1941 y 1946, respectivamente. 

Por las.dos razones apuntadas, histórica la una y juridica la otra, se 
comprenderá sin más por qué llamamos al Convenio actual continuación 
. y complemento lógico y jurídico del Convenio primero. 

Ambos a dos ostentan la misma denominación de Convento, o sea que 
no es este segundo, como no lo era tampoco el primero, un Concordato 
propiamente dicho ni por su contenido ni por su forma, No lo es por su 
contenido porque los Convenios de que nos ocupamos se caracterizan por 
lo parcial de su contenido, mientras que el Concórdato pretende ser un or- 
denamiento jurídico de conjunto, ordenamiento más o menos extenso, se- 
gün los casos, pero que intenta siempre regular la totalidad de relaciones 
entre la Iglesia y el Estado para un tiempo y un pais determinados; y no 
es tampoco un Concordato por la forma, en cuanto que la de estos Con- 
venios resulta menos solemne en sí misma y aligerada, además, de ciertos 
requisitos, como la aprobación y ratificación posteriores, que generalmente 
son necesarios en aquellos otros tratados más solemnes. Pero, sin embar- 
go, de no ser estos Convenios un Concordato, sí se puede decir que juntos 
ambos integran un capitulo—el de la organización personal de la Jerar- 
quia—de los más importantes por cierto de los Concordatos y de los que 
mayor nümero de dificultades prácticas suelen ofrecer en casi todos los 
Concordatos de todos los tiempos. 

Esta clase de Convenios o acuerdos menos solemnes que los Concor- 
Gatos ordinariamente son concluídos por el Nuncio de Su Santidad y e! 
Ministro de Asuntos Exteriores, quienes ponen al pie de los documentos 
sus firmas sin hacer en ellos mención del Romano Pontífice o del Jefe del 
Estado ni tampoco de las personas que han intervenido en su negociación, 
comenzando simplemente con el texto convenido. 

Mas el que los Convenios en cuestión no sean Concordatos propiamen- 
te tales no autoriza a confundirlos con lo que en Derecho internacional se 
denomina "modus vivendi", pues lo propio del “modus” consiste en ser un 
acuerdo más o menos amplio, importante y urgente siempre, pero arreglo 
interino y provisional, en tanto se llega a concertar un acuerdo definiti- 
vo (3); y estos Convenios nuestros constituyen, sí, acuerdos parciales, pero 
no contienen reglamentaciones provisionales o transitorias, sino reglamen- 
taciones definitivas de las respectivas materias, tanto que uno y otro pre- 


(3) H. WAGNON, Concordals et droit international (Gembloux, 1935), p. 145-152. 


— 730 — 


f 


EL CONVENIO ESPAÑOL PARA LA PROVISION DE BENEFICIOS NO CONSISTORIALES 


vén y prescriben expresamente la incorporación de sus normas al nuevo 
Concordato. 

Por lo demás, el nombre no hace demasiado al caso, ya que concorda- 
to, tratado, acuerdo y convenio se emplean indistintamente, tanto en el De- 
recho internacional como en Derecho concordatario; y, en cuanto al valor 
jurídico obligatorio para las partes contratantes es sustancialmente el mis- 
mo para unos y otros, tratados. Sí añadiremos, con todo, para la justa idea 
de estos Convenios nuestros que si el de ahora se ha publicado, como se 
publicó el de 1941, en el Boletín Oficial del Estado, inmediatamente des- 
pués de la firma, ello se debe, además de lo dicho, a que nuestro ordena- 
miento jurídico solamente prescribe la intervención del Consejo de Estado 
para los Concordatos y los Tratados internacionales (4); de modo que en 
los Convenios distintos de aquéllos no es necesaria esa intervención para 
su inmediata entrada en vigor. i 


ORIGEN Y PUNTO DE PARTIDA DEL CONVENIO PRESENTE 


El Convenio de 7 de junio de 1941, como elaborado en el clima que 
siguió al término de la guerra civil española, y, por eso, grandemente in- 
fluido por la rectificación de la politica sectaria y antirreligiosa que abarca 
el período de 1931 a 1936, rehuía deliberadamente y evitaba con un cui- 
dado sumo la cuestión de la vigencia jurídica del Concordato de 1851; -` 
por eso, habría de parecer ocioso que hoy, al cabo de un quinquenio, tra- 
táramos de descubrir en el Convenio actual la solución, ni aun siquiera 
argumentos en pro o en contra, de una cuestión que dejó ya de ser pro- 
blema, en cuanto que ha sido ampliamente superada y rebasada por un 
doble hecho: de un lado, por una actitud no sólo de franca y decidida 
rectificación de la política antirreligiosa, sino lo que es más, por un deseo 
sincero, noble y lealmente mantenido de restaurar plenamente el sentido 
católico de la tradición espafiola, actitud que ha obtenido en la otra parte 
—— conviene consignarlo aquí expresamente—la más generosa correspon- 
dencia en un alto sentido de los méritos inmarcesibles de la tradición ca- 


(4) La ley orgánica del Consejo de Estado, de fecha 25-11-1944, art. 16, dice: *El Consejo 
de Estado en pleno debe ser oído necesariamente en los siguientes asuntos: 9 PSN 
ción y cumplimiento de los Tratados internacionales y Concordatos con la Santa Sede. rum 
ley de Cortes de 17-7-1942 no se contiene precepto expreso sobre Tratados internacionales 
y los Concordatos; pero el art. 14 de manera implicila exige la intervención de las Cortes pre- 
viamente a la ratificación de determinados tratados. Véanse J. M. CORDERO TonnES, EL Consejo 
de Estado (Madrid, 1944), p. 182; MEDINA y MARANON, Leyes Administrativas de España (Ma- 


drid, 1945),—p. 9, 21, 26. 
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tólica de España, y en el más amplio espíritu de comprensión hacia el 
gran valor que encierra el noble y generoso esfuerzo de hoy por restaurar 
aquel sentido católico de la tradición nacional. 

Que en principio la violación unilateral del Concordato, por profunda 
y repetida que sea, lo mismo en 1905 (caso de Francia), o en 1931 (caso 
espafiol) que en 1945 (situación de Polonia), en cuanto simple hecho no 
es capaz de quitar ni un átomo de su vida jurídica al Concordato, y que 
éste de iure continüa tan vigente como antes, es incuestionable; y, por 
tanto, según decía en 1933 el P. ReGATILLO (5), si mañana viene un Go- 
bierno de mejor sentido habrá de conformarse a lo estipulado en aquel 
solemne Convenio, mientras por mutuo consentimiento de ambas partes 
no.se revoque o se reforme; pero tampoco admite duda que, por lo menos 
después de 1936, fué la Santa Sede la que no quiso de:ningún modo vol- 
ver al Concordato de 1851, necesitado de transformación tan radical que 
ni siquiera como punto de partida podia ser ya ütil; y hoy, en 1946. no 
habrá ya, segün creemos, quien se atreva a poner en duda que, de la sim- 
ple suspensión del Concordato en 1931, la Iglesia pasó después a consi- 
derarlo como caducado, sin que nos sea dado sefialar ese paso en un hecho 
o en una fecha concretos y püblicos que lo den por derogado en todos sus 
extremos. 

Por eso, nosotros en 1940, dando de lado la cuestión de la vigencia 
estrictamente juridica del Concordato, que ya entonces nos parecia tan 
clara en los principios como inextricable en sus elementos de hecho—Ja 
manifestación coincidente de voluntades sobre la derogación del Concor- 
dato—, nos enfrentábamos con la realidad de unos hechos de un volumen 
y relieve tales, que acabarian por imponerse con su fuerza a la voluntad 
de las partes. 

Si todos reconocen, escribiamos entonces (6), que el Concordato de 1851 
estaba enormemente anticuado, lo mismo desde el punto de vista canó- 
nico que en el terreno civil, puesto que era un Concordato de tipo admi- 
nistrativo; si, además, en el terreno religioso se había producido una mu- 
danza de gran volumen, la publicación del Código de Derecho Canónico; 
si posteriormente en el orden civil se pasó del Estado católico al Estado 
laico y ateo, con un grado avanzado de descristianización del país RET 
después tuvo lugar la magnífica explosión de-catolicismo y el reverdeci- 
miento de los tiempos de Cruzada y de martirio que, sin que fuera fácil 
preverlo, la Providencia ocultaba en el fondo de aquella sociedad en trance 


(5) E. F. REGATILLO, Concordatos (Santander, 1933), n. 90, p. 107. 
(6) L. PÉREZ MIER, Iglesia y Estado Nuevo (Madrid, 1940), p. 113. 
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de sovietización, ¿cómo abrigar la pretensión de someter y encadenar estos 
hechos a la simple cuestión de la vigencia juridica del Concordato de 1851? 

Puesto que los hechos revestian una indiscutible grandeza y una clara 
primacía, eran ellos los que debían prevalecer sobre las fórmulas y éstas 
no podían ni debian cohibir o ahogar la libre expansión de aquéllos y su 
consiguiente proyección sobre el plano normativo. Una vez más el derecho 


tenía que ser penetrado por la vida para que fuera tal derecho y no que- 
dara reducido a fórmula vana y vacía de sentido. 


Cuáles hayan sido junto al punto de partida los supuestos de hecho del 
Convenio actual, lo iremos viendo al hacer el examen de sus artículos; 
pero, si no nos equivocamos, nos parece descubrir aquél remotamente en 
la ruptura del Concordato de 1851, en el hiatus que el período republicano 
abre en su continuidad, y de modo inmediato y próximo, segün dejamos 
dicho, en el Convenio de 1941, como expresión de la rectificación de aque- 
la política; y en cuanto a los segundos, a los supuestos de hecho, creemos 
encontrarlos, de un lado, en la necesidad de acomodar las cosas al espíritu 
aun más que a la letra del Código de Derecho Canónico y, junto a eso, en 
la necesidad asimismo o, si se prefiere, en la conveniencia de conservar, 
asi renovadas, instituciones que fueron un dia gloria y prez de Espafia 
porque contribuyeron a crear aquel nuestro sentido católico y que, remo- 
zadas como lo son hoy, constituyen elementos que pueden contribuir a la 
restauración de aquel espíritu católico en una alianza fecunda del pasado 
con el porvenir. 


.DERECHO DE PRESENTACIÓN Y REAL PATRONATO 

La más relevante al par que la más discutida de esas instituciones en 
el caso de Espafia es, como no podía menos, el Real Patronato. 

Muy hondas y muy antiguas eran las raíces del patronato de los Reyes 
en España, tanto que sus antecedentes remontan en forma singular y única 
hasta la monarquía visigoda, y es cosa sabida también que la Reconquista 
se inicia desde el primer instante como un intento de restablecer el orden 
gótico, así en el aspecto religioso como en el terreno de las instituciones 
políticas, siendo la colección canónica Hispana, con los Concilios de To- 
ledo, junto al Forum judicum, los instrumentos de aquella restauración 
en los primeros siglos del reino astur-leonés, y fueron luego esos mis- 
mos agentes, juntamente con la acción de los Reyes y de los Obispos, 
los que preservaron a Espafia de la lucha de las investiduras e hicieron 
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que el derecho de patronato entrara aquí por los cauces canónicos, sin las 
violencias y dificultades de otras partes. Después, hasta tremolar la Cruz 
sobre el minarete de la Alhambra en 1492, la historia de las fundaciones 
de iglesias y de catedrales, así como la restauración de las diócesis, va casi 
jalonando los pasos. de la Monarquía, y, con el descubrimiento de Amé- 
rica, los dominios de Su Majestad Católica se convierten en el Imperio 
eda Cruz, 

Todo esto y mucho más es cierto, como cierto es también que con el 
correr de los tiempos las cosas cambian, y es evidente que, dado el alto 
grado de desarrollo que han alcanzado hoy la Iglesia y el Estado y el 
proceso de diferenciación de los fines y de las actividades de uno y otra, 
el antiguo derecho de patronato supone un grado gravemente odioso de in- 
tervención extrafia en cuanto disminuye y merma la libertad de la Jerar- 
quía en el nombramiento de sus ministros, hasta el punto de que el derecho 
de patronato en su forma histórica resulta hoy. difícilmente conciliable, 
si es que no está en abierta oposición, con el espíritu que informa el Código 
de Derecho Canónico. 


Ni se crea, por eso, que tengamos ahora que rectificar nuestro juicio 
ante el Convenio actual. Por de pronto, tanto el Convenio presente como 
el de 1941 no hablan nunca del derecho de patronato. El punto 7 del Con- 
venio de 1941, refiriéndose al Real Patronato, evita cuidadosamente esa 
expresión y emplea un circunloquio: "los particulares privilegios de que 
gozaba el Rey de Espana”; y el Convenio actual, lo mismo: no usa ni 
una sola vez la expresión de "patronato" refiriéndose al Jefe del Estado, 
sino que emplea siempre la expresión de "privilegio de presentación", El 
título mismo que lleva en el Boletín Oficial del Estado el Convenio de 1941 
es muy significativo: "Convenio acerca del modo de ejercicio del privilegio 
de presentación". i 

Ahora bien; si tenemos en cuenta, como hemos dicho antes, que el 
‘punto de partida del Convenio actual, y lo mismo del anterior, se encuen- 
tra en la ruptura del Concordato de 1851, o sea en el corte de su conti- 
nuidad, y al mismo tiempo recordamos lo que establece el canon 1.471 (7) 
sobre el derecho de presentación, no podremos menos de concluir que el 
privilegio de presentación, tal como se contiene en los Convenios de 1941 


(7) Canon 1.471: “Si la Sede Apostólica concediera a alguien, yà sea en los concordatos. . 
ya fuera de ellos, el indulto de presentar para las iglesias o los beneflcios vacantes, no se 
origina de ahí el derecho de patronato, y el privilegio de presentación se interpretará estric- 
tamente segün el tenor del indulto."—Damos la versión de los cánones Segün la traducción 


de MIGUÉLEZ-ALONSO-CaBREROS, Código de Derecho Canónico (Biblioteca de Autores Cristianos, 
Madrid, 1945.) s 
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y de 1946, es cosa nueva y completamente diferente del Real Patronato 
y del simple derecho de patronato. Y esto sin considerar la transforma- 
ción que ha experimentado el ejercicio del privilegio en el Convenio ac- 
tual, transformación que por si sola reduce al mínimo, si es que no su- 
prime del todo, los inconvenientes sefialados más arriba. 

Con la explicación que precede no tenemos dificultad en suscribir, ha- 
ciéndolo nuestro, lo que el malogrado P. R. S. DE LAMADRID escribió con 
ocasión del Convenio de 7 de junio de 1941: “El derecho de patronato 
supone necesariamente un Estado confesional católico, puesto que no tiene 
sentido un patronato sin que lleve consigo la defensa de la Iglesia, y el 
mínimo de ésa sería el reconocimiento de los derechos divinos de la misma 
y de su legislación canónica. Supuesto todo lo dicho, permaneciendo Es- 
paña oficialmente católica y respetando el Estado Nuevo toda la legisla- 
ción de la Iglesia, era justo y razonable mantener en España los. privi- 
legios que la Santa Sede había concedido a sus Reyes, que como Jefes 
del Estado representaban a la Nación católica. No se podía traer a colación 
el ejemplo de otros Concordatos modernos, de los que ha desaparecido el 
patronato, pues en ninguna otra nación concurren las circunstancias de Es- 
paña, así por su catolicidad oficial como por la tradición tan arraigada 
que tenía el Patronato en nuestra Patria; y especialmente no se debía pro- 
poner la paridad con Italia, pues si esta nación renunció al patronato por 
el artículo 25 de su Concordato, este gesto de la nación italiana queda 
sobrepasado con creces por la renuncia de la Santa Sede a sus derechos 
sobre los Estados pontificios” (8). 

Finalmente, antes de entrar en el examen del Convenio actual artículo 
por artículo, una última consideración, que bien pudiera ser la primera. 
Si alguno, aferrado a la letra del Código de Derecho Canónico, encuentra 
oposición entre lo que aquél establece y lo que se contiene en el Convenio, 
sólo le diremos. que los Concordatos, a diferencia de los Códigos, no los 
hacen los juristas, sino los políticos. 

El Código de Derecho Canónico, como expresión viva y operante de 
la soberanía de la Iglesia católica, sienta los principios fundamentales y 
establece el derecho general de la Iglesia; pero muchas veces aquellos prin- 
cipios requieren un temperamento, y la norma general exige una labor de 
adaptación, según las condiciones de los tiempos y los lugares, que, en 
parte al menos, se realiza por los Concordatos. Por eso, cuando decimos 
que los Concordatos los hacen los políticos, no damos a esa expresión un 


(8) R. S. DE LAMADRID, El Convenio entre “el Gobierno rd y la Santa Sede, “Boletín 
de la Universidad de Granada”, t. 13 (1941), p. 376. 
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sentido peyorativo, sino todo lo contrario, pues si politica es, por una parte, 
el arte de guiar los pueblos a su grandeza, con predominio de los elementos 
morales y espirituales sobre los factores económicos, la politica por parte 
de la Iglesia consiste en procurar del mejor modo posible la santificación 
y salvación de las almas en esta sociedad concreta. 

Frente al Convenio actual no faltarán aquí o allá, estamos seguros de 
ello, algunos a quienes parecerá que la Tglesia ha tenido que conformarse 
con lo obtenido porque no le ha sido posible ir más lejos; otros, en cam- 
bio, juzgaran que lo conseguido, eso es lo que la Iglesia ha querido: se 


.apoyarán los primeros en los principios del Código de Derecho Canónico 


e invocarán los segundos la doctrina que San Tsidoro transmite a la Edad 
Media, segün la cual, una de las condiciones de la ley es que sea aptata 
populo, que responda a las necesidades y se acomode a las condiciones y a 
la tradición de la sociedad para la cual se da, pues la ley que mejor llene 
esos requisitos será la que mejor procure el bien común, fin y razón esen- 
cial de toda ley, asi civil como! eclesiástica. 

Vamos nosotros, entre tanto, después de estas consideraciones genera- 
les, a hacer el examen del Convenio articulo por artículo, exponiendo lisa 
y llanamente nuestra opinión, en forma extensa y razonada en unos puntos 
y de manera más sucinta y compendiosa en otros. 


PRINCIPIO QUE INFORMA EL CONVENIO 


Abrese el Convenio con una declaración de principio que empalma di- 
rectamente, mejorándolo notablemente, con el punto 7 del Convenio de 
7 de junio de 1941. 

A la declaración de entonces, de que “la Iglesia (a la que por derecho 
propio y nativo corresponde la provisión de aquellos beneficios no .consis- 
toriales sobre los que el Rey de España gozaba de particulares privilegios) 
está dispuesta, no obstante, a hacer también algunas concesiones en este 


punto al Gobierno español”, responde aquí una profesión noble y abierta 
del Estado español : 


Artículo 1.° “La provisión de los beneficios no consistoriales pertenece a la 
Autoridad Eclesiástica, la cual los confiere en conformidad con el Código de De- 
recho Canónico, salvo cuanto, por concesión de la Santa Sede en consideración 
de las tradiciones católicas de España, se dispone en el presente Convenio.” 


P 


Nadie crea ligeramente que ese articulo 1.° constituye una afirmación 
doctrinal vacía de sentido o sin consecuencias prácticas, en cuanto que 
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declaración de principio más o menos en nada compromete al Estado. 
Muy al contrario, en ese articulo 1.° se enuncia y condensa todo el espiritu 
que anima e informa el Convenio y en él se contiene la clave y el sentido 
para juzgar-e interpretar las cláusulas y las estipulaciones concretas que 
siguen a continuación. 

El Estado español proclama y acepta en cabeza del Convenio este doble 
principio : 

A). Pertenece a la Autoridad eclesiástica conferir los beneficios no 
consistoriales segün las normas y los principios que informan el Código 
de Derecho Canónico; es decir, según las reglas establecidas por la propia 
soberanía de la Iglesia, de plena conformidad con su naturaleza y su cons- 
titución divina. : 

B) Las modificaciones a las reglas del Código de Derecho Canónico 
que se contienen en el presente Convenio constituyen concesiones o privi- 
legios que la Santa Sede hace y el Gobierno español solicita o acepta en consi- 
-deracion de las tradiciones católicas de España. 

No se vea en lo anterior, repetimos, una sutileza más por nuestra parte 
o una simple consideración intrascendente. En efecto; hasta los menos 
versados en Derecho canónico saben que uno de los principios que infor- 
man el Código, en punto a la provisión de oficios y beneficios eclesiásticos, 
es el de una marcada preferencia por la forma de libre colación hecha 
por el competente Superior eclesiástico. 

No es que el Código de Derecho Canónico proscriba en absoluto otros 
modos de provisión, como. la elección, la postulación, el nombramiento o 
la presentación, los cuales sé interfieren más o menos agudamente en el 
ámbito de la libertad del Superior competente; mas sin llegar a tanto, no 
es menos cierto que el Código acentúa de manera manifiesta el predominio 
de la libre colación hecha por el Superior, sobre los otros modos de pro- 
visión, atento a fortalecer y robustecer la Jerarquía en sus diversos gra- 
dos en conformidad con la’ constitución monárquica y jerárquica de la 
Iglesia católica. 

“Siendo la Iglesia una sociedad perfectamente monárquica—escribía 
inmediatamente antes del Código un maestro de tanta nota y de tan honda 
huella sobre la codificación como el P. WERNz—, es manifiesto que la 
libre colación de los oficios eclesiásticos es la más conforme a su constitu- 
ción, salvo en el nombramiento del Romano Pontífice, el cual, si bien es 
cierto que es elegido y designado por los hombres, pero únicamente de 
Dios recibe inmediatamente la potestad del oficio o el primado de juris- 


dicción... 
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Pertenece al Romano Pontifice de una manera amplisima, en virtud 
del primado de jurisdiccién, la potestad de conferir libremente cualquiera 
oficio eclesiástico en toda la Iglesia, y esto porque 21 que ha sido consti- 
tuido Pastor ordinario de la Iglesia universal, con potestad suprema y 
plena, es por eso mismo de pleno derecho supremo y universal dispen- 
sador de todos los oficios eclesiásticos" (9). 

No es menester traer a colación numerosos cánones para acreditar las 
preferencias del Código de Derecho Canónico por la libre colación como 
modo de provisión, segün el cual el mismo Superior eclesiástico que con- 
fiere u utorga el título escoge y designa libremente la persona del can- 
didato. Bastará, pues, con citar algunos de los más señalados. 

El canon 148, $ 1, dice: “La provisión del oficio eclesiástico se hace 
o por libre colación del Superior legítimo, o por su institución, si prece- 
diere presentación del patrono o nombramiento; o por su confirmación 
o admisión, si precediere elección o postulación; o, finalmenté, por sim- 
ple elección y aceptación del elegido, si la elección no necesita ser confir- 
mada.” | "de 

El canon 152, bajo la rúbrica “De la libre colación”, prescribe: “El Or- 
dinario del lugar tiene el derecho de proveer los oficios eclesiásticos en el 
propio territorio, si no se prueba otra cosa”; y el canon 329, $ 2, ordena 
tajante: “Son nombrados (los Obispos) libremente por el Romano Pon- 
tifice.” El canon 396, $ 1, establece: “Está reservado a la Sede Apostó- 
lica el conferir las dignidades tanto en los Cabildos catedrales como en 
los de Colegiata.” 

Y el canon 403, a su vez, ordena: “Exceptuadas las dignidades, per- 
tenece al Obispo, asesorado por el Cabildo, conferir todos y cada uno de 
los beneficios y canonicatos, así en las catedrales como en las colegiatas,. 
reprobada cualquier costumbre contraria y revocado todo privilegio. con- 
trario; pero continuando en vigor las leyes fundacionales contrarias y lo 
dispuesto en el canon TAREA 

La confirmación, y una confirmación tal que no seria posible desearla 
mejor, de lo que venimos diciendo sobre el sentido y el alcance que atri- 


(9) F. X. WERNZ, Ius Decretalium, t. 2 (Roma, 1906), n. 326-327: “Cum Ecclesia sit societas 
perfecte monarchica, profecto libera collatio officiorum ecclesiasticorum ipsius constitutioni 
quam Maxime est conformis, si excipias dignitatem Romani Pontificis, qui ab hominibus qui- 
dem eligitur et designatur, sed a solo Deo immediate accipit potestatem officii sive primatum 
iurisdictionis... Romano Pontifici vi primatus iurisdictionis potestas libere conferendi omnia 
officia ecclesiastica totius Ecclesiae amplissimo modo competit. Nam qui suprema plenaque 
potestate constitutus est pastor ordinarius universalis Ecclesiae, is etiam pleno iure est su- 
premus et universalis collator omnium officiorum ecclesiasticorum."—WERNZ-P. VIDAL, lus 
Canonicum, t. 2, De Personis (Romae, 1998), n. 224-225. Consúltese sobre este punto 


A. A. S., t. 33 (1941), p. 333-334: Sac. Conc. Conc., Catanen. Iuris eligendi canonicos et dig- 
nitates, con las resoluciones allí citadas. 
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buimos al artículo r.' 
mismo, que dice así: 


del Convenio, la encontramos en el artículo 2.° del 


Art. 2.° “Los Ordinarios diocesanos pro- 
cederán a la provisión de las parroquias a 
tenor del canon 459 y previo concurso ge- 
neral y abierto, de acuerdo con el $ 4 de 
dicho canon. 


* 


Antes de publicar los nombramientos de 
los Párrocos, los riotificarán reservadamente 
al Gobierno para el caso excepcional en que 
éste tuviera que oponer alguna dificultad de 
carácter político general. 


En caso de divergencia entre el Ordinario 
y el Gobierno, se acudirá a la Santa Sede, 
la cual, de acuerdo con el Jefe del Estado 
tomará la decisión que convenga. 


Transcurridos treinta días desde la ante 
dicha comunicación sin que el Gobierno ha- 
ya dado respuesta, su silencio se interpretará 
en el sentido de que no existe objección al- 
guna, y el nombramiento será publicado sin 
más. 


Las disposiciones de este artículo en nada 
afectarán al régimen de provisión de cura- 


Concordato de 1851. Art. 26. 
“Todos los curatos, sin diferen- 
cia de pueblos, de clases, m del 
tiempo en que vaquen, se prove- 
erán en concurso abierto con arre- 
glo a lo dispuesto por el Santo 
Concilio de Trento, formando los 
Ordinarios ternas de los opositores 
aprobados y dirigiéndolas a Su 
Majestad para que nombre entre 
los propuestos.” 

Los curatos de patronato ecle- 
siástico se proveerán nombrando 
el Patrono entre los de la terna, 
que del modo ya dicho formen los 
Prelados, y los de patronato lai- 
cal nombrando el Patrono entre 
aquellos que acrediten haber sido 
aprobados en .concurso abierto en 
la diócesis respectiva, señalándose 
a los que no se hallen en este ca- 
so el término de 4 meses para que 
hagan constar haber sido apro- 
bados sus ejercicios hechos en la 
forma indicada, salvo siempre el 
derecho del Ordinario de exami- 


tos de patronato particular.” 
P P nar al presentado por el Patrono, 


. . . 39 
si ]o estima conveniente. 


Aplazando el comentario estrictamente canónico de este artículo para 
cuando se publiquen las instrucciones de la Santa Sede sobre el concurso 
general y. abierto, nos limitaremos ahora a poner de relieve la gran ven- 
taja que sobre el Concordato de 1851 representa el Convenio actual en 
este punto. 

Salta a la vista el gran avance que con este artículo consiguen la li- 
bertad e independencia de la Iglesia en el nombramiento de los cargos 
pastorales. Hay que decir muy alto que el Estado español, en una actitud 
verdaderamente generosa y ejemplar, abdica en orden a los nombramien- 
tos parroquiales la prerrogativa del Real Patronato, consolidando asi de 
manera indubitable, a tenor del canon 459, en el propio Episcopado espa- 
ñol todas las facultades y los actos constitutivos de la provisión canónica, 
al mismo tiempo que impone el respeto de una tradición, la del concurso, 
que nace en el Concilio de Trento con caracteres y bajo el signo de la más 
clara iniciativa española, 
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La actitud verdaderamente extraordinaria y ejemplar del Estado es- 
pañol no admite parangón con la de ningún otro país, porque a diferencia 
de lo que acontece en los casos de Italia y de Rumania, aqui no ha me- 

diado contrapartida ninguna, y resalta todavía más el desinterés del Es- 
tado espafiol y su fina percepción de cuáles sean los verdaderos intereses 
de la Iglesia, si se tiene en cuenta que uno de los Concordatos más cele- 
brados de la postgüerra, el de Austria, conserva todavia hoy un derecho 
de patronato de Estado (art. 11) tan extenso que alli, como sucedia ante- 
riormente aquí en virtud del Concordato de 1851, la libre colación de una 
parroquia constituye la excepción. Doblado mérito, por tanto, el nuestro 
al haber pasado del derecho de patronato a la libre colación episcopal, 
pues conforme escribiamos en 1940 (10), sería absurdo pretender detener 
ahí (en el Real Patronato) el desarrollo natural de la disciplina eclesiás- 
tica, cuando, en realidad de verdad, el Real Patronato no estaba llamado 
a ser sino un expediente transitorio para volver las provisiones menores 
a su sitio natural, a la diócesis y a la autoridad episcopal, del cual se ale- 
jaran con exceso a causa de las reservas. 


PROVISIÓN DE DIGNIDADES Y RESERVAS PONTIFICIAS 


Puesto que hemos hecho alusión a las reservas, bien será que exami- 
nemos la cuestión de las reservas pontificias, que ha sido siempre de agudo 
interés, para profundizar luego en la solución que el Convenio da a este 
problema. ' 

Comencemos por establecer, como lo hace el P. Werxz, la buena doc- 
trina canónica: "Aunque no se deba negar que en ciertos casos se hayan 
dado abusos, sin embargo un uso moderado de las reservas ha de tenerse 
por muy conveniente y oportuno, al par que grandemente acomodado para 
el eficaz y saludable gobierno de la Iglesia, tanto en épocas pretéritas como 
en nuestro tiempo. Y esto porque interesa sobremanera para el bien de la 
Tglesia que todos los clérigos se sientan estrechamente unidos al centro 
de la unidad eclesiástica, y en segundo lugar, porque el Romano Pontifice 
tene necesidad, en orden al cuidado y gobierno de todas las iglesias, de 


ministros a los cuales pueda recompensar con cargos y remuneracione: 
honorificas” (11). 


(10) Iglesia y Estado Nuevo, p. 294.—Véase T. Toni, El último Convenio entre la Santa 
Sede y el Gobierno espafiol, *Hechos y Dichos", t. 20 (Bilbao, 1946), p. 485-496. 

(11) F. X. WznNZ, Ius Decretalium, i. 9, n. 398: “Quamvis enim negandum non sit in ca- 
sibus particularibus excessus fuisse commissos, tamen moderatus reservationum usus et saecu- 
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Disciplina anterior al Código 


Por lo que atañe a las reservas pontificias en materia beneficial, la dis- 
ciplina general de la Iglesia, vigente de iure hasta la promulgación del 
Código de Derecho Canónico, se hallaba contenida en las Reglas de la 
Cancilleria Apostólica, colección, como es sabido, de normas relativas a la 
expedición dé las letras apostólicas como rescriptos, privilegios, indultos, 
etcétera, que desde el siglo xiv tenían fuerza de ley, la cual se renovaba 
y expiraba en el comienzo y al fin de cada pontificado. 


Las más importantes de estas Reglas, juntamente con la segunda, que 
reservaba al Romano Pontifice la provisión de todas las iglesias patriarca- 
les, primadas, arzobispados y obispados, eran la cuarta y la novena. La Re- 
gla cuarta reservaba al Romano Pontifice la provisión de la primera dig- 
nidad o de las dignidades mayores post pontificales en las iglesias cate- 
drales, incluso metropolitanas y patriarcales, así como también las digni- 
dades principales em las colegiatas. Por la Regla novena se reservaba al 
Romano Pontifice en las iglesias catedrales la provisión de las canonjías 
que vacaran en los ocho meses papales de enero, febrero, abril, mayo, ju- 
lio, agosto, octubre y: noviembre, estableciéndose en favor de los Obispos 
que observaran la ley de la residencia el principio de /a alternativa por 
meses con el Romano Pontífice en orden a la provisión de canonjías. 


V. Martin (12) describe muy bien los pasos y las razones que carac- 
terizan el- movimiento de centralización del sistema beneficial en la Tgle- 
sia. Hasta el siglo xiv la provisión de los beneficios por la Santa Sede 
constituía una excepción; pero en el siglo xiv la excepción se convierte 
en regla, y los nombramientos beneficiales se convierten en manos del 
Papa en un instrumento de gobierno. En tiempos de Bonifacio VIII, Eu- 
ropa no era ya ni mucho menos la misma de un siglo antes, durante el 
pontificádo de Inocencio III; surgen entonces las monarquías modernas, 
que se rodean de funcionarios adictos al poder real y de legistas enamora- 
dos del Derecho romano, los cuales discuten ya los títulos de la Santa 
Sede, y esto obliga a los Papas a asegurarse la adhesión y, por tanto, el 
reclutamiento del alto clero, reteniendo así en sus manos, juhto a los po- 
deres religiosos, la fuerza política representada por los Obispos, y lo mis- 


lis elapsis et nostra aetate omnino conveniens et opportunus est dicendus et ad UN e 
suavem Ecclesiae gubernationem multum accommodatus. summopere enim e de interest, 
ut omnes clerici centro unitatis ecclesiasticae arcte devinciantur; propter ien ae Secr. 
nium Ecclesiarum Romanus Pontifex indiget ministris, quos honoribus et muneribus afficer 


oportet.”—WERNZ-P. VIDAL, ob: cit., n. 226. 


(12) V. Martin, Pape (Dictionnaire de théologie catholique, t. 11, cols. 1891-1892). 
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mo se diga del clero en general, puesto que los nombramientos pontificios 
tendian a proporcionar a la Santa Sede una clientela adicta y numerosa. 


El hombre de esta empresa fué el Papa Juan XXII, contemporaneo 
de Pedro de Bois y de Nogaret, legista como ellos y como ellos imbuido 
del espíritu doctrinario y, sutil que sus enemigos ponían al servicio del 
Rey de Francia. Juan XXII y sus sucesores pusieron en juego todos los 
medios que les suministraba la legislación precedente, creando además otros 
nuevos; multiplicaron las reservas generales y especiales, los mandatos de 
providendo, las gracias expectativas, y en casi todas partes se subrogaron 
ellos a los dispensadores ordinarios de los beneficios. 

Mas si tal era la disciplina general, vigente de ture en la Iglesia hasta 
la promulgación del Código de Derecho Canónico, de hecho los Concorda- 
tos antiguos y recientes, y a su lado multitud de privilegios e indultos 
apostólicos e incluso costumbres o prácticas menos rigidas, habian suavi- 
zado y derogado en casi todas partes el rigor de la ley general hasta de- 
jarla reducida a limites bien estrechos. Es de todos conocida la resistencia 
que las reservas apenas introducidas hallaron en la Iglesia, y de modo 
especial en Alemania y en Francia. La intervención de los Papas en los 
beneficios menores era muy mal vista por los dispensadores ordinarios y 
tropezaba con una oposición demasiado fuerte de parte de los mismos para 
que pudiera subsistir al debilitamiento del poder central producido durante 
el Cisma de Occidente; y fué entonces cuando los paises se rebelaron con- 
tra las pretensiones de Roma para caer luego bajo el yugo no menos pe- 
sado del poder secular por el Concordato de Viena (1448) y el de León X 
con Francisco I (1516). 


Espana no podia tampoco constituir una excepción en el movimiento 
general contra las reservas; el desarrollo creciente del Real Patronato des- 
de el siglo xv al xviir constituye una prueba fehaciente de la resistencia 
que aquí, como en todas partes, encontraban las provisiones de la Dataría, - 
y el Concordato de 1753 constituye, en opinión del P. LAMADRID (13) la 
manifestación más aguda contra las reservas, ya que su abolición en Es- 
pafia, donde estaban en todo su vigor, venia a operar tal revolución en 
el sistema financiero de la Curia romana, que prácticamente equivalía a la 
desaparición de las reservas en la Iglesia. Este es el significado del Con- 
cordato de 1753: ante todo y sobre todo, el de ser un Concordato beneficial, 
en el que se derogaban las reservas de Espaíia, Llegábase aquí en 1753 a lo 


(13) R. S. be LAMADRID, El Concordato español de 1758 (Jerez de la Frontera, 1937), p. 102- 
103, 140. i : 
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que Alemania habia obtenido en 1448 y Francia en 1516, y ese mismo 
retraso hacia que las pretensiones fueran aqui mucho mayores. 


Concordato espanol de 1753 
El Concordato de 1753 resolvía la cuestión en los siguientes términos: 


Art. 7. “La Santidad de nuestro beatísimo Padre Benedicto Papa XIV, 
reserva a su privativa libre colación, a sus sucesores y a la Sede Apostólica per- 
petuamente, cincuenta y dos beneficios cuyos títulos serán expresados inmedia- 
tamente... 

Art. 13. “Salva siempre la reserva de los cincuenta y dos beneficios hecha 
a la libre colación de la Santa Sede, y salvas siempre las declaraciones poco an- 
tes expresadas, Su Santidad, para concluir amigablemente todo lo restante de la 
gran controversia sobre el patronato universal, acuerda a la Majestad del Rey 
Católico, y a los Reyes sus sucesores perpetuamente, el derecho universal de nom- 
brar y presentar indistintamente... con toda la generalidad con que se hallan 
comprendidas en los meses apostólicos y casos de las reservas generales y espe- 
ciales; y del mismo modo también en el caso de vacar los beneficios em los me- 
ses ordinarios, cuando vacan las sillas arzobispales y obispales, o por cualquier 
otro titulo.” 

Art. 17. “Habiendo considerado Su Majestad Católica que quedando la 
Dataría y Cancelaría apostólica, por razón del Patronato y derechos concedi- 
dos a Su Majestad y a sus sucesores, sin las utilidades de las expediciones y 
annatas, sería grave el menoscabo del Erario pontificio; se obliga a hacer con- 
signar en Roma, a título de recompensa y por una sola vez, a disposición de Su 
Santidad, un capital de 310.000 escudos romanos, que a razón de un 3 por 10€ 
producirá anualmente 9.300 escudos de la misma moneda, en cuya cantidad se 
ha regulado el producto de todos los derechos arriba dichos.” A 

Art. 19. “La Majestad del Rey Católico se ha dispuesto de dar por una 
sola yez un socorro... y así se obliga a hacer consignar en Roma 600.000 escudos 
romanos que al 3 por 100 producen anualmente 18.000 escudos de la‘ misma mo- 
neda, con que queda abolido para el futuro el uso de imponer pensiones y exigir 
cédulas bancarias.” 

Art. 21. “... Y Su Majestad en obsequio a la Santa Sede se obliga a hacer 
depositar en Roma por una sola vez a disposición de Su Santidad un capital de 
233.333 escudos romanos, que impuestos al 3 por 100 produce anualmente 7.000 es- 
cudos de la propia moneda; y además de esto concede Su Majestad que se señalen 
en Madrid a disposición de Su Santidad sobre el producto de Cruzada, 5.000 es- 
cudos anuales para la manutención y subsistencia de los Nuncios apostólicos; y 
todo esto en consideración y recompensa del producto que pierde el Erario pon- 
tificio en la referida. cesión de los espolios y frutos de las iglesias vacantes, y de 
la obligación que hace de no conceder en lo futuro facultades de testar.” 

Art. 23. “.. Este concordato tendrá todo su efecto y entero cumplimiento 
luego que se consignarán los capitales de recompensa que se han expresado.” 


Este era, por lo que atañe a las reservas, el Concordato español de 1753. 
“Tal vez—escribe el P. LamapriD—si se hubiera intentado un acuerdo 
de este género en los siglos xvi o xvii se hubiese evitado el que en el. si: 
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glo xviii se llegase al Concordato más radical que se ha conocido en ma- 
teria beneficial" (14). 

Casi un siglo déspués, el Concordato de 1851 ratificaba y confirmaba 
las disposiciones del precedente, con variantes muy ligeras, cual la de 
subrogar los 52 beneficios del Concordato de 1753 por otros que sefiala 
el artículo 18 del nuevo Concordato, y la de establecer la alternativa en- 
tre la Corona y los Obispos para la provisión de dignidades y canonjías, 
o entre la Corona y los Obispos y Cabildos para los beneficiados, en lugar 
de los meses ordinarios, según prescribia el Concordato de 1753 (art. 9."). 


Como resultaria demasiado prolijo exponer al detalle la disciplina de 
cada país en punto a las reservas, nos limitaremos a afirmar con el 
P. WERNZ que, si se exceptüa Italia, en la mayor parte de los países era bien 
poco lo que quedaba de la disciplina canónica sobre las reservas pontificias 
antes de la promulgación del Código de Derecho Canónico. Asi, por ejem- 
plo, en Francia el Concordato de 1801, que continuó aplicándose en Bél- 
gica después de su separación en 1814, decía en el artículo 10: “Los Obis- 
pos nombrarán los Párrocos, debiendo recaer los nombramientos en per- 
sonas gratas al Gobierno”; y el artículo 11 facultaba a los Obispos para 
constituir un Cabildo y un Seminario en su diócesis. De hecho, durante 
el siglo x1x los Obispos, con arreglo al Concordato de Napoleón, nom- 
braban siempre los Párrocos, y alli donde se fundaba un Cabildo, ellos 
nombraban también para todas las prebendas capitulares (15). 


En Austria-Hungría, el Concordato de 1855 consignaba solamente una 
reserva: “En todas las iglesias metropolitanas o arzobispales y en las su- 
fragáneas Su Santidad confiere la primera dignidad, a no ser que sea de 
patronato laico, en cuyo caso será sustituída por la segunda”, decía el ar- 
tículo 22 del citado Concordato (16). 


(14) EL Concordato español de 1753, p. 131. 

(15) Véase E. MAGNIN, Bénéfices en France (Dictionnaire de droit canonique, t. 2, cols. 508- 
510, 520). F. CLAEYS-BOUNAERT et G. SIMENON, Manuale iuris canonici (Gandae et Leodi, 1934), 
t. 1,.n. 123, p. 75: “Adhuc hodie in nonnullis punctis, concordatum (a. 1801) actusque ipsi 
annexi constituuntur particulare Belgicum... Non admittimus opinionem concordatum qua 
conventionem iam non amplius in Belgio vigere, propter modum agendi S. Sedis, quae ta- 
cite saltem imo quandoque expresse declaravit, Statu conscio et acceptante, perseverare non- 
nulias concordati dispositiones. Certerum concordatum vigere perrexit. util lex Status; quod 
Ecclesia optime novit et rei accepit beneficium; ipsius silentium ostendit se continuare voluisse 
concessiones a se factas, in quantum Status ipse eas non sustulit. Contrarius agendi modus 
saperet calliditatem et aequivocationem quae Ecclesiam non decet.” 

(16) S. AICHNER, Compendium iuris ecclesiastici (Brixiae, 1895), $ 106, p. 358: “In Aust. 
Imperii concordato unica reservatio expresse statuitur. In aliis regnis pariter paucissimae 
nonnisi reservationes supersunt, aut omnino obsoleverunt.^ 


AS 


EL CONVENIO ESPANOL PARA LA PROVISION DE BENEFICIOS NO CONSISTORIALES 


Las reservas pontificias según el Código de Derecho Canónico 


Los cánones del Código que hacen a nuestro propósito son el 396, § r. 
para las dignidades, y de una manera más general el canon 1.435 (16 bis). 

Tomando para su examen el canon 396, $ 1, juntamente con el inciso 
introductorio del canon 1.435, $ 1, tratemos de analizar su sentido v el 
alcance canónicos que el legislador ha querido dar a las reservas en la 
nueva formulación del Código. No se trata, pues, entiéndase bien, de ha- 
cer aplicación de las reservas a un caso concreto, de individualizar aquí 
o allá su aplicación, sino de encajar el sentido general de la ley en el con- 
junto de las disposiciones canónicas, y más particularmente en el tránsito 
del derecho antiguo al derecho nuevo a la' luz de los criterios interpreta- 
tivos que con carácter general sienta el Código-de Derecho Canónico en 
los cánones 3 al 6, 


Segün eso: 


I. La ley general, tal como se formula en los cánones dichos, tiene 
la virtud de derogar la simple ley anterior contraria, tanto universal como 
particular. Es una consecuencia de lo preceptuado por el canon 6, n. 1. 


2. El canon 396, $ r, deroga asimismo la costumbre contraria que 
no sea inmemorial o centenaria, a tenor de lo que prescribe el canon 5. 


"La reserva general de la provisión de dignidades por la Santa Sede 
se establece ahora por primera vez por el derecho comün. Las prác- 
ticas anteriores contrarias, supuesto que en la mayoría de los casos no 
eran privilegios, no se pueden ya conservar en adelante. Nota r. En los 
Cabildos de Bélgica hay generalmente tres dignidades: el arcediano, el ar- 
cipreste y el chantre... En el Cabildo de Lieja, solamente el deanato se con- 


(16 bis) Canon 396, $ 1.—“Está reservado a la Sede Apostólica al conferir las dignidades tanto 
en los Cabildos catedrales como en los de colegiata.” : ; 

Canon 1.435, $ 1.—“Fuera de todos los beneficios consistoriales y todas las dignidades de 
las iglesias catedrales y colegiatas, a tenor del canon 396, 5 1, sólo están reservados a la Sede 
Apostólica, aunque se halle vacante, los beneflcios que a continuación se mencionan: 

4. Todos los beneficios, aun los curados, que vaquen por muerte, promoción, renuncia 
o traslación de los Cardenales de la Santa Iglesia Romana, de los Legados del Romano Pon- 
tifice, de los oficiales mayores de las Sagradas Congregaciones, Tribunales y Oficios de la Curia 
Romana y de los que eran Familiares del Sumo Pontifice, aunque sólo honorarios, al tiempo 
de vacar el beneficio. 

2. Los beneficios fundados fuera de la Curia Romana que vacaren por muerte del bene- 
ficiado en Roma. 

3. Los conferidos inválidamente por haber mediado vicio de simonia. 

4. Finalmente, los beneficios en los cuales puso manos el Romano Pontífice por sí 0 por 
delegado en alguna de Jas formas siguientes: si declaró nula la elección para el beneficio 
[9 prohibió a los electores proceder a la elección, si admitió la renuncia; si promovió, trasladó 
o privó del beneflció al beneficiado; si dió el beneficio en encomienda.” 
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sidera como dignidad para su provisión por el Sumo Pontifice; el arce- 
dianato, là chantría y la tesorería no se consideran como dignidades" (17). 


3. En cambio, los privilegios concedidos anteriormente por la Santa 
Sede, total o parcialmente derogatorios de las reservas, se conservan des- 
pués del Código y prevalecen sobre los preceptos canónicos de las reservas, 
puesto que los cánones 396, § 1, y 1.435, § 1, no llevan la cláusula expre- 
samente revocatoria que sería necesaria para su revocación, a tenor del ca- 
non 4. 


“En el derecho precedente, la colación de dignidades, a excepción de 
la primera, era de la competencia del Obispo y del Cabildo, salvo en los 
meses papales... Mas la costumbre, los estatutos y los Concordatos dero- 
gaban con frecuencia el derecho comün. Ahora permanecen además los 
privilegios (can. 4)” (18). 

“Si se probare que se trata de verdadero privilegio, derogatorio de las 
reglas de la Cancillería que reservaban a la Santa Sede algunas colaciones 
de dignidades, semejante privilegio podría conservarse (can. 4). En algu- 
nas diócesis.de Bélgica parece que existió, antes del Código, no privilegio, 
sino simple costumbre, la cual es suprimida por el canon 396” (19). 


4. Con mayor motivo aún deben permanecer los privilegios conven- 
cionales, sobre todo si son onerosos y concertados a perpetuidad. Punto 
es éste en el que la doctrina canónica se manifiesta unánime. "La obliga- 
ción de sostener la concesión (hecha por contrato formal o tácito) se funda 
en el contrato, en virtud del derecho de gentes más aün que por la misma 
concesión del privilegio. Los comentaristas afirman que en este caso existe 
derecho adquirido de parte de los beneficiarios del privilegio, derecho que 
solamente es revocable por razones admitidas en el derecho de gentes, ta- 
les como si después de la concesión el concedente sufriera una lesión enor- 
me contra su voluntad. En este caso el privilegio es revocable o, mejor 


(17) F> CLAEYS-BOUNAERT et G. SIMENON, Manuale iuris canonici, t. 1, n. 519, p. 289: 
“Reservatio generalis collationis dignitatum S. Sedi nunc prima vice a iure communi impo- 
nitur. Praxes anteriores contrariae cum privilegia plerumque non sint, iam servari nequeunt 
Nota 1) ... In Belgii capitulis sunt generatim tres dignitates: archidiaconus, archipresbyter 
et cantor... In capitulo Leodiensi, solus decanatus consideratur ut dignitas, quae a S. Pon- 
tifice conferenda sit. Archidiaconatus, cantoratus, custodia ibi non habent ut dignitates." 

(18) A. VERMEERSCH-J. CREUSEN, Epitome duris canonici, t. 1 (Mechliniae-Romae, 1937), 
n. 497, p. 367-368: "In iure anteriore, collatio dignitatum, prima excepta, extra menses papa- 
les, episcopo et Capitulo competebat... Huic tamen communi iuri, consuetudine, statutis et 
concordatis, erat saepius derogatum. Nunc quoque privilegia concessa manent (c. 4)". 

(19) F. CLAEYS-BOUNAERT et G. SIMENON, ob. Cit., n. 519, p. 289, nota 2: “Si tamen. verum 
probaretur esse privilegium, derogans regulis Cancellariae quasdam dignitatum collationes : 
S. Sedi reservantibus, hoc privilegium sustineri posset (c. 4)... In nonnullis Belgii dioecesibus 


exstitisse videtur, ante Codicem, non privilegium, sed mera consuetudo quae per c. 396 tol- 
litur.” : : 
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dicho, se rescinde ipso facto, porque más bien existe declaración de la 
obligación contraída que revocación del derecho concedido... 

El privilegio concedido por verdadero contrato, incluso a un sübdito. 
no es revocable si no es por una causa de bien comün y de utilidad püblica 
de tal monta que ella sea suficiente para privarle de sus derechos, y esto 
porque el contrato produce derechos adquiridos que el soberano debe res- 
petar por justicia. Mas el contrato puede ser a título oneroso cuando el 


r 


privilegio concedido guarda proporción con algún hecho o alguna dona- 


ción presente o futura, cumplida o con obligación de cumplirla. Entonces 
la revocación, aun cuando tenga lugar por justa causa de interés público, 
lleva consigo la obligación de indemnizar, si es buenamente posibie, por 
i0 mismo que el soberano no es dueño absoluto de los bienes de su súbdito. 

La irrevocabilidad del privilegio remuneratorio por título de justicia 
es tal que si no es por causa de utilidad püblica y mediante recompensa 
no se puede revocar válidamente cuando ha mediado contrato oneroso ex- 
plícito o implicito” (20). 

5. Los derechos adquiridos, cualquiera que sea el modo de su adqui- 
sición, por fundación, por convenio, por prescripción. o también por privile- 
gio apostólico, prevalecen igualmetne sobre los cánones 396, $ I, y 1.435, $ I. 

“La provisión de dignidades en todos los Cabildos se reserva a la Sede 
Apostólica. Sin embargo, los derechos adquiridos por terceras personas para 
presentar o también para conferir el oficio no quedan abrogados cuando 
aquellos derechos proceden de privilegio, de fundación o de convenio" (21). 

“La provisión de dignidades en el Cabildo catedral o colegial se reserva 
a la Santa Sede (can. 396, § 1). Pero este precepto no suprime el derecho . 
de presentar la persona o de conferir el oficio, cuando aquel derecho pro- 
viene de fundación o de privilegio apostólico (cann. 3 y 4)" (22). 

En tanto que los privilegios y los indultos sólo se conservan condicio- 


(20) A. VAN Hove, Commentarium Lovaniense in Codicem i. c., t: 5, De privilegiis de dis- 
pensationibus (Mechliniae-Romae, 1939), n. 229-223, p. 218-224.—Lu doctrina expuesta, tomada 
casi en sus términos de SuÁREZ, De legibus, 1. 8, c. 37, n. 2-6, es doctrina común de los cano- 
nistas anteriores y posteriores al Código. Véanse, p. ej. F. SCHMALGRUEBER, Ius eccles. univ., 
l. 5, tit. 33, n. 219-226; F. X. WERNZ, Introductio in ius Decretalium, t. 1, n. 162, IV; J. CHE- 
LODI, Jus de personis iuxta Codicem i. c. (Tridenti, 1927), n. 59, p. 102, nota ô; Gis MICHIELS, 
Normae generales i. c.. (Lublin, 1929), +. 2, p. 388-390; PH. MAROTO, Institutiones 1: e. EOS 
mae, 1991), t. 1, n. 301, A); L. RODRIGO, Praelectiones theologico-morales comillenses, t. 2, 
Tractatus de legibus (Santander, 1944), n. 906-908, p. 637-639. Jet T Beim 

(21) J. CHELODI, Jus de Personis iuxta Codicem (ip €. (Tridenti, 1926), n. 207, p. 343: ‘Dig: 
nitatum provisio in quolibet capitulo, reservatur Sedi Apostolicae. Tura quaesita, ut alii ex 
privilegio, fundatione vel conventione personam praesentare aut etiam offleium conferre va- 

rogantur (can. 3 et 4)." ; f A 
ue a elon Summa iuris canonici, 1, 1 (Romae, 1932), n. 441, ps 552: bi Med 
dignitatum in Capitulo tum cathedrali tum collegiali reservatur S. Sedi (can. 396, 8 ji à 
sublatum non est ius quaesitum praesentandi personam aut ipsum p conferendi, 
illud ius ex fundatione aut privilegio apostolico ortum ducat (can. 3 et 4). 
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nalmente—a no ser que sean expresamente revocados, dice el canon 4—, 
los derechos adquiridos, por el contrario, se conservan absolutamente, y, 
por titulo de justicia, por lo mismo que son derechos, y como tales deben 
ser respetados, a menos que la utilidad pública exija su revocación. 

“El canon 4, junto con los derechos adquiridos, conserva los privile- 
gios y los indultos, pero de manera enteramente distinta... Por tanto, los 
derechos adquiridos se conservan simplemente por título de justicia, y esto 
porque son derechos que no pueden ser desconocidos sin incurrir en in- 
justicia, a no ser que otra cosa exija la utilidad pública” (23). 

“Algunos cánones del Código contienen cláusulas (verbigracia, revoca- 
do cualquier privilegio contrario) que derogan la concesión general del ca- 
non 4. Esto no obstante, téngase en cuenta que esas cláusulas revocan siem- 
pre los privilegios y las costumbres, pero nunca los derechos adquiridos, pues 
estos derechos el canon 4 los conserva pura y simplemente y por título de 
justicia, al contrario de lo que hace con los privilegios e indultos, que se 
conservan condiciónalmente y por mera conveniencia” (24). 

6. No hace falta decir que las estipulaciones concordadas, mientras 
están en vigor y obligan a las partes, deben prevalecer también sobre .los 
cánones 396, $ 1, y 1.435, $ 1, puesto que, según reza el canon 3, “los 
cánones del Código no revocan en lo más mínimo los pactos celebrados 
por la Sede Apostólica con diversas naciones; por lo tanto, dichos pactos 
continúan en vigor, como hasta el presente, sin que a ello obsten las pres- 
cripciones contrarias de este Código”. 

El legislador, quién lo duda, pudo haber acentuado la rigidez del pre- 
cepto canónico con una formulación más dura de las reservas pontificias 
—reprobando la costumbre contraria, como lo hace el $ 2 del mismo ca- 
non 396, o revocando todo privilegio contrario, cual lo hace, por ejemplo, 
el canon 403—, lo mismo que pudo suavizar todavía más la redacción de 
la ley salvando la costumbre y aun la simple ley particular contraria, al 
igual que se expresa, verbigracia, el $ 2 del canon 399; pero no habiendo 
hecho ni lo uno ni lo otro, a los canonistas toca únicamente juzgar de la 
ley tal cual ella es, sirviéndose en su labor de los métodos de la técnica 
canónica y utilizando los criterios canónicos de interpretación. 


(23) A. Toso, Commentaria minora ad Codicem i. c. (Romae, 1921), p. 16: “Cum iuribus 
quaesitis canon privilegia atque indulta reservat. At-alio prorsus modo; dum enim iura quae- 
sita a lege oriuntur simpliciter et ex iustitia: iura enim sunt, quae, nisi id postulet publica 
utillitas, sine iniuria perturbari non possunt.” y 

(24) F. CLAEYS-BOUNAERT et G. SIMENON, Ob. cit., n. 147, p. 86: "Aliqui Codicis: canones 
continent clausulas (v. gr., revocato quolibet contrario privilegio quae generali c. 4 conces- 
sioni derogant. Advertatur tamen illas clausulas semper auferre privilegia vel consuetudines, 
numquam autem iura quaesita. Haec enim iura reservantur a c. 4 simpliciter et ex iustitia, 
dum contra, privilegia et indulta reservantur sub conditione et ex convenientia." 
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Mas para conocer a fondo y en concreto el carácter de una ley cual- 
quiera, además del análisis puramente exegético de la misma, será forzoso 
considerar también los esfuerzos del legislador para poner en armonía con 
la norma las realidades circundantes del momento histórico, así como los 
pasos dados para traducir en hechos los imperativos de la norma. 

Quiere esto decir que la consideración puramente canónica de las re- 
servas pontificias tiene que ser completada aquí con la visión histórica de 
su implantación progresiva. Y aunque los treinta años escasos transcurri- 
dos desde la promulgación del Código quizá puedan parecer un período de- 
masiado corto, sin embargo están tan llenos de acontecimientos resonantes 
esos treinta afios, y tan ricos se muestran en cambios y mudanzas de toda 
indole, que llevan dentro, bien se puede asegurar, una experiencia de si- 
glos, puesto que si coincidiendo con la promulgación del Código tuvo lugar 
la terminación de la primera guerra, que cambió la faz de Europa, la se- 
gunda guerra, que acabamos de vivir, ha trastornado con sus cambios gi- 
gantescos el panorama material y moral del mundo. 


Implantación de las reservas pontificias después del Código 


Francia es el primer pais que nos sale al paso cuando se trata de des- 
cubrir la aplicación de las reservas en nuestros dias. 

En el instante en que la ley de Separación de 1905 pone fin violenta- 
mente al Concordato de 1801, los canonistas franceses proclaman una doc- 
trina y adoptan una actitud que se prolonga hasta 1918, sin que esa línea 
se quiebre del todo después de la promulgación del Código de Derecho 
Canónico. 


A. BOUDINHON aparece en 1907 como el portavoz de la canonística 
francesa frente a la ruptura del Concordato: “Es menester decir sin va- 
cilación que, a pesar de la ruptura del Concordato, las reservas beneficia- 
les... son tan inaplicables en Francia como lo eran antes... Después, los 
artículos orgánicos crearon un obstáculo para el restablecimiento de las 
reservas, pero, no parece que los Papas hayan pensado nunca aplicar a 
Francia las reglas de la Cancillería. De cualquier modo, el derecho de los 
Obispos franceses, exclusivo y absoluto para todos los beneficios de su dió- 
cesis, incluído el Cabildo, no les viene del Concordato considerado como 
contrato entre el Papa y el Gobierno' francés, sino que procede de una 
concesión pontificia, y esta concesión sobrevive al Concordato” (25). 


3 (25) A. BOUDINHON, Les conséquences de la séparation pour le droit canonique en France, 
«Canoniste Contemporain”, t. 30 (1907), p. 358-359: “I] faut dire, sans hésiter, que, malgré la 
rupture du concordat, les réserves benéficiales... ne sont plus applicables en France qu’ elles 
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A. Van Hove, el canonista belga de juicio mesurado y casi siempre 
bien informado, recoge la doctrina de Boudinhon, y después de distinguir 
con otros canonistas estas tres cosas en los Concordatos: el convenio, la 
ley y los privilegios concedidos con ocasión de aquéllos, afiade: "Ahora 
bien; designándose aquellas leyes (las leyes concordadas) con el nombre 
de Concordatos, es opinión nuestra que ellas, por el hecho de cesar la: 
obligación de la Santa Sede, no quedan abrogadas por el n. 1 del canon 6. 
Y los privilegios concedidos con ocasión del Concordato permanecen en 
vigor por el canon 4, conforme a los principios que alli se dirán; más 
atin, parece que esos privilegios hàn de considerarse como accesorios del 
mismo Concordato. 

Por tanto, los Obispos de Francia, mientras la Santa Sede no hubiere 
dispuesto otra cosa, conservan el derecho que les concedía él artículo 10 
del Concordato de 1801 de nombrar para todas las parroquias, no obstan- 
te las reservas del canon 1.435" (26). 


E. MacniN y R. Naz, en el momento’ presente, se hacen eco de la 
doctrina de Boudinhon; pero junto al punto de vista doctrinal, ellos con- 
signan un hecho y un dato nuevos, a saber: que si bien permanece en pie 
la cuestión de saber si hay 6 no verdaderas dignidades en los Cabildos 
creados después de 1802, “es cierto que después del Código, por lo menos 
ciertas reservas pontificias, por ejemplo, la que se refiere a las parroquias 
vacantes después de haber sido ocupadas por un prelado romano, entran 
de nuevo en juego.en Francia” (27). 


Y R. Naz, bajo cuya dirección se publica el Dictionnaire aludido, es- 
cribe a su vez: "Ni la ruptura del Concordato, ni la separación del Estado 
de las Iglesias, tuvieron por resultado sustituir en el orden eclesiástico e! 


ne P etaient auparavant... Plus tard, les organiques auraient créé un obstacle au rétablissement 
des réserves, mais il ne semble pas que les papes aient jamais songé à faire à la France 
P application des règles de leur chancellerie. Quoi quí il en soit, le droit de collation absolu 
et exclusif des évêques francais à tous les bénéfices de leur diocèse, y compris leur chapitre. 
nc leur vient pas du concordat envisagé comme contrat entre le pape et le gouvernement fran- 
çais; il leur vient donc d' une concession pontifleale, et cette concession. survit au concordat.” 
Texto tomado de E. MAGNIN, Les bénéfices en France (Dictionnaire de droit canomique, t. 9, 
cols. 520-521). : 

(26) A. VAN Hove, Commentarium Lovaniense in- Codicem i. c., t. 9, De legibus ecclesias- 
ticis (Mechliniae-Romae, 1930), n. 12, p. 16. Sobre la doctrina concordataria de A. Van Hove 
hemos expuesto nuestro parecer en el n. 2 de esta revista, en el artículo Concordato y ley: 
concordada, p. 340-349. 4 

(27) E. MAGNIN, Les bénéfices em France (Dictionnaire de droit canonique, t. 9, col. 520: 
“Après la dénonciation du concordat et la loi de séparation, les bénéfices sont encore plus 
dans le main des évéques, puisque dans le nomination des curés, ces evéques ni ont plus 
à solliciter P agrément du gouvernement et son seuls à décider des modifications de la cir- 
conscription des paraisses. Il est vrai que depuis le Code au moins certaines réserves ponti- 


ficales—par exemple, celle des paroisses vacantes aprés avoir été occupés par un prélat ro- 
main—ont joué à nouau en France”. 


A760 — í 


EL CONVENIO ESPAÑOL PARA LA PROVISION DE BENEFICIOS NO CONSISTORIALES 


derecho común al derecho concordatario... Las prácticas francesas, ante. 
riores o simultáneas del Concordato, más o menos explícitamente tolera- 
das cuando no sancionadas por la Santa Sede, han permanecido sin modi- 
ficación por el hecho de la separación. Para abrogarlas o derogarlas es 
menester la intervención de la autoridad religiosa, la única competente. 
La adaptación de las prácticas locales a las exigencias del derecho común 
no se ha realizado en ciertos puntos sino por el Codex. Así, de 1905 a 1918 
las reservas pontificias en materia de colación de beneficios no se aplicaban 
en perjuicio de los Obispos, porque su derecho de colación, absoluto y ex- 
clusivo, no les venía del Concordato, sino de una concesión más antigua 
que estuvo en vigor hasta el Código” (28). 


Los Concordatos de la postguerra. 


Una vez más, en ésta como en otras materias, la jurisprudencia sen- 
tada por los Concordatos posteriores al Código adopta trazos más firmes 
y rasgos menos vacilantes que los anteriormente descritos, 

Los acontecimientos que se producen en Europa a partir de 1918 afec- 
taron profundamente al régimen beneficial. Junto a la entrada en vigor del 
Código de Derecho Canónico, hay que señalar en ese mismo año de 1918 
el derrumbamiento de las monarquías de Alemania y de Aústria-Hungría 
y la promulgación de nuevas Constituciones imponiendo la separación de 
las Iglesias del Estado, con la consiguiente desaparición de las prerroga- 
tivas que a los Monarcas y a los Gobiernos respectivos concedían los Con- 
cordatos anteriores. Asi: 


Baviera.—El Concordato de 1925 (art. 14, $ 2) reserva a la Santa 
Sede la provisión de las dignidades, incluso de aquellas, como la dignidad 
de deán, que el Concordato de 1817 atribuía al Monarca, y que, una vez 
desaparecida la monarquía e instaurado el sistema de separación, pasa a 
la Santa Sede, En el $ 3 se conservan los derechos de patronato y de pre- 
sentación del Estado fundados en títulos canónicos especiales. En estos 
casos el Gobierno bávaro escoge un nombre entre los tres candidatos de- 
signados libremente por el Obispo diocesano. Mas un Convenio dè- julio 
de 1931, y, por tanto, posterior al Concordato, admite la restricción de 
estos derechos de patronato en la medida en que la Santa Sede no ejerza 
en la colación de canonjías los derechos de reserva del canon 1.435 (29). 


(28) R. Naz, Concordat de 1801 (Dictionnaire de droit canonique, t. 3, col. 1.429). 
(29) H. HILDERSCHEID, Bénéfices en Allemagne (Dictionnaire de droit canonique, ee 


col. 652). 
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En los Cabildos de colegiata, que son en nümero de seis para Baviera, 
los nombramientos de dignidades se hacen de la misma manera que en 
las catedrales. 


Prusia.—E] artículo 8.° del Concordato de 1929 reserva a la Santa 
Sede la provisión de las dignidades, que son en nümero de una (preboste) 
o de dos (preboste y deán), segün los Cabildos, y la provisión pontificia 
tiene lugar a propuesta del Obispo y del Cabildo. Dos semanas antes del 
nombramiento, la autoridad eclesiástica competente comunica al Gobierno 
el nombre del candidato (art. 9.” del Concordato). 


Baden.—El artículo 2.”, número 5, del-Concordato de 1933 reserva a 
la Santa Sede la provisión de las dignidades mediante propuesta que hacen 
alternativamente el Arzobispo o el Cabildo. El artículo 4.”, número 2, 
del Concordato .de Baden, por el que no son de aplicación a las canonjías 
de la archidiócesis de Friburgo las prescripciones del canon 1.435, $ 1, 
números 1 y 2, se aplicó también a Prusia por Convenio de 30-de agosto 
de 1933 entre la Santa Sede y el Ministro de Estado de Prusia, exten- 
diéndose luego a toda Alemania (30). 


Austria.—En principio, el Concordato austríaco de 1934 (art. 11, $ 1), 
que, por otra parte, conserva el patronato de Estado fundado en títulos 
canónicos especiales, admite las reservas pontificias; pero el 24 de junio 
de 1935 la Santa Sede otorgó a los Obispos por cinco años el indulto de 
proveer ellos mismos las canonjías vacantes por promoción de sus titula- 
res a dignidad de un Cabildo catedral o colegial, Indulto, como se ve, de 
trecuente aplicación y que suspende temporalmente la aplicación del ca- 
MOM TAs St tA, l 


Rumania.—El caso de Rumania, cuyos Cabildos constan de tres dig- 
nidades, merece consideración aparte. Dice asi el artículo 8.° del Concor- 
dato de 1929: “En todo lo concerniente a su nombramiento y al ejercicio 
del ministerio sagrado, los otros miembros del Clero católico dependerán 
exclusivamente de los Obispos." 

Bien es cierto que una derogación tan radical de las reservas se halla 
compensada por la no menos tajante abolición del derecho de patronato 
en su artículo 15: “Los derechos y las obligaciones de patronato, de cual- 
quier categoría que sean, quedan abolidos sin indemnización alguna.” 


En Polonia y Lituania, por el contrario, las reservas pontificias se 


(30) J. M. RESTREPO, Concordala regnante S. D. Pio PP XI inita (Romae, 1934), nota 499, 
p. 514. 
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aplican en los mismos términos del Código, salvo en aquellos casos par- * 
ticulares que entrarían en oposición con el derecho de patronato, el cual, 
ya sea del Estado, ya de los particulares, continúa en vigor, según los 
artículos 21 y 19 de los Concordatos polaco y lituano, respectivamente. 


Finalmente, en Italia el Estado renuncia, por el artículo 25 del Con- ` 
cordato, a la prerrogativa soberana del Real Patronato sobre los beneficios 
mayores y menores, aplicándose alli integramente los cánones 396, 8 1, 
y 1.435, relativos a las reservas pontificias (31). ' 


E ok 


Si comparamos ahora el artículo 3.” del nuevo Convenio con el Con- 
cordato de 1851, salta a los ojos el gran avance de la disciplina canónica 
que refleja el Convenio actual, penetrado e informado del espíritu del Có- 
digo incluso en el ejercicio de las prerrogativas tradicionales que la Igle- 
sia ha juzgado conveniente confirmar al Estado español: 


Dice así el Convenio: 


Art. 2.—8 1: “Cuando se trate de pro- 
veer la dignidad de Deán de los Cabildos C; dator HP 85 EN E 
metropolitanos y catedrales, el Obispo, des- “L dk eid 4 D Abide 
pués de oir al Cabildo sobre los varios can- Rete ISAT ee Era SUE 
didatos, formará una lista de tres eclesiásticos 
dignos y la enviará al Jefe del Estado, el 
cual escogerá y presentará a la Santa Sede 
una de las personas que componen la terna." 


veerá siempre por Su Majestad 
en todas las iglesias y en cualguier 
tiempo y forma que vaque." 


El contraste entre esos dos textos no puede ser más rudo, como que 
reflejan dos épocas y dos ambientes completamente distintos. Hemos di- 
cho otras veces, y no nos cansaremos nunca-de repetirlo, que la nota más 
saliente de los Concordatos modernos, lo que los caracteriza frente a los 
Concordatos anteriores, es su finalidad clara y primordialmente politica, 
a saber: asegurar y garantizar la libertad e independencia de la Tglesia, 
estableciendo las condiciones del libre ejercicio de su soberanía; o, lo que 
es lo mismo, que la base y el fundamento de toda colaboración real y efi- 


'caz entre la Iglesia y el Estado en nuestro tiempo, más que en mixtifica- 


(31) Sobre la firmeza que la S. Sede pone en la aplicación de las reservas pontificias, 
consúltense en A. A. S. las siguientes resoluciones, entre otras, que se podrían añadir: t. 33 
(1941), Sac. Cone. Conu.: Calanen. Reservatio dignitatum capitularium, p. 70; Catanem. Iuris 
eligendi canonicos et dignitates, p. 333; t. 35 (1943), SAC. CONG. Conc.: Resolutio. Reservatio- 
mum apostolicarum, p. 148; Romana. Reservatio beneficiorum in Urbe, p. 399; t. 37 (1945), 
Sac. Conc. Conc.: Dioecesis C. Reservationum apostolicarum, p- 117-118. 
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ciones y confusiones impropias de hoy, hay que buscarla por los caminos 
de un gran respeto mutuo de las respectivas soberanías y por las vías de 
una delimitación objetiva y de una clara determinación de los respectivos 
quehaceres o competencias (32). 

Frente a-esto, el texto del Concordato de 1851, ni más ni menos que 
los deniás de su época, tiene completo sabor administrativo y burocrático, 
tanto que el texto transcrito está pidiendo a gritos el carretón de un re- 
glamento, de un escalafón; bien entendido que el estrambote del escalafón 
y del reglamento es lo menos malo que le podía acontecer, salvándose así 
de la pendiente del favor por los caminos del automatismo con su cortejo 
de categorías y de años de servicios señalados más o menos arbitraria- 
mente. 

Términos ineludibles el uno o el otro, el favor o el automatismo bu- 
rocrático, cuando se otorga al Estado el derecho de iniciativa o de pro- 
posición en materias que se salen de la esfera de su competencia y cuyos 
órganos, por tanto, tienen que adolecer de incapacidad funcional para 
hacer la selección y discriminación de los candidatos desde el punto de 
vista canónico. Aunque el Convenio actual no trajera más bien que el de 
haber sepultado para siempre la serie innümera de órdenes y decretos que 
oprimian bajo su fárrago al Concordato de 1851, ya sería bastante. El 
Convenio actual no permite en modo alguno que resuciten bajo una u 
otra forma el Real Decreto concordado de 6 de diciembre de 1888, ni el 
de 20 de abril de 1903, ni siquiera el Real Decreto de 14 de diciembre 
de 1925, que, por ser complementarios y ejecutivos del Concordato de 1851, 
corrieron la misma suerte que aquél, entregados al olvido de 1931 acá. Por 
eso, el artículo 3.” del Convenio que examinamos, con recto criterio canos 
rico, atribuye la iniciativa de la proposición de candidatos al Superior ecle- 
siástico competente, que es el Obispo, y a él corresponde, segün el Código 
de Derecho Canónico, formar juicio de la idoneidad canónica de los can- 
didatos con arreglo a las normas establecidas por el mismo Código (32 bis). 


“§ 2. La provisión de la dignidad de Concordato de 1851.—Art. 18. 


$ y c E Pie. 
Chantre corresponderá siempre a la libre Se reservan a la libre provisión 


lso An Sede de Su Santidad la dignidad de 
Chantre en todas las iglesias me- 

8 3. La provisión de las demás dignida- ^ tropolitanas y en las sufragáneas 
des de los Cabildos metropolitanos y cate- — de.., y en las demás sufragáneas 


drales será efectuada por la Santa Sede, al- una canonjía de las de gracia. ` 


(32) L. PÉREZ MIER, Iglesia y Estado Nuevo, p. 124-129. 
(32 bis) Canon 149: “Los que han sido elegidos, postulados, presentados o nombrados para 
oficios eclesiásticos por cualesquiera personas, no serán confirmados, admitidos o instituidos 


c M e 


f 
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ternativamente: a) por libre colación, y b) Las demás dignidades se pro- 
por presentación previa del Jefe del Estado. veerán en rigurosa alternativa por 
En este segundo caso, se procederá como se Su Majestad y los Arzobispos y 
indica en el $ 1 del presente artículo.” Obispos.” 3 


Aqui, lo mismo que en la dignidad de deán, resalta la importancia del 
cambio efectuado. El examen que en las páginas consagradas a las reservas 
hemos realizado de la disciplina del Código y de la jurisprudencia estable- 
cida por los Cohcordatos posteriores, hace que sean innecesarias largas ex- 
plicaciones: el Convenio actual transforma en derecho de presentación del 
Jefe del Estado el anterior nombramiento del LE y, salvo esto, aplica 
a Espana de manera ejemplar el canon 396, § 1, sobre la reserva pontificia 
de las dignidades, actitud muy de notar y más Eo por la rectificación 
del Concordato de 1753 que ella encierra. 


Hagamos constar, asimismo, aunque sea de pasada, que si por lo que 
hace a las dignidades que son de presentación del Jefe del Estado a la 
Santa Sede, la proposición de la terna emana siempre del Obispo, oído el 
Cabildo, en cambio en las que pertenecen a la libre colación de la Santa 
Sede (la chantría y la mitad del resto de dignidades), el Convenio no señala 
intervención del Obispo, debiendo regirse ésta por las normas o Instruc- 
ciones que la Dataria Apostólica tuviere prescritas pro tempore para la 
aplicación del Código de Derecho Canónico E 

REND a IRURE Lu) 


Concordato de 1851.—Art. 18. 


§ 4. "Para el nombramiento de Abad oki Cabido A leales 


de los Cabildos colegial I Obispo, = A : 
: agii ue nud e is compondrá de un Abad, presi- 
via oposición, formará y enviará al Jefe $ > 
: ieee dente, que tendrá aneja la cura 

del Estado una lista de tres eclesiásticos que $ AT 

B $ s de almas...” Art: 23. "Las re- 
hayan sido reputados dignos, en dicha opo- 
sición. El Jefe del Estado escogerá y pre- 
sentará a la Santa Sede uno de los nom- 
bres comprendidos en la terna." 


glas establecidas para la provisión 
de las prebendas... se observarán 
puntualmente respecto de las igle- 
sias colegiatas." 


El $ 4, que recoge la disciplina del Concordato de 1851, prescribe el 
concurso para el Abad por su condición de párroco, y, salvo eso, se le apli- 


por un Superior que sea inferior al Romano Pontífice, si antes no han sido juzgados idóneos 
por el Ordinario propio, aun sometiéndolos a examen, cuando el derecho o la naturaleza del 
oficio lo reclaman o el Ordinario lo considere oportuno." 

Canon 152: “El Ordinario del lugar tiene el derecho de proveer los oficios eclesiásticos 
en el propio territorio, si no se prueba otra cosa; pero el Vicario- General, sin mandato es- 
pecial, carece de esta potestad." ; 

(33) Véanse estas Instrucciones en A. N: z fe 22 (4930), p. 525, y t. 34 (1942), p. 113-118 
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can las normas del Deanato, pues esa es su dignidad en los Cabildos cole- 
giales (34). 


Concordato de 1851.—Art. 18. 


§ 5. “Para el nombramiento de Cape- “Habra demas en da ig URS 
llán Mayor de las capillas de los Reyes de Toledo una dignidad: consed 
Toledo, de los Reyes Católicos de Granada bulo de Capellán Mayor de Re- 
y de San Fernando de Sevilla, el Jefe del 
Estado presentará al Obispo un candidato nidad de! Capella Maor 
escogido de una terna formada al efecto por Femando: en da cde Grona dodla 


el mismo Obispo, según los establecido en A Nast a RN 
el S ] de este artículo.” Católicos.” 


yes..; en la de Sevilla, la dig- 


El Convenio conserva en este punto lo establecido por el Concordato 
de 1851, con la diferencia de sustituir el libre nombramiento de la Corona 
por la presentación del Jefe del Estado, no siendo de aplicación a estas 
dignidades las reservas pontificias, por apoyarse aquí el Real Patronato en 
el título canónico especial de fundación (35). 


Canonjias de oficio 
Concordato de 1851.—Art. 18. “Las'ca- 


Astrdig Las icomenitasideo ofi nonjías de oficio se proveerán, previa oposi- 
: LAUNE ción, por los Prelados y Cabildos.” Y el 
cio de las iglesias catedrales y co- Concordato de 1753, art. 10: "Que las pre- 
legiales serán conferidas, previa ^ bendas de oficio, que actualmente se proveen 
oposición, efectuándose la elección ^ por oposición y concurso abierto, se confieran 
del candidato por el Obispo y el Y se expidan en lo venidero en el propio modo 
Cabildo.” l y con las mismas circunstancias que se han 
practicado hasta aquí sin la menor innova- 

ción en cosa alguna.” 


El Convenio no hace sino reproducir lo prescrito por los Concordatos 
precedentes, que recogen lo establecido para las canonjías magistral y doc- 
toral de España por León X (a. 1521) en el Decreto Cum dudum y en la 
Constitución In Suprema, y por Gregorio XV en la Constitución Supremae 
dispositionis (a. 1622) para la penitenciaría. El canon 399, $ 2, también 
deja a salvo la ley del concurso, allí donde exista, para las dos canonjias 
de oficio que son de derecho común, a saber: la lectoral y la penitenciaria. 
Pero la Dataria Apostólica en 1942 consideraba que no era obligatorio en 
Espafia el concurso para la provisión de las canonjías de oficio, estimando, 


(34) Prescribían el concurso-oposición los Reales Decretos concordados de 21-11-1851 y 
de 27-6-1867. i 3 


(35) Véase Excmo. y Rvdmo. Dr. D. T. Muniz, Derecho capitular (Madrid, 1925), n. 352-364 


Consúltese además A. A. S., t. 37 (1945), p. 118, Sac. CONG. Conc.: Dioecesis. C. Reservationum 
apostolicarum. 
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por tanto, sin vigor las disposiciones del Concordato de 1851 y las leyes 
particulares anteriores que lo exigian (36). 

Con el concurso restablece asimismo el Convenio la forma de provision 
por elección, verificándose ésta por el Obispo y el Cabildo conjuntamente, 
segün lo expresan los Concordatos dichos de 185: y de 1753, y conforme 
determinó el mismo Benedicto XIV en la Constitución apostólica Quam 
semper, confirmatoria del expresado Concordato, y más expresamente en 
el Breve de 10 de septiembre del mismo año, declarando algunas dudas 
surgidas en la interpretación del mismo: “Declaramos asimismo—léese en 
el citado Breve—a favor de Tu Majestad que aquellos que en adelante 
fueren elegidos y provistos en las prebendas magistrales, doctorales, lecto- 
rales y penitenciarías, llamadas de oficio, que acostumbran conferir por 
oposición y concurso los Venerables Hermanos Prelados y amados hijos 
canónigos y Cabildos, no necesitan que se les expidan bulas bajo el sello 
de plomo por esta Santa Sede Apostólica, para confirmación de las mismas 
colaciones, aunque suceda la vacante en los meses y casos resérvados, y 
aunque se hubiese acostumbrado por lo pasado que se debiese obtener con- 
firmación apostólica para algunas de las referidas colaciones; no obstante, 
asimismo, que nuestra Dataría Apostólica pudiese también, segün el Con- 
córdato, pretender, no sin alguna razón, que se debiese continuar y obser- 
var en adelante sin innovación alguna el método acostumbrado y antiguo; 
pues estos casos suceden rara vez, y así se trata de cosas de poco momen- 


to" (37). 


Grados académicos 


“Para ser nombrado dignidad o canóni- Véanse los can. 396 § 3, 399 
go de oficio se necesita poseer grado mayor § |. El can. 404 $ 2, dice: “Al 
en Filosofía, Teología o Derecho canéni- conferir las canonjías dése prefe- 
co, o haber desempeñado meritoriamente el rencia, en igualdad de circunstan- 
ministerio eclesiástico en funciones de go- cias, a quienes se hayan doctora- 
bierno, como Vicario General, Provisor, Se- do en Teología o Derecho canó- 
cretario de Cámara, o en cargo de magis- nico en algün ateneo, o hubiesen. 
terio, como Profesor de Filosofía, Teología ^ ejercido laudablemente el minis- 
o Derecho canónico." terio eclesiástico o el magisterio." 


Aunque el Concordato de 1851 nada prescribe en relación con los gra- 
dos académicos, el Real Decreto concordato de 20-4-1903 (art. 10) exigía 


ú $ i ; tificias 
36) Consúltense sobre este punto E. F. REGATILLO, El concurso y las reservas pon 
en » x ram de las canonjías de oficio, *Sal Terrae", t. 30 (1942), p. 354-364; L. MIGUÉLEZ, 
La provisión de las prebendas de oficio en España, "Ilustración del Clero”, t. 35 (1942), 
. 286-292, 327-335. : 
(87) 8J; TEJADA y Ramiro, Colección completa de Concordatos espafioles (Madrid, 1862), 


p. 266. 
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el doctorado o la licenciatura en Teología, Cánones o Derecho para todas 
las dignidades; asimismo, las canonjías magistral o lectoral requerian gra- 
do mayor en Teología, en Teología y Cánones la penitenciaría y en Cáno- 
nes la doctoralia. 

Código de Derecho Canónico dispone que la primera dignidad en 
las catedrales, así como la penitenciaría, se confieran a doctores en Teolo- 
gia o Derecho Canónico, la lectoral a doctores en Teología, dando prefe- 
rencia sobre éstos a los doctores o licenciados en Sagrada Escritura, y, fi- 
nalmente, en la provisión de canonjías deben ser preferidos los doctores 
en Teologia o Derecho Canónico. 

El Convenio recoge la necesidad de grados académicos, pero después 
de la reforma operada en 1931 por la Constitución Deus scientiarum, no 
se ha estimado conveniente insistir en la necesidad del doctorado, y se 
conserva la anterior legislación concordada que exigia grado mayor (doc- 
torado o licenciatura), y en la redacción del texto el Convenio se ha inspi-. 
rado en el canon 404 § 2, endureciendo algo, no demasiado tampoco, sus 
términos y dando entrada a los graduados en Filosofia (38). 

La expresión de que se sirve la ley: "Para ser nombrado dignidad o 
canónigo de oficio, se necesita...", parece indicar que se trata de cualidad 
que afecta a la idoneidad del candidato y cuya falta constituye impedi- 
mento, o sea, que no es simple requisito accidental, siendo de aplicación, . 
por tanto, al caso el $ 3 del canon 153, que dice: "Cuando el provisto ca- 
rece de las cualidades requeridas, la provisión es nula, si así lo determina 
el derecho común o particular o la ley de fundación; de lo contrario, es 
válida; mas por sentencia puede ser anulada por el legítimo superior (39). 


Canonjías simples y beneficios menores 


Art. 5, 8 1. "Las canonjías simples y los Real decreto concordado de 6 
beneficios menores de las iglesias catedrales de diciembre de 1888 —4 rt. |. 
y colegiatas se proveerán una mitad previa “La mitad de las canonjías y be- 
oposición y la otra mitad en la forma lla- ^ neficios correspondientes a cada 


mada de gracia. Cuando el número de las ^ Iglesia catedral o colegial será en 
prebendas fuera impar, la unidad sobrante, adelante de oposición. Cuando no 
se sumará al grupo de las de oposición. En : fuese divisible por dos el número 


la mitad correspondiente a oposición se en- de canonjías o de beneficios, se 
tenderán incluídos los beneficios denomina-:. aplicará a la oposición la parte 
dos de oficio.” : mayor." 


(38) Véase la resolución de la Dataria Apostólica en 1940 con. autorización de S. S. el 
Papa Pío XII; A. A. S., t. 32 (1940), p. 163. Sobre grado mayor en Filosofía, véase A. A. S3 
1. 37 (1945), p. 272, SAC. CONG. DE SEMN. ET STUD. UNIVERSITATIBUS. Dubium. De laurea con- 
gruenti ad docendum in Facultate theologica. 

39) F. X. WERNZ-P. VIDAL, Jus canonicum, t. 9, De Perscnis (Romae, 1998) 1015 207— - 
T. Muniz, Derecho capitular, n. 95. 
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Según el Concordato de 1851, las canonjías simples y los beneficios 
menores eran de gracia, en cuanto que se proveían por alternativa de la 
Corona con los Obispos y con los Obispos y Cabildos, respectivamente. 

Fué el Real Decreto citado el que estableció la oposición para la mitad 
de las canonjías y de los beneficios menores, pero no por eso cambió su 
naturaleza de provisiones de gracia, aunque sí cambiara su denominación 
usual y corriente, y desde entonces se contraponen las canonjías y bene- 
ficios de gracia a los de oposición. Ahora, el Convenio adopta la termino- 
logía usual, y cuando dice que en la mitad correspondiente a oposición se 
entenderán incluidos los beneficios denominados de oficio, creemos que se 
refiere únicamente a los beneficios menores, y de ningún modo a las ca- 
nonjías simples, únicas de que se trata en este párrafo, y que son las que 


se proveen una mitad por oposición y la otra mitad en la forma llamada 
de gracia, 


Art. 2 del Decreto citado: “A las canon- 
jías o beneficios que se provean por oposi- 
ción, a tenor de lo determinado en el ar- 
tículo precedente podrán imponerse cargos 


€€ = 
§ 2. “Al proveer estos benefi- especiales, como la, enseñanza en el Semi- 


cios, el Obispo conserva la facul- ^ nario, cuidar. de las bibliotecas y archivos de 
tad de imponerles, oído el Cabil- las iglesias, promover el estudio y observancia 
doo taeda "rg de la S. Liturgia y dirigir las sagradas ce- 


remonias. Los Ordinarios, oyendo a sus res- 
pectivos Cabildos y atendiendo a la necesi- 
dad o utilidad de la Iglesia, señalarán el 
cargo que ha de imponerse a cada canonjía 
o beneficio de oposición." 


RN cd 
mente de ministerio." 


El Código de Derecho Canónico prescribe que los beneficios eclesiásti- 
cos se confieran sin disminución (can, 1.440). Segün los canonistas, cual- 
quier innovación del oficio o beneficio hecha con ocasión de la provisión, 
y por la cual aquél se torna más pesado o menos apetecible, constituye 
verdadera disminución. 

La disminución de un beneficio, por tanto, puede tener lugar o por el 
aumento de las cargas espirituales, sin aumentar las rentas del beneficio, 
o por la simple disminución de las rentas, sin tocar a las cargas. El Código 
prohibe lo uno y lo otro, y no hace con ello sino confirmar y reproducir 
ia legislación precedente especialmente la tridentina. 

La facultad de imponer cargas especiales a las canonjías simples y a 


los beneficios menores, cuando eran de oposición unos y otras, se fundaba 


en el Real Decreto concordado de 1888, cuyos artículos 1.” y 2.” damos 
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arriba. Dichos artículos, y lo mismo los siguientes, no se referían para 
nada a las canonjías de oficio; así, el artículo 9." decía expresamente: “La 
provisión de las canonjías de oficio en las iglesias catedrales o colegiales 
seguirá haciéndose como en la actualidad." 


Sin embargo, a las canonjías de oficio también se les podía imponer 
carga especial de enseñanza en el Seminario, según escribe Muniz. El fun- 
damento jurídico de aquella carga de ensefianza se encontraba para la pe- 
nitenciaria en la Constitución de Gregorio XV Supremae dispositionis, y 
con respecto a todas las canonjías de oficio, en la Real Cédula de 31 de 
julio de 1852, dando instrucciones para que se llevase a cabo la reforma 
de los estatutos capitulares de cada iglesia, adaptándolos al Concordato 
de 1851. En dicha Real Cédula concordada se decía: “Determinaran (los 
estatutos) los derechos y obligaciones propias de cada título o prebenda 
por su institución, y de cada oficio capitular o subalterno, expresando el 
modo de cumplirlas, especialmente la de las canonjias de oficio, de que 
tanta utilidad pueden reportar los Seminarios Conciliares, como. crédito 
sus futuros poseedores y los Cabildos, si en su elección y convocatorias 
de concursos para ellas se tiene en cuenta el cargo de la ensefianza res- 
pectiva.” “Son éstas—según dice Mun1z—instrucciones para hacer los esta- 
tutos, no para proveer las prebendas; de forma que es muy canónico hacer 
estatutos que impongan a las canonjías de oficio cargos de ensefianza, pero 
no lo es tanto imponer cargas que no estén en los estatutos... Nos parece 
muy util al oficio del canónigo y al Seminario mismo encomendarle una 
cátedra similar al oficio; lo que de ninguna manera nos parece ütil es im- 
poner estas cargas sin remuneración" (40). 


La Sagrada Congregación del Concilio, en 10 de marzo de 1923, resol- 
vió la siguiente duda del Cabildo de Cuenca: “Utrum post Codicem iuris 
canonici sustineri possint onera in schedula convocatoria canonicis de of- 
ficio imposita? Affirmative" (41); pero en el votum consultoris que acom- 


4 


(40) T. Muniz, Ob. cit., n. 116. Que la equidad canónica no sale bien parada cuando se 
impone carga de enseñanza sin retribución, nos parece incuestionable. Véase, entre otras, la 
resolución siguiente: A. A. S., t. 34 (1942), p. 299: Sac. CONG. Conc. Tergestina. Distributia- 
rum; t. 12 (1920), p. 573: PONTIF. COM. AD COD. CAN. AUTHENT. INTERPRETANDOS. Dubium III. 

(41) A. A. S. t. 15.(1993), p. 588-589: “Sac. CONG. CONGILI. Conchen. Onerum canonica- 
lium... Votum consultoris... Ut proprius accedamus ad propositum dubium, referre heic praes- 
tat verba R. Decreti concodati sub die 21 martii 1851 et ilius sub die 6 decembris 1888 
(efr. Ferreres, Instit. Can., tit. III, n. 694): “Ordinarii, audito Capitulo, et attenta necessitate 
et utilitate ecclesiae, designabunt munus quod singulis canonicatibus aut beneficiatibus per 
oppositionem providendis impónendum sit.” Quod R. concordatum Decretum Codex in suo 
vigore relinquit, velut si Codex ipse promulgatus non esset. Et ratio ea esse videtur, quia 
huiusmodi leges partieulares legis simul ecclesiasticae et civilis rationem habent, quum ori- 
ginem traxerint ex conventione inter utramque potestatem. Stat igitur ex dictis onerum im- 
positio, non obstante praescripto canonis 1.440.” 
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pana a la resolución se han deslizado, segün creemos, dos errores de facto 
no sin importancia para la cuestión presente. Juzgue de ello el lector. 

El Real Decreto concordato de 21 de marzo de 1851 no lo hemos en- 
contrado en ninguna parte; no lo traen las colecciones generales y especia- 
les que hemos consultado; en los autores no encontramos rastro de ese 
Decreto, cuyo texto no da el consultor, y, desde luego, no hay alusión a 
él en el lugar de Ferreres, al cual remite el votum (42). 

El texto concordado que cita el votum pertenece al artículo 2.” del Real 
Decreto de 6 de diciembre de 1888, y éste, por más que otra cosa pueda 
parecer a primera vista, se refiere únicamente a las canonjías simples y 
a los beneficios menores que en virtud del mismo Decreto pasan a ser de 
oposición, sin que afecten para nada a las canonjías de oficio, como apa- 
rece en la simple lectura del Decreto. 

Por tanto, la imposición de cargas a las canonjías de oficio no se puede 
fundamentar en el Decreto de 1888, y nos parece que así lo vió ya Muniz; 
pero, sin duda, no le pareció conveniente por entonces descubrir más cla- 
ramente su pensamiento (43). 

Mas ahora las circunstancias son completamente distintas. Si, como 
lo hizo en 1942 la Dataria Apostólica (44), consideramos sin vigor las 
disposiciones del Concordato de 1851 en materia de provisiones, quedan- 
do, por tanto, vigente en la materia el derecho común únicamente, es claro 
que con el Concordato debieron caducar también el Decreto de 1888 sobre 
las canonjías y beneficios de oposición y la Real Cédula de 1852 en cuanto 
a las canonjias de oficio. 

El Convenio actual, al tratar en el articulo 4.' de las canonjias de 
oficio, prescribe, como hemos visto, el concurso y la provisión mediante 
elección simultánea por el Obispo y el Cabildo, y no dice nada de la impo- 
sición de cargas o de la carga especial de enseñanza. El artículo 5.”, que 
venimos comentando, trata.de las canonjías simples y de los beneficios me- 


(42) Hemos repasado la Colección Legislativa, la Guía Eclesiástica de 1868, las 73 páginas 
del Aleubilla v. Concordatos, t. 4, p. 122-195; las 250 del Boletín Eclesiástico de Astorga, Con- 
cordato de 1851, Ordenes-dictadas para su ejecución; el Indice de leyes, decretos y reales ór- 
denes, etc., de J. TEJADA Y Ramiro, Colección completa de Concordatos españoles, p. CVII- 
CXIV; el Indice alfabético de los Procedimientos eclesiásticos de T. MUNIZ; el Concordato 
español de 1851 con las disposiciones complementarias (Manual Reus, t. 36) de E. PIÑUELA, - 
además de los autores siguientes: GÓMEZ SALAZAR, Instituciones de Derecho canónico, $9 
(Madrid, 1891), Apéndices; V. La FUENTE, Ecclesiasticae disciplinae lectiones (Madrid, 1866), 
Apéndices; SALAZAR y LA FUENTE, Lecciones de disciplina eclesiástica, t. 2 (Madrid, 1877), Apén- 
dices; J. Postius, El Código canónico aplicado a España (Madrid, 1926); d. MUNIZ, Procedimien- 
Los eclesiásticos, t. 1 (Sevilla, 1925), n. 439; J. B. FERRERES, Institutiones canonicae, t. 1 (Bar- 
cinonae, 1917), n. 692-696. En ninguna parte se encuentra ni siquiera alusión a ese Decreto 


de 21 de marzo de 1851. 
(49)* Derecho capitular, n. 116-117. i 
(44) Carta circular de la Nunciatura Apostólica; de fecha 30-12-1942. 
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nores, dividiéndolos, como el Decreto de 1888, en una mitad de gracia 
y otra mitad de oposición. Y es ahora cuando dice el $ 2, que al proveer 
estos beneficios puede el Obispo imponerles cargas particulares. 

Que se trate únicamente de las canonjías simples y de los beneficios 
menores, nos parece enteramente claro; no hay razón para extender la 
expresión “estos beneficios" a las canonjias de oficio, que, ademas de lla- 
marse así, se contraponen a las canonjías simples y a los beneficios me- 
nores precisamente en punto a la provisión, y por esa contraposición el 
Convenio trata de ellas por separado y en artículo distinto. - 

Que esa facultad de imponer cargas se limite a las canonjías simples 
y a los beneficios que sean de oposición unas y otros, nos parece más pro- 
bable. Admitimos que, si bien el adjetivo "estos" pudiera dar margen 
para incluirlos todos, pero a continuación se añade: "El Obispo conserva 
la facultad", y esta expresión no se puede aplicar con verdad a las canon- 
jias y beneficios menores, que son de gracia, pues respecto de estos bene- 
ficios sería una facultad completamente nueva, que los Obispos no tenían 
antes. En segundo lugar, tratándose, como se trata aqui, de una facultad 
contraria al derecho común, nos parece que en buena canonistica debe ser 
strictae interpretationis y que no se debe extender sin necesidad a los ca- 
sos que anteriormente no estaban comprendidos; im dubio a veteri ture 
non est recedendum. 


8 3. "Bien sea que haya. habido oposi- 
ción o que se proceda en forma de gracia, 
las canonjías y los beneficios a que se refie- 


re el $ l, serán conferidos por el Obispo, al- Real decreto de 1888.—Art. 1. 


ternativamente: a) por libre colación, des-  “... Su provisión quedará sujeta, 
pués de haber oído al Cabildo, y b) por con la otra mitad, al turno esta- 
presentación previa del Jefe del Estado." blecido por el Concordato, entre 


"Tercero. Respecto de las vacantes que la Corona y los Prelados, y éstos 
en la actualidad existan, el turno empezará- con sus Cabildos." 
por el Jefe del Estado." (Nota de la Nun- 
ciatura y del Ministerio de Asuntos Exte- 
rores aneja al Convenio.) 


Hay una diferencia esencial, según escribe Muniz (45), entre las opo- 
siciones a estas canonjías y las establecidas para las de oficio; y es que 
las oposiciones a las de oficio son verdaderos concursos, con todas las obli- 
gaciones de justicia inherentes a ellos, mientras que las primeras son un 
requisito previo que no hace perder a las prebendas así provistas su na- 
turaleza de prebendas de gracia, toda vez que el que ha de nombrar escoge 


(45) Derecho capitular, n. 125. 
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libremente de entre los que se hallen en terna. Lo que precede, sigue siendo 
tan verdad como antes; anotemos, sin embargo, la diferencia que respecto 
de esto mismo hay entre la libre colación del Obispo y la presentación del 
Jefe.del Estado. El Obispo, aun en los casos de libre colación, tiene siem- 
pre el deber jurídico de escoger al más idóneo (can. 153, $ 2), simpliciter 
en caso de gracia, o al más idóneo de la terna en caso de oposición; el 
Jefe del Estado, en cambio, tiene obligación de escoger a uno digno, pero 
no al más digno: de los de la terna (cánn. 1.403, 8:405, $71; 1.460,.8 147-3), 

El Convenio introduce algunas ligeras modificaciones, pues de los cua- 
tro casos que se pueden presentar, el Obispo tiene que oír al Cabildo en 
tres, a saber: en los dos de libre colación, turno de gracia y turno de opo- 
sición, y en el caso de presentación del Jefe del Estado, el Prelado debe 
oír al Cabildo para hacer la terna, en el turno de gracia, mas no en el turno 
de oposición. 


t | Real decreto de 1888.—Art. 8. “En vis- 
D ta del resultado de toda oposición a canon- 
jía o beneficio, formará el Tribunal la ter- 
na procedente, la cual se elevará al Minis- 
terio de Gracia y Justicia, por conducto del . 
Obispo de la diócesis, o se someterá a la 
autoridad del Prelado o a la de éste con su 
Cabildo, segün quien deba proveer la va- 
cante, a fin de que entré los individuos pro- 
puestos se elija libremente el que haya de 
ser agraciado." 


"En este segundo caso (de pre- 
sentación) el Jefe del Estado’ es- 
cogerá al candidato que ha de pre- 
sentar de una lista de tres eclesiásti- 
cos dignos, que el Prelado formará 
a base de los resultados de la oposi- 
ción, o, después de oír al Cabildo 
sobre los varios candidatos." 


La diferencia entre ambos textos es patente: ahora la terna, aun en 
caso de oposición, la forma el Obispo; al tribunal toca calificar los candi- 
datos segün la oposición, pero quien hace la terna es el Prelado. Hay otra 
cosa atin de mayor importancia, y es que omitiendo el Convenio lo rela- 
tivo a la formación del tribunal de oposiciones, está claro que, con arreglo 
al artículo r.' del mismo, pertenece al Obispo constituir el tribunal libre- 
mente, ya que, salvo lo que disponga la Santa Sede, pertenece al Obispo 
conferir todos y cada uno de los beneficios y canonjias; luego le deberá 
corresponder asimismo lo necesario para llegar a la provisión. 

No omitiremos consignar aquí que el derecho de presentación del Jefe 
del Estado se limita a escoger entre una terna formada libremente por el 
Obispo, modalidad ésta que es la que la Iglesia adopta en cuantos casos 
juzga conveniente conservar los derechos de presentación y patronato de 
Estado fundados en títulos canónicos. Lo establecen así, entre otros, los 
Concordatos de Polonia (art. 21), Lituania (art. 19), y el mismo proce- 


* 
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dimiento se sigue en Baviera para la ejecución del articulo 14, § 3, del 
Concordato; en Prusia mismo, cuando el Gobierno ejerce el patronato de 
Estado, a tenor del articulo 11 or Concordato, la presentación tiene lugar 
sobre una terna formada por el Obispo, segün las prescripciones canóni- 
cas (46), y Austria, que conserva un patronato de Estado bastante exten- 
so, ejerce su derecho de presentación sobre la base de una terna que forma 
el Obispo libremente, a tenor del Derecho canónico. 


Canonjías y prebendas de régimen especiat 


Art. 6, $ 1. “Las prebendas del Priorato nullius de Ciudad Real se confe- 
riran de conformidad con su régimen tradicional establecido en la bula, “Ad 
Apostolicam." 

"Cuarto. Por lo que se refiere a la provisión de prebendas del Priorato 
nullius de Ciudad Real, la Santa Sede queda en la inteligencia de que provi- 
sionalmente se aplicarán a dichos beneficios las normas acordadas para las demás 
diócesis espafiolas en el Convenio que hoy se firma, quedando subsistente para 
en su día lo concedido y establecido en la bula “Ad Apostolicam." (Nota de la 
Nunciatura y del Ministerio de Asuntos Exteriores aneja al Convenio.) 


Trátase aqui del Priorato nullius de las Ordenes Militares, cuya ju- 
risdicción, diseminada por los ámbitos de la nación, se concentró en el coto 
redondo de la provincia de Ciudad Real por la Bula Ad Apostolicam, de 
20 de marzo de 1874. Los Reyes de Espana, que desde el tiempo de los 
Reyes Católicos eran Grandes Maestres de las Ordenes Militares por la 
incorporación de los Maestrazgos a la Corona, ejercian extensas prerro- 
gativas sobre el Cabildo y los demás organismos del Priorato; asi, verbi- 
gracia, todas las prebendas del Cabildo, incluso las canonjias de oficio, 
eran de nombramiento real, lo mismo que los párrocos; pero con la Re- 
püblica, además de faltar el Gran Maestre, se decretó la supresión de las 
Ordenes Militares, juntamente con la extinción de la Grandeza, 

Ahora el Convenio, por tratarse sin duda de una prerrogativa especial 
de la Corona, en su calidad de Gran Maestre de las Ordenes, conserva en 
principio el régimen propio establecido por la Bula Ad Apostolicam, apli- 
cándolo a la provisión de las prebendas catedrales, pero no a la provisión 
de parroquias ni al nombramiento de párrocos, los cuales en lo SECCSIVG 
se ajustarán al régimen común tal como se establece en el artículo 2.” del 
mismo Convenio. 

Sin embargo, la misma provisión de prebendas interinamente se ajus- 
tará al régimen común mientras no se vuelve a la normalidad en el fun- 


(46) Convenio del 30 de agosto de 1933. 


As 


EL CONVENIO ESPANOL PARA LA PROVISION DE BENEFICIOS NO CONSISTORIALES 


cionamiento de las Ordenes Militares, con las instituciones que recogia la 
Bula Ad Apostolicam. 


Omitimos, por no alargarnos con exceso, el comentario a los cuatro 
párrafos siguientes, en los que se recogen capillas reales e iglesias cole- 
giales de fundación y de patronato particular, todas las cuales conservan 
su régimen propio, determinado por las peculiares constituciones o por 
la ley fundacional. | 


Disposiciones sobre la oposición 


Art. 7, 8 1. "Cuando la provisión de un beneficio haya de hacerse por opo- 
sición, podrán participar en ella sacerdotes de todas las diócesis españolas, con 
el consentimiento de los Ordinarios interesados, y se efectuará aquélla segün las 
normas que dicte la Santa Sede." 


Comencemos advirtiendo que en términos estrictamente canónicos la 
oposición o el concurso no son modos de provisión, y por eso, el ca- 
non 148, § r, no los enumera entre aquéllos; la oposición y el concurso 
constituyen más bien una forma, y tampoco la ünica, de comprobar la 
idoneidad de los candidatos como requisito previo a la provisión. Sin em- 
“bargo, a veces, el término "provisión" se usa en un sentido más amplio, 
v entonces se aplica a los actos que intervienen en una particular forma 
de proveer; en este sentido, el mismo Código de Derecho Canónico habla 
de provisión por concurso en los cánones 459, § 4, y 1.462. 

iQué beneficios abarca el párrafo copiado arriba? Es claro que se re- 
fiere únicamente a los regulados por el presente Convenio, o sea a solos 
los beneficios catedrales, colegiales y parroquiales. Mas dentro de estos | 
limites creemos que se extiende a todos los regulados aquí por oposición; 
es decir, que comprende, además de las canonjías de oficio y de las ca- 
nonjías simples y beneficios de oposición, los beneficios parroquiales, puesto 
que las parroquias se proveen por concurso, y nadie ignora que en caste: 
llano Ja palabra "oposición" se emplea para significar el concurso de los 
aspirantes o pretendientes a una prebenda, una cátedra, etc, Que el con- 
curso o la oposición revistan modalidades diferentes en cada uno de los 
tres cásos: parroquias, canonjías de oficio y canonjías simples y bene- 
ficios menores que sean de oposición, eso no hace variar la cosa. 

¿Quiénes tienen derecho a participar en la oposición? En principio, 
el concurso o la oposición están abiertos a todos los sacerdotes pertene- 
cientes a diócesis de España que reúnan las condiciones requeridas de 
habilidad o de capacidad para el beneficio y que cuenten con el consenti- 
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miento de los Ordinarios interesados; es decir, con licencia del Ordina- 
rio que convoca el concurso y del Ordinario propio del sacerdote que 
pretende acudir al mismo, cuando sean distintos uno y otro 


Que se requiera el consentimiento del Obispo que convoca el concur- 
so, además de la licencia del Obispo propio, lo estimamos evidente; cree- 
mos asimismo cierto que el Obispo que convoca el concurso tiene potes- 
tad para no admitir al concurso a uno u otro candidato en particular, 
si hubiese causa grave para ello, pudiendo entonces los pretendientes des- 
oirados recurrir a la Sagrada Congregación del Concilio, como Superior 
del Obispo. ;Pero podria, acaso, el Obispo.que anuncia un concurso ne- 
gar su consentimiento a los extradiocesanos, rechazándolos asi im limine 
del concurso? Nos parece igualmente cierto que, segün el párrafo que 
. comentamos, el Obispo no tiene.potestad para hacer eso, salvo en algün 
caso verdaderamente extraordinario y rarisimo, en el que se habría de 
acudir a la Santa Sede, y. esto porque, si es claro que la ley que comen- 
tamos exige el consentimiento del Obispo que recibe, no lo está menos, 
que ella pone un limite a la libertad de ese consentimiento en el derecho 
que simultáneamente otorga a los sacerdotes de todas las diócesis, y así 
como este derecho no puede anular la necesidad del consentimiento del 
Obispo, de la misma manera la libertad de ese consentimiento tampoco 


puede suprimir la vigencia de aquel derecho o facultad concedidos por 
la ley concordada. 


iDónde y cómo se determinan las condiciones o capacidad para el 
beneficio? "El que ha de ser promovido a un oficio vacante debe ser 
clérigo y estar adornado de aquellas cualidades que por derecho comün 


o particular o por ley de fundación se requieren para tal oficio", así 
teza el 9.1 del. canon: 152, 


"Generalmente hablando—escribe WERNz—, puede ser promovido a 
un oficio eclesiástico como digno e idóneo aquel que posee todas las cúa- 
lidades que por derecho comün y por derecho especial se requieren tanto 
absolutamente para los oficios eclesiásticos en general, como relativamen- 
te para aquel oficio particular que se trata de proveer" (47). 


Y CONTE a CORONATA, por su parte, dice: “Existe idoneidad o habi- 
lidad para obtener oficios eclesiásticos cuando el que ha de ser promovido 


(47) F. X. Wernz, Ius Decretalium, t. 9, n. 294: *Universim autem loquendo is tanquam 
dignus et idoneus officio ecclesiastico praeflei potest, qui omnes habet qualitates tum absolute 
-ad officia ecclesiastica in genere, tum relative ad officium illud, de cuius provisione. agitur 


iure communi et iure speciali requisitas."— WERNZ- P. VIDAL, t. 2, n. 190. 
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no tiene ningun impedimento y, además, posee las cualidades positivas 
que exigen el derecho común o particular o la ley de fundación” (48). 


Ahora bien; si es verdad que el derecho común, el derecho particular 
y la ley fundacional constituyen, por ese orden, la regla y la fuente de la 
idoneidad o capacidad para obtener un oficio o beneficio; sin embargo, 
muchas veces, el derecho particular y la ley fundacional prevalecen por- 
que así lo quiere el legislador supremo sobre el mismo derecho común; 
verbigracia, cuando el Código salva expresamente las constituciones, los 
estatutos, la ley fundacional o la ley particular (49). 


En la práctica, por tanto, se ha de atender, primero, a la ley de fun- 
dación, porque ésta puede derogar el derecho común y porque mira más 
de cerca al oficio; después, al derecho común: qué sea lo que éste ordena 
para cada oficio, en particular respecto de la edad, del orden, de la cien- 
cia y de la madurez de los que. han de ser promovidos, lo determina el 
Código en los lugares respectivos. Y finalmente se ha de considerar el 
derecho particular, así el establecido especialmente por la Sede Apostó- 
lica, como también el introducido iuxta o praeter ius commune por los 
Concilios plenarios, provinciales o por los Ordinarios (50). 


En orden a los límites dentro de los cuales se mueve la potestad del 
legislador inferior, no estará fuera de lugar récordar lo que prescribe 
el canon 2296 en el orden penal: “Si se trata de cosas para cuya con- 
secución el derecho común otorga capacidad, solamente la Sede Apos- 
tólica puede imponer la pena de inhabilitación”; es decir, que cuando 
el derecho común confiere v. gr. al clérigo la capacidad para obtener un 
oficio o beneficio, el legislador o el superior no supremos pueden sí pri- 
var penalmente de la cosa misma, v. gr. del oficio o del beneficio que se 


(48) M. CONTE A. CORONATA, Institutiones turis canonici (Taurini, 1939), n. 211, p. 247: 
“Idoneitas seu habilitas ad officia ecclesiastica obtinenda tunc habetur cun nullum in promo- 
vendo impedimentum est; et positivae insuper concurrant qualitates quas ius commune vel 
partieulare vel lex fundationis requirunt." 

(49) Gan. 162, 8 1; 172, 8 1; 396, § 2; 397; 399, 8 2; 403, y de una manera más general 
respecto de las fundaciones, en el can. 1.417 8 2, que permite al fundador, con el consenti- 
miento del Ordinario, poner condiciones contrarias al derecho común, siempre que sean ho- 
nestas y no repugnen, a la naturaleza del beneflcio. Mas lo que el Código dice de la ley 
fundacional no es lícito extenderlo a las constituciones, a los estatutos sinodales y menos 
todavia a los estatutos capitulares. Carecen, por tanto, de todo valor las cláusulas que sean 
verdaderamente contrarias al Código, como si, por ejemplo, prohibieran etiam sub conditione 
resolutionis iuris beneficiati al Doctoral ejercer el oficio de Provisor o de Vicario general 
o cualquier otro cargo e incumbencia de los que, a tenor de los can. 420 y 491, constituyen 
legítima excusa coral, o si prohibieran al Lectoral ensefíar en el Seminario o aun en Semi- 
nario interdiocesano. Véanse A. A. S., t. 10 (1924), p. 397; SAC. CONG. CONCILI, Rapollensis; 
f. 15 (1923), p. 453, Sac. Conc. Conc. Litterae circulares de statutis capitularibust conficiendis 
vel emendandis. V. VELASCO Y ULLOA, Provisión de prebendas y beneficios (Mondoñedo, 1896). 
» 136. 

4 (50) A., Toso, Commentaria minora ad Codicem 4.-c., t. 1, p. 122-123. 
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posee, pero no- de la capacidad o habilidad en sí mismas, porque éstas 
mediante el derecho común, en realidad proceden del legislador supremo. 

Dentro de estos límites—iuxta aut praeter ius—todavía queda am- 
plio campo donde explayarse a la potestad legislativa episcopal, por me- 
dio de leyes o decretos especiales y particularmente en las constitucio- 
nes capitulares y aun en los mismos estatutos. De esa manera para los 
edictos anunciando las oposiciones se reservaría el expresar, como dice 
Muniz, la persona que convoca, la prebenda que se ha de proveer y la 
razón de la vacante, los requisitos generales o especiales que han de 
reunir los opositores, que son los que determinen el derecho comün, el 
particular y la ley fundacional, con los grados académicos, el modo de 
desempefiar el oficio, las cargas que tenga por estatuto o legítimamente 
impuestas, los ejercicios de oposición, el plazo dentro del cual han de 
concurrir los opositores con la facultad de ampliarlo a juicio del que 
convoca y la firma del Prelado (51). | 

Como es de creer que a los puntos: arriba indicados, entre otros, 
atenderán las instrucciones que la Santa Sede tenga a bien dictar so- 
bre el modo y forma de la oposición en orden a su unanimidad y efi- 
cacia, no insistimos más en la materia y quedamos esperando aquellas 
normas, 


Concordato de 1851.—Art. 14. 


p $ I "En toda elección o nombramien- 
8 2. “Cuando la elección del candidato to de personas que corresponda al 


a un beneficio se efectúe, previa oposición, ^ Cabildo, tendrá el Prelado tres, 
por el Ordinario y el Cabildo, corresponde- ] 


à pus. cuatro o cinco votos, segün que e! 
rán en aquélla al Prelado tres, cuatro o cin- número de los capitulares sea de 


co votos, según que el número de capitulares dieciséis, de veinte o mayor de 

sea de dieciséis, o menos de veinte, o de veinte. En estos casos, cuando. el 

más de veinte.” Prelado no asista al Cabildo, pa- 
sará una comisión de él a recibir 
sus votos.” i 


Si el párrafo presente no reproduce, a primera vista, lo preceptua- 
do por el Concordato con toda la generalidad de aquél, débese, sin duda, 
a que siendo el Obispo el Superior jerárquico nato del Cabildo, no es 
muy conforme con la mente del Código que el Obispo y el Cabildo ac- 
túen juntos formando un collegium; lo verdaderamente canónico es que 
el Cabildo como collegium que constituye el senado y consejo del Obis- 
po (can. 391), pero sin mermar ni disminuir en nada la autoridad epis- 
copal, actúe siempre separadamente, necesite o no su actuación del re 


(51) T. Muniz, Derecho capitular, n. 117. 
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frendo episcopal e independientemente asimismo del valor consultivo o 
decisorio que el Codigo fije a sus acuerdos, segtin los casos. 


En una palabra, que con miras a la autoridad episcopal y en parte 
también a la libertad del Cabildo, el Cédigo se muestra contrario a que 
el Obispo y el Cabildo obren simultáneamente o collegialiter. Por eso 
el Convenio actual conserva esa actuación ünicamente para el caso se- 
falado en el art. 4,—elección de los canónigos de oficio—, y la ha su- 
primido en el art. 5, $ 3, para los beneficiados de oficio; y en el caso, que 
se conserva se determina que el Obispo tendrá tres votos en los Cabil- 
dos que consten de capitulares en nümero no superior a dieciseis, cuatro 
en aquellos que no excedan de veinte y cinco allí donde los capitulares 
sean más de veinte. 


8 3. "Cuando la provisión de un beneficio se efectáe previa oposición, para 
el turno en que corresponda al Jefe del Estado la presentación, el Ordinario for- 
mará la lista de tres eclesiásticos dignos a base de los resultados de la oposición; 
pero si no le es posible reunir ese número, podrá elevar una lista incompleta, ex- 
poniendo el motivo que haya tenido para ello." 


El párrafo trascrito tiende a obviar la dificultad que puede surgir 
en la aplicación del derecho de presentación del Jefe del Estado a las 
canonjias simples y beneficios de oposición en su turno. Corresponde al 
Obispo en ese caso, a tenor del art. 5, § 3, formar la terna; mas si su- 
cediere que, bien porque no han concurrido candidatos idóneos o bien 
porque no han sido aprobados en número suficiente o por otra razón : 
distinta, el Obispo no pudiere formar una terna, está facultado para 
elevar una lista incompleta con indicación, segün los casos, de los mo- 
tivos. 


8 4. "La presentación por parte del Jefe del Estado se efectuará siempre 
en plazo de treinta días, a contar desde aquel en que el Ordinario haya trasmiti- 
do al Ministerio competente la terna formada por él. Transcurrido dicho plazo 
sin que se realice la presentación, la provisión del beneficio será considerada 
como libre. 

8 5. La autoridad eclesiástica diocesana dará comunicación oficial al Go- 
‘bierno de las provisiones efectuadas para los efectos oportunos.” 


El plazo de treinta días para que el Jefe del Estado haga la presen- 
tación, se sefiala también en algunos Concordatos; asi por ej. los de 
Polonia (art. 21), Lituania (art. 19), Italia (art. 21), siendo también el 
plazo que rige para la presentación en Baviera (art. 14, $ 3), en Prusia 
(art. LI) y en Austria (art. 11, 8 1). 
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Para la ejecución del $ 5, del presente artículo el Gobierno dictó el 
Decreto de 19 de julio de 1946, cuyo texto damos en nota (52). 


Reservas por " resulta" 


Art. 8. “Quedando firmes los principios 
generales del Código de Derecho canónico 
acerca de las reservas pontificias, la Santa 
Sede consiente en que no se apliquen las 
prescripciones del can. 1.435 8 I, n. 1, 2 
y 4 cuando, segtin los términos del presente 
Convenio, la provisión de un beneficio no 
consistorial tenga lugar previa presentación 
del Jefe del Estado. 

Las provisiones de los beneficios eclesiás- 
ticos que quedaren vacantes por resulta se- 


Concordato de 1851. Art. 18. 
“Las prebendas, canonjías y be- 
neficios expresados que resulten va- 
cantes por resigna o por promo- 
ción del poseedor a otro beneficio, 
no siendo de los reservados a Su 
Santidad, serán siempre y en todo 


caso provistos por Su Majestad. 


rán consideradas en todo igual a las otras 
- provisiones y, por tanto, se ajustarán a las 
normas que para cada caso se establecen en 
este Convenio, salvo cuando se haya produ- 
cido la vacante a consecuencia de la provi- 
sión de un beneficio no consistorial efectuada 
por libre colación de la Santa Sede, en cuyo 
caso se aplicarán las normas del Código de 
Derecho canónico." 


Asimismo lo serán los que va- 
quen sede vacante o los que ha- 
yan dejado sin proveer los Pre- 
lados a quienes correspondía pro- 
veerlos al tiempo de su muerte, 


"P . EEJ 
traslación o renuncia. 


Para las más clara inteligencia del presente artículo distinguiremos 
en él tres puntos. 


Punto primero. Dejando a salvo el derecho absoluto, nativo e-in- 
dependiente del Romano Pontifice para, establecer las reservas, la San- 
ta Sede por su libre voluntad consiente y concede que las reservas: pon- 


(52) Boletín Oficial del Estado de 21-9-1946, n. 264, p. 7.104. Dice así la parte dispositiva 
del Decreto: “Artículo 1.2 A partir de la publicación de este Decreto, los excelentísimos y 
reverendísimos Prelados enviarán al Ministerio de Justicia una relación detallada de todas las 
prebendas y beneficios vacantes en las Iglesias Catedrales, Colegiales, Capillas de Reyes y en 
la de Mozárabes, expresando la fecha en que vacaron y el nombre y apellidos de su ültimo 
titular.—Art. 9.» Recibidas dichas relaciones, la Dirección General de Asuntos Eclesiásticos 
tomará nota de las mismas y llevará al Libro de turnos las referentes al ejercicio de la al- 
ternativa que establecen los artículos tercero y quinto del Convenio.—Art. 3.2 De toda nieza 
eclesiástica que en adelante vacare en las Iglesias Catedrales, Colegiales, Capillas de Reyes 
y en la de Mozárabes, se dará conociminto por el Prelado al Ministro de Justicia, con expre- 
sión detallada de la fecha en que se produjo y su causa, el nombre y apellidos de su anterior - 
litular y, en su caso, el turno y forma en que debe proveerse, particulares éstos sobre los 
que habrá de recaer mutuo acuerdo.—Art. 4.2 Quando en la provisión de la pieza eclesiás- 
tica vacante intervenga el Jefe del Estado, los Prelados enviarán las correspondientes ternas 
al Ministro de Justicia, para que éste, una vez informadas por la Dirección General de Asun- 
tos Eclesiásticos, las eleve a Su Excelencia el Jefe del Estado, a los efectos de presentación 
del candidato a la Santa Sede o al Prelado. En el primer caso, el Ministro de Justicia pasará 
la propuesta al Nuncio Apostólico, y éste, una vez hecho el nombramiento, lo entregará al 
Ministro.—Art. 5.2 Todo nombramiento realizado en virtud de presentación del Jefe del Estado 
se publicará en el Boletín Oficial del Estado.” ; 
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tificias del canon 1435, § 1, n. 2 y 4, no se apliquen en ningün caso 


a los siguientes beneficios que, con arreglo al Convenio, son de presen- 
tación del Tefe del Estado: a) al Deán; b) al Abad de Colegiata; c) a 
las Dignidades en turno de presentación del Jefe del Estado; d) a los 
Capellanes Mayores de las Capillas Reales de "Toledo, de Granada y de 
Sevilla; e) a las canonjías simples en el turno del Jete del Estados 1) a 
los beneficios menores en el mismo turno; g) a ninguna prebenda de! 
Cabildo de Ciudad Real en su día; h) a los capellanes y beneficiados de 
las Capillas Reales expresadas. 


Punto segundo. Vacantes por resulta. A) El derecho—antes de nom- 
bramiento, transformado en el de presentación ahora—, que en las va- 
cantes por resulta correspondia al Jefe del Estado, queda suprimido sim- 
pliciter, o sea, que el derecho de presentación se ejerce ünica y exclusi- 
vamente en los casos especificados en el Convenio, que son los enumera- 
dos en el punto anterior. 


B) Salvo en el caso que sefialaremos en el punto tercero, en todos 
los demás casos se suprime asímismo la reserva pontificia que, a tenor 
del canon 1435, debería tener ligar en las vacantes por resulta. Tanto en 
uno como en otro caso (el del Jefe del Estado y el de la Santa Sede) se 
aplicarán a las vacantes por resulta las normas que para el beneficio en 
cuestión señale el Convenio, como si no hubiere vacado por resulta. 


Punto tercero. Se aplica y tiene lugar la reserva. pontificia a una 
vacante for resulta siempre que la Santa Sede provea una Chantría o una 
Dignidad del turno de libre colación del Papa en quien fuere al tiempo 
de la provisión una de estas cosas: a) párroco; b) canónigo de oficio; 
C) canónigo simple en el turno del Obispo; d) beneficiado en el turno del 
Obispo; e) canónigo o beneficiado de las Colegiatas de Santa María de 
Roncesvalles, de San Isidoro de León o de Gandía, o de las Iglesias ma- 
gistrales del Sacro Monte y de Alcalá de Henares; pero no los capella- 
nes, beneficiados y párrocos mozárabes ni en las demás de patronato par- 
ticular. 

: En este caso, dice el Convenio, se aplicarán las normas del Código 
de Derecho Canónico, o sea, que tiene lugar la provisión por libre cola- 
ción de la Sante Sede, la cual suele ejercerla por medio de la Dataría 
Apostólica. Mas por lo que respecta a los beneficios que se proveen pre- 
vio concurso u oposición, estimamos que subsiste éste simultáneamente 
con la colación de la Santa Sede. En primer lugar porque no siendo el 
concurso modo de proveer, sino una de las formas canónicas de compro- 


LI 
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bar la idoneidad, se concilia perfectamente con la libre colación y con las 
reservas pontificias (53); pero en segundo lugar, respecto de los canó- 
nigos de oficio y de los párrocos, nos parece perfectamente claro, en cuan- 
to que el $ 4, del canon 459 preceptivamente ordena retener el concurso 
para las parroquias alli donde esté en vigor—haec forma rétineatur—, 
y respecto de las canonjías de oficio de derecho común—penitenciaría 
v lectoría—, el can. 399, $ 2, deja a salvo la ley del concurso donde éste 
exista, y en cuanto a las restantes, sabido es cómo, además de las leyes par- 
ticulares de las canonjías magistral y doctoral, los Concordatos de 1753, 
de 1851 y el Convenio actual prescriben la oposición para las cuatro ca- 
nonjías de oficio, haciendo lo mismo la legislación concordada y el Con- 
venio presente para la mitad de las canonjías simples y de los beneficios 
menores. 


Derechos de expedición 


"Primero. Todas las provisiones de beneficios que, según los términos del an- 
tedicho Convenio, correspondan a la Santa Sede, devengarán a favor de ésta, 
por cualquier concepto, tan sólo la mitad de los derechos que generalmente sue- 
len fijarse en la expedición de las bulas apostólicas para cada provisión; ade- 
más, en los casos de presentación del Jefe del Estado, la exención de derechos 


será total." (Nota de la Nunciatura y del Ministerio de Asuntos Exteriores aneja 
al Convenio.) 


Por si aun fueran escasas las hasta ahora enumeradas, tenemos en lo 
que precede una muestra, y singularísima por cierto, de la benevolencia 
de la Santa Sede hacia la Iglesia y el clero de Espafia, no menos que hacia 
su Gobierno. Si tratáramos de buscar una explicación que no sea la de la ex- 
traordinaria y paternal bondad del Santo Padre, no podríamos encon- 
trar otra sino la de su finísima sensibilidad, manifestando así en un rasgo 
delicado que la Santa Sede no olvida la generosidad que con ella tuvieron 
en otros tiempos Su Majestad Católica y la noble nación española. 


Dotaciones 


Art. 9. “El Gobierno español conservará las dotaciones señaladas a los. 
beneficios objeto del presente Convenio en la cuantía consignada actualmente. 

Si en el futuro se verificasen cambios notables en las condiciones económicas 
generales, las dotaciones del Gobierno se acomodarán a la: nueva situación en 
medida no inferior al valor real de las asignadas actualmente.” 


(53) Véanse los puntos 8 y 9 de la Instrucción de la Dataría Apostólica de fecha 1-1-1942, 
As Asi 6. 34 (1942), p; 4147. 
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“Por mi parte, en nombre del Estado, me complazco en comunicar a V. E. que, 
en conformidad con lo establecido en el art. 9 del Convenio de referencia, el Go- 
bierno español (de acuerdo con la Santa Sede) procederá al reajuste de las do- 
taciones concedidas en 1941, 1942, 1944 y 1945, estimando que el texto del 
citado artículo no excluye que se estudie, si procede desde ahora y en qué grado, 
la revisión de algunas de dichas dotaciones por lo que se refiere a los beneficios 


de que se trata en el presente Convenio." (Nota del Ministerio de Asuntos Exte- 
riores aneja al Convenio.) 


Más que un comentario, innecesario por lo demás, lo que ante todo re- 
clamaba el presente artículo era la explicación autorizada que, parcialmen- 
te al menos, se contiene en la nota aneja al Convenio emanada del Minis- 
terio de Asuntos Exteriores, 

Orientadas las negociaciones concordatarias por el camino de los acuer- 
dos parciales (lo que no deja de ofrecer sus ventajas), es evidente de toda 
evidencia que el problema de la dotación del culto y clero habrá de cons- 
titur un capitulo y no de los menos importantes del Concordato. Por eso 
nos parece que el artículo 9 no ha pretendido ni mucho menos dar por re- 
suelto aquel problema, sino que constituye pura y simplemente la confir- 
mación del compromiso y de la obligación que el Estado español acepta y 
reconoce de atender a la dotación conveniente del personal eclesiástico y del 
culto católico. 


Temer o querer lo contrario—para el caso da lo mismo—, es hipótesis 
que no la comprendemos siquiera, pues aunque sea ya notorio y proverbial 
que, a la hora de negociar con el Estado, la Santa Sede pone todo el tesón 
en las cosas del espíritu sin romper demasiadas lanzas por la cuestión de 
las dotaciones materiales—y el Concordato portugués de 1940 constituye 
ejemplo reciente de ello—; sin embargo sabemos que en este caso, no es 
que se le haya dado una solución mejor o peor, sino que no se ha llegado 
al planteamiento a fondo del problema, y esto porque, tanto por su com- 
plejidad como por su misma dificultad, la cuestión rebasaba el fin y los 
limites de un Convenio como éste, limitado a la provisión—y que no 
abarca la dotación—de los beneficios no consistoriales. 

Que esto sea asi comó decimos lo indica claramente el párrafo trascri- 
to de la nota aneja al Convenio. Mas como el curso de los acontecimientos 
económicos, a causa de la guerra civil primero y de la conflagración mundial 
luego, ha sido más rápido que el movimiento de las dotaciones, era forzoso 
© poco menos que, al tratar de recoger en terminos juridicos hechos de 
contenido económico, la movilidad casi incoercible de lo económico dejase 
vacías de sentido aquellas fórmulas. Si en el futuro, decía el Convenio 
(así en pretérito, aunque sea de fecha tan reciente) se verificasen cambios 
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notables en las condiciones económicas generales, las dotaciones del Go- 
bierno se acomodarán a la nueva situación en medida no inferior al valor 
real de las asignadas actualmente. 


Siempre hemos creido un procedimiento equivocado aplicar a un pro- 
blema económico soluciones exclusiva o preponderantemente jurídicas; 
pero aquella opinión de antes se ha transtormado en la certeza y seguridad 
de hoy: si las condiciones económicas cambian notablemente (premisa de 
indole económica), las dotaciones se acomodarán (tratamiento jurídico). 
Y la correlación entre la condición y lo condicionado, ¿cómo se asegura? 
He ahí la cuestión, a la que no puede responder el Convenio, sobre bene- 
ficios consistoriales; con que lo hiciera y lo hiciera bien un Convenio sobre 
‘la dotación del culto y clero nos daríamos por conformes. 


Disposiciones transitorias: 


Art. 10. “El presente Convenio se aplicará a todos los beneficios que estén 
vacantes en el acto de la firma y permanecerá en vigor hasta que sus normas 
sean incorporadas al nuevo Concordato.” 


“Segundo. Dado el gran número de beneficios sin proveer y la escasez de 
clero en los momentos presentes, los Ordinarios quedan facultados para proceder 
a la provisión de las vacantes que existan hasta la fecha de la firma del mencio- 
nado Convenio, sin sujeción a los plazos establecidos en el canon 1.432, $ 3, dei 
Código de Derecho canónico, ateniéndose a las normas del mismo Convenio.” 


Señálase aquí para la entrada en vigor del Convenio el momento mis- 
mo de su firma por los respectivos plenipotenciarios, pues no teniendo ne- 
cesidad de ulterior aprobación ni de ratificación para su validez, nada se 


oponía a que el Convenio quedara perfeccionado en el instante mismo de 
su firma. 


Se establece también su aplicación a todas las vacantes existentes en el 
momento, es decir, cuya provisión no se hubiera iniciado antes del día de 
la firma, pero no a aquellas que estuvieren ya en vías de provisión, v. gr., me- 
diante la convocatoria del concurso, o abierto de manera oficial y pública 
el período de solicitud, en cuyo caso la provisión se completará en la 


misma forma que se hubiere iniciado, como si no se hubiera publicado el 
Convenio. 


El punto segundo de la nota aneja resuelve una dificultad grave, aun- 
que de índole transitoria, y es que en algunas diócesis no habrá posibilidad 
y en otras muchas no será por lo menos conveniente, proveer todas las 
vacantes actualmente existentes dentro del plazo canónico de seis meses, 
ya que, como se sabe, después del Convenio de y de junio de 1941, que- 
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daron suspendidas todas las provisiones en las catedrales y colegiatas, con 
excepción de las canonjias de oficio (54). 


Disposición final 


“El Gobierno español renueva, a este propósito, el empeño de observar 
las disposiciones contenidas en los cuatro primeros artículos del Concor- 
dato de 1851 y de no legislar sobre materias mixtas, o que de algún modo 
puedan interesar a la Iglesia, sin previo acuerdo con la Santa Sede.” 


Ningún colofón más apropiado y que mejor cuadre con la declaración 
inicial y con el espíritu de respetuoso y deferente obsequio hacia la Igle- 
sia, que informa todo el articulado del Convenio, que la declaración conte- 
nida ya en el anterior Convenio, por la que el Gobierno renueva su propó- 
sito de llegar al Concordato y el empeño de observar las disposiciones de 
los cuatro primeros artículos del Concordato de 1851, así como el ‘com- 
promiso de no legislar sobre materias mixtas sin previo acuerdo con la 
Santa Sede. 


LAUREANO PEREZ MIER 


Catedrático de la Universidad Pontificia de Salamanca 


(54) Circular de la Nunciatura Apostólica, de fecha 10-7-1941. 
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A PROPOSITO DE LA TRADUCCION 
CHINA DEL CODIGO DE DERECHO 
CANONICO (*) 


La Iglesia de China debe especial gratitud a Mons. CIRILO RODOLFO 
JARRE, O. F. M., por la doble traducción que ha puesto en manos de los 
obreros evangélicos. La primera nos presenta en lengua latina el nuevo 
"Código de la Repüblica China" (Codex Iuris Civilis Reipublicae Sinen- 
sis. Tsinanfu, 1937), promulgado a 23 de mayo de 1929. La segunda 
nos ofrece el Derecho Canónico en kuo yü, o lengua nacional. Acerca 
de esta ültima traducción quisiera entretener unos momentos a los lecto- 
1es de Revista EsPANOLA DE DERECHO CANÓNICO, porque, a juicio mío, 
reviste una importancia especial Es verdad que se trata de un ensayo. 
y de un ensayo emprendido por iniciativa particular y de autoridad pri- 
vada; de un ensayo, en fin, que, como es natural y lo reconocen con gusto 
los traductores, es susceptible de mejoras y correcciones. Con todo el 
trabajo que supone una voluntad férrea y un entendimiento privilegiado, 
ofrece ayuda preciosa no solamente al Clero de China, sino también, y 
sobre todo, a los fieles cultos, quienes en adelante podrán acudir a la fuente 
auténtica del Derecho eclesiástico para asimilarse con mayor facilidad y 
eficacia el espíritu tradicional de la Iglesia. Ni dejará de hacer bien a las 
almas paganas de buena voluntad, a quienes revelará la sabiduría y san- 
tidad de la Iglesia reflejadas en lenguaje técnico por los textos canónicos 
Para poner en relieve el alcance de esta traducción, conviene hacer un 
breve recorrido por la historia del Derecho eclesiástico en la Iglesia de 
China. 


I. La introducción del Derecho canónico en China 


Afirma GRENTRUP que las propiedades características de las Misiones 
contribuyeron a que se descuidara el Derecho común y se creara, a base 


(*) Tentamen sensum "Codicis iuris canonici" litteris sinicis reddendi, privatim suscep- 
tum et peractum a CYRILLO RUDOLPHO JannE, O. F. M., Vicario Apostólico de Tsinanfu, et Li- 
Ki-JEN iam iudice tribuhalis appellationis; Sho i Tien Chu Chiao Huei Fa Tien. Tsinanfu (Shan- 
iung), 1943. 
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de facultades apostólicas, un nuevo orden disciplinar (1). La afirmación 
me parece exagerada, Es verdad que los jesuitas, en los primeros años de 
su apostolado en el Celeste Imperio, no se avinieron a introducir el Dere- 
cho positivo de la Iglesia porque juzgaban que ciertos preceptos ofrecian 
especial dificultad a los neófitos del país; pero la Santa Sede se impuso 
obligándoles a desistir de tal propósito, aunque concediéndoles al mismo 
tiempo amplias facultades para dispensar a los fieles de las obligaciones 
inherentes a los preceptos de la Iglesia en casos particulares. El benemé- 
rito franciscano español FR. ANTONIO DE SANTA Maria, que trabajó en 
China desde 1633 a 1669, nos asegura que el Derecho comün fué pro- 
mulgado en 1662 (2). ; 

Fácilmente se entiende la actitud tanto de los jesuitas como de la Santa 
Sede si se tiene en cuenta la época de transición por la que atravesaba el 
Derecho misionero. Nuestros Padres seguian la antigua orientación que 
prescindia casi por completo.de la disciplina común para acomodar el apos- 
tolado a las exigencias de la nación confiada a su solicitud pastoral. El Cor- 
fus Iuris tenia fuerza de ley en los paises de Misión, pero los misioneros 
regulares gozaban de privilegios que hoy día nos parecen exorbitantes. 
Baste decir que, tanto en el foro interno como en el externo, eran consi- 
derados como Legados Pontificios y disponian de la autoridad pontificia 
conveniente para promover la conversión de los infieles, el aprovechamien- 
to espiritual de los neófitos y la obediencia a la Iglesia romana (3). 

Con todo, tengo para mi que los jesuitas no se hubieran atrevido a ir 
tan lejos en el uso de sus facultades generales si no hubieran estado favo- 
recidos de un indulto especial que les autorizaba a diferir la introducción 
de las leyes eclesiásticas hasta que la prudencia de los Superiores lo juz- 
gara oportuno. De hecho, el indulto, renovado por varios Sumos Ponti- 
fices, fué concedido para la Iglesia del Japón; pero como las circunstan- 
cias en que se encontraban los fieles chinos eran semejantes, los Superio- 
res de la Compafiia extendieron a China la misma facultad. 

A este indulto aludia, sin duda, el P. Francisco Furtado, Superior de 
la Viceprovincia de China, en la respuesta que dió a las doce preguntas 


(1) THEODORUS GRENTRUP, S. V. D., Ius Missionarium, 1925, p. 48. " 

(2) ANTONIO DE SANTA MARÍA CABALLERO, O. F. M., Tratado sobre algunos puntos tocantes a 
esta Misión de la Gran China remitido desde esta ciudad de Cantón al muy reverendo padre 
Luis de Gama, de la Compañía de Jesús, Visitador.... Quancheufu, 8 de oct. de 1688.—El 
P. VAN DEN WINGAERT, en su vol II de Sinica Franciscana, asegura que este documento se 
ccnserva en el Archivo de Propaganda Fide. Sólo he podido consultar la traducción francesa 
hecha en París, 1701, p. 149. 

(3) Cfr. GENTRUP, ib. p..93, y VROMANT, Ius Missionariorum, I, n. 18, donde se reproducen 
las tres proposiciones tomadas;de la obra Apostolatus Evangelicus, de RAMÓN CARÓN, pág. 135, 
que resumen las amplias facultades concedidas a los misioneros. 
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propuestas por el P. Juan B. Morales, O. P. Se quejaba este dominico 
de que los Padres de la Compañía de Jesús no obligaban a los cristianos 
a observar todo lo referente a la disciplina eclesiástica, en especial los 
preceptos de la Iglesia (4). Y el Viceprovincial de los jesuitas justifica la 
actitud de la Compañía por el privilegio recibido de la Santa Sede. El apo- 
logista del P. Furtado sólo cita el indulto referente a las Misiones del 
Japón, que se conservaba, segün él, en el archivo de la Curia romana de 
nuestra Compafiia, y no conozco ningün documento que nos permita afir- 


mar que nuestros Superiores habian conseguido una gracia semejante para 
la Iglesia de China (5). 


De la misma manera satisface el Padre Viceprovincial a la segunda 
objeción: los jesuítas, cuando bautizan a mujeres, no aplican la saliva a 
ia oreja de la catecúmena, ni la sal a la lengua, ni el óleo al pecho y a la 
cabeza (6). En efecto, el Compendium Indicum o Compendio de las Fa- 
cultades concedidas por la Santa Sede a los jesuítas de las Indias Orien- 
tales y Occidentales, editado en Goa en 1581, atestigua que este favor lo 
otorgó “ad decennium” S. S. Pio V y lo promulgó "vivae vocis oraculo" 
para otros diez años Gregorio XIII (7). Más aún: si en algún caso no po- 
dia echar mano de la epikeya, era en este particular, porque, como decla- 
raba el mismo Superior, "si en todas partes es menester que los ministros 
del Evangelio traten con gran circunspección y prudencia a las mujeres, 
con mayor razón aquí en China". Y en prueba de su aserto refiere, entre 
otros, el caso del Virrey de Hunan, quien, al saber que los misioneros ha- 
bían edificado un oratorio reservado a las cristianas, exclamó extrañado: 
“¿Con que tratáis con mujeres? ¡Asunto concluido! En adelante, ¿qué hom- 
bre honrado querrá tratar con vosotros?” | 

Más radical fué la medida que tomaron los jesuitas respecto de la Ex- 
tremaunción de las cristianas, ya que, para evitar toda habladuría y tapar 
la boca a los paganos, escandalizados de tales ceremonias, determinaron 
no administrar este sacramento a las mujeres de toda edad y condición. | 


(4) Informatio antiquissima de praxi missionariorum Soc. Jesu circa ritus sinenses, data 
in China, iam ab anmis 1636-1640 a P. FRANCISCO FURTADO, antiquo missionario et Viceprovinciali 
Sinensi... Parisiis, 1700. Cfr. ibid. Responsa ad 12 quaestiones. 

(5) Cfr. ib. Notae in duplex opusculum P. Furtado, pp. 5-6. 

(6) He aquí el texto: “Possunt nostri baplizare extra Ecclesiam etiam sine consuetis cae- 
rimoniis quando iudicaverint id ad maius Dei obsequim fore propter paucitatem operariorum 
et incommoditates quee se offerunt. Pius 'V die ianuarii 4 anni 1569 ad decennium. Quod Gre- 
gorius XIII postea extendit ad aliud decennium, ut patet ex vivae vocis oraculo. Hanc faculta- 
tem possunt communicare Superiores iis quibus expedire iudicaverint.” Cfr. Compendium 
Indicum in quo continentur facultates et aliae gratiae a Sede Apostolica Societati Iesu in 
partibus Indiarum conces sae, carumque usus praescribitur. Goae, in Collegio Divi Pauli, S. J. 
MDLXXXI. Ex biblioteca Pein'ang (Peking), n. 2.877. 

(7) Coll. Congr. de Prop. Fide, Romae, AOD 11:2 
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Esta norma no agradó a los dominicos, quienes obtuvieron una respuesta 
favorable de la Propaganda el 12 de septiembre de 1645 (8). A su vez, 
los jesuitas propusieron a la Santa Sede su punto de vista sobre este par- 
ticular, ya que, a juicio suyo, de ello dependia el porvenir de la cristian- 
dad en China. Y el Santo Oficio, como es natural, “iuxta proposita", dió 
la razón a nuestros Padres (9). 

No nos figuremos, con todo, que nuestros Padres no inculcaban la ob- 
servancia de los preceptos de la Iglesia; no se atrevian a imponerlos bajo 
pecado mortal, pero procuraban ir acostumbrando a sus cristianos a prac- 
ticarlos más por devoción que por cumplir una obligación. Cada afio les 
distribuian una hoja que indicaba los días de ayuno, los domingos y fies- 
tas de precepto. Pronto se palparon los efectos de esta práctica porque 
muchos ayunaban durante toda la Cuaresma y algunos afiadian el ayuno 
sabatino en honor de la Santísima Virgen (10). 

También otros puntos disgustaban a los hijos de Santo Domingo, pero 
es menester pasarlos por alto para examinar brevemente la actitud de la 
Santa Sede en esta querella fraternal. Precisamente en esa época Roma 
había cambiado de rumbo en lo tocante al Derecho misionero. La naciente 
Congregación de la Propaganda Fide, fundada por Gregorio XV el 22 de 
junio de 1622, se afanaba por unificar la disciplina eclesiástica en los pai- 
ses sometidos a su jurisdicción, revocando los privilegios concedidos'a los 
Regulares y urgiendo, a medida de sus alcances, el cumplimiento del De- 
recho comün. Con todo, antes de promulgar el decreto por el que se igua- 
laban las facultades de los Regulares con las de los otros misioneros, Ino- 
cencio X impuso a los Cardenales de la Propaganda que trataran el asunto 
con nuestro reverendo Padre General, quien, como se hizo constar en la 
Congregación del 1 de septiembre de 1643, respondió que estaba presto a 
obedecer (11). 

Sin. duda esta nueva orientación de la incipiente Congregación romana 
era desconocida de los jesuítas de China; pero a cualquiera que estuviera 
al tanto de su tendencia unificadora no le habría extrafiado el decreto que 
promulgó a 12 de septiembre de 1645, y que renovó once afios más tarde, 
a 23 de marzo de 1656, el Santo Oficio en la respuesta que dió a las dudas 
propuestas por nuestros misioneros. Copio a la letra el texto latino para 
no desfigurar la sentencia del Dicasterio romano: "Sacra Congregatio 
iuxta et quae superius exposita sunt, censuit: lus Positivum ecclesiasti- 


(3) Rebs attired OG). 


(9) A. VERMEERSH, De formulis facultatum... in “Periodica de Re Morali", 1922, p. 38. 
(10) Bull. Congr. de P. F. Appendix ad vol. I, 258. 
(11) Collect. de Prop. Fide, n. 189. 
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cum quoad ieiunia, observationem festorum, sacramentalem confessionem 
et communionem semel in anno esse a missionariis sinensibus cristianis 
notificandum ut obligatorium sub peccato mortali; posse tamen simul ex- 
plicare causas propter quest excusantur fideles ab observatione pracepto- 
rum” (12). La decisión lleva la aprobación del Papa Alejandro VII. Me- 
ses después, este mismo Pontífice, a instancias de nuestro muy reverendo 
Padre General, y a impulsos de su deseo de “moderar el rigor de los sa- 
grados cánones con la suavidad de una caridad paterna", concedió para 
doce afios a nuestros Padres la facultad de dispensar en casos particu- 
lares de la obligación de los preceptos de la Iglesia. En ese mismo afán 
de templar el rigor de la disciplina comün con la bondad propia del Evan- 
gelio, el Santo Oficio, en el decreto arriba citado del 23 de marzo de 1656, 
aprobó las decisiones de nuestros Superiores relativas al Bautismo y a la 
Extremaunción de las cristianas (13). “Ex gravi necessitate proportionate 
—decia el Rescripto—posse ommiti quaedam sacramentalia in baptismate 
faeminarum ac etiam posse omitti ipsum sacramentum Extremaeunctio- 
nis." Notemos que esta respuesta no se opone a la que la Propaganda, 
consultada por los Padres dominicos, dió el 12 de septiembre de 1645, 
porque, como respondió el Santo Oficio a r3 de noviembre de 1669, los 
decretos concordaban con las circunstancias expuestas en las consultas que 
le dirigieron ambas partes, y, por tanto, los misioneros habian de ate- 
nerse a uno de los decretos segün la dificultad mayor o menor que pre- 
sentaba la observancia de los ritos en cuestión (14). 

He aquí la tactica-conciliadora que seguirá la Sagrada Congregación 
de Propaganda Fide en el transcurso de su gloriosa historia, tres veces 
secular: adaptar el Derecho comtn a las exigencias del apostolado mi- 
sionero. . 


3 


I. La adaptación del Derecho común 


Porque salta a la vista que pretender observar en un país que se abre 
a la luz del Evangelio todas las prescripciones del Derecho común, es 
pedir demasiado. Echemos una ojeada a cualquier distrito de nuestras Mi- 
siones, ¿Qué se presenta a nuestra vista? Un grupo reducido de almas 
regeneradas a la vida de la gracia disperso en un campo inmenso repleto 
de ovejas descarriadas que hay que traer al redil del Buen Pastor. Por 
eso, el misionero, a ejemplo de los apóstoles, se atiene al método de irra- 


(12) Ib., n. 135. 
(13) Ib., n. 126. 
(14) Ib., n. 189. 
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diación predicando por todas partes el mensaje de Cristo Nuestro Sefior 
y procurando a los fieles los auxilios espirituales. Em ese caso, ¿cómo ob- 
servar la ley de la residencia impuesta por el canon 465 a los párrocos? 
¿Cómo poner en práctica el canon 822, que prohibe celebrar la Santa Misa | 
fuera de las iglesias y oratorios bendecidos? ¿Cómo cumplir con la Igle- 
sia en el espacio de tiempo tan reducido que sefiala el Código? Ya en 1645 
la Propaganda declaró que, en vista de la escasez de sacerdotes, en China 
todo el afio se considera como tiempo Util para el cumplimiento pascual. 

En este punto de la adaptación disciplinar han de tenerse muy en cuen- 
ta las costumbres del país, cuestión capital que está inculcando la Propa- 
ganda ya desde sus comienzos, y es que, a juicio de esta Sagrada Congre- 
gación, nada hay que excite más el odio y enajene más la voluntad que el 
cambio de las costumbres patrias, sobre todo si en vez de las costumbres 
abrogadas pretende uno introducir las de su propia nación. "Por lo tanto 
-—añade—, nunca comparéis los usos de esos pueblos con los de Europa; 
mas atin, procurad con gran esmero acostumbraros a ellos. A no ser que se 
trate de costumbres abiertamente opuestas a la fe y a la moralidad, no es 
licito aconsejar a los neófitos que cambien sus ritos y costumbres." He aqui 
la consigna que daba ya en 1659 la Propaganda a los primeros Vicarios 
Apostólicos de las Misiones Extranjeras de Paris (15). 

No parece que todos los misioneros fueron fieles a esta directiva tan 
'explícita y formal de la Santa Sede. El P. De RHopzs, en la interesante 
relación que nos ha dejado de sus viajes misioneros, no puede ocultar el 
disgusto que le causaron ciertas prácticas que se observaban en algunas re- 
giones que atravesó, prácticas que, a juicio suyo, contribuian no poco a la 
obstinación de los infieles. Exigir a un neófito que no use más el vestido 
del país es una carga demasiado pesada y que a nadie impone el Evan- 
gelio. 

"En cuanto a mi—dice con toda sencillez el P. DE RHODE :—, sé que 
en China me he opuesto con todas mis fuerzas a los que querían obligar 
a los neófitos a que se cortaran sus grandes cabellos, que todos los va- 
rones llevan tan largos como las mujeres. Les decía que el Evangelio les 
obligaba a suprimir los errores de su mente, pero no de su grande cabe- 
llera" (16). vid 

En todo el país hay costumbres en pugna con las prescripciones del 
Derecho canónico y hace falta una prudencia nada vulgar para decidir si 
conviene aprobarlas o tolerarlas en bien de la paz general. Abajo citare- 


C ms ssl 
(16) ALEXANDRE DE RHODES, S. J., Voyages et Missions, Paris, 1854, ch. III, pp. 18-19. 
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mos algunas de estas costumbres vigentes en China, pero ya aqui podemos 
adelantar el indulto que ha concedido la Santa Sede por que los Ordinarios 
de China pueden dispensar del ayuno y de la abstinencia el último dia y 
los quince primeros dias del año lunar; porque, como observa él Concilio 
Plenario de Shanghai, es moralmente imposible que nuestros fieles en esos 
días observen el ayuno y la abstinencia (17). Esta concesión está muy en 
consonancia con el principio que la Propaganda Fide afiadió al decreto 
de 1883 que aprobaba el uso del. “tsi-king” o bonete del sacrificio durante 
la celebración de la Santa Misa. “Como se trata de un punto relativo a la 
disciplina eclesiástica, hay que tener en cuenta las costumbres y los pre- 
Juicios con tal de que no se opongan a la fe y a la moralidad” (18). 


Se extraña el P. GRENTUP de que, a pesar de esta norma tan prudente, 
las costumbres de los países de Misión, y sobre todo de naciones tan céle- 
bres por su cultura como son China, el Japón y la India, hayan influido 
tan poco en la modificación del Derecho común, y lo atribuye a varias 
causas. En primer lugar figura el excesivo espíritu conservador de los 
misioneros: espíritu conservador que se justifica por la actitud severa que 
adoptó la Santa Sede en la famosa cuestión de los Ritos chinos, que re- 
sultó una lección amarga contra la tendencia de la ultra-acomodación (10). 
In medio virtus! Soy de parecer que, aun sin salirnos de los límites fija- 
dos por Roma, se podría acomodar ‘mas la disciplina eclesiástica, en espe- 
cial en lo referente al culto litúrgico, a la mentalidad y al gusto del pueblo 
chino, pero este punto merete un artículo aparte. Según opina el P. GREN- 
TRUP, a medida que el Clero nativo vaya ocupando puestos más elevados 
en la Jerarquía eclesiástica, se echará de ver su influjo en este problema 
tan importante (20). ¡El porvenir es de los que saben adaptarse! Si los 
paganos no llaman a las puertas de la Iglesia porque la encuentran dotada 
de una legislación ajena a sus costumbres y sentimientos patrios, sería pre- 
ferible pasar por encima de esas leyes de autoridad meramente humana 
para ganar las almas de nuestros hermanos, pero siempre bajo la dirección 
de la Iglesia, columna y sostén de la verdad. Se necesita una prudencia 
sobrenatural para no pecar de excesiva condescendencia y evitar, en nues- 
tro afán de acomodarnos a la debilidad de las almas que nos están con- 
fiadas, les causemos perjuicios lamentables. 


(17) Primum Concilium .Sinense (edición Tousewe, 1941), pp. 338-339. 
(LSNACOUAS C de P- Fide, n. 1.606, v. XVI. 

(19) 'GRENTRUP, Op. Cit.. pp, 18-19. . 

(20) Cone. Sinense, pp. 387-388. 
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III. El Derecho común y el primer Concilio Plenario Chino 


Por eso, el primer Concilio Plenario Chino, celebrado en esta ciudad 
cosmopolita de Shanghai a mediados de 1924, se propuso como fin pri- 
mordial urgir el Derecho común, acomodandolo a las exigencias del apos- 
tolado en China. Así lo declara el.canon 11 del mismo Concilio y asi lo 
declaró el Legado Pontificio, Excmo. y Rvdmo. Sr. Constantini, en la 
alocución preliminar que dirigió a los Padres: 

*Nos, sub ductu Codicis Iuris Canonici, conferimus consilia ut ex 
communi doctrina et experientia deducamus quae aptiora sunt ad fidei 
incrementum, ad-moderandos mores... ad unam eandemque. disciplinam 
servandam vel inducendam" (21). 

No hay que olvidar que el nuevo Derecho eclesiástico, que entró en 
vigor el 19 de mayo de 1918, obliga a la Iglesia universal. Sólo se ex- 
ceptúa la Iglesia oriental, en materia que por su misma naturaleza o dis- 
posición de la Santa Sede no diga relación con ella. Las Iglesias misio- 
nales, como la de China, entran de lleno en el ámbito de la obligación 
En efecto, el legislador tuvo ante la vista las exigencias de las Misiones, 
y 26 cánones tienen especial y expresa aplicación en los paises confiados 
a la Propaganda Fide. Por eso las actas y los decretos del Concilio de 
China presentan los cánones que se distinguen por su aplicación práctica 
en las Misiones y recomienda, por lo menos, las demás prescripciones del 
Derecho comün. Asi, por ejemplo, en la imposibilidad de incluir en las 
actas todo el Derecho penal, los Padres le dedican este honorífico home- 
naje: "Concilium Sinense, qua par est reverentia et obaedientia, quae in 
iure communi de delictis et poenis statuta habentur, amplectitur" (22). 

Más aún: si bien es cierto que el Concilio se aparta en ciertos puntos 
del texto canónico, en sus actas y decretos delata su afán de que la Igle- 
sia de China entre cuanto antes de lleno en la vida y el movimiento de 
la Iglesia universal. En confirmación de lo dicho, baste citar un par de 
ejemplos: en estas regiones la proclamación de los bandos matrimoniales 
siempre ha ofrecido dificultad especial a causa de las costumbres del país 
y de hecho se omiten, si no en todos, en casi todos los Vicariatos. Con 
todo, el Concilio determina: “Ubi praeceptum de publicationibus matri- 
monialibus iam in praxi deductum est, serventur canones de hac materia. 
Alibi vero praxis, in quantum fieri potest, introducatur. " Asimismo el 


(21) .Ib. ib. l oe 
(22) Ib: ib. : 
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Concilio promulga el indulto concedido por Roma a 9 de Jalg de TOZO; 
que limita notablemente los días de ayuno y abstinencia, pero añade: 
“Como es deseo de la Santa Sede que también en China se introduzcan 
las normas del Derecho común, se ruega a los Ordinarios que induzcan 
a sus súbditos a observar la ley de ayuno y abstinencia según lo deter- 
minado por el Código de Derecho Canónico” (23). El Derecho común 
manda que las mujeres asistan a los ritos sagrados con la cabeza cubier- 
ta; pero en vista de la repugnancia que por estas tierras muestra el sexo 
devoto a todo lo que se acerca a velo o mantilla, el Concilio opta por 
confiar a la prudencia de los Ordinarios determinar si ha llegado el mo- 
mento oportuno o conveniente de urgir este punto disciplinar (24). En 
cuanto al hábito eclesiástico, el Concilio concede facultad a los Superio- 
res para permitir el usc de la bata china, pero muestra su deseo de que 
los clérigos seculares vistan la sotana y declara dignos de peculiar ala- 
banza a los religiosos que llevan el hábito propio de su Instituto (25). 
Más aún: cuando pide a la Santa Sede la creación de Tribunales de Se- 
gunda Instancia, entre otras razones canónicas, alega que así se irá pre- 
parando el camino para erigir en China la Jerarquia eclesiástica (26). 
Por lo dicho se echa de ver que el Concilio a duras penas se aparta 
del Derecho canónico, y hoy día, gracias al impulso que dió, la Iglesia 
de China se rige por el Derecho comün adaptado a las exigencias de nues- 
tras Misiones. De ahi que, si aun hablamos de Derecho misionero, que- 
remos indicar los rasgos característicos y las normas propias reserva‘las 
a los países de Misión; pero, a mi humilde parecer, la distinción fre- 
cuente en el Derecho antiguo entre territorios sujetos al Derecho comün 
v los demás sometidos a la Propaganda Fide, hoy día falla por su base 
y engendra el juicio erróneo de que las Misiones están exentas de la dis- 
ciplina común a toda la Iglesia latina. Más en consonancia con la legisla- - 
tión actual me parece la distinción entre territorios sometidos a la Sa- 
grada Congregación Consistorial y a la Propaganda Fide. Así se pone 
de relieve el punto capital de que también las incipientes Iglesias misio- 
nales, a medida de sus fuerzas, han de observar las prescripciones del 
Derecho comün. Por lo tanto, toda obra encaminada a facilitar el cono- 
cimiento y la práctica del Código canónico ha de ser acogida con afecto 
y gratitud, ya que contribuye eficazmente al florecimiento de la disciplina 
eclesiástica, tan saludable y benéfica tanto para los individuos como para. 


(23) Ib. ib. 
(24) Ib. ib. 

(25) Ib. ib. : 
(26) Ib. ib. s 
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las naciones. La legislacién pontificia es el testimonio elocuente de la ac- 
ción de la gracia en las almas y el artífice poderoso de eficaces reformas 
sociales. Y así se comprende la importancia que se ha atribuido a la tra- 
ducción china del Derecho canónico. 


IV: La obra de Mons. Jarre 


Monsefior JARRE era el hombre a propósito para llevar a cabo esta 
obra gigantesca. Obra gigantesca, en efecto, porque si cualquier traduc- 
ción jurídica, presenta graves dificultades, la traducción del Derecho ca- 
nónico al chino parece irrealizable por la distancia inmensa que media 
entre la lengua latina y el idioma chino. 

Misionero en el Vicariato de Tsinanfu desde 1905, Mons. JARRE do- 
minó la lengua mandarina ejerciendo sus sagrados ministerios. Profesor 
de Derecho canónico en su Vicariato y luego en el Antoniano de Roma 
y en el Colegio de Propaganda, siempre se ha distinguido por su compe- 
tencia en la materia, como lo revelan los artículos publicados en “Anto- 
nianum" y "Apostolicum" 


A esta competencia del eminente Prelado se añadió la ayuda preciosa 
que le: prestó el jurisconsulto chino Li Kr Jen, ex Juez del Tribunal de 
Apelación, "varón muy versado en la literatura y derechos chinos y en 
la práctica jurídica" (27). "Quizás Su Excelencia exagera el mérito de 
este abogado cuando nos confiesa con humildad digna de un hijo del Po- 
verello: Primum meritum supremamque laudem illi iudici Li Ki. Jen de- 
bere" (28). También merece nuestra gratitud Mario Zenin, Delegado 
Apostólico, ya que no solo alentó al autor de la traducción a llevar ade- 
lante su. empresa, sino que además le consiguió los debidos permisos de 
las Congregaciones romanas. : 

Es natural que la Santa Sede a duras penas conceda la. facultad de 
traducir su obra juridica principal porque la experiencia le ha ensefiado 
que en esta clase de trabajos, suele fallar la fidelidad debida al texto ori- 
ginal. Corre la fama que la traducción alemana fué expresamente recha- 
zada y es cierto que en la versión de los can. referentes a los Institutos 
laicos publicada en varias lenguas, se deslizaron errores importantes. Así, 
por ejemplo, el texto latino del can. 522 dice: “si aliqua religiosa confes- 
sarium adeat ab Ordinario loci pro mulieribus approbatur", y en la ver- 


(27) Ctr. Praefationem Codici translato praemissum. 
(98) Litterae Exmi. D. Marii Zanin, Delegati Apostolici, ad auctorem. 
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sion se leia: “si alguna religiosa acude a un confesor fuera de su casa”. 
En el can. 611 se permite a los religiosos que manden sus cartas sin so- 
meterlas a la censura, "ad Superiorem domus forte absentem" y el tra- 
ductor escribió: “al Superior de la casa ausente momentáneamente" 

Se entiende ahora que la Propaganda, por indicación de la Comisión 
encargada de la interpretación auténtica del Código, le concediera el per- 
miso pedido "con la condición necesaria de que, tanto en el título como 
en el prefacio, quede claramente declarado que no se trata sino de un 
sencillo ensayo de presentar en caracteres chinos el sentido de los cáno- 
hes y que tal ensayo se hace por iniciativa y responsabilidad privadas" (29). 

Cae de su peso que una obra de esta índole había de presentar difi- 
cultades sin cuento; pero labor omnia vincit improbus. S. E. nos expone 
detalladamente en un artículo publicado en Collectanea Commisionis Sy- 
nodalis el método que siguió y los medios de que se valió para llevar a 
teliz,término en menos de cuatro años esta obra colosal (30). Era me- 
nester formar, mejor dicho, crear un vocabulario nuevo exclusivamente 
propio de la legislación eclesiástica. ¿Cómo expresar, por ejemplo los di- 
versos matices inherentes a los términos de: Orden, Congregación mo- 
nástica, Religión exenta y demás vocablos propios de la vida religiosa? 
¿Cómo componer una serie de términos enlazados entre sí indicando al 
mismo tiempo la mutua conexión y la diferencia característica? Recorramos 
los cann. 684-725: “De fidelium associationibus”, y al instante caremos en 
la cuenta de la competencia jurídica y linguística que se necesita para tra- 
ducir términos que nos parecen sinónimos y con todo presentan matices 
diferentes: Associatio, Se-Tuan; Unio, Huei; Pía Unio, Shan-Huei; So- 
cietas, Tuan-ti; Sodalitium, Chen-u-Huei; Congregatio, Chi-Ho-Huei, 
Confraternitas, Siong-ti-Huei...; etc. Los traductores han sabido obviar la 
dificultad de una manera satisfactoria: a veces se han valido de la definición 
verbal, como en el caso de “Sacra Romana Rota”, Lo-ma Sheng-buen Fa- 
yiian; Confraternitas, Siong-ti-Huei; Tertius Ordo, Ti san Huei, y a ve- 
ces echando mano de la definición real, nos han dado un término chino 
más claro y preciso que el original latino. Baste citar el ejemplo que propone 
el autor: Matrimonium conscientiae, Fei Kong Kae Huen pei. No hay duda 
que el término chino es más exacto y expresa más claramente su contenido 
que las palabras latinas, que nada indican sobre la nota característica de 
este contrato matrimonial; en cambio, la expresión china tomada de las se- 
siones judiciales a las que no puede asistir el público, señala suficiente- 


(29) “Collectanea Comisionis Synodalis” (Peping), 1943, pp. 392 ss. 
(30) Cfr. Praenotationes Codici transluto appositas. 
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mente el rasgo propio de tales matrimonios, es decir, que los fieles no tie- 
nen entrada libre a este acto religioso (31). 

Toda obra, en especial obras de tal envergadura, es siempre susceptible 
de mejoras ulteriores, y el autor lo reconoce y espera que pronto surgiran 
personas competentes que, no contentas con criticar la traduccion procu- 
rarán perfeccionarla. A impulsos del deseo de cooperar a mejorar el texto 
en cuestión, el P. Francisco THÉRY, S. J., profesor de Derecho civil y 
traductor conocido de la legislación actual de la República china, propone 
varias observaciones con mayor o menor acierto (32). Imposible juzgar 
del valor de cada una de las advertencias. S. E., sin rechazarlas en bloque, 
no acepta todas las modificaciones que le propone el crítico jesuíta. Es 
verdad, por ejemplo, que Sio Chu no corresponde al Doctorado del que 
habla el can. 2.066, $ 2, y S. E. lo reconoce; y el término Tze-shan-Huei, 
más que “pias sodalitates”, a las que se refiere el can. 260, $ 2, indica 
entidades de beneficencia. Pero el autor no está conforme con los términos 
Heu-pu-Tae-mu y Heu-pu-Chien-fu, en vez de Fu-Tae-mu y Fu-Chien-fu, 
para designar el Provicario y el Pro-prefecto, porque Heu-pu-Kuan es un 
candidato a un puesto al que puede ser admitido o no admitido; en cam- 
bio, el Pro-vicario tiene pleno derecho al puesto que ocupa. Los dos tér- 
minos tienen sus pros y sus contras; pero, puesto en la obligación de esco- 
ger uno de ellos, me inclinaria al prefijo propuesto por Mgr. Jarre. A! pe- 
sar de todo, el P. THÉRY reconoce que la traducción en su conjunto es un 
éxito y termina con una alabanza y un deseo que hacemos nuestro: 

“El estilo es preciso, sobrio y se asemeja de cerca al de los textos re- 
cientes de la legislación y de la jurisprudencia chinas... Juzgamos que sería 
útil para los lectores de fuera, que a veces no tienen sino una idea has- 
tante vaga de las instituciones de la Iglesia, añadir al-texto unas notas bre- 
ves en chino, determinando el sentido de los términos religiosos empleados 
y destinadas a prevenir todo equívoco de su parte” (33). 

También nosotros hemos echado de menos esas notas, y sin duda que 
contribuirian a disipar errores y prevenciones de muchos lectores paganos. 
S. E, nos refiere que tenía que ilustrar casi todos los cánones con alguna 
explicación para satisfacer la curiosidad de su colaborador Li-Ki-Jen. Ya 
en el primer canon, con ocasión de la distinción entre la Iglesia oriental y 
latina, le hizo estas preguntas: ¿Acaso hay dos lglesias católicas en el 
mundo? ¿Los católicos del Extremo Oriente forman una Iglesia propia 


(31) Coll: Commis. Synod, ib. pp. 680-697. 
(32) Ib. ib., p. 396. 
(33)- Ib. ib. 
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diversa de la Iglesia occidental o latina? (34). Unas cuantas notas que sal- 
gan al encuentro de esas dificultades haría la traducción un tesoro pre- 
cioso digno de ponerse en manos de los intelectuales chinos. En resumi- 
das cuentas, no dudamos que la obra ha de encontrar una acogida cor- 
dial, entusiasta, sobre todo de parte del clero, ya que cubre una laguna 
existente en nuestra literatura eclesiástica. Esto no quita que aün se eche 
de menos un compendio del Código con las debidas explicaciones, puesto al 
&lcance de los fieles, a imitación del libro Le Droit des Laiques, publicado 
por Lours DEMOURANT, o What every Catholic should know, escrito por 
el benedictino D. I. Lanstors. En ese compendio habría de incluirse parte 
“de nuestro Derecho peculiar y, sobre todo, gran-parte de los decretos y 
normas del Primer Concilio Plenario Chino. Asi se facilitaria el estudio y 
la observancia del Derecho eclesiástico, que es la muestra de carifio y 
gratitud que podemos dar a la Iglesia nuestra madre, que, a semejanza de 
su Divino Esposo, nos repite: "Qui habet mandata meu et servat ea, ille 
est qui diligit me." ý j 


ASEGURE NS 


Profesor de Derecho canónico | 
Shanghai (China) 


(34) Ib. ib. 
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EL TRATADO “DE LEGIBUS” 
DEL R. P. LUCIO RODRIGO, S. J. (*) 


Estudiamos en estas líneas un autor y una obra que no dudamos se con- ` 
- quistarán pronto un justo renombre entre los cultivadores de las ciencias ju- 
rídico-morales eclesiásticas. 


El R. P. Lucio Roprico es un humilde religioso de la Compañía de Je- 
sus, que lleva consumidos sus mejores años en el ministerio de la enseñanza 
en la Universidad Pontificia de Comillas: veintidós años ha regentado la cá- 
tedra de Teología moral y quince años la de Derecho canónico. Algo más 
dirá del R. P. Roprico a la mayoría de los lectores el dato de haber sido él 
quien, según atestiguan sus compañeros de cátedra, comunicó al Sum- - 
marium del P. ARREGUI aquellas dotes que le hicieron tan estimable y le 
conquistaron fama universal en sus 14 ediciones logradas en veinticinco 
años, con más de 150.000 ejemplares. 


La obra que hoy ofrece al público es el fruto de un privilegiado talento 
dedicado asiduamente durante aquel largo periodo de tiempo al estudio 
de los problemas fundamentales de la moral y del derecho, vividos y 
madurados en el clima superior de la Universidad. No se trata ahora de 
un sumario, ni siquiera de un texto escolar; nünca se avino a componer 
esto Ultimo el P. Roprico, convencido de que hacen más falta libros am- 
plios de consulta e investigación que manuales escolares. La obra que nos 
ofrece es un amplio tratado, cuyo contenido y características, tanto ex- 
ternas como internas, vamos a describir. 


L—DESCRIPCION DE LA OBRA 


El presente volumen, aunque primero en el orden de publicación, es: el 
segundo en el plan general de la obra. Se intitula Tractatus de Legibus. 


e 


. (*) Lucius RopR1i60, S. I., Praelectiones Theologico-Morales Comillenses, tomus II, Trac- 
talus De Legibus. Editorialis Sal Terrae, Santander; Typographia Aldecoa, Burgos, 1944. 
Pags. XXXII-717, de 16 X 27. Precio: 50 ptas. en rustica. 
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Esta dividido en dos secciones: en la primera trata de la ley en general; 
en la segunda, de la ley en especial. 

Cada sección se divide en capítulos, articulos y párrafos, con Dan. 
subdivisiones menores en nümeros y letras. Todo a lo largo de la obra 
corre una numeración única, desde el número 1 al 951, como hoy se estila 
en esta clase de obras científicas, muy útil para las citas que de ellas hayan 
de hacerse. 


La sección primera se compone de seis capítulos. I. De matura legis, 
.donde trata también de los actos análogos a la ley: preceptos, estatutos, 
decretos, consejos (págs. 1-23). II. De causis. legis: eficiente (pags. 23-53), 
material (págs. 53-82), receptiva o sujeto pasivo (págs. 82-151). IIT. De 
institutione legis (págs. 151-157). IV. De causalitate legis: preceptiva (pá- 
ginas 167-240), tratando aquí en el $ 5 del orden y tiempo del cumplimiento 
de la obligación; permisiva (págs. 240-243), penal (pags: 243-267), irri- 
tante (págs. 267-273). V. De interpretatione legis: interpretación sim- 
ple (págs. 279-292); interpretación por epiqueya (págs. 292-300). VI. De 
cessatione legis: desobligación por causas excusantes, entre ellas la du- 
da (págs. 300-335); por causas eximentes, tratando casi exclusivamente 
de la dispensa (pags. 335-398); cesación de la misma ley, ya intrínseca ya 
extrinseca (págs. 398-415). 


La sección segunda, de la ley en especial, tiene sólo dos capítulos: 
I. De lege divina: eterna (págs. 415-419), natural (págs. 419-427), divino- 
positiva (págs. 427-434). II. De lege ecclesiastica. Art. 1. Del derecho es- 
crito: Código, decretos de la Curia Romana, preceptos (págs. 435-462). 
Articulo 2. Derecho consuetudinario (págs. 462-521). Art. 3. Derecho de 
rescriptos (págs. 521-593). Art. 4. Derecho privilegiario (págs. 593-677). 

Sigue un Index rerum analyticus, no muy minucioso, pero sí lo su- 
ficientemente amplio y detallado (págs. 677-708). A continuación, un Jn- 
dex citationum onomasticus (pags. 709-712). Como dato curioso apunta- 
remos aquí que entre los antiguos han merecido especial estudio del autor 
los siguientes: SUÁREZ, STO. Tomás y SÁNCHEZ, de los que:sefiala 217, 
69 y 55 citas, respectivamente; siguiendo después con nümero menor 
CASTROPALAO, SCHMALZGRUEBER, S. ALFONSO DE LIGORIO, D'ANNIBALE, 
| LAYMAN, REIFFENSTUEL, BoNACINA, BALLERINI-PALMIERI, BOUQUILLON, 
SALMANTICENSES, SALAS, con 23 y 20 citas los ültimos. 


De los posteriores al Código, los más citados son Van Hove, WERNZ- 
VipaL, MicHiELs, REGATILLO, con 166, 109, 96 y 60 citas, respectiva- 
mente; CAPELLO, VERMEERSCH-CREUSEN, VERMEERSCH, OJETTI, CHE- 
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LODI-CIPROTTI, CICOGNANI-STAFFA, GUENECHEA, éste con 24 citas, pero 
bien aprovechadas; muchos de los anteriores son simples referencias, no 
fuentes de su doctrina. El numero total de autores citados es de 255. 
Estos datos nos dicen ya algo de la documentación de la obra, la cual no 
alcanza generalmente más allá del siglo XVI. Se aprecia también cómo la: 
obra no puede tener carácter de investigación. 

Sigue un Index Canonicus, notando el número de la obra, en donde . 
cada canon está comentado o simplemente alegado, con la conveniente 
distinción tipográfica en uno y otro caso. 

Insistiendo en esta descripción material del libro, añadiremos que al 
principio se ofrecen el Index operis analyticus (págs. V-XVIII), Elenchus 
auctorum et operum (págs. XIX-XXVIII), Sigla pro citationibus potiora 
(pág. XXIX). Sólo se echa de menos un prólogo de presentación donde 
el autor informe al lector sobre su plan y modo de proceder; deficiencia 
ésta muy sensible. Sirva de descargo si en alguna de nuestras apreciacio- 
nes no interpretamos con fidelidad la mente del autor. 


La presentación tipográfica es muy esmerada. Dentro de los números 
y letras que emplea con rigor lógico para las divisiones y subdivisiones de 
cada numero marginal, adopta una variadisima selección de tipos, emplea- ` 
dos con criterio constante y uniforme todo a lo largo de la obra. Es fre- 
cuente encontrar dentro de un mismo número cuatro y cinco tipos de letra 
diferentes debidamente escalonados, de modo que facilitan grandemente 
la lectura y hacen sensible la subordinación de los conceptos. Los errores 
tipográficos son rarísimos. El sistema de citas, muy racional. En fin, se 
muestra cultivador de la forma externa no menos que del fondo. Es muy 
de agradecer al autor ese esmero y cuidado del detalle, no obstante su ten- 
dencia a la abstracción. ; 

En el sistema de citas no es del todo constante, pues se encuentran con 
frecuencia en el texto, sin alcanzarse la razón de ello. También hubiera sido 
de desear más separación o espacio entre las divisiones principales del li- 
bro; véasė, por ejemplo, paginas 415, 23, 150, etc. 


IL—CARACTERISTICAS METODOLOGICAS 


I. Examinemos ahora las caracteriticas internas de la obra. Por el 
breve resumen que hemos hecho del índice de la misma se comprende ya 


que el orden adoptado es puramente lógico. En este orden, la ley divina 
se presenta como una especie de la ley en general. Este modo de proceder 
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en los tratados de la ley no es del todo infrecuente en los autores de moral, 

da lugar a repeticiones, remisiones e incongruencias que en un orden 
ontológico pudieran evitarse. En ellas ha incurrido también el P. RODRIGO; 
así, por ejemplo, en la parte general habla por extenso del sujeto activo 
y pasivo de la ley, tanto divina como eclesiástica; no obstante de estar 
dedicada la parte especial entera a las mismas y encontrar en ella su pro- 
pio lugar. 


2. En este mismo orden metodológico hemos de hacer también otra 
observación. Nos parece incongruente incluir en la teología moral tratados 
tan netamente jurídicos como los de costumbre, rescriptos, privilegios, 
cómputo del tiempo eclesiástico, decretos. De ser esto lógico, ¿qué razón 
habría para: omitir los tratados paralelos del Derecho civil? 

En esto no ha sabido—o no ha querido—el P. Roprico librarse del vicio 

de los moralistas, siempre propensos a invadir el campo del Derecho, ale- 
jándose por igual de la Teología. Creemos que ganaría mucho la Teología 
moral y que sobre todo reportaría grandes ventajas al Derecho si los mo- 
ralistas dejasen semejantes tratados a los canonistas para ser estudiados 
en su propia sede, que es la del Derecho, y con criterio jurídico, no mora- 
lístico, como se hace a veces por desgracia. ; 
Ya debe ser viejo este achaque de los moralistas, segün lo revela nuestro 
"GARCÍA en su tratado De Beneficus, parte IX, cap. I, nn. 13-14: “Et 
licet olim prima sententia fuerit communis (la que negaba obligase en 
conciencia la nulidad de solo derecho positivo), iam tamen communiter reii- 
citur; et secunda (la que afirma tal obligación en conciencia aun antes de 
sentencia judicial) est magis communiter recepta, praesertim per iuristas, 
quibus in hoc de intentione legum, etiam pro foro conscientiae magis de- 
terendum esse existimo, quidquid Soto supra velit, maxime aliquam theo- 
logiae peritiam habentibus, quam puris theologis qui suo modo et ex pro- 
prio capite leges interpretari solent eas, etiam canonicas, potius suo capite 
metientes et regulantes, quam cum legibus ut par erat...” 


Pero insistimos en que nuestra observación al P. RODRIGO es pura- 
mente metodológica, pues es justo reconocer que ha sabido distinguir muy 
bien los elementos jurídicos de los morales. Esto, para nosotros, es un 
mérito muy notable de sus Praelectiones; y, ello supuesto, es para felici- 
tarnos de que haya incurrido en el escollo—o no haya querido evitarlo— 
de desarrollar en una obra moral todo el libro primero del Código ca- 
nónico. Gracias a ello, se ha enriquecido la literatura canónica con una 
obra de insigne mérito; y gracias también a ello poseemos un autor mo- 
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derno donde pueden estudiarse aquellos dos aspectos en cuestiones muy 
delicadas sin peligro de confusión. 


Esa cuidadosa distinción de los elementos morales y juridicos a que 
acabamos de referirnos campea en toda la obra en cuantas cuestiones ofre- 
cen el doble aspecto jurídico moral; pero resalta especialmente en algunas 
que suelen ser la piedra de escándalo de los moralistas-canonistas: la de- 
terminación del objeto de la ley—magnificamente estudiada por el au- 
tor—y sus mültiples aplicaciones, el poder de mandar actos puramente in- 
ternos, las leyes puramente penales, las reglas de los religiosos en su doble 
aspecto jurídicomoral, la epiqueya, la ignorancia, la sujeción a la Iglesia 
de los dudosamente bautizados, la valoración de la duda para ambos fue- 
ros, el error común, etc., etc.; siquiera en esta última cuestión condes- 
cienda al fin de cuentas demasiado con los moralistas y en la cuestión de la 
duda aplique el sistema del probabilismo moral íntegramente a las leyes 
eclesiásticas. De lo cual más abajo nos ocuparemos. 


Por lo dicho. se comprende que no le cuadra del.todo al presente volu- 
men el titulo de Praelectiones theologico-morales, y sólo se justifica este 
tttulo por ser parte en la mente del autor de una teologia moral. Dicho se 
está también con lo que precede que el argumento netamente teoldgico, que 
parte de un dato revelado, se encuentra pocas veces en este tratado, ni 
hubiera sido posible otra cosa, Sólo en la primera sección hay algunas 
cuestiones dogmáticas, como: potestad legislativa, jurisdicción eclesiástica, 
ley eterna, divino-positiva, etc. 


:3. - Y sin salirnos aún de este orden de observaciones sobre el método 
con que el P. Rodrigo procede en su meritisima obra, no puede callarse el 
riguroso método escolástico empleado; pronto se adivina una inteligencia 
vaciada en los moldes del escolasticismo más puro, y nos atreveriamos a 
decir que. en la obra se reflejan las grandes virtudes de la escolástica y 
también alguno de los vicios que se la han atribuído. Basta leer algunas 
páginas para sentirse incluído en, moldes de escuela: nociones, divisiones, 
subdivisiones, distinciones, objeciones. Emplea frecuentemente la termi- 
nología escolástica; ya en el índice general promete tratar de causa formal, 
eficiente, material, receptiva de la ley, de objeto material próximo, objeto 
formal especificativo, etc., etc. Con bastante frecuencia adopta la forma 
de argumentar silogística. La sutileza filosófica también se difunde por 
toda la obra; a veces podrá resultar enojosa a una mentalidad jurídica. 
Hay casos en que la pura lógica filosófica le lleva a ciertas conclusiones 
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que tal vez están menos conformes con la lógica jurídica (epiqueya 399, 3." 
leyes puramente penales, n. 346, 3.°, b, etc.). 

El modo de proceder es de ensefianza o exposición de doctrina, no pre- 
cisamente inventivo: de las nociones y divisiones pasa al establecimiento . 
de principios explicando y probando los términos de los mismos; se detiene 
particularmente en las cuestiones disputadas, expone y razona la opinión 
propia y resuelve los argumentos contrarios. 

El estilo es muy ceñido; nada amigo de amplificaciones superfluas. El 
libro tiene un texto y lectura muy superior a lo que aparentemente repre- 
senta; para revestirlo de algün ropaje literario, al estilo de los civilistas, 
por ejemplo, hubiera necesitado otros dos volümenes como el que analiza- 
mos para vaciar su densisimo contenido. 

Ciertamente, este escolasticismo reporta ventajas inmensas de claridad, 
precisión, orden y solidez; y nos complacemos en notar estas cualidades. 
Pero sería lamentable que por ese carácter, llevado algo a la exageración, 
se condenase la obra a quedar en manos de solos eclesiásticos. La extraor- 
dinaria cantidad de doctrina y el extraordinario ingenio derrochado en ella 
la hacen digna de la mayor difusión, 

Y puesto que a la escolástica se le ha achacado un lenguaje y estilo la- 
tinos poco clásicos, no estará de más decir dos palabras también de este 
aspecto de la obra. Se ha dicho que su estilo es “de puro corte ciceroniano” 
"y que su latín es "en exceso culto y pulido”. Nosotros pensamos que, si 
por algo peca, no es por exceso de clasicismo o por atildamiento. Fija la 
mente en la verdad que persigue, descuida con frecuencia la elegancia de 
la forma; se nota especialmente en la exposición de las propias opiniones. 
E] lenguaje de la sección especial es bastante correcto; pero el de la sec- 
ción general deja con frecuencia la impresión de haber estado redactado 


en castellano y después traducido al latín. No querríamos excedernos en 
esta apreciación (1). 


Usa además de cierta libertad en formar palabras y giros muy cómo- 
dos y expeditos, pero de cuyo genio latino se puede dudar: praeliminari- 
ter, exceptionaliter, normaliter, generaliter, adminiculariter, anticipative, 
praesupositive, sanctionativus, exigibilitas, legalitas, ‘habitualitas, acciden- 
talitas, aptitudinalis, interinalis, conducentia naturalis, imposibilis imple- 
tu, etc. 


(1) ^"... fert igitur ipsa (laesio legis pure poenalis) culpam mere iuridicam idoneam tamen 
sanctionari vera et propria poena" (n. 346, b). *Leges coarctantes liberum iurium exercitium 
disconvenit inter canonistas quaenam sint .(n. 384, 3.9). *Solutio intentata est interpretando 
verba Saneti Officii...” (n. 149, 2:9). *... moralis impulsus proprius consilii aut suasionis sal- 


vat quidem humanam libertatem, eique quadrat, sed manifeste degradat conceptum verae 
necessitatis moralis atque legis" (n. 938, 1.9), etc. 
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11[—CARACTERES INTERNOS 


Pero vengamos ya a otros caracteres más íntimos y positivos de la obra. 

Las Praelectiones del R. P. Roprico representan un trabajo digurosa- 
mente científico, doctrinal-dogmático, filosófico y muy personal. 

En el campo de la Teología moral no conocemos ningún tratado mo- 
derno de semejante contenido que se le pueda parangonar. En el del De- 
recho, los únicos que admiten comparación con él, a nuestro humilde en- 
tender, son Van Hove, MicHieLns y en algún modo CICOGNANI-STAFFA. 
En el carácter científico, a ninguno va en zaga; en el filosófico, tal vez los 
supere a los dos; en el personal y original, nada tienen que envidiarse nin- 
guno de los tres. 


I. El empaque científico de la sección general se adivina que lo ha lo- 
grado en la asidua lectura de los autores clásicos, aunque no sea pródigo 
en citarlos, si no es a Suárez. Esa lectura le ha dado una amplitud de doc- 
trina tal que se puede decir que apenas queda cuestión por tratarse de cuan- 
tas tienen conexión con la materia estudiada. Así, al tratar del sujeto pa- 
sivo de la ley, estudia detenidamente el canon 87 y siguientes; en rela- 
ción con el sujeto activo estudia los cánones 196-210; en la ley penal se 
detiene expresamente a estudiar el carácter de las constituciones de los re- 
ligiosos, etc. Muchas de esas cuestiones a que hemos aludido son de aque- 
llas que en los manuales —principal producción de casi dos siglos acá— 
habían desaparecido o habían quedado reducidas a la mínima expresión, 
cuando no deformadas, 

En la segunda sección se ciñe más a la ley canónica, y de ella extrae el 
orden sistemático y la doctrina. Sus autores favoritos aquí son algunos 
posteriores al Código; hay tratados en que apenas se encuentran rastros de 
autores antiguos, como el de la costumbre y el de los rescriptos, a pesar de 
ser de los más personales. Esta sección viene a ser un comentario de casi 
todo el libro primero del Código de Derecho canónico, con carácter siem- 
pre racional y filosófico. 


2. Doctrinal-dogmático.—Contraponemos este carácter al de investi- 
gación. El valor de investigación de la obra se puede decir que es: muy es- 
caso. No saca el P, Roprico, especialmente en la sección segunda, todo el 
partido que podría y era de esperar del manejo de los principales autores 
clásicos, y menos aün de las fuentes, a favor de sus teorías y opiniones. 
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El argumento histórico es de primera categoría en nuestro derecho (c. 6), 
y rara vez se ve aprovechado en la obra. Lo mismo diríamos de la juris- 
prudencia. En este aspecto es francamente inferior a VAN Hove, por ejem- 
plo, y a otros autores. 

eh Es éste el matiz de su carácter doctrinal- 
dogmático, y parece ser la “forma mentis" del P. Roprico; de tal manera 
que las conclusiones se imponen con frecuencia, más por fuerza de la ló- 
gica que de la ley. Llega a tal punto esto, que a veces, en su razonamiento 
filosófico, acaba por olvidarse de alegar los cánones, que, al fin, tratándose 
de derecho, son los únicos que pueden dar fuerza y nervio al mismo razo- 
namiento, pues de nada nos valdría un razonamiento filosófico si fuera con- 
` trario o extraño al derecho establecido. Véase como ejemplo de lo que de- 
cimos el n. 376, Vis interpretationis authenticae, y el 407, Deobligatio a vi 
poenali legis, 


Confesamos que después de leer este libro del P. RODRIGO sentimos au- 
mentada nuestra confianza, nuestra admiración y nuestro respeto—habla- 
mos sólo humanamente—por el Código de Derecho canónico. Leyendo es- 
tas Praelectiones llega uno a hacerse cargo de la contextura filosófica, só- 
lida y resistente a toda crítica seria, del Código de Derecho canónico, es- 
pecialmente del libro T, labrada en tantos siglos de intensa vida: jurídica 
v por ingenios privilegiados de la Humanidad. Es esto muy digno de no- 
tarse frente a los modernos Códigos civiles, fundamentados todos, más o 
menos, en revoluciones, contra los que se ensafian justa, aunque digna- 
mente, sus comentadores. 

Ese carácter filosófico y racional, algo absorbente, le lleva a pesar y 
ponderar preferentemente la probabilidad intrínseca, haciendo frecuente- 
mente caso omiso de la extrinseca, no teniendo excesivo cuidado en la ca- 
lificación de la probabilidad de las opiniones. 

Pero esa mentalidad filosófica no le impide ver con claridad MESS te- 
mas jurídico-morales en que los puro filósofos de la ley suelen tropezar; . 
pongo por ejemplo la teoría de las leyes meramente penales, en donde és-- 
tos se sienten invenciblemente inclinados a negar la misma posibilidad. El 
P. Roprico, como primera conclusión final, establece con espíritu grande- 
mente realista: " Existunt de facto in iure civili hodierno leges mere poe- 
nales, praescindendo a theoria qua ipsae explicari debeant" (n..332, a). 

Para concluir con este aspecto: no deja de extrañarnos que queden sin 
desarrollar temas tan difíciles y sugestivos para un filósofo como la ana- 
logía juridica, retroactividad, derecho adquirido (a los cánones prelimi- 
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nares del Código dedica sólo las páginas 435-446), público y privado, prin- 
cipios generales del derecho, fraude a la ley, etc. Mucho le hubiera ayu- 
dado para estos y otros problemas doctrinales el estudio de los civilistas, 


a los que, dicho sea de paso, el P. Roprico desconoce absolutamente en 
esta obra. 


3. En fin, un gran mérito de la obra del P..Roprico es su carácter 
personalisimo ; y se revela no sólo en la crítica de opiniones ajenas y expo- 
sición de la suya, con frecuencia original y casi siempre con matices pro- 
pios, sino en la misma exposición de las doctrinas corrientes y comproba- 
das. Alega en estos casos los argumentos que todos alegan, pero ordinaria- 
mente con un sello de elaboración propia que si muchas veces dificulta la 
intelección, siempre aporta nueva luz y resulta interesante. 

Ese carácter personal nace, a nuestro juicio; unas veces del proceso de 
elaboración filosófico; otras, del estudio de los autores clásicos; y se hace 
patente en la independencia de juicio que habitualmente manifiesta. 


Las cuestiones difíciles, especialmente, las afronta con decisión y crite- 
rio personal. En estas cuestiones, que tanto abundan en los tratados funda- 
mentales que nos ofrece, puede acudirse casi siempre a su obra con la se- 
guridad de encontrar algo nuevo y luminoso. Hay partes en que parece de- 
caer un poco el tono de toda la obra; y esto hace sentir cierta despropor- 
ción en la extensión y atención concedida a las diversas cuestiones; pero 
se rehace gallardamente cuando se ve frente a problemas dificiles; tal 
sucede, por ejemplo, en el tratado de privilegios, donde las cuestiones de la 
interpretación, de las facultades y, sobre todo, de la cesación del privilegio, 
las desenvuelve ya con extensión y profundidad, 

Este proceso original de elaboración es tal vez la causa de que no se 
detenga con frecuencia a mencionar otros autores, aun cuando sin duda los 
conoce, pues se comprende que para él sería ese un trabajo enojoso. Siem- 
pre hubiera sido, con todo, ütil para los lectores que quisiesen contrastar 
o ampliar algún concepto, o juzgar de la probabilidad extrínseca. En esto 
no llama la atención-la obra del P. Roprico; la crítica bibliográfica de la 
obra, en general, no está a tono con el mérito intrínseco de la misma. 


Como colofón de este nuestro apartado de observaciones generales da- 
mos una sencilla comparación entre las dos secciones de que se compone 
el libro, porque se aprecian algunas diferencias entre la primera y la se- 
gunda sección. La primera es más filosófica y moral; la segunda, más ca- 
nónica, no sólo en cuanto a la materia, como está claro, sino aun en el modo 
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de tratarla. En-la segunda hay tratados magistrales, pero nos parece estu- 
diada mas a fondo, en general, la primera. 

El estilo de la segunda parte nos agrada más que el de la primera; 
hasta la modestia en la expresión de las propias opiniones y respeto a las 
ajenas, que, desde luego, nunca falta, parece ganar también en esta segun- 
da parte. Tal vez es que la Filosofía suele dar más sensación de seguridad 
en los propios juicios que el Derecho, que hace cautos y ponderados. La 
parte segunda parece más inspirada en autores modernos que en antiguos. 


IV.—CONCLUSIONES. DE INTERES 


Agradaría, sin duda, a cuantos nos vienen siguiendo tener ahora una 
nota crítica de las conclusiones del P. Roprico, que revisten alguna no- 
vedad; pero siendo tarea punto menos que imposible darla completa, nos 
limitaremos a espigar acá y allá algunas de ellas para no defraudar esa 
esperanza de los lectores. 


I. Elemento esencial constitutivo de la ley.—Sigue a SUÁREZ en la 
determinación del elemento esencial constitutivo de la ley fijándolo en la 
voluntad (n. 5). Y esta voluntariedad de la ley la lleva, según creemos, a 
algunos extremos, como a decir que las leyes civiles hoy normalmente in- 
ducen de hecho y directamente sólo obligación jurídica o de fuero exter- 
“no, mientras otra cosa no conste; porque los legisladores no se preocupan 
de la obligación de conciencia. "... atqui legislatores hodierni civiles so- 
lliciti non solent esse... nist de obligatione iuridica et fori externi, repu- 
tantes sibi extraneam obligationem. conscientiae; ergo illam tantum per 
se et normaliter inducunt de facto et directe in imperando, dum aliud non 
constet" (n. 352, a). Algo más moderado se muestra en el n; 246-247; 
pero de sus principios parece todavia deducirse que puede darse algün 
país—legisladores ateos—en donde todas las leyes civiles obliguen ünica- 
mente en el fuero externo. Si esta consecuencia, que no recordamos ha- 
ber visto en la obra en términos expresos, pareciese algo dura y quisié- 
semos salvar la obligación en conciencia de algunas leyes de semejantes 
legisladores—de aquellas al menos que sean indispensables al bien co- 
mún—, ¿no habría que reconocer que hay alguna fuente de obligación 
que no es precisa y formalmente la voluntad del legislador? 


IS 


2. Extensión de la potestad eclesiástica en cuanto al fuero.—La po- 
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testad concedida al confesor no se restringe necesariamente al fuero sa- 
cramental, ni siquiera a las personas que puede oír en confesión. Esa 
cláusula en las facultades puede entenderse como condición o cualidad 
necesaria que garantiza la idoneidad de la persona (n. z7, 4.°). Ni siquie- 
ra la potestad concedida al confesor respecto de los penitentes parece que 
deba restringirse al fuero sacramental; la limitación se salva entendiendo 
la facultad respecto de solas las personas cuya confesión se pueda oír (ibi- 
dem, 5.°). Nosotros opinamos que no es cuestión que se deba resolver 
sólo teóricamente; hay que ver en concreto la intención y el estilo de cu- 
ria del concedente. 


3. Error común.—Le encontramos algo fluctuante y poco indepen- 
diente en esta cuestión. Se hace cargo de la distinción nada adecuada y 
desconocida en Derecho: error de hecho, error de iure (este último mejor 
se llamaría error hipotético o presunto), y, en definitiva, se inclina algo 
hacia la sentencia que podríamos calificar como de moralistas. Admite que 
baste un estado de cosas "qui de se sit proxime aptus ut multi relative 
fallantur de existentia iusrisdictionis in clerico qua is per se caret" (n. 64, 
2.), aunque templando algo esta sentencia con la limitación que pide el 
P. REGATILLO: "Peligro común de que muchos, incurriendo realmente 
en error, acudan al sacerdote carente de jurisdicción" (n, 65, 4.°). Hoy 
es ya segura la sentencia benigna: la Iglesia suple en el error de iure por- 
que ya resulta dudoso el sentido de error común y “in dubio positivo et 
probabili iuris supplet Ecclesia" (c. 209). Basta además un error común 
(aunque sea sólo de iure!) probable, pues si es probable, abocamos a una 
duda de hecho, y también “in dubio facti supplet Ecclesia" (n. 65, 2.°, 3.°). 

Entiende la jurisdicción de este canon 209 en sentido lato: “ius pro 
bono communi competens auctoritative dirigendi actus fidelium pro eo- 
rum iuridica efficacia" : asistencia al matrimonio, admisión a noviciado 
o profesión por superior o superiora, licencia para contraer deudas, etc. 
(m6; 15.*, a). 

Se extiende la suplencia de la jurisdicción eclesiástica “forte etiam st 
putativus parochus matrimonio assistens sit laicus" (n. 63, 25) 


4. Actos puramente internos como objeto de ley (n. 92-102).—Sos- 
tiene la negativa en esta cuestión: sólo la potestad vicaria de la Iglesia 
se extiende a ellos. Con todo, admite que la Iglesia, en virtud de su po- 
testad social, puede asumir como condición o presupuesto jurídico un acto 
puramente interno no preceptuado ni prohibido (un voto, un pecado in- 
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terno) para constituir derechos u obligaciones aun de fuero externo. En- 
cuentra esto verificado en los cánones 1.083, § 2, 2.°, y 906. 

Potestad dominativa.—La integran el poder de mandar y el de dirigir 
por consejos. La primera no se extiende a los actos puramente internos, 
y aun la segunda, solamente en aquellas sociedades que por su naturaleza 
tienden a promover el bien integral y, por tanto, también interno de sus 
miembros (sociedad familiar y religiosa). 

En la sociedad religiosa, la obediencia una es de precepto, otra de 
consejo, correspondiente a aquellas dos potestades; la primera no se ex- 
tiende a actos internos; de la obediencia de consejo dice: “Opinamur Su- 
periorem religiosum gaudere vera auctoritate non mere doctrinal, sed 
iuris et potestatis a Deo sancitae, ad dirigendum per consilia religiosos 
professos in perfectionem. Instituti propriam etiam quoad actus mere in- 
ternos, ita nempe ut eisdem consiliis non obsecundare sine rationabili cau- 
sa importet veram imperfectionem moralem positivam” (n. 94, 1.°). Teo- 
tia muy aceptable en sus líneas generales que ilumina muchos aspectos 
de la vida religiosa. No va en ella sólo el P. RODRIGO, pues autor de tanto 
peso como De Luco la dejó insinuada en Resp. Mor., 1. 6, dub. 7. 


[1 


En cuanto a la obediencia "vi voti formaliter debitam", abundan, dice, 
los autores antiguos y modernos, que parecen conceder al superior poder 
de mandar actos internos, al menos donde la obediencia se profese “per- 
fecta". Rechaza esta doctrina "quia argumentum factum unice concludit 
posse quidem voveri Deo obedientiam superiori praestandam etiam quoad 
mère interna quae a superiore exigantur: adhuc tamen votum uti tale ne- 
quaquam tribueret superiori religioso veram potestatem praeceptivam, cum 
superior nihil aliud faciat exigendo actum internum nisi poneré condicio- 
nem sub qua urgeat obligatio fidelitatis cum Deo contracta standi volun- 
tati superioris satis intimatae" (n. 94, 3.", a). 


5. Sujeto pasivo de la ley—Sostiene que los putativamente bauti- 
zados no están sujetos a las leyes eclesiásticas; sólo por título extrínseco, 
por ejemplo, en virtud de la conciencia sujetiva o de la ley natural para 
evitar escándalo, etc. (n. 140-142). Tampoco a los dudosamente bautiza- 
dos se les puede imponer obligaciones de derecho eclesiástico antes de ser 
rebautizados. Es notable el análisis que hace de los documentos eclesiás- 
ticos referentes a la cuestión (n. 143-157). 

En cuanto a los herejes y censurados, la opinión que les sujeta a las 
leyes eclesiásticas le parece más conforme con el derecho establecido (ad 
apicem turis conditi), y es la sentencia de SUAREZ; pero él se inclina por 
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la sentencia benigna, más conforme con los principios de la equidad 
(n. 159, 3.°). 

Como más probable sostiene la opinión de que los habitualmente amen- 
ies no están sujetos a las leyes meramente eclesiásticas en cuanto direc- 
tivas de la actividad personal de tal sujeto; y esto aun en los intervalos 
lúcidos y también respecto de los monomaníacos que en otros puntos o 
materias parecen cuerdos (n. 173). 


6. Cémputo del tiempo.—En la aplicación del cómputo a los casos 
más difíciles, aunque benigno, no lo es tanto como otros autores. Así, 
para el ayuno eclesiástico del viernes y eucarístico del sábado pueden se- 
guirse dos cómputos diversos, pudiendo tomar alimento en el tiempo “in- 
termedio"; pero para el ayuno eclesiástico del viernes y del sábado más 
probablemente, no es lícito elegir dos cómputos diversos, de suerte que 
haya un intervalo de tiempo libre en que se pueda comer (n. 326-327). 
Tampoco es lícito adoptar un-cómputo para el comienzo de una obliga- 
ción y otro para concluirla, de suerte que su observancia quede incom- 


pleta (n. 329, 1). 


7. Leyes meramente penales,——En esta cuestión estudia la posibili- ` 
dad, las teorías y la existencia y eficacia, Se declara por la posibilidad, 
fundado en la razón de la voluntariedad formal de la ley. 

Una sugerencia: los adversarios de la posibilidad no aciertan a conci- 
liar los términos ley-sin obligación de conciencia al acto; y el mismo Pa- 
dre Roprico dice que parece esencial a la ley la obligación en concien- 
cia, al menos a la pena (n. 346, 4.”, b). ¿No se iM en mejores vías 
de solución-la cuestión si la planteásemos de este modo: es posible una 
norma jurídica que no obligue en conciencia? Y la respuesta sería: una 
norma necesaria al bien comün no puede menos de obligar en conciencia, 
y esto en cualquier teoría de la causa inmediata de la obligación de la ley; 
una norma “de mere utilibus" puede obligar o no, segün arbitrio del que 
la da, y esto aun en la toria que sostiene que la voluntad del autor es 

mera “conditio sine qua non” para que el Derecho natural ejerza su efi- 
cacia. Para la norma necesaria reservariamos el nombre de ley en sentido 
estricto, y diríamos que la ley en ese sentido no puede ser meramente pe- 
nal. Acaso tiene mucho parecido esta nuestra sugerencia con la doctrina 


expuesta en el n. 349, 2.”, de la obra. | 
En las teorías explica la de la obligación moral disyuntiva, de la obli- 
gación moral condicionada, de la obligación meramente jurídica, la de AL- 
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FONSO DE CASTRO, que reduce sustancialmente a la de la obligación moral 
condicionada, y concluye exponiendo una propia "ecléctica", que "recedit a 
theoria obligationis disiunctivae et incedit eclectice inter theorias obliga- 
tionis moralis conditionatae" (n. 346, 4.”). Según esta su teoría, en la ley 
meramente penal, la obligación principal, es decir, al acto intentado por el 
legislador, es puramente jurídica y de fuero externo. En cuanto a la obli- 
gación subsidiaria: 


“Reitas poenalis potest ad libitum legislatoris duplici modo intimari et con- 
trahi. Nempe: a) Potest comminari ut incurrenda in utroque foro: quo quidem 
in casu teneri videbitur theoria obligationis-in conscientia condicionate ad poe- 
nam, atque habebitur lex pure poenalis, relative ad poenalem mixtam; non ta- 
men absolute et perfectissime seu quantum natura legis permittere posse videtur. 
b) Potest intimari ut incurrenda in foro externo tantum: et tunc lex erit pure 
poenalis perfectissime: hoc autem in casu nulla dabitur vi ipsius et solius legis 
obligatio immediata conscientiae luendi poenam; sed nihilominus inducet condi- 
cionate in favorem Superioris ius liquidum exigendi, et quidem etiam in foro in- 
lerno, ordinis laesi reparationem per poenam ab illus transgressore, cui respon- 
debit huius debitum etiam liquidum praestandi eam reparationem, etiam in foro 
interno debitam, si ita a competente Superiore exigatur" (n. 346, 3.”). 


Nos parece ver aqui al P. Roprico algún tanto impreciso y fluctuante. 
Por una parte pensaria uno que debíamos contarle entre los patrocinadores 
de la teoría de la obligación en conciencia condicionada; pues cree que 
alguna obligación en conciencia a la pena es esencial a la ley penal (n. 346, 
3.°, Quapropter..., 4." b), y es lo que trata de salvar ingeniosamente en la 
letra b) que acabamos de transcribir. Pero si consideramos atentamente 
sus palabras, parece que la lógica debería llevarle a abrazar sin regateos la 
teoría puramente jurídica. Pues en el caso de intimar el legislador la pena 
como exigible en sólo el fuero externo (letra b), dice que "nihilominus 
ducet condicionate in favorem. Superioris ius liquidum (?) exigendi, et 
quidem in foro interno reparationem..." y que el sübdito deberá sufrir la 
pena "etiam ut in foro interno debitam si ita a Superiore exigatur". Lue- 
go concluimos nosotros: si el Superior no la exige en el fuero interno 
—como sucederá al menos en los legisladores, "reputantes sibi extraneam 
obligationem. conscientiae" , n. 352, a—esa obligación quedará en meramen- 
te jurídica; y si el Superior la exige en conciencia, el sübdito quedará obli- 
gado a ella por ese nuevo mandato personal del Superior, no en virtud 
de la ley, y nos quedaremos de nuevo en el ámbito de la teoría de la obli- 
gación puramente jurídica. 

A. nosotros nos parece más lógica y más sencilla la teoría de la obliga- 
ción jurídica pura, que esta muy bien resumida en el n. 340, 3.°; pues, en 
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primer lugar, guarda la justa proporción una obligación jurídica o de 
fuero externo a la pena, con una ley obligatoria sólo en el fuero externo 
también. Parecía raro, por otra parte, que el legislador, que no quiso 
obligar a un acto por conciencia, quiera obligar a la pena en esa forma; 
si no conceptuó necesaria la obligación en conciencia al acto intentado para 
conseguir el fin conveniente que pretende con la ley, ipodrá conceptuar 
necesaria la obligación a la pena, que tiende a conseguir el mismo fin de 
un modo sólo subsidiario? 

En resumen; mientras otra cosa no conste, nosotros entenderíamos las 
leyes puramente penales como carentes de toda obligación en conciencia, 
aun a la pena. Pero esto no quita que el legislador pueda promulgar las 
leyes cuando lo crea conveniente, con ese carácter de obligatorias en con- 
ciencia a sólo la pena. Y en este sentido, cualquiera de las dos teorías, de 
la obligación condicionada y de la obligación puramente jurídica, nos pa- 
rece satisfactoria. 

Sobre la existencia de ias leyes puramente penales, que es la tercera 
cuestión que aqui estudia, ya hemos hecho alguna observación al prin- 
cipio de este apartado. Unicamente es de notar aquí la aplicación de la teo- 
ria a las 


8. Constituciones de los religiosos. — Abraza la explicación del 
P. Mazon en su libro Las Reglas de los religiosos, resumida en este prin- 
cipio: “Regula statuit ordinem supererogatorium moralem; ergo eius vio- 
latio est huius ordinis laesio, ideoque proportionaliter moraliter reprehen- 
sibilis" (n. 354, 1.°). Pero cree necesario completarla bajo el aspecto ju- 
ridico, y lo hace exactamente estableciendo este otro principio: “Regula 
decernit etiam verum et necessarium ordinem iuridicum; ergo eius violatio 
est huius ordinis laesio cum iuridicis sequelis inde derivantibus" (ib.). La 
explicación es conforme a su teoría de la ley meramente penal arriba de- 
clarada. 


9. Analogía.—Admite la analogía aun respecto de las leyes que deben 
interpretarse estrictamente (n. 388, d), excluída sólo en materia penal (ca- 
non 20, 2.219, $ 3), irregularidades (c. 983) y leyes irritantes e inhabi- 
litantes (c. 11). 


10. Epiqueya—Admite su posibilidad en toda ley humana, aun irri- 
tante e inhabilitante, pues el Superior no intenta comprender bajo la ley, 
cuando la crea, los casos en que haya de tener lugar la epiqueya. En cuanto 


— 807 — 


ANASTASIO GUTIERREZ-GIL, C. M. F. 


al uso de ella, en las leyes preceptivas ut excusetur culpa moralis basta 
que el acto particular de que se trata caiga probablemente bajo la epiqueya ; 
en las iritantes e inhabilitantes se requiere certeza (n. 399, 3."). 

Esta teoría, principalmente bajo el aspecto moral, no ofrecería dificul- 
tad especial en cuanto a las leyes simplemente preceptivas o prohibitivas; 
pero jurídicamente considerada parece abrir un portillo demasiado peli- 
groso y favorable a la interpretación sujetiva, cosa que rehuye siempre el 
Derecho. Ni creemos esté en la mente del legislador el excluir de sus leyes 
el efecto irritante o inhabilitante cuando tenga lugar la.epiqueya con su 
efecto moral; respecto de algunas leyes al menos, consta, ya por el mismo 
Derecho, ya por el estilo de la Curia romana. El Derecho civil es todavía 
más rígido. 


II. La ignorancia.—El c. 16, $ 2, nos dice que se presume el cono- 
cimiento de la ley; dice que no se presume la ignorancia, La presunción 
de conocimiento la deducen indirectamente algunos autores; pero si quiere 
admitirse esa interpretación deberá admitirse que esa presunción puede ser 
eliminada por prueba positiva verdaderamente grave, aunque no llegue a 
cierta (n. 409). 


12. EFICACIA DE LA DUDA.—I. Eficacia moral.—Se declara por el 
probabilismo y se establece de paso, remitiendo el estudio detenido a otro 
volumen de la obra. La duda probable, invencible, aun meramente subje- 
tiva, sea de hecho, sea de derecho, excusa de culpa moral en cualquier clase 
de ley preceptiva o prohibitiva, sea divina, sea humana; salva la imputa- 
bilidad moral im causa, si la hubiere. No excusa de la inobservancia de la 
ley que sea principalmente irritante o inhabilitante (n. 413). 

IL. Eficacia jurídica.—A) Duda de derecho: excusa de cualquier ley 
humana, aun irritante e inhabilitante, la duda de derecho objetiva probable 
invencible; no excusa generalmente la meramente subjetiva: ésta se redu- 
ce a la ignorancia, la cual en el fuero externo no excusa (n, 41 5). 


B) Duda de hecho.—" Dubium facti ex quo derivetur dubium de ur- 
gentia legis in casu: a) Salvat integram efficaciam obiectivam moralem legis 
tuxta legitima systemata moralia... et ideo deficiet saltem in foro interno 
reitas iuridica poenalis” (n. 417). Con extraordinaria sutileza analiza 
(n. 420-421) la cuestión de lege dubie cessante, proponiendo en materia 
tan manida en los libros de Moral distinciones algün tanto nuevas. 
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C) Canon 15, o eficacia de la duda en el Derecho canénico.—Este ca- 
non es una aplicación a la ley eclesiástica de la teoría expuesta. Particular- 
mente añade respecto de la duda de hecho: “secluso casu legis irritantis 


aut inhabilitantis stricte talis... dispensatio non est absolute necessaria 


nist ad vitandum effectum iuridicum reitatis praesumptae in foro exter- 
fo taras; 27). 

Por lo que a nosotros hace no nos parece incontrovertible esta doctri- 
na del P. Roprico en cuanto a la duda de hecho. El aplica rigurosamente 
la doctrina moral del probabilismo al Derecho canónico, tratándose de le- 
yes simplemente preceptivas o prohibitivas; y dudamos que ello sea le- 
eitimo. 

En caso de duda de hecho, segün expresamente declara el n. 417, a), 
422, 3.°, la ley permanece integra en su eficacia; de modo que si el caso 
realmente cae bajo la ley, la posición del acto prohibido u omisión del: man- 
dato será una verdadera infracción de ley, una infracción jurídica, Ahora. 
bien; es de advertir que toda ley eclesiástica obliga en conciencia, y que, 
por consiguiente, para que supongamos excusado en el fuero interno al 
infractor de la ley es necesario que el legislador eclesiástico, no obstante la 
infracción jurídica, dispense de la moral, pues depende también esta de 
su voluntad. Y ;se prueba esto suficientemente? Ouizá se pruebe más bien 
lo contrario desde el momento que el c. 15 supone necesaria una dispensa 
ab homine, No se diga que esta dispensa es sólo "ad vitandum effectum 
juridicum reitatis in foro externo”, pues no nos consta que el legislador 
dé ya por dispensada la culpabilidad moral, ya que no nos consta que acep- 
te el principio probabilista en la duda de hecho. 

Podría concederse que la acción puesta con duda probable de hecho esté 
en cierto modo purgada, aun cuando el caso caiga realmente bajo la ley, 
de imprudencia o temeridad natural, y esto en virtud de la aplicación del 
principio probabilista; pero no que quede purgada de infracción de ley 
 eclesiástica, infracción que es forzosamente jurídico-moral. 


Continuaremos ahora relatando sencillamente algunas otras opinio- 
nes del P. RODRIGO. 


13. REVOCACIÓN DE LA LEY.—En cuanto al c. 23, establece este prin- 
LI Li E La . A ce . 
cipio: “Dubia revocatio, nulla revocatio”, contra el más seguido: “Dubia 
revocatio, certa revocatio” (n. 428). 


14. DrsPENSA.—Se inclina por conceder al Obispo y Párroco facul- 
tad de dispensar a los peregrinos; teóricamente reconoce ser graves las 
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razones de la opinión contraria (n. 476). Más claro lo ve respecto de los 
religiosos exentos (n. 481). 


Causa de la dispensa—Basta una causa no sólo probablemente suficien- 
te (n. 489), sino probablemente existente, si se alega como tal en las pre- 
ces (n. 490); al menos, la dispensa resulta válida por suplir la Iglesia “in 
dubio probabili facti" (c. 209). Es válida también la dispensa concedida 
por causa meramente estimada si el error procede de la falsa apreciación 
del concedente, no si proviene de preces falsas (n. 492). 


Interpretación.—Entiende el canon 85 en el sentido de que solo debe 
interpretarse estrictamente la dispensa a tenor del canon 50 y en los casos 
en él señalados (n. 499), de lo que trae aplicaciones prácticas de la mayor 
importancia. 


Cesación.—No cesa la dispensa concedida para un efecto indivisible o 
para un acto, aunque antes del uso de la misma hubiese cesado la causa 
motiva (nn. 524-525). La misma solución da en la cuestión de la cesación 
por mudanza de la materia (n. 520). 


16. Preceptos.—Es dudoso que el canon 24 comprenda directamen- 
te los preceptos de potestad dominativa; pero debe aplicárseles este canon 
al menos por analogía (n. 631). 


17. CAUSAS EXCUSANTES.— Tiene por más probable la ilicitud del po- 
ner directamente causas excusantes remotas (n. 532), pues obliga la ley na- 
tural, salvo 1ncómodo extrinseco proporcionado, ya a procurar los medios 
necesarios para cumplir una ley, ya a no impedirla. 

18. REVOCACIÓN DE LA LEY.—En la cuestión de si basta un acto in- 
terno para la revocación de la ley sigue a SUÁREZ: para la simple revoca- 
ción, basta; para la revocación por sustitución con otra ley, hace falta Pío 
mulgación (n. 548). 


Revocación por ley posterior.—Una ley posterior más general de la mis- 
ma autoridad o de autoridad mayor que la que dió la primera, no revoca 
esta primera, a no ser que lo diga expresamente (n. 558-559). 


19. CosTUMBRE.—La costumbre particular legítimamente prescrita no 
es en rigor Derecho pontificio; los respectivos superiores pueden resistirla 
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mientras se forma y abrogarla después, si lo exige el bien común (n. 649). 
Admite la costumbre por connivencia (n. 653). 


Capacidad para inducir costumbre.—Es capaz de ley cualquier comu- 
nidad cuya actividad social se pueda estimar como notable, o respecto de 
la Iglesia o respecto de una parte subordinada de la misma. Ni se requiere 
que sea persona moral, mi basta, para que sea capaz de ley, En particular: 
1) Una comunidad inferior incapaz de ley eclesiástica universal (parroquia, 
capítulo, casa religiosa en religión centralizada) no puede ser capaz de cos- 
tumbre contra o praeter ius commune; 2) son capaces de costumbre res- 
pecto de su propio derecho particular; 3) la capacidad para introducir cos- 
tumbre se mide por la capacidad para recibir leyes: los laicos no podrán 
en materia clerical ni las mujeres en las materias del sexo viril (n. 658- 
659). A los herejes y cismáticos les niega capacidad de introducir costum- 
bre en la Iglesia, apoyado en el canon 87 (n. 660). 


qn 
Ww 


Actos de la comunidad.—La opinion comün requiere que sean pübli- 
cos; para el autor basta que sean externos ocultos; sólo es necesaria la no- 
ticia püblica de la repetición de los actos (n. 672). 


Ammo.—En la costumbre por via de prescripción puramente abroga- 
tiva no se requiere ánimo de abrogar el derecho contrario; en la abrogativo- 
sustitutiva tampoco se requiere para el efecto de abrogar el derecho vigen- 
te (el c. 27, § 1 lo omite); se requiere para el efecto de sustituirlo por nue- 
va norma (n. 675-676). El ánimo de obligarse en la "praeter ius” no 
basta que sea interpretativo (n. 68r). 


20. Hzmszjes.—Les obliga la costumbre eclesiástica en virtud del ca- 
non 87 (n. 698). A los peregrinos les aplica normas análogas a las del ca- 


non I4 (fi. 699). 


21, Rescripros.—Estas normas deben aplicarse por analogía a los 
no jurisdiccionales. 


Negación de gracia.—Negada una gracia por la S. Penitenciaria para 
el fuero interno, válidamente la concede una congregación para el externo; 
el canon 43 sólo habla de Congregaciones, y la S. Penitenciaria es Tribunal 


(n. 739). 
Infieles.—No pueden recibir rescriptos contra o secundum ius (c. 87), 
sí praeter ius, con tal que los acepten (n. 751). Cree más probable que los 
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apóstatas, herejes y cismáticos adultos son inhábiles para recibir rescriptos 
ex ipsa natura abscissionis; la razón es el canon 87 (n. 753). De la inha- 
bilidad por pena estudia varias cuestiones discutidas en los n. 757-766. 


Rescripto contra voluntad.—V ale el rescripto concedido contra la vo- 
luntad del concesionario, por ser acto de jurisdicción del superior, y raer 
inconvenientes el hacer depender su valor de disposiciones internas (n. 748); 
vale igualmente aunque no sea aceptado, porque no es donación (n. 767). 


El ejecutor libre recibe la facultad mediante su aceptación (n. 776). 


Condiciones.—E1 ablativo absoluto no es condición esencial para el v'a- 
lor del rescripto (n. 779). El canon 39 establece sólo presunción de derecho 
acerca del carácter de esenciales de las condiciones allí mentadas: dice “cen- 
sentur” ; pero presunción contra la que se requiere razón muy vehemente 
(n. 780). Alguna vez podrán ser condiciones para solo el lícito uso, no para 
la validez del rescripto, si bien habrá que probarlo muy evidentemente 


(n. 781). 


Error.—E] juicio del Ordinario en los rescriptos de fuero externo a 
tenor del canon 47 tiene eficacia de sanar un rescripto en el que hubiese 
intervenido realmente error substancial (n. 801). 


El ejecutor necesario ha de ser también clérigo, pues ejerce verdadera 
jurisdicción (n. 825, 730). 


Sustitución.—El ejecutor, aun voluntario, de los rescriptos del Ordina- 
rio puede sustituirse por otro a tenor del canon 57, que en esto deroga 


al 199, $ 4 (n. 828). 


22. PRIvILEGIOs.—Propone y explica esta definición. Formaliter “ius 
javorabile singulare seu speciale" ; materialiter “ipsum beneficium seu fa- 
vor concessus vel adquisitus ture privilegiario, Ius sumitur non quidem pro 
mero iure subiectivo... sed pro norma obiectiva seu ordinatione auctorita- 
twa pér se stabili condicionis iuridicae subiecti privilegiati". En las nor- 
mas preceptivas, la materia es la actividad del sujeto; en las privilegiadas, 
la condición jurídica del sujeto (n. 847). La noción se salva en los privile- 
gios legales (n. 846). Por el contrario, los privilegios obtenidos por pres- 
cripción, más bien parecen derechos subjetivos (cc. 63 y 1.509, n. 849); lo 
mismo que los concedidos a no sübditos (n. 866); si bien no deben consi- 
derarse indistintamente como derechos adquiridos en sentido estricto 
(n. 876, 4.°). Los demás deben respetar el privilegio ajeno no porque 
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equivalga a un acto imperativo del superior respecto de ellos, sino porque 
el derecho natural impone no impedir al superior sus actos jurisdicciona- 


les (n. 864). 


Comunicación.—Excluye de la comunicación los privilegios adquiridos 
por costumbre o prescripción, por no ser directa la adquisición (c. 64, 


noy) 


La posesión del canon 63, $ 2, vale aunque sea de mala fe (n. 878). 
El canon establece sólo una presunción, y ésta es sólo de derecho (n. 879). 


Interpretación.—Las normas de interpretación de los privilegios esta- 
blecidas en los cánones 67 y 68 se refieren sólo a los concedidos directa- 
mente por escrito o de palabra, ya que dicho canon habla de tenor del pri- 
vilegio (n. 880). Admite la extensión analógica de los privilegios conte- 
nidos "im corpore turis” porque son "verissimae leges” y se debe aplicar 
el canon 20 (n. 883). | 

Como preámbulo a la norma especial de interpretación establecida en el 
canon 68, dice: “Praemittimus privilegium dubium dubio iuris esse haben- 
dum, quantum nobis videtur, ut iuridice nullum seu mefficax prout cons- 
titutivum turis normativi (c. 15); sed simul illud sustinendum. esse opina- 
mur ut elargiens normaliter ius subiectivum, quamvis tus quidem mere pro- 
. babile seu hypotheticum." La razón de lo último es la presunta favorable 
voluntad del concedente (n. 885). 


Son eminentemente favorables y han de interpretarse latamente los pri- 
vilegios concedidos a causas pías y los privilegios de los religiosos (n. 886). 

El privilegio concedido por ley no debe interpretarse como ley, a pe- 
sar del canon 19, sino como privilegio “quia in privilegio-lege nota speci- 
fica contrahit genericam” (n. 887). 


Facultades.—Emntiende con algunos autores que la facultad puede ser 
habitual, aunque sea para un solo caso, con tal que éste no sea individual 
v concretamente determinado; y encuentra esto confirmado en los cáno-, 
ues 85 y 50, donde se dice que sólo se interpreta estrictamente la facultad 
de dispensar ad certum seu determinatum casum, pudiéndose, por tanto, in- 
terpretar latamente la concedida para un caso indeterminado (n. 891). 

En fin, expone muchos puntos de vista peculiares en toda la cuestión 
de la cesación del privilegio, ya extrínseca, ya intrínseca, que trata con 
amplitud y profundidad. No nos entretenemos ya a detallarlas, pues üni- 
camente hemos intentado formar un sencillo ramillete con algunas de las 
conclusiones que en la obra nos han llamado de algán modo la atención, 
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C. O N Gia, ead (ORs 


No querríamos que por la parte negativa de esta crítica alguien se for- 
mase un concepto menos justo de la obra del R. P. Roprico, nada más 
ajeno a nuestra intención. Por nuestra parte, suscribiríamos gustosos este 
párrafo del P. Lonos en Estudios Eclesiásticos (vol. XVIII (1944), pági- 
na 281): “De mí sé decir que del estudio de este libro he recibido uno de 
los más finos placeres intelectuales de mi vida por el suave esfuerzo mental 
que su originalidad impone y porque capta y satisface muchas de las in- 
quietudes científicas que a menudo torturan a quien vive enfrascado en 
esas materias." 


El libro del P. Roprico que ha sido objeto de este artículo es suficien- 
te no sólo para sacarle del anonimato en que hasta ahora ha vivido, sino 
para hacerle pasar a ocupar un lugar distinguido entre los autores de Mo- 
ral y de Derecho. Y no dudamos que si Dios le da salud y fuerzas para 
coronar toda la obra proyectada con la extensión y profundidad con que 
la ha comenzado, pasará a la historia de estas ciencias como uno de sus 
más egregios cultivadores modernos. 

Celebrariamos ver al P. RODRIGO exonerado de sus clases a fin de que 
pudiera consagrar todos sus esfuerzos a la composición de la obra. Cree- 
mos haría con ello un singular servicio a la Santa Madre Iglesia, que es 
una de las mayores cosas a que puede aspirar un buen hijo de la Compa- 
nia de Jesus, 


Anastasio GUTIERREZ-GIL, C. M. F. 


Profesor del Colegio Mayor de Santo Domingo de la Calzada 


Bde 


UN DECENIO DE ESTUDIOS 
SOBRE EL DR. NAVARRO 
D. MARTIN DE AZPILCUETA (1936 - 1946) 


Recientemente el llorado P. LAMADRID, después de poner de relieve la 
importancia de la Universidad de Salamanca, no sólo en la Teología, sino 
también en el Derecho, hacía notar cómo “la investigación de los estudios 
canónicos salmantinos, a diferencia de los teológicos, no ha encontrado to- 
davía la atención que se merece, pudiéndose decir con verdad que es un 
campo virgen” (1). 

Don Martin de Azpilcueta, conocido universalmente por el sobrenombre 
de Dr. Navarro, es por fortuna una gloriosa excepción. 


Esta extraordinaria figura de nuestro Siglo de Oro ha provocado en 
nuestro tiempo una prometedora floración de estudios, y así, dia tras día 
se van abriendo nuevas perspectivas y revelando aspectos inéditos de su 
rica y vigorosa personalidad, que sus clásicos biógrafos ARIGITA (2) y 
OLóÓniz (3) ni siquiera llegaron a sospechar. 


Dejando a un lado las breves líneas que le dedican SCHULTE (4), la 
“Revista de Archivos" (5), HURTER (6) y GRABMANN (7); pasando por 


(1) R. S. LAMADRID, S. J., La enseñanza del Derecho Cunónico en Salamanca durante los 
siglos XVI y XVII, en *Anales de la Asociación Espafiola para el Progreso de las Ciencias” 
(Madrid, 1941), VI, 418. 

- (9) D. MARIANO ARIGITA LASA, El Dr. Navarro, D. Martín de Azpilcueta y sus obras. Estudio 
histórico-crítico (Pamplona, 1895). 

(3 HERMILIO DE OLÓRIZ, Nueva biografía del Dr. Navarro y enumeración de sus obras, 
Apuntes históricos reunidos por... (Pamplona, 1918). Esta biografía, aunque mal elaborada, con- 
tiene datos y materiales nuevos y bastantes rectificaciones a la obra de Arigita. Sin embargo, 
parece haber tenido poca fortuna. La desconocen el P. José López Ortiz, D. Eudoxio Castafie- 
da, D. Alberto Ullastres Calvo y otros autores que se han ocupado de nuestro canonista. 

(4) V. SCHULTE, Geschichte der Quellen und Literatur des Kanonischen Rechts von Gratiam 
bis auf die Gegenwart, t: III, 1.2 parte (Stuttgart, 1889), 150-151. 

(5) A. P. Y M.-M. $. Y S., Actas originales de las congregaciones celebradas en Valladolid 
en 1527 para examinar las doctrinas de Erasmo, art. publ. en “Revista de Archivos", VI (1902), 65. 
El Dr. Navarro fué citado a dichas congregaciones, pero se ignora si acudió. 

(6) H. HURTER, Nomenclator litterarius Theologiae Catholicae, 3.2 ed (Innsbruck, 1907), 
col. 344-348. 

. (7) MARTÍN GRABMANN, Historia de la Teología católica desde fines de la era patristica hasta 
nuestros días (Madrid, 1940), 233. 
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alto las aportaciones de Cuervo (8), GUTIÉRREZ DEL CANo (9), PaLÁU (10), 
Topa v GUELL (11) y Rojo (12), y las cortas biografías de PEREz LLAMA- 
ZARES (13), BIBLIOPHILUS (14) y LAMBERT (15), daremos cuenta y analiza- 


remos por orden cronológico los trabajos aparecidos en estos ültimos diez 
anos. 


El primero que se nos presenta es el de MARCEL BATAILLON Erasme 
et l'Espagne. Recherches sur (Histoire spirituelle du XVI siècle (Paris, 
afio 1937), págs. 622-629. 

Para este autor el Dr. Navarro es algo más que un gran profesor que 
formó generaciones de estudiantes en Tolosa, Cahors, Salamanca y Coim- 
bra. Es “uno de los principales artífices de la reforma católica" (16). A ella 
contribuyó eficazmente con su tratado sobre la Oración (17), que BATAIL- 
LON examina detenidamente. El Modus orandi de AZPILCUETA reviste las 
apariencias de una réplica a Erasmo. En él se hallan tratados, desde un 
punto de vista ortodoxo, todos los problemas planteados por el famoso 
humanista de Rotterdam (18). En varios puntos lo rectifica; en otros se 
aparta de él, especialmente en la cuestión de la oración privada (19). 

Pero a su vez el Dn. Navarro sufrió en una amplia medida el influjo 
de Erasmo al tratar de remediar los desórdenes existentes en la casa de 


(8) FR. Justo CUERVO, O. P., Carranza y el Dr. Navarro, en “Ciencia Tomista”, VI (1912). 
368-395; VII (1913), 29-53; 398-427. 

(9) MARCELINO GUTIÉRREZ DEL CAÑO, Catálogo de los manuscritos existentes en la Biblioteca 
Universitaria de Valencia (Valencia, 1913), t. II, n. 1.563, p. 309. Contestan a un cuestionario 
sobre el interés del dinero prestado en Aragón en las épocas de ferias, en sendos documen- 
tos, Fr. Bartolomé de Medina, Dr. Navarro, Dr. Joaquín de Villasante y Fr. Mancio; ibid, t. I, 
n 158, Carta del Dr. Navarro del 21-XI-1568 al Rey sobre Ordenes religiosas. 

(10) A. PALAU, Manual del librero hispano-americano, t. I (Barcelona, 1923), pp. 150-151. 

(11) EDUARDO Topa Y GUELL, Biografía espanyola d'ltalia (Barcelona, 1927-1930, 5 vols), 
1. I, nn. 479-559; t. IV, nn. 5.636-5.644. 

(12) , T. Rozo OncAJo, Catálogo descriptivo de los Códices que se conservan en la Santa Igle- 
sia Catedral de Burgo de Osma, en “Bol. R- Acad. Historia”, 95 (1999), 289-291. 

(13) JULIO PÉREZ LLAMAZARES, Glorias del Clero secudar. El Dr. Navarro, en “Vida Eclesiás- 
tica", II (Madrid, agosto 1929). Carece de valor científico. Lo único digno de notarse es que en 
la Colegiata de León se guarda un retrato en lienzo que representa al Dr. Navarro casi de ta- 
maño natural, vestido de canónigo de Roncesvalles y en el acto de redactar sus famosisimas 
decisiones para dicha Colegiata de San Isidoro. 

(14) Bibliophilus, art. titulado Navarrus, en “Jus Pontificium", II (1931), 201-207. Brevi- 
sima navarración de la vida de Azpilcueta y rápida descripción de sus obras. 

(15) A. LAMBERT, Azpilcueta, en "Dict. d'Hist. Eccles.”, t. V, col. 1.368-1.374 (Paris, 1931), 
y en “Dict. de Droit Canonique", I (París, 1935), col. 1.579-1.583. Vida, obras, bibliografía. Ori- 
ginal, digno de tenerse en cuenta. Llama al Dr. Navarro *uno de los representantes más ori- 
ginales y fecundos de la escuela española del siglo xvi". No cita a OLÓRIZ. 

(16) Obra cit. de BATAILLON, p. 622. 

(17) La primera edición llevaba por título Commento en romance a manera de repetición 
latina y scholástica de juristas, sobre el capítulo Quando de consecratione dist. prima (Coim- 
bra, 1545). Fué reimpreso en Coimbra con el mismo titulo el afio 1550; bajo el título de Libro 
de la oración, horas canónicas y otros oficios divinos, en la misma ciudad el año 1561. Después 
ei autor lo tradujo al latin y lo retocó y fué reeditado muchas veces. 

(18) Ibid., pp. 622-623. 

(19) Ibid., pp. 625-628. 
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Dios: abusos en los oficios divinos, en las procesiones, en las iglesias, etc., 
que AzPILCUETA, cuidadoso de orientar la vida religiosa hacia una vía 
más austera, desea eliminar por medio de una depuración del culto, “Hay 
aqui—dice BArArLLoN—todo un esfuerzo de enderezamiento litúrgico, del 
que no se puede decir precisamente que sea erasmiano, puesto que Erasmo 
nunca testimonió un interés tan vivo por la liturgia, y que, sin embargo, 
está de acuerdo con el pensamiénto de Erasmo sobre las ceremonias, todas 
buenas, segün él, en la medida en que ellas expresan una íntima pie- 
dad (20). 

El libro de AzerLcuETA——-concluye BATAILLON—es macizo y bastante 
técnico. No es uno de esos tratados que se leen como novelas. “Azpilcueta 
ha querido hacer un libro estrecho como el Duero, profundo, pleno de 
razones vivientes y pregnantes, de fuertes y nervudos argumentos, tanto 
más provechosos y sabrosos cuando se les ha seguido, cuanto mayor pre- 
caución y atención exigen para seguirles.” Este comento, único en su gé- 
nero, fruto de un-hombre de gran experiencia, “gozará de una gran auto- 
ridad; será reimpreso varias veces en pocos afios y finalmente traducido 
al latin por el autor en su extrema vejez” (21). 

He aquí, en síntesis, la exposición de BATAILLON. Indudablemente está 
acertado al considerar a NAVARRO como uno de los principales artífices 
de la reforma católica. Tal vez algún día reforcemos esta afirmación con 
nuevos datos. 

Es también un gran mérito suyo el haber parado mientes en la impor- 
tancia del tratadito de Azpilcueta y aprovechado con habilidad las noti- 
cias que nos suministra sobre la vida religiosa del siglo xvr. 

Su punto flaco está en pretender hacer de nuestro doctor un “eras- 

mista”. La verdad es que el espíritu de Erasmo fué bien ajeno a D. Mar- 
tín de Azpilcueta, como lo ha demostrado victoriosamente y sin esfuerzo 
el P. Lopez Ortiz en un artículo del que en seguida nos ocuparemos. 
(Ee y . 
El P. Arpama, S. J., explorando los: manuscritos teológicos de la Bi- 
blioteca de Porto, ha encontrado en el Códice 1.202 B varios tratados ca- 
nónicos de autores salmantinos, entre ellos del Dr. Navarro (22). 

En el Códice 1.202 D de dicha Biblioteca ha descubierto también un 
tratado teológico del Dr. Navarro, que lo describe así: “Dr. Martin de 
Azpilcueta Navarro, Ad sessionem 23 Concilii Tridentini. Examen ordi- 


(90) Ibid., pp. 622 y 625. 

(21) Ibid., pp. 628-629. - , fa P 

(22) J. A. DE ALDAMA, S. J., Manuscritos teológicos postridentinos de la Biblioteca Muni- 
cipal de Porto, en “Archivo Teológico Granadino”, I (1938), 28. 
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nandorum et eorum qui promovendi sunt ad beneficia curata et episcopatus, 
iuxta decreta. Concilii Tridentini de pluralitate ordinum, sess. 23, cap. 2. 

Parece ser una breve suma de sacramentis. Inc.: Fol. 228. S'unt autem 
ordines septem numero, nempe ostiarins, lector... Fin: Fol. 337: Fims die 
tertia iunn” (23). 


Según investigaciones del P, LAMADRID, S. J., parece que es de nuestro 
egregio canonista una lectura De praebendis, del año 1554; que se conserva, 
manuscrita en la Biblioteca Universitaria de Coimbra (24). 


Al expresado P. LAMADRID debemos un valioso trabajo en que estudia 
el pensamiento del Dr. Navarro acerca del sujeto en que radica el dominio 
de los bienes eclesiásticos (25). 

“Entre los canonistas españoles—afirma LaMaprrp—de la época postri- 
dentina, el Dr. Navarro es uno de los que, sin duda alguna, prestó mayor 
interés a un tema de tanto valor especulativo como práctico... Navarro 
tiene una concepción particular, clara y determinada sobre el dominio de 
los bienes eclesiásticos. Para él no hay más que una solución al problema 
planteado: el único dueño y señor de todos los bienes de la Iglesia es Jesu- 
cristo... Así lo entendieron los antiguos concilios, según afirma Navarro, 
cuyos cánones, incorporados al cuerpo de Derecho canónico, son el principal 
fundamento de la doctrina sustentada por MARTÍN DE AzPILCUETA... 

Es éste uno de los ejemplos típicos en que los canonistas, aferrados a - 
la letra y al sentido material de los cánones y documentos eclesiásticos, lle- 
-gan' a conclusiones radicalmente opuestas a las de los teólogos, quienes no 
se dejan impresionar tan fácilmente por las autoridades recibidas como 
principios indiscutibles en el Derecho..." (26). 

Por eso la doctrina de Navarro fué abandonada por los grandes teó- 
logos postridentinos para abrazar la sentencia contraria, aceptada en nues- 
tro Código de Derecho Canónico. 

Ningún puro hombre—según el Dr. NAVARRO—, ninguna persona, ni 
aun las reconocidas por la autoridad eclesiástica, ni siquiera la misma Igle- 
sia universal, es propietaria de los bienes eclesiásticos. De donde se infiere 
lógicamente que, para que la enajenación de los mismos sea válida, se nece- 
sita causa justa, porque de lo contrario sería contra la mente de Jesucristo. 


(23) Tbid., p. 94. 
(24) R. S. DE LAMADRID, S. J, Para la historia del Derecho canónico postridentino. La cá- 
tedra de Prima en Coimbra, siglos XVI-XVII, en “Archivo Teológico Granadino”, 2 (1939), 9. 


(25) Bajo el título Martín de Azpilcueta y el dominio de los bienes eclesiásticos, en “Ar- 
chivo Teológico Granadino", 4 (1941), 5-99. 


(26) Ibid. pp. 5-7. 
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Toda disposición arbitraria de dichos bienes constituye un verdadero hurto 
y va contra el séptimo precepto del Decálogo (27). 

Respecto del Romano Pontífice distingue AzPILCUETA tres especies de 
enajenaciones : unas son justas y válidas; otras, válidas, pero injustas; otras, 
finalmente, injustas e inválidas. Las primeras son las que se ejecutan con 
causa justa y razonable. Las segundas tienen lugar cuando sin causa justa 
se transfiere una cosa de una iglesia a otra o a usos píos. Inválidas e in- 
Justas son las hechas con destino a usos profanos (28). 

Esta singular doctrina es contraria a la naturaleza jurídica de la Iglesia 
e incompatible con la noción del dominio humano. De ahí que en este punto 
los teólogos y la mayor parte de los canonistas posteriores, y la Iglesia 
misma en su Código, se hayan apartado del Dr. Navarro (29). 

El P. LAMADRID ha recogido y sistematizado estas ideas de Azpilcueta 
esparcidas en varios lugares de sus obras, principalmente en los tratados 
De spoliis clericorum y De redditibus beneficiorum. ecclesiasticorum, y nos 
ha ofrecido un trabajo claro, sólido y bien ordenado, que puede servir 
de modelo para indagaciones similares. Solamente echamos en falta que 
no aclare estas dos cuestiones: ¿Por qué el Dr. Navarro se oferró a sus 
ideas? ¿En qué grado fué.original ? 


Y llegamos al trabajo más sugestivo de cuantos se han publicado en 
estos últimos años en torno al Dr. Navarro. Nos referimos al del P. JosÉ 
LóPEz Ortiz titulado Un canonista español del siglo XVI: el Dr. Nava- 
rro, D. Martín de Azpilcueta (30). : 

Lo que no hizo ARIGITA, “profundizar en el estudio de la significación 
científica de su biografiado, ni menos analizar su. peculiaridad en la cons- 
trucción jurídica”, eso es justamente lo que el P. López ORTIZ se propone. 

El primer problema que aborda es si el Dr. Navarro renovó la ense- 
ñanza del Derecho como Vitoria la Teología. La respuesta que da es negati- 
va, contra la opinión corriente hasta ahora sostenida, entre otros, por GARCÍA 
VILLOSLADA (31) y LAMADRID (32). “No era insensible NavARRO—dice el 
autor—al incienso de la admiración que le rodeaba, ni se quedaba corto en — 
recordar sus éxitos; pero no parece que se le pasara por las:mientes atribuir- 
se el papel de renovador en los estudios canónicos. Ya habrá ocasión de ir 


(28) Ibid., p. 15. 

(29) Ibid., pp. 17 y, 22. 

(30) Publ. en “La Ciudad de Dios”, 153 (1941), 971-301. . ! 

(31) R. G. VILLOSLADA, La Universidad de París durante los estudios de Francisco de Vi- 
toria (1507-1522), (Roma, 1938), p 1. 

(32) “Archivo Teológico Granadino", 2 (1939), 9. 

(27) Ibid. pp. 7 y 13. 
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viendo cómo señala cada novedad concreta que él introdujo, o el texto. que 
fué el primero en comentar, o la orientación en que se aparta de sus antece- 
sores. Pero su adhesión incondicional a los métodos tradicionales, su espíritu 
templado y conservador, no eran lo más adecuado para infundirle una voca- 
ción renovadora, para la que, por otra parte, le hubieran faltado alientos. 

Aun sin esta aureola de iniciador de nuevos derroteros, su sólido presti- 
gio, el número de oyentes que atraía a sus lecciones, aquel disputársele la 
Universidad de Coimbra y la de Salamanca, le hacen acreedor a una lectura 
reposada de sus escritos. Puede ser una figura ejemplar para hacernos hoy 
una idea de lo que era en nuestro siglo xv1 un canonista renombrado" (33). 


Sus relaciones con Felipe IT son objeto de una larga digresión por parte 
del P: Lórzz Ortiz (34), quien en algunos puprtos no está del todo de 
acuerdo con ARIGITA y, además, hace observaciones dignas de tenerse en 
cuenta. Recojamos una. El Dr. Navarro, "de formación extranjera, que 
había residido poco en España, y de una probada independencia de criterio, 
no era de suponer que fuera instrumento seguro de la politica de Felipe II: 
hubiera sido un cardenal modelo en los trabajos de la Curia; pero ;habria 
podido contar con él nuestro Rey Prudente en posibles dificultades con la 
politica romana? (35). i 


Es absolutamente inverosimil—afiade—que Felipe temiera la exalta- 
ción de Navarro al solio pontificio. “La lectura de las obras que conser- 
vamos de nuestro canonista nos revelan al hombre menos apto que pudiera 
buscarse para tan excelsa candidatura. Ingenuo... hasta lo inverosimil, es- 
crupuloso en nimiedades de interpretación de un pasaje de Graciano o una 

glosa insignificante, y falto de flexibilidad, podria hacer un buen consultor 
mer pero no creo que sirviera ni para consejero político" (36). 

Su vida de piedad es analizada a la luz de bastantes datos espigados 
en las mismas obras de AzPILCUETA, que escaparon a la diligencia de Ari- 
gita. Es este un aspecto interesante, porque nos ayuda a conocer mejor 


al hombre y a comprender algunos de sus procedimientos de interpretación 
canónica. 


El Dr. Navarro aparece lleno de una devoción profunda, de concien» 
cia delicadisima, escrupuloso, particularmente en la recitación del Oficio Di- 
vino; encantadoramente ingenuo, pueril a veces—AZzPILCUETA fué siempre 

1 "gran nifio"—, amigo de las peregrinaciones, devotísimo de la Santa 


(33) Lug. cit. en la nota 30, pp. 278-274. 
(34) Ibid. pp. 274-280, 

(35). Ibid., p. 275. 

(36) Ibid., p. 276. 
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Misa, que celebraba diariamente, preocupado por la salvación de las almas 
y ante todo de la suya. Vivía lo que enseñaba. “Para Navarro su ciencia 
es de aplicación y en primer lugar a él mismo." La conclusión más impor- 
tante a que llega el autor es que el Dr. Navarro nada tenía de “erasmis- 
ta" (37). 

¿Cuál fué la actitud de nuestro doctor frente a las nuevas corrientes 
humanísticas o puramente jurídicas? Aunque su preparación humanística 
fué sin duda suficiente, no fué propiamente un humanista. Es más, se mues- 
tra hostil hacia los humanistas, que cotizan en más su saber filológico que 
las macizas construcciones de los postglosadores (38). 


Tampoco fué renovador en el terreno jurídico. En la cuestión de la 
restauración del texto de Graciano, el procedimiento que emplea no es ex- 
cesivamente osado, Su formación jurídica no fué sólida y, sobre todo, no 
se desarrolló en un ambiente abierto a los nuevos horizontes de renovación. 
"En Alcalá se respiraba hostilidad acentuada a los estudios de Derecho... 
En Tolosa, en el ambiente bartolista que alli se respiraba, hubo de aden- 
trarse en aquel prolijo y confuso estilo de Iodoco; apostillas a las glosas, 
disgregadas en los "notabilia" que han de ser después la trama de los pro- 
pios escritos de AzPILCUETA. Glosas con el soporte verbal del texto, pro- 
picias a extenderle en las más variadas disquisiciones, sin orden sistemático 
y con argumentación forzada y artificiosa. Todo lo malo que conservaba 
una tradición ya muerta de la metodología escolástica de los primeros co- 
mentaristas" (39). 


Pero Navarro—según Lopez ORTIZ—, más que canonista, fué mora- 
lista. Su mejor obra es el Manual de confesores; la más clara y la mejor 
ordenada; de un magnífico sentido práctico y de una normal moderación; 
ponderada y llena de equilibrio. 


Moralista sin grandes vuelos especulativos, cuya afición es al caso con- 
creto. Sencillamente, un casuísta en el buen sentido de la palabra (40), 


“En lo que hace a su forma externa de exposición, no fué NAVARRO 
muy feliz. Y no se crea. que por descuido : el estilo le preocupa y lo comenta 
él mismo a veces en el prólogo de sus escritos” (41). 

. El último perfil de la fisonomía científica de nuestro doctor. lo consti- 
tuye su actividad universitaria. Sobre ella AzPILCUETA nos ha dejado abun- 


(37) Ibid., pp. 280-985 
(38) Ibid., pp. 287-288. 
(39) Ibid, pp. 288-293. 
(40) Ibid., pp. 293-294. 
(41). Ibid., p. 995. 
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dantísimas referencias en sus escritos. El autor se hace eco de las más 
salientes, curiosas y raras (42) 


Al fin concluye con aplomo: “Que no es NAVARRO un gran jurista, 
indudable; le supera infinitamente CovARRUBIAS, su mismo contradictor, 
SARMIENTO, y tantos otros de nuestro siglo xvr. Más que para la historia 
de la jurisprudencia, cuenta y ha de contar para la de la teología mo- 

(43). 

Por este resumen, que hemos procurado sea fiel, bien se echa de ver 
el interés del trabajo del P. López Ortiz. La cantidad de problemas que 
suscita es grande. Por primera vez hállase aquí planteada la cuestión del 
valor y significación científica del Dr. Navarro en la historia del Derecho, 
aunque la tesis del autor no nos parece definitivamente demostrada, Tal 
vez sea todavía prematuro intentarlo, pues, como el mismo articulista re- 
conoce, la historia de nuestra canonística está aún por explorar. 

Ni el mismo investigador ha debido de quedar muy tranquilo de su 
argumentación y método cuando, para descargo de su conciencia, se ha 
visto precisado a declarar: 


“Indudablemente, al leer a un autor como NAVARRO, u otro cualquiera, sin 
querer se anota lo extraño, lo que sale de lo normal. La argumentación más só- 
lida no suele ser la más ingeniosa; esta última es la que cautiva al lector curioso. 

NAVARRO no solamente construye sus relecciones morales con argumentación 
sólida, preferentemente canónica—y esto es capital—, sino con un gran sentido 
práctico. Es posible que a veces la argumentación sea artificiosa, hasta inexacta. 
Pero salvo alguna tendencia rigorista, su equilibradísimo sentido humano le hace 
acertar en la solución justa. Por ello San Ligorio acata su autoridad con tan 


incondicional adhesión” (44). 


El P. Lopez Ortiz demuestra en su trabajo agudeza y fino sentido 
crítico, pero al mismo tiempo quizá una tendencia casi constante a achicar 
al Dr. Navarro. De hecho, la figura del insigne canonista queda tal vez 
demasiado rebajada. Si ése fué AzPILCUETA, ¿cómo se explica el prestigio 
que disfrutó entre sus contemporáneos y en la posteridad, el éxito de sus 
cátedras y las numerosas ediciones, versiones y extractos de sus obras? ¿Por 
qué se buscaba con interés su parecer en las más graves cuestiones político- 
religiosas de su tiempo?. 

Que en sus escritos se encuentran puerilidades y extravagancias. ¿Es 
que no se encuentran también en los de San Agustín y Santo Tomás de 


(42) Ibid., pp. 295-300. 
(43) Ibid., p. 304. 3 
(44) Ibid., p. 304. 
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Aquino, sin que por eso dejen de ser las dos grandes lumbreras de la 
la Iglesia latina? 

Y si AzPILCUETA fué más moralista que canonista, ¿por qué el P. LOPEZ 
ORTIZ no lo estudia más a fondo en el primer aspecto para colocarlo en el 
lugar que le corresponde dentro de la historia de la Teología moral? 

El articulista parece desconocer, o al menos no utiliza, la bibliografía 
anterior, ni apenas emplea otras fuentes que las mismas obras del Dr. Na- 
VARRO. Para algunas cuestiones esto es a todas luces insuficiente. 

En definitiva, a pesar del mérito de este trabajo y de los aciertos que 
contiene, creemos que el Dr. NAVARRO que en él se.nos pinta, queda muy 
por bajo de la realidad. 


Con más realce aparece la figura de AzPILCUETA en investigaciones pos- 
teriores, y en primer lugar en la de D. Eupoxio CastaNepa El Dr. Nava- 
rro, Martín de Azpilcueta y la doctrina del poder indirecto (45). 

Se trata de una parte de la tesis doctoral presentada en la Facultad de 
Teología de Granada, llena de interés por la actualidad siempre palpitante 
del tema, porque en ella se defiende al Dr. Navarro de modernas interpre- 
taciones erróneas y se le asigna el puesto adecuado dentro del sistema del 
poder indirecto, donde tiene personalidad propia perfectamente definida. 

Antes de él la doctrina del poder directo era común, por lo menos entre 
los canonistas. No sólo la patrocinaban algunos doctores obscuros, sino 
también muchos varones insignes y doctisimos, con argumentos de tanto 
peso que hubo un momento en que lograron seducirle. Pero pronto aban- 
donó la opinión más corriente, y fué en lo sucesivo acérrimo defensor 
de la teoría del poder indirecto. 


¿Cuál fué la aportación de NAVARRO a este sistema? 

. “La naturaleza y extensión del poder indirecto se encontraba perfecta- 
mente definida y enseñada con toda claridad por los teólogos escolásticos 
inmediatamente anteriores al canonista salmantino; faltaba solamente la 
sistematización de la doctrina, la adopción de' una terminología precisa y 
adecuada, y quizás buscar el entronque del sistema con la Escritura” (46). 

Esto es lo que hizo Navarro. “De la simple lectura del Notabile (47) 
aparece con toda claridad ser NAVARRO DE AzPILCUETA uno de los más 
entusiastas defensores del poder indirecto, y si además le comparamos con 


(45) Publ. en “Archivo Teológico Granadino”, 5 (1942), 63-93. 

(46) Ibid., p. 73. . ; 

(47) Se reflere al Notabile 3.° de su famosa Relección o conferencia pronunciada el afio 
1548 en la Universidad de Coimbra sobre el capítulo Novit, de judiciis. Este Notabile versa 
sobre las relaciones entre la Iglesia y el Estado y constituye la base de este estudio. 
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los tedlogos y canonistas anteriores, supone sobre ellos un gran adelanto 
en el sistema: sobre los canonistas, ya que en ninguno de ellos hemos en- 
contrado expuesta su naturaleza y extension tan reiteradamente y con tanta 
precisión de concepto; sobre los tedlogos, puesto que examinados los prin- 
cipales, en ninguno de ellos leemos la terminología del “directe e indirecte", 
que desde entonces será clásica en el campo de las relaciones." En esto del 
empleo de la terminología se adelantó en algunos decenios a SAN ROBERTO 
BELLARMINO (48). 

Además es digno de notarse que en esta cuestión no se aferró a la letra 
de los textos del Corpus Juris, sino que "fué a beber a las aguas limpias de 
teólogos escolásticos, CAYETANO Y VITORIA (lo dice textualmente), teniendo 
para ello que sacrificar la letra de algunos textos canónicos donde trope- 
zaron sus antecesores, y para los cuales buscará soluciones en el poder in- 
directo, venciendo aquella magna corriente teocrática de la que... hablaba 
su discipulo COVARRUBIAS” (49). 


Otro de los méritos de AzPILCUETA consiste en haber recopilado admi- 
rablemente, dándoles solución satisfactoria, todos los argumentos de la tesis 
hierocrática, hasta el punto de que “todos los autores posteriores, al hablar 
de los fundamentos del poder directo, se remitirán a esta recopilación de 
Navarro, (56). 

La doctrina de AzPILCUETA es tan diáfana, que resulta dificil expli- 
carse cómo ha podido ser interpretada tan erróneamente. CAPPELLO, OTTA- 
VIANI y otros autores lo cuentan entre los más ilustres patrocinadores del 
sistema hierocrático, mientras algunos herejes, como Juan MARSILIO, qui- 
sieron escudarse en la gran autoridad del canonista salmantino para negar 
toda autoridad, directa e indirecta, del Romano Pontífice en las cosas tem- 
porales (51). 

AZPILCUETA dejó una profunda huella en la historia del desarrollo de 
la doctrina del poder indirecto (52). 

Comienza Navarro su Notabile sobre las relaciones entre la Iglesia 
y el Estado con su punta de ironía. Y el Sr. CASTAÑEDA anota “que no es 
infrecuente en nuestro canonista el lenguaje satírico, punzante e incisi- 

bi): 


¿Qué juzgar de este trabajo de D, Eupoxio CasTANEDA? Es sereno. 


(48) Lugar cit. en la nota 45, pp. 78 y 93. 

(49) Ibid., p. 80. 

(50) Ibid.,-pp. 74 y 93. 

(5:0) Ibid; p- 76. $ 
(52) Esta parte de la tesis no ha sido publicada- 
(53) Ibid., p, 74, nota 47. 
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objetivo, concienzudo, claro y metódico. Y constituye una aportación va- 
liosa al conocimiento de tan ilustre canonista. 


D. Martin DE AzPILCUETA, estudiado y admirado como canonista y 
moralista, nunca ha sido conocido como hombre que se preocupase de lo 
económico. "Pero es lo cierto que una parte de su abundantísimo trabajo 
escrito tiene no pequeña importancia para el investigador moderno de da- 
tos e ideas económicas de aquel siglo." 


Asi lo afirma D. ALBERTO ULLASTRES CALVO, y él mismo se aplica a 
subsanar esta laguna en un hermoso trabajo que lleva por título Martín de 
Azpilcueta y su comentario resolutorio de cambios. Las ideas económicas 
de wn moralista espanol del siglo XVI (54). 


En este aspecto, AZPILCUETA se muestra comprensivo, a diferencia de 
gran parte de los moralistas españoles de nuestro Siglo de Oro. Son varios 
los lugares donde se ve que a lo largo de su vida cambió, transformando 
su criterio restrictivo incial en otro de mayor comprensión que procura 
ensanchar el campo licito de operaciones... Como un siglo antes San 
Antonino de Florencia, representa el espíritu conciliador de las exigencias 
morales y la vida real (55). 


El Sr. ULLASTRES, después de exponer el concepto de usura y de cam- 
bio en Azpilcueta, examina las siete maneras de cambios que senala nues- 
tro canonista, subrayando el avance que supone en algunos puntos, su espi- 
ritu comprensivo, equidistante de las soluciones extremas, y la evolución 
de su pensamiento hacia criterios más tolerantes. 


Pero aunque el Dr. Navarro no deja de tener aciertos estimables en 
sus opiniones sobre el interés del dinero y los cambios, sin embargo su con- 
cepto de la moneda, las funciones y valor que asigna a la misma, consti- 
tuyen la aportación capital y destacada de AZPILCUETA a la teoría económi- 
ca del siglo XVI, Este conjunto de ideas sobre el dinero es lo más intere- 
sante de la obra de AZPILCUETA y “no dejan de constituir, aunque de una 
forma poco elaborada, una verdadera teoría del dinero, digna de ponerse 
en parangón ventajoso con las harto rudimentarias que por entonces co- 
- rrian” (56). 

Como el trabajo del Sr. ULLASTRES es bastante extenso y no interesa 


(54) Publ. en la revista *Anales de Economía", I (1941), 375-407; II (1942), 51-95. El 
Comentario resolutorio de cambios, del Dr. Navarro, vió la luz por primera vez en Vallado- 
lid el afío 1569. 

(55) *Anales de Economía", I (1941), 378. 

(56) Ibid., II (1942), 51. 
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directamente a los lectores de esta Revista, nos contentaremos con trans- 
cribir su conclusión y resumen: 


“Además de por sus ideas es interesante la obra de AZPILCUETA por las abun- 
dantes noticias económicas que en ella se encuentran desperdigadas, que constitu- 
yen una aportación estimable para el conocimiento de la vida económica, sobre 
todo del crédito, del siglo XVI español... 

Las aportaciones originales de AZPILCUETA en el orden teórico se pueden 
agrupar en las referentes al problema del interés del dinero (usura y cambios) 
y las que nos dan a conocer más concretamente su posición ante el concepto, fun- 
ciones y valor del dinero. En el primer aspecto destaca su tendencia a acercarse 
a los conceptos modernos, apreciándose ya en él un reconocimiento práctico de la 
productividad del dinero e indicando los datos objetivos que determinan el interés 
de los préstamos, como son su importe y el tiempo por el que se contraen. Es in- 
teresante asimismo su minucioso análisis y división de los cambios y sus conceptos 
intervencionistas de la vida económica, que se caracterizan por el conocimiento 
de ella y la necesidad de tener en cuenta las leyes y exigencias económicas al 
ponerlas en ejecución. 

Con respecto al dinero son de estimar sus aportaciones sobre su concepto y 
funciones... En cuanto al valor del dinero, desarrolla una completa teoría, en la 
que sobresale su declaración de la teoría cuantitativa, que expresó simultáneamente 
a Bopin, y si quizá lo hizo con alguna menor claridad que éste, la da mayor 
amplitud y la completa con otras causas de valor del dinero, viéndose en él un 
germen de la moderna teoría de GREIDANUS” (57). 


Es digna de tenerse en cuenta esta observación del Sr. UrrAsTRES 
sobre nuestro canonista: "Los afios no pasaban en balde sobre su inteli- 
gencia siempre despierta, siempre en actividad, de forma que en contra- 
posición con lo que es normal (juventud revolucionaria y edad madura 
conservadora) nuestro autor supo invertir este orden sustentando las ideas 
tradicionales en sus primeras épocas y superándolas en estas ültimas, de 
forma que, habiendo seguido de joven la opinión más común, por el doble 
motivo de su acatamiento al principio de autoridad científica y económica 
y de su menor formación, que no le permitía lanzarse a volar por su cuen- 
ta con garantia, hizo esto cuando por su edad podria suponérsele mental- 
mente debilitado y atin exhausto” (58). 

Bello trabajo éste del Sr. ULLASTRES, que nos ha dado a conocer un 


aspecto desconocido de la compleja personalidad del Dr. Navarro. Sólo 
un especialista como él podía hacerlo. 


(57) Ibid., II (1949), 94-95 
(58) Ibid., p. 70. 
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Por nuestra parte, hemos intentado esclarecer un problema importante 
en la vida de AZPILCUETA, a saber, por qué no fué nombrado cardenal (59). 

Para ello, tras una rápida evocación de su silueta, exponemos sus re- 
laciones con Felipe IT, que se intensifican a partir del afio 1561, en que 
asume la defensa de su desgraciado paisano Fr. Bartolomé Carranza de 
Miranda, arzobispo de Toledo. Por razón de su cargo vióse obligado Az- 
PILCUETA a adoptar posiciones que desagradaron al monarca y le crearon 
numerosos enemigos. 

En 1570 San Pio V estaba resuelto a conferirle el capelo rojo, pero el 
cardenal Pacheco, interpretando el pensamiento del Rey, se opuso so pre- 
texto de que el Dr. Navarro era francés, con lo que logró desbaratar su 
promoción. En el mismo sentido trabajaron ante el Papa el embajador 
español D. Juan de Zúñiga y el cardenal Granvela. El Rey se mostró 
muy satisfecho de estas gestiones, aprobándolas plenamente. 


AZPILCUETA reaccionó con energía por medio de su famosa carta al 
duque de Alburquerque, en la que deshace las calumnias que contra él 
habían propalado. Esta carta produjo en la corte pontificia los resultados 
que eran de esperar, Disipáronse las nieblas, y el Papa pensó nuevamente 
en asociar al Colegio Cardenalicio a nuestro canonista. Felipe II, dispues- 
to a impedirlo a toda costa, encargó sin tardanza a su embajador en Roma 
que procurase desviar por todas las vías posibles el encumbramiento de 
Azpilcueta, porque "no conviene en ninguna manera que éste sea car- 
denal" (60). 

La candidatura de Navarro quedó definitivamente descartada a cau- 
sa de un informe que en 1574 emitió contrario a los deseos del monarca 
español, signo inequívoco de la tirantez de relaciones entre ambos per- 
sonajes. 

iPor qué este rotundo veto de Felipe II? 

La razón fundamental es la actitud de AZPILCUETA en el proceso de 
Carranza, diametralmente opuesta a la del Rey. Sin duda temió Felipe II 
que, si el Dr. Navarro era nombrado cardenal, ejercería un influjo decisivo 
en la marcha del proceso y le sería un gran estorbo para salir adelante 
con sus planes. 

Además, un hombre firmemente adicto a la Santa Sede, de palabra li- 
bre y audaz, de criterio independiente, munca podía ser un dócil instru- 
mento de la política de Felipe II. 


(59) José GOÑI GAZTAMBIDE, Por qué el Dr. Navarro no fué nombrado cardenal, en la re- 
vista “Principe de Viana” (Pamplona), III (1942), 419-455. 
(60) Ibid., p, 439. 
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Por último, ni el rey ni el embajador querían ver cardenales españoles 
en Roma, y Navarro no tenía ninguna intención de regresar a Espana. 

En el apéndice se reproducen los despachos diplomáticos referentes a 
esta cuestión, que en su mayor parte eran inéditos. 

No estará de más añadir que en el decurso de la exposición se utilizan 
abundantes documentos que nos ilustran sobre el prestigio, valor cientifi- 
co y carácter del Dr. Navarro. 


El. Excmo. Sr. CONDE DE RopEzNo tomó como asunto de su discurso 
de ingreso en la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación la vida 
y obras de D. MARTÍN DE AZPILCUETA (61). Es una pieza elaborada a 
base de la clásica biografía compuesta por D. MARIANO ARIGITA. En ella 
se reproduce un retrato y una página autógrafa del doctor con su firma. 


Si este discurso nada nuevo viene a decirnos, en cambio contiene bas- 
tantes datos y documentos desconocidos el libro de los senores secretarios 
de la Academia Espanola de Bellas Artes en Roma titulado Miscelánea de 
noticias romanas acerca de don Martín de Azpilcueta , doctor Navarro (62). 


He aquí los capitulos fundamentales de que consta: I.—DoN MARTÍN 
DE AZPILCUETA y la incorporación de las encomiendas de San Justo del 
Villar y Nuestra Senora de Leomil al monasterio de Nuestra Sefiora de 
Roncesvalles. IT.—Disposición de sus bienes por el Dr. Navarro. 111.—El 
aspecto económico en la causa del arzobispo de Toledo. IV.—Sobrinos y 
amigos del Dr. Navarro. V.—Responsum inédito del Dr. NAVARRO: 
De tregua et pace. 


Viene después un capitulo dedicado a la descripción de las ediciones 
de obras del Dr. Navarro desconocidas por sus bidgrafos—NicoLAs Av- 
TONIO, ARIGITA, OLÓRIZ, ToDA y GUELL—o no bien descritas. 


Y, finalmente, en el apéndice se publican cuarenta y siete documentos 
recogidos casi exclusivamente en los Archivos y Bibliotecas de Roma. Son 
interesantes para conocer la vida y el medio en que desplegó su actividad 
el Dr. Navarro, Entre ellos destaca el catálogo de su rica biblioteca, nu- 
trida casi exclusivamente de libros de Derecho. 


Técnicamente, la obra de los Sres. OLARRA-LARRAMENDI nadia deja 
que desear. Sería con todo erróneo creer—ellos no lo pretenden—que han 


(61) El Dr. Navarro, D. Martín de Azpilcueta, discurso leído en la R. Acad. de Jurispru- 
dencia y Legislación por el Excmo. Sr. CONDE DE RODEZNO, el día 10 febrero 1943 (Pamplona, 
1943), 23 págs. 

(62) MARÍA LUISA LARRAMENDI DE OLARRA-JOSÉ OLARRA, Miscelánea de noticias romanas 
acerca de don Martín de Azpilcueta, Doctor Navarro (Madrid, 1943), 237 págs. ` 
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agotado los materiales existentes en Roma. En el Archivo y Biblioteca Va- 
ticana tropezamos con varios documentos del Dr. Navarro que aquí no 
aparecen. 


En Simancas tuvimos la fortuna de encontrar una carta del comenda- 
dor D. Hernando de Torres al duque de Albuquerque, fecha 4 de mayo de 
1574, que nos revela un matiz del carácter de nuestro canonista.. El Dr. Na- 
VARRO no es un viejo regañón. Al contrario, es un hombre lleno de gracia 
y de buen humor. “Es toda la sal del mundo.” 

Aparte de otras noticias de interés, tenemos en esta carta un testimo- 
nio más de la santidad de AZPILCUETA (63). 


La personalidad musical del Dr. Navarro es el objeto de un estudio 
de D. LEocADio0 HERNÁNDEZ ASCUNCE, especialista en cuestiones de mú- 
sica sagrada (64). 

Se ha dicho del Dr. NaAvanno que es autor de un tratado titulado De 
musica et canto figurato y de ideas musicales propias y peregrinas. Don 
Leocadio deshace esta leyenda formada en el siglo XIX. A pesar de sus 
diligentes investigaciones, no ha podido comprobar la paternidad de esa 
obra que se atribuye al Dr. Navarro. Las ideas musicales de éste ni eran 
particulares suyas ni tenian ribetes de extravagancia alguna. De acuerdo 
con Santo Tomás, AzPILCUETA ensefia que el empleo del canto en la Li- 
turgia es laudable. 

Es verdad que se muestra hostil al empleo del órgano en el culto di- 
vino; pero en esto no bacía sino acomodarse a una corriente poderosa en 
su tiempo, la cual arrancaba de la Edad Media y contaba en su apoyo con 
la legislación canónica y con la tradición de la primitiva Iglesia, de la 
que estuvieron ausentes los instrumentos músicos. 

“No fué el Dr. Navarro—dice el Sr. HERNÁNDEZ AscuNCE—un teó- 
rico musical que dijera novedades y extravagancias. Fué el canonista exi- 
mio que atendió con la propia expresión de su tiempo a la neta tradición 
de la Iglesia, que guardó hasta el fin en su corazón la devoción al canto 
genuino de la Iglesia según los principios de una formación selectisi- 


ma” (65). 


Segün referencias de la prensa, el día 23 de enero de 1946, en el Insti- 
tuto Superior de Ciencias Económicas y Financieras de la Universidad 


(63) José GOÑI GAZTAMBIDE, Noticias intimas sobre el Doctor Navarro, “Príncipe de Via- 
na”, TV (1943), 519-520. Se reproduce el texto precedido en una breve introducción. 

(64) Publ. en la revista “La Avalancha”, Pamplona, año 49 (1944), pp. 14 y 92: 

(65) Ibid. p. 22. 
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Técnica de Lisboa, pronunció una conferencia D. FerNANDO Maria CAs- 
TIELLA, decano de la Facultad de Ciencias Políticas y Económicas de la 
Universidad de Madrid. Disertó sobre el tema Un profesor de Coimbra. 
Martín de Azpilcueta, iniciador de la Doctrina Internacional de contra- 
bando de guerra, destacando los trabajos de AZPILCUETA relacionados con 
el derecho de gentes y sus opiniones sobre la guerra y las represalias (66). 


Finalmente, en la revista “Hispania” hemos dado a la publicidad un 
dictamen inédito del Dr. Navarro sobre la concesión de la Cruzada, que 
San Pío V rehusaba otorgar al Rey de España (67). Este, para hacer pre- 
sión en Roma, solicitó en abril de 1567 el parecer de varios destacados 
miembros del episcopado y de eminentes figuras en el campo de la Teología 
y del Derecho sobre la licitud de la Bula, que muchos en España y Roma 
ponían en duda. 


El Dr. Navarro emitió su dictamen en mayo de dicho año cuando 
se hallaba haciendo los preparativos para su próximo viaje a Roma. Por 
eso no tuvo ni tiempo ni reposo para elaborar su parecer con la madurez 
que la gravedad de la materia requería. 


El informe de AzPILCUETA, comparado con los demas, resulta algún 
tanto frío e indeciso. Falta en él la adhesión entusiasta y resuelta que se 
observa en la mayor parte de los otros dictámenes. Puede asegurarse que 
no es tan favorable a la Cruzada como hubiera deseado el Rey. Vacilan- 
te, indeciso en algunos puntos, no podía apoyarse mucho en él Felipe II 
para urgir a San Pio V la concesión de la Bula. Tampoco sería exacto 
afirmar que este dictamen revele al canonista genial. Si no supiéramos que 
fué redactado precipitadamente, tendríamos tal vez derecho a sospechar 
que el Dr. Navarro se limitó a salir del paso, a cumplir nada más, o que 
quizá tuvo miedo de expresar su pensamiento. 


Estos son, según nuestras noticias, los trabajos más importante salidos 
a luz desde 1936 a 1946. Nadie pondrá en duda la fecundidad de este últi- 
mo decenio. Claro está que no todos los problemas que plantea la relevante 
figura del Dr. Navarro han sido satisfactoriamente dilucidados. Falta un 
estudio profundo de AZPILCUETA en cuanto moralista, y, en general, . su 


(66) No hemos leído el texto de la conferencia. 


(67) JosÉ GOÑI GAZTAMBIDE, Un dictamen inédito del Dr. Navarro sobre Cruzada, en, “His- 
pania, revista española de Historia”, t VI (1946), 242-266. 
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fisonomía científica debe ser mejor perfilada, ahondando en los diversos 
aspectos que presenta. Su actuación en el proceso de Carranza no es bien 
conocida, Asimismo tampoco están del todo claros algunos puntos de su 
- vida. 

Pero se ha dado un avance magnífico en el conocimiento de la vida, 
carácter, rasgos intelectuales, doctrina y significación científica de nuestro 
canonista. Y si con este ritmo se sigue investigando en los Archivos y en 
los escritos mismos de AZPILCUETA, pronto llegará el día en que pueda 
escribirse una completa y moderna biografia, que ponga de relieve toda la 
fuerza de aquella extraordinaria personalidad que se llamó el Dr. Nava- 
RRO, D. Martin DE AZPILCUETA. 


Jost GONI GAZTAMBIDE 


Profesor de Historia Ecles. en el Seminario 
de Pamplona 
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(1) Segün la práctica usual daremos aquí una recensión de cuantos libros de Derecho 
canónico o materias afines se nos envíen en doble ejemplar (caso de no tratarse de obras 
de subido precio). De las demás obras daremos únicamente noticia de haberlas recibido. 
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LA ROTA ESPANOLA (*) 


El tema escogido por el autor para esta monografía que resefiamos revista 
indudable actualidad. Su autor ha hecho de “La Rota Espafiola" el centro de 
interés, en cuyo torno ha esbozado la historia completa de las relaciones entre 
la Iglesia y el Estado espafiol en dos de sus aspectos más interesantes: el di- 
plomátieo v el jurisdiccional. 


La obra tiene tres partes, dos escolios y ocho apéndices. La preceden unas 
páginas de introducción, explicación de “siglas”, completándola una breve re- 
sefia bibliográfica. 

En la primera parte, bajo el título de “Origen del Tribunal de la Nuncia- 
tura Apostólica en España”, estudia el autor los antecedentes históricos del 
referido Tribunal, presentándonos la disciplina judicial de la Iglesia en Es- 
paña hasta el primer tercio del siglo XVI. Inmediatamente después plantea el 
intrincado problema del origen del antiguo Tribunal del Nuncio de España, 
haciendo un interesante estudio de las Actas de las Cortes de Castilla y for- 
mulando la siguiente conclusión: “El antiguo Tribunal de la Nunciatura Apos- 
tólica en España fué pedido, a instancia de las Cortes Generales de Toledo 
de 1525, por el Emperador Carlos V al Papa Clemente VIT, quien concedió el 
privilegio en el año 1529. Este Tribunal, como tal, comenzó a ejercer sus fun- 
ciones durante la Nunciatura de Juan Poggio (1534-1553). En tiempo de su 
sucesor Juan Riccio, comenzaron a actuar los jueces in curia, con la misión 
de ayudar al Nuncio y Auditor en el conocimiento y decisión de los pleitos 
y causas eclesiásticas de los españoles.” 


En la segunda parte describe la evolución del Tribunal de la Nunciatura 
Apostólica en España, resumiento en seis capítulos sus conclusiones. Comien- 
za por situar la misión de los Nuncios Apostólicos en España por los años 
de 1555 a 1640, en el terreno diplomático y en el jurisdiccional, señalando las 
repercusiones de las incidencias diplomáticas y jurisdiccionales en el Tribunal 
de la Nunciatura y en la regularidad en el ejercicio de sus funciones. Estudia 
ias facultades concedidas por Julio III al Nuncio Juan Riccio, se refiere al 
deseo de los reinos de Espafia de obtener de Su Santidad una Rota "para la 
iramitaeión de las lites sin que hubiese necesidad de ir a Roma", y sigue al 
detalle esta cuestión a través de Memoriales y Pragmáticas hasta la “Concor- 
dia Fachinetti". El origen, el contenido y el valor jurídico de la referida 
“Concordia” son estudiados a través de nueva documentación, defendiendo el 
autor que “no es, como algunos han opinado, un Concordato, ni siquiera un 
pacto concórdado entre España y la Santa Sede. Su influencia en la práctica 


(*) PEDRO CANTERO: La Rota Española (Consejo Superior de Investigaciones Científicas. 
«Instituto de San Raimundo de Peñafort”). Madrid, 1946, 262 páginas. 
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solamente sirvió- para el sefialamiento y observación de unas tasas y aran- 
celes en la tramitación de los expedientes del Tribunal de la Nunciatura”. De 
hecho, la llamada “Concordia Fachinetti" nunca fué confirmada por el Papa. 

Seguidamente se nos describe el Tribunal de la Nunciatura en el pro- 
yecto del Convenio de París (1714) y en el Tratado no ratificado de El Escorial 
(1717), para dar paso a unas breves consideraciones sobre el Tribunal de la 
Nunciatura en los Concordatos de 1737 y 1753. e 

En capitulo peculiar estudia el autor la ereación del Tribunal de la Rota 
de la Nunciatura Apostólica en España, por el Breve “Administrandae justi- ` 
tiae zelus", de 26 marzo de 1771, documento capital, que ha de considerarse 
como la principal fuente para determinar la naturaleza y atribuciones de este 
excelso privilegio concedido por Clemente XIV a España, y termina esta rese- 
fia histórica con un capítulo dedicado a las vicisitudes del Tribunal de la 
Rota de la Nunciatura Apostólica en España desde su creación hasta nuestros 
días. 

En la tercera parte se trata de esclarecer la competencia del Supremo 
Tribunal de la Rota de la Nunciatura Apostólica, señalándose minuciosamente 
las: fuentes legales para determinarla, las fuentes histórico-doctrinales para 
interpretar su extensión y naturaleza y abordándose este problema tanto en 
sí mismo como en relación con la competencia de los Tribunales superiores 
de la Santa Sede, a saber, el de la persona augusta del Romano Pontífice, el 
del Sagrado Tribunal de la Rota Romana y el del Supremo Tribunal de la 
Signatura Apostólica. 


En dos escolios alude el autor a la cuestión de las “tres sentencias confor- 
mes” en relación con la firmeza de las decsiones del Tribunal y al procedi- 


miento de la Rota Española para la introducción, tramitación y sentencia de 
las Causas. 


Nuestro juicio sobre la obra ha de ser forzosamente breve. Entendemos 
que el Dr. PEDRO CANTERO ha escogido para su estudio un tema interesantí- 
simo, cuyo esclarecimiento demostrará por sí solo la excepcional importancia 
que ha tenido España en la historia de la Iglesia. Los antecedentes históricos 
del Tribunal de la Nunciatura y el establecimiento y funcionamiento de la 
Rota Española son índice de una vida católicamente gloriosa y señalan la 
especial benevolencia con que la Santa Sede ha tratado siempre a nuestra 
Patria. ; 

El autor aporta en su obra documentación de primera mano, estudiada en 
los manuseritos del Archivo Histórico Nacional y en el Archivo General de 
Simaneas prineipalmente. Son muy dignos de consideración los elementos de 
juicio que aporta el Dr. CANTERO para deshacer la tesis que defiende el P. DEO- 
LEGARIO PICANYOL sobre el origen del antiguo Tribunal de la Nunciatura Apos- 
tólica en España. . 

Desde el punto de vista jurídico, la parte más sugestiva del estudio es la 
que se refiere a la competencia del Tribunal de la Rota Espafiola en relación 
con la competencia del Tribunal de la Rota Romana, defendiendo el autor, con 
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buen sentido jurídico, la improcedencia de recursos y apelaciones de la Rota 
Espanola a la Rota Romana, va que la finalidad del privilegio de la Rota Es- 
pañola haee que ésta tenga en el carácter del ejercicio de su jurisdicción el 
mismo carácter que la Rota Romana para los fieles de otras naciones católicas. 
Defiende asimismo el Dr. CawTERO que en España, supuesto la existencia y 
normal funcionamiento de la Rota, no pueden llevarse las causas "pari jure”, 
bien a la Rota Española o bien a la Rota Romana, apoyándose en que el Breve 
elementino concedió a España un privilegio de carácter común en favor de 
la comunidad española, y es, por tanto, irrenunciable, ya que .constituye 
derecho objetivo, normativo y obligatorio. 

Desearíamos que en ulteriores estudios se esclareciese aún más este pro- 
biema de excepcional interés, como aparece por sus mismos términos. 

El estilo del autor es correcto y claro. Solamente nos permitiríamos apun- 
tar que algunos capítulos históricos nos han parecido pobres de documenta- 
ción, que revelan la prisa con que se han redactado, y aún se ha deslizado 
algún error de carácter histórico, como el de haber confundido a la segunda 
esposa de Felipe V, Isabel de. Farnesio, con la princesa de los Ursinos (pá- 
gina 87). 

Son éstos pequeños lunares, que el diligente autor corregirá en sucesivas 
ediciones de este trabajo meritísimo, por el que merece plácemes muy sif- 
ceros de cuantos estimamos en lo que vale la benevolencia de la Santa Sede 
para con España. , : 


EucENIO BEITIA ALDAZABAL 


Vicario general de Vitọria 


LAS “OBSERVACIONES” DE CIPROTTI (*) 


En alas de-la paz restaurada nos llega, con la formalización de las comu- 
nicaciones, un libro salido en 1944 de las prensas de la Tipografía Vaticana, 
que en él pusieron algo de su aire inconfundible. Y aunque los dos ejemplares 
que hemos visto lleven escrita a mano en su cubierta la cláusula “pro ma- 
nuscripto”, nos fuerzan a dar noticia de él haber visto ya su recensión: en 
alguna revista, en la que el autor colabora activamente y, sobre todo, sw 
destacado interés.  . 

Porque resulta altamente sintomático que de las mismas prensas donde se 
imprimió el Código salga, concienzudamente elaborado por un profesor del 
Pontifieio Instituto de ambos derechos, una obra que, recorriéndolo sistemá- 
ticamente, no tema sefialar aquellos perfeceionamientos que a su juicio, eier- 
tamente discutible, merecen introducirse. Es, a nuestro entender, la señal 
que muestra que el amor que todos debemos al Código de la Iglesia, que es 
y será siempre nuestra madre, debe empezar a mostrarse algo más que meras 
ponderaciones, a veces no exentas de comicidad, dando lugar al estudio pro- 
fundo, razonado, respetuoso y, ¿por qué no?, también cargado de cariño, de 
sus excelencias indiscutibles... y de sus humanas imperfecciones. 


€ 


(*) Pro Crprorri, Osservazioni sul testo del “Codex iuris canonici", Roma (Tipografía Po- 
liglotta Vaticana), 1944, 1 vol. de 276 págs. 
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Tal es el sentido de las páginas que en esta misma Revista publicó el Pa- 
dre Fz. REGATILLO (1). Y tal es también el intento de este libro de CIPROTTI. 
Por eso, a lo largo de todas sus páginas siente el lector no el desdén que 
tantas veces hiere, p. ej. en FALCO, sino el amor, la veneracién y hasta el 
entusiasmo por las leyes de la Iglesia. 

La obra consta de dos partes bien definidas: En la primera recoge las 
observaciones que se refieren al contenido de los. cánones. En la segunda, las - 
que miran al lenguaje y a la terminología. De esta segunda parte, casi exclu- 
sivamente filológica, prescindiremos ahora, dejándola para lugar más ade- 
cuado, entrando directamente a examinar las 156 páginas de que consta la 
primera. 

Y en verdad que tal examen resulta difícil sobre todo encarecimiento. 
Enjuieiar todas las innovaciones que propone sería interminable. Destacar 
algunas, arbitrario. Anotar las que a nuestro juicio faltan, injusto. Olvidarlas 
todas, estéril. Tentemos la busqueda de un justo medio, tratando de abstraer 
los principios que han debido de guiar al autor, cosa fatigosa cuando la 
obra carece de todo prólogo o indicación metodológica. 

Un examen desapasionado y cuidadoso parece conducirnos a atribuirle 
las siguientes directivas generales: 


1) Trata en primer lugar, y es ciertamente muy laudable en esto, de abs- 
traer disposiciones parciales, fragmentarias, repetidas muchas veces en el 
Código, y hacer de ellas principios generales. A nadie se le oculta lo que ga- 
naría el Código con ello, pero, por no parecer arbitrarios, será razonable que 
traigamos algunos ejemplos. Sean éstos: el traslado del § 5 del c. 250 inme- 
diatamente después del c. 246; la supresión de los ec. 1.959 y 1.977 y modi- 
ficación del 1.995, para formular después del 1.555 el principio general de la 
aplicación de las normas de la sección 1.* a todos esos casos; el traslado del 
canon 2.002 al comienzo del c. IV, ya que vale también para toda su sección 1.* 
y la equiparación del Fiscal y del Defensor del vínculo a las partes en cuanto 
al deber de ser oídos y al poder instar (c. 1.587 bis), evitándose la constante 
repetición de esto, con el' consiguiente peligro de omisiones (1.634 $ 2, 1.663, 
1.799 § 2, 1.806, 1.862 $ 2, etc.). 


2) De menor interés, pero también laudable, es la tendencia a mejorar 
la sistematización (2). En algunos casos resulta evidente la conveniencia de su 
propuesta, como en el orden que propone para el l. V, que evitaría la constante 
repetición de conceptos de la parte 1.* en la sección 1.* de la 2.* parte, o en el 
traslado al 1. V de las disposiciones penales contenidas en el IV. En otros, 
como en la necesidad por todos sentida de retrasar la rúbrica del art. 4, ca- 
pítulo I, tit. IV del 1. II, para que no comprenda cánones que se refieren a 
todos los medios de provisión, extráña que no haya dicho nada. 


-3) Aun prescindiendo de las de mero lenguaje, mucho más numerosas 


(1) Sugerencias acerca del Código canónico, "Revista Espafiola de Derecho Canónico", I 
(1946), 295-318. 


(2) Se refleja también en la propuesta de alteraciones en las rúbricas que anteced 


en a 
los cc. 1.806, 1.640, 1.914. | 
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aun, resulta subido el nümero de innovaciones (unas 316) que propone. Sin 
embargo, aunque otra cosa parezca indicar esto, mantiene una agradable tó- 
nica de respeto y comprensión para la ley canónica. Asi, contra la opinión de 
otros juristas más exigentes, no pretende que se quiten del Código los deseos, 
las exhortaciones, las alabanzas (3), ni los principios doctrinales (4) o dog- 
mátieos (5). Algo más severo se muestra con las locuciones explicativas, tan 
frecuentes en nuestro Código, y con las declaraciones históricas, que propone 
se eliminen de los cc. 793 y 824 (y del 762 añadimos nosotros). Pero, en gene- 
ral como decimos, es más bien conservador que reformista, dándose cuenta de 
la especial manera de ser del Derecho canónico. 


4) Se ve que en realidad lo que ha estudiado de una manera especial es 
la parte procesal. Para 12 innovaciones que propone en el 1. I, 30 en el IL 47 
en el III y 44 en el V, presenta nada menos que 183 en el IV. AI plantearlas 
se ha guiado muy en especial de las opiniones de Roperti (6), pero sin dejar 
por eso de inspirarse en otras fuentes, como los esquemas preparatorios del 
Código (7), el proyecto de Código procesal civil para la Ciudad Vaticana (8). 
la legislación italiana (9) y, rara vez, en casos ocurridos en la práctiea (10). 
Pero, sobre todo, destaca el amplio uso que hace de las normas de la Sagrada 
Rota y de las instrucciones de la Congregación de Sacramentos (11), lo que, a 
nuestro juicio, es una no pequeña garantía de acierto, pues siempre serán 
menos peligrosas las innovaciones ya aceptadas por parte de la autoridad 
eelesiástica. 


5) .Con lo que no transige es con la costumbre del Código de destinar 
cánones a mandar que se observen otros. Que esto resulta suplefluo lo sabe- 
mos todos. Pero CIPROTTI nos descubre algo más, a saber, que ocurre 35 veces. 
Dejamos al lector la tarea de comprobarlo, dando entre paréntesis al canon re- 
petido cuando no aparece claro: 146, 336 8 1 per. 2. y § 3, 365, 484 $ 2, 
512 § 3, 514 8 4, 631 8 3, 019-8 2, 974 8 2, 1.031, 1.040 (cfr. 1.038 8 2 y 80), 1.383, 
1.483 $ 1 (1.476 $ 1), 1.507 8 2, 1.544 8 2 (?), 1.555 88 2 y 3, 1.570 $ 4, 1.600 
(220), 1.617, 1.704, 1.732 (desde “finis...”), 1.855 8 2, 1.872, 1.890, 1.928 § 1, 
1.998 (1:995), 2.157 8 2 (454 $ 5), 2.225 per. 1.°, 2.245, 2.240 $ 3, 2.250 $ 2, 
2.257, 2.350 § 1 per. 1. Realmente, ganaría no poco el Código con la elimina- 
ción de tales innecesarias referencias. j 


6) Finalmente, respondiendo al título de la obra, la mayor parte de las 
cbservaciones son al texto del Código. No faltan algunas de envergadura, como 


(3) ctr. co. 194, 487, 684941, 451497 4.969 78/1; 1:270; 1.298 8 2 y 1.925 8 3. A ninguno 
-de ellos se propone corrección. Aún más, en el 2.214 8 2 ni siquiera propone quitar lo que 
es incompatible con una codificación. 

(4) Cfr. cc. 18, 29, también sin propuesta de corrección. 


5)'76e- 787, 801, 911: À 3i 
m" Cfr. cc. 1.557, 1.567, 1.603 ss., 1.618 ss., 1.671 ss., 1.687, 1.693, OS SL 


1.789, 1.822, 1.833, 1.835, 1.857, 1.878, 1.887, 1.898, 1.910 y 1.933. 


7) Cc. 1.557, 1.594. 3 r 
um Cc. 1.586, 1.587 bis, 1.619, 1.054 bis, 1.659, 1.661 bis, 1.672, 1.676, 1.706, 1.736, 1.748, 


1.789, 1.795, 1.806, 1.869, 1.905, 1.916 bis, ter, 1.017 y 1922. 
(9) En bastantes cánones de los citados en la nota precedente. 


(10) Cc.*1:743, 1.744. 
(11) Baste decir que los cita 32 veces. 
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los cánones que propone para regular el juicio de árbitros (12) o el proyecta- 
do canon 104 bis, con el que se volvería a la buena tradición canónica de esta- 
blecer el deber general de reparar daños, que tantos siglos antes que apare- 
ciese en las legislaciones civiles existió en la eclesiástica. Pero, en general, no 
afronta, y nos parece excelente criterio en una obra de esta índole, los proble- 
mas fundamentales y de mayor trascendencia, vgr., delimitación de la activi- 
dad judicial y administrativa, influjo real y eficaz de los libros IV y V en la 
vida jurídica, etc., etc. 


¿Qué decir de la obra en conjunto? Nuestra impresión es francamente fa- 
vorable por el conocimiento excepcional del Código, por la agudeza de muchas 
observaciones, por el respeto y el amor de que están revestidas. Hondamenie 
sugestiva, rica en perspectivas y concienzudamente elaborada, no vacilamos en 
recomendar su lectura. 

En euanto al género, previendo posibles seguidores, no podemos dejar de 
sefialar sus peligros. Mientras la critica se mantenga en este nivel, no los hay. 
Pero cuídese de no resbalar, no sea que buscando el ideal de su mayor per- 
fección nos encontremos al bajar la vista con que hemos deshecho, sin utilidad 
ni ganancia, el respeto y la veneración que, por gracia de Dios, aún se tiene 
a la ley canóniea, siquiera, como deciamos al eomenzar, el cauce aquel por el 
que se desliza no sea siempre el mejor. 


LAMBERTO DE ECHEVERRIA 


LA CONDICION JURIDICA 
DEL “NASCITURUS” (*) 


La Biblioteea del Instituto Nacional de Estudios Jurídicos se enriquece 
con esta monografía de JosÉ MALDONADO, catedrático de Historia del Derecho 
y canonista insigne. El autor, afanoso de contribuir, con el mejor espíritu, a 
la elaboración—por demás reclamada como necesaria—de una Historia del 
Derecho privado espanol; nos ofrece hoy un estudio sistemático sobre la con- 
dición atribuída por el ordenamiento jurídico al ser humano que, estando ya 
concebido, no ha nacido todavía. 

. Dificultades de todo orden se amontonan a la hora: de intentar una cons- 
trucción de conjunto, en la que, tras el estudio riguroso y el conocimiento 
verdadero, queden ensambladas y armonizadas las instituciones todas que han 
de dar cuerpo y disposición a la Historia del Derecho español. Ingentes ma- 
leriales que aun permanecen oeultos agravan el problema; pero sobre ello ha 


(12) Que deben sernos particularmente gratos a los espafioles por las exigencias de nues- 
tra Ley de Enjuiciamiento civil. y 

(*) MALDONADO Y FERNÁNDEZ DEL Torco, JósÉ: La condición jurídica del “nasciturus” en 
el Derecho español. Publicaciones del Instituto Nacional de Estudios Jurídicos. Serie 3.2. Mo- 
nografías de Derecho español. Número 2. Ministerio de Justicia y Consejo Superior de In- 
vestigaciones Científicas. Madrid, 1946. 270 págs. 
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de alzarse el estudioso, cuando sea dable, en la medida que las fuentes lo 
permitan, seguir la “linea de evolución total y el espíritu del mayor nümero 
posible de institueiones de Derecho privado, esas instituciones de las que se 
ha dicho que son en el método jurídico lo que los organismos en el biológico". 
Si el historiador del Derecho ha de tener por propia la urgenle tarea de dar 
à luz fuentes inéditas, tampoco cabe—y aquí hablamos también con pala- 
bras del autor—*que, amparándose cómodamente en el desconocimiento actual 
de muchas de ellas, deje detenida la marcha del trabajo de construcción”. 

Es conveniente, recomendable y necesaria la tarea de trazar cuadros en los 
que, a presencia de los materiales actualmente conocidos, se ofrezca una visión 
de todo un acaecer histórico. Se dirá que, a falta de una entera y agotadora 
recopilación de todos y cada uno de los datos que de hecho obran en un pro- 
ceso histórico general, la labor del investigador no puede alcanzar un grado 
de perfección. Por nuestra parte. advertiremos que un trabajo crítico y eru- 
dito, realizado. sobre un conocimiento cierto y minucioso de todas las fuentes, 
no puede acabar en el desmenuzamiento de datos y en el análisis riguroso 
y calculado de detalles. Cabalmente, tanto si se labora sobre todos los monu- 
mentos historiables, cuanto sobre alguno de ellos—y concretamente, sobre los 
hasta ahora conocidos—, es menester que el historiador, si quiere colocar el 
orden del espíritu por encima de un criterio formal, externo y movedizo, 
aporte a su tarea un arte singular de vaticinios y adivinaciones. En cualquier 
caso, toda anticipación a un conocer perfecto no resulta inútil, por aventu- 
rada que parezca, pues sobre el esbozo, sobre el cuadro general de escasas 
líneas, vendrá luego la pincelada cuidadosa que irá contorneando y nutriendo, 
con vivos colores y abundantes rasgos, el primero e impreciso retrato. 


El profesor MALDONADO, dominado por:el sano criterio de estudiar histó- 
ricamente el momento en. que empieza a darse la capacidad de derecho—que 
es esencia de la persona—, se sitúa en terreno de lograr una certera visión 
del problema, con todas las soluciones formuladas a través del ordenamiento 
jurídico español. Partiendo de una valoración de las aportaciones romana, 
germánica y cristiana, sigue paso a paso, a lo largo de un examen de las 
fuentes interesantes en la materia, las distintas etapas que ha recorrido, hasta 
dejarle encuadrado en el sistema de nuestro Derecho actual. La situación ju- 
rídica de “conceptus nondum natus”—que es el que mayormente resalta en 
las fuentes hispanas—se ve desembarazada de los problemas que entraña una 
teoría del *nondum conceptus", nacidos al abrigo de motivaciones diversas. 


En primer lugar, estudia MaLDoNaDO las cuestiones relativas a la adqui- 
sición de la capacidad jurídica y a la consideración del concebido en el De- 
recho romano, señalando con precisión las variantes a que la teoría de los 
derechos del “nasciturus” estuvo sometida en, las distintas épocas. Pone de 
relieve el autor la fuerte mutación que en tal teoría obró la corriente pris- 
tiana a la hora en que se consideró al concebido como portador de un alma 
propia. De seguido, examina los principios romanos y cristianos en el De- 
recho español, destacando el estudio que hace del Derecho romano vulgar y la 
“Lex Romana Visigothorum”, así como de los textos canónicos, ya sean los. 
recibidos en España, ya los formulados en nuestros propios concilios. En sín- 
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tesis luminosas, donde abundan interesantes observaciones, describe el autor 
el estado del problema en el Derecho visigodo, en el Derecho de la Alta 
Reconquista y en el sistema que produce la Recepeión. Especial tratamiento 
merece, en justa consideración de MALDONADO, el estudio de la literatura juri- 
dica española inspirada en los materiales del Derecho común, que dió lugar 
a la formación de un cuerpo de doctrina en torno al problema del “nasciturus”. 
A lo largo de este docto trabajo, el autor ha examinado la trayectoria his- 
{Orica que siguió el problema. De aquí va él, con gran acierto, al. examen del 
Derecho actual, abordando el estudio del principio general del artículo 29 del 
Código civil y sus aplicaciones en la legislación y en la. jurisprudencia. 
La obra del profesor MALDONADO es digna de ser recibida con la mejor sa- 
lutación. De una parte, es viva expresión del noble afán que empeña a un 
estudioso en contribuir a la tarea de elaborar una Historia del Derecho es- 
l pañol, poniendo primera y urgente práctica en la composición de monografías, 
fundamento a la larga de un edificio general. De otra, constituye un trabajo 
realizado por quien no cesa en rendir culto a unos estudios donde destaca por 
toda suerte de merecimientos. 
Juan IGLESIAS SANTOS 


Catedrático de la Universidad Literaria de Salamanca 


ARAGON Y LA SANTA 
SEDE (*) 


El año 1928 el conocido investigador PAUL KEHR, recientemente fallecido, 
presentó a la Academia Prusiana de Ciencias un estudio con el título ¿Wie und 
wann wurde das Reich Aragón ein Leben der roemischen Kirche? Esta mo- 
nografia, como en general las obras de KEHR, era muy rara en España. Por 
eso la Seeción de Zaragoza de la Escuela de Estudios Medievales ha prestado 
un excelente servicio a ia cultura patria al ponerla al alcance del publico 
espanol. 

El trabajo de KEnn tiene el mérito de esclarecer las relaciones de Aragón 
con la Santa Sede, preteridas por los historiadores espanoles, principalmente 
en dos puntos: infeudación del reino aragonés y sustitución en el mismo del 
rito mozárabe por el romano. ZURITA, apoyándose en un privilegio de Grego- 
rio VII, fué el primero en atribuir ambos hechos históricos al rey Ramiro I 
(+ 1063). Esta afirmación ha sido unánimamente aceptada por los historiado- 
res posteriores, con la única excepción del P. FLÓREZ. Pero el autor de la 
España Sagrada desconocía la bula de Gregorio VII a que se refiere Zurita, 
segün la cual el rey Ramiro fué, efectivamente, el primero en hacerse feuda- 
lario de la Santa Sede y el primero también en admitir la liturgia romana. 
Dieho privilegio es auténtico y su origina! se conserva en el Archivo Catedral 
de Jaca. Pero su contenido ¿merece crédito? í 


(*) P. Kemr: Cuándo y cómo se hizo Aragón feudatario de la Santa Sede. Estudio diplo- 
mático. Separata de Estudios de la Edad Media de la Corona de Aragón. Sección de Zaragoza, 
volumen I, págs. 185-226 (Zaragoza, 1945), 44 págs. y un facsímil, 24,5 x 17,5 cms. 
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Hay abundantes datos para demostrar que la lex toletana fué reemplazada 
por ía romana en Aragón el año 1071, reinando, uo Ramiro Ipso sul hiye 
Sancho Ramírez, quien hallándose en Roma el añó 1068 encomendó su persona 
y su reino al papa Alejandro II. De momento la cosa quedó así. El año 1087-88 
dió un paso más, prometiendo a Urbano II el pago de un tributo anual de 5u0 
Mancusos, y es entonces cuando él y su reino se hicieron tributarios de la 
Sede Apostólica. Un año después hizo efectiva Su. promesa por primera vez, 
entregando los 500 mancusos. El motivo de tal determinación es claro: obtener 
la protección de la Santa Sede contra los peligrosos monarcas vecinos. 

¿Cómo se compaginan estas afirmaciones con el contenido del privilegio 
de Gregorio VII? Esto es lo que constituye la ültima parte del trabajo de 
Kun. Un sutil análisis de la Bula, que carece de data, le lleva a la conclusión 
de que ésta debió ser compuesta en 1084-1085. Su transcripción, críticamente 
hecha, acompañada de otros interesantes documentos, puede consultarse en el 
apéndice. Los editores españoles se han cuidado de añadir una fotocopia de la 
misma. El traductor, buen conocedor del alemán, merecía mil plácemes si nos 
diera la versión castellana de las otras monografías de KEHR referentes a 
España, especialmente de la titulada Das Papsttu mund die Koenigreiche Na- 
varra und Aragon bis zur Mitte des XII. Johrhunderts. 


José GONI.GAZTAMBIDE 


LA COMUNION EN EL TRIDUO 
DE SEMANA. SANTA. (*) 


La contribución de las naciones de habla española a la investigación his- 
torica del culto cristiano ha sido hasta ahora prácticamente nula. No creemos 
que la obra del P. MeENDÍJUR venga a colmar esa laguna de las letras hispa- 
nas. Supone, sin embargo, un esfuerzo muy laudable, que bien merece ser 
destacado. * 

La investigación del P. Menpisur se limita a un punto concreto de la his- 
toria del derecho litúrgico: la licitud de la comunión en el triduo de Semana 
Santa en la Iglesia occidental. Esta limitación del tema no impide que, de 
paso, queden magníficamente ilustradas otras cuestiones de interés más amplio. 

Siguiendo el P. BrRowe (Die Kommunion an den drei letzten Kartagen, en 
Jahrbuch für Liturgiewissenschaft, X (1930), pp. 56-76), divide el trabajo en 
tres partes segün los dias del Triduo Sacro. Con gran lujo de textos y citas 
va perfilando con mano maestra la disciplina particular de las Iglesias en 
cada uno de los tres grandes períodos en que divide la historia de la Liturgia. 
A través de sus páginas puede seguirse perfectamente la línea evolutiva que 
ha ido marcando en este punto concreto la legislación eclesiástica. 

El P. MENDÍJUR recoge ampliamente en su estudio las conclusiones a las 
que el P. BnowE (ibid.) y el P. FERRERES ( Historia del Misal Romano, Barce- 


(*), P. ToMás DE MENDÍJUR, 0. M. C.: La comunión en el triduo de Semana Santa, Buenos 
Aires, 1945, XXXI-477 págs. (Tesis doctoral defendida en la Facultad de Derecho canónico de 


la Universidad Gregoriana.) 


FEN 
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lona, 1929, pp. 260-292) habían llegado ya respecto de Alemania y España, 
Pero la obra que presentamos es de un respiro mucho más amplio y supone 
un progreso indiseutible. 5 

Entre otras cosas llama poderosamente la atención la cantidad enorme de 
fuentes que ha consultado el autor. Quien conozca, por ejemplo, la riqueza 
de libros litúrgicos que nos ha legado el medievo, sabrá apreciar en su justo 
valor el esfuerzo que suponen estas páginas. El P. MENDÍJUR ha demostrado 
en ellas conocer bien la literatura litúrgica y estar familiarizado con las 
ediciones críticas modernas. Para convencerse basta una ojeada a las 11 pá- 


H 


ginas del “índice de obras" (pp. 467-477) (que a nuestro juicio hubiera podido 
llamar mejor “índice de fuentes”). Este indice puede ser un guión precioso 


para quien se.aventure a esta clase de investigaciones. 


El estudio en sí presenta partes de valor muy desigual. Cuando sigue, por 
ejemplo, las huellas de BROWE y FERRERES, se deja ver una mayor abundan- 
eia y seguridad. Se diría, en cambio, que otras veces llega'a olvidar que *il 
nostro secolo e di contentatura difficile”, como dijo ya de su siglo BENE- 
picro XIV. En muchos de sus razonamientos falta ese rigor crítico que es- 
tamos acostumbrados a ver en trabajos similares. Repase, por ejemplo, el lec- 
tor los capítulos dedicados a los orígenes litürgicos. Para afirmar el origen 
apostólico de un rito no basta la discutible autoridad de CARACCIOLO, BAILLET 
O LEUTERMAN (desconocidos todos ellos 0 poco menos). 


Dentro de cada perfodo el autor adopta generalmente la división geográ- 
fica. Sin pretender ir contra este método, que también sigue BROWE, nos 
atreveriamos a observar que se presta a fáciles confusiones. Por ejemplo, en 
el período que va del siglo V al XIV España conoció dos ritos diferentes. 
Convendra, pues, distinguir con toda claridad la práctica mozárabe de las nue- 
vas costumbres introducidas por la reforma gregoriana. Esta claridad se echa 
de menos algunas veces en la obra del P. MENDÍJUR. 


Nos va a permitir el autor una pequeña observación respecto a la biblio- 
grafía: una bibliografía exuberante, exageradamente exuberante. Al pie de 
las páginas van mezclados sin discriminación alguna autores de peso muy 
desigual. El lector hubiera agradecido un poco más de sobriedad y selección. 
Nada hubiera perdido la tesis del P. MENDÍJUR sin esa bibliografía anodina 
que con tanta probidad ha ido amontonando al pie de cada página. Muchos de 
los autores que en su obra cita con predilección no han merecido ser mencio- 
nados siquiera en los repertorios de literatura litürgica' de Hur, CALLEWAERT, 
MOHLBERG y OPPENHEIM. 


A pesar de estos pequenos reparos, la obra está llevada con seriedad y com- 
petencia. Quizá su único defecto sea esa exuberancia, que a veces quita cla- 
ridad y dificulta la lectura. 


lanacio DE OÑATIBIA AURELA |. 


Profesor del Seminario de Vitoria 
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FERNANDO EL CATOLICO Y 
EL CISMA DE PISA (*) 


Viene a eoronar esta obra otros meritorios trabajos del autor en torno a 
la polítiea de Fernando el Católieo, centrándola esta vez en el conflicto politi- 
co-religoso creado por el Cisma de Pisa. La actitud de Fernando frente al 
conciliábulo “se presenta ante nosotros como la obra maestra y definitiva de 
su vida de gobernante y el punto en que España, después de haber conseguido 
dar vida a una perfecta administración interna.y a una poderosa fuerza ar- 
mada por mar y por tierra, completa el euadro de su ascenso a gran potencia, 
creando el arte de la diplomacia y utilizándole sabiamente. Es la culminación 
de aquella gloriosa época de los Reyes Católicos, que en esta forma dejaban 
a sus sucesores todos los instrumentos del poder necesarios e indispensables 
a una nación que se siente llamada a batirse por el más noble de los ideales: 
la defensa de los principios cristianos” (pág. 31). 

Estas líneas, que forman el último párrafo de la Introducción, sintetizan 
admirablemente el fin y alcance de toda la exposición y hasta nos permiten 
entrever ya el tono apologista que el Dr. DOUSSINAGUE va a guardar en toda la 
obra, que aparece dedicada a los diplomáticos españoles, y era esperada con ' 
cierta ansiedad en los círculos históricos de la Gregoriana de Roma, en lo 
referente a los deseos del Rey Católico de que se definiera la supremacía jurí- 
dica del Romano Pontífice sobre toda la Iglesia. 


La primera parte comprende, en tres capítulos, los antecedentes del Cisma, 
las divergencias entre los aliados de Cambray, las pretensiones de Luis XII d2 
Francia en Italia y la tensión cada día más violenta entre. Francia y la Santa 
Sede, que culmina en el rompimiento con aquella nación hecho por Julio II. 


Los ambiciosos proyectos politico-religiosos acariciados por el Monarca 
francés eran alentados principalmente por el Cardenal D'Amboise, a quien 
la sacrílega impaciencia por llegar al Pontifieado, aunque fuera deponiendo en 
vida al legítimo Pontífice, ho le permitía aguardar a que tuviera lugar un 
cónclave y aparecer en él como candidato papable. : 

A su lado estaban otros Cardenales, entre ellos los españoles Bernardino 
de Carvajal y Francisco de Borja; reunidos en Milán los Cardenales rebeldes, 
publicaron el 16 de mayo de 1511 la convocatoria de un Concilio general, que 
había de reunirse el día 1 de septiembre del mismo año en la ciudad de Pisa. 

El sagaz político Fernando el Católico midió certeramente todas las con- 
secuencias político-religiosas de aquellos insensatos propósitos: Con un Papa 
francés, criatura suya, ¿quién impediría a Luis XII hacerse dueño absoluto 
de Italia? Era, pues, preciso esforzarse por ahogar en embrión aquellos gra- 
vísimos males. : 

Dos acciones entabló el Rey Católico (partes III y IV); una diplomática, 
dirigida a formar una alianza anglogermanoespaiiola y una Liga de estas na- 
ciones con Venecia y los Estados Pontificios para oponerse a Francia y re- 


(*) DoussiNAGUE, José, M.: Fernando el Católico y el Cisma de Pisa, Espasa-Calpe, S. A., 
(Madrid,.1946), 706 págs. 25 x 19 cms. 
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ducirla a la impotencia, pasando después al terreno de las armas y sosteniendo 
la guerra contra el Cisma. 


Es aquí donde brillan la prudencia y habilidad politicas del Monarca es- 
pañol y adonde el señor DOUSSINAGUE demuestra un dominio completo de la ma- 
teria, exponiendo mil detalles de aquellas lentas y laboriosas negociaciones, 


en las que Fernando el Católico se mostró muy superior a los Monarcas de su 
época. 


Después de una quinta parte, en la que de nuevo se exponen los esfuerzos 
pacificadores del Rey y el fin del Cisma, vienen como comprobantes de la obra 

5 Apéndices, documentos sacados en su inmensa mayoría de la Academia de 
la Historia y del Archivo de Simancas. 


Tal es el contenido de “Fernando el Católico y el Cisma de Pisa”, editado 
con la pulcritud y perfección a que nos tiene acostumbrados Espasa-Calpé. 


Prescindiendo de algunas afirmaciones algún tanto exageradas, permitasenos 
llamar la atención sobre dos puntos, fundamentalísimos ambos, en los que 
hubiéramos deseado mayor horizonte de luz. 


El Cisma de Pisa, episodio esencialmente eclesiástico, aparece amasado y 
nacido en un clima de tal densidad política, que le juzgamos insuficiente para 
hacer arrancar de su contraataque “el aspecto quizá más glorioso de la actua- 
ción exterior de España, propugnadora de la:verdadera interpretación dogmá- 
tica. definidora de las normas que son fundamento de la civilización cristia- 
na” (págs. 20-21). El Cisma de Pisa, provocado y sostenido por el Monarca 
“francés y con consecuencias funestas y muy previsibles para los intereses 
españoles en Nápoles, fué sin duda una ocasión propicia para que Fernando 
el Católico demostrara su talento político: pero, no se puede afirmar, sin 
incurrir en evidente exageración, que el Rey Católico nos dió con ello. como 
impulso y aspiración de nuestras acciones internacionales la defensa de los 
principios cristianos. DEW 


El sefior DOUSSINAGUE, al omitir en su voluminosa obra el Ahora Shit la 
evolución y trayectoria de las falsas ideas conciliares, ha omitido con ello un 
punto- capitalfsimo, verdadero enfoque del Cisma pisano. Superado ya para 
aquellos días el conciliarismo dogmático, gracias, en primer lugar, a los 
profundos eseritos del Cardenal espanol Torquemada, queda atin vivo el con- 
ciliarismo político, espada temible que los Principes solían esgrimir en sus 
sonflictos con Roma, como lo hizo el mismo Fernando el Católico con Ale- 
jandro VI y lo haría otro día su nieto, el gran Carlos V, en su carta al Colegio 
Cardenalieio de Clemente VIT. Que el Cisma de Pisa tenía mucho de este con- 
ciliarismo político es indudable, y la facilidad suma de su composición v 
arreglo definitivo lo demuestra con notoria elocuencia. Pero aun concedido 
esto, es evidente que, desde el punto de vista eclesiástico, la actitud del Mo- . 
narea francés no resiste el parangón con la adoptada por nuestros Católicos 
Monarcas, quienes, al fin y al cabo, no hicieron otra cosa que hablar recio v 
pisar fuerte en momentos delicados para la Cristiandad. 

Precisando estas diferencias, hubiera conseguido el señor DoUSSINAGUE no 
sólo adentrarse más en la esencia del conciliábulo, sino también cimentar 
mejor la corona de laureles que ha tejido para el ínclito Monarca aragonés: 


+ 
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Los preparativos para la participación de España en el Concilio de Le- 
irán, que el autor expone en las páginas 230-244 y en los Apéndices 40 ve Silo 
guientes, son una prueba palmaria de la labor restauradora llevada a cabo en 
nuestra Patria por prelados y varones insignes, que iniciaron la verdadera 
reforma eclesiástica con anterioridad al violentísimo ataque luterano. 


JESÚS SAN MARTIN 


Profesor del Seminario de Palencia 
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Sin cumplir aún un año nuestra REVISTA, ya la muerte la ha visitado, abrien- 
do un hueco en las filas de sus suscriptores. Razón será dedicar unas ílneas a 
la polifacética figura de quien lo llenaba, por tratarse de un excelente canonista 
español. 


Don José María Goy González. 


En el Palacio Episcopal de Vitoria, donde residía, coronó santamente su di- 
iatada carrera este ilustre sacerdote, Vicario general de aquella diócesis y Au- 
ditor numerario del Tribunal (actualmente en suspenso) de la Rota española. 

Nacido, de linajuda familia, en Astorga (1877), en su mismo seminario, tra- 
dicional y rico plantel de esclarecidos prebendados, inició los estudios eclesiás- 
ticos, que pasó a completar a Salamanca. Frecuentó allí con lucimiento aquel 
“Colegio de estudios superiores eclesiásticos”, que con visión tan clara y le- 
vantados designios trazó el gran Obispo agustino P. Cámara, queriendo en él 
para España lo que años después había de ser Lovaina para Bélgica. 

De entonces nos han quedado entre sus papeles dos prometedoras muestras. 
Sus apuntes de clase, uniformes, claros y esmerados, prenda de su futura labo- 
riosidad. Y el panegírico que predicó en la fiesta de San Raimundo de Peña- 
fort en 1912, año de su ordenación, en el que se preciben claros sus amores a. 
la Iglesia y a España, que habían de orientar su vida. 

Meses después volvía a su diócesis y en concreto al Seminario. Lo que esto 
suponía habría de contarlo, ya al fin de su vida, en una conferencia que sobre 
Seminarios dió en León: Clase de ocho y media a once de la mañana y de dos 
a cinco de la tarde. Y una retribución tan insuficiente que no ya el ayudar 
a su familia, sino aun la misma vida resultaba imposible. “La imperiosa nece- 
sidad de vivir—decía textualmente—me hizo coger los libros bajo el brazo y 
lanzarme limpiamente de catedral en catedral al calvario de las oposiciones.” 


Su claro talento y no comunes dotes le hicieron triunfar después de un par 
de intentos. En 1907 obtenía la canonjía doctoral de Calahorra. Poco des- 
pués iniciaba su “cursus honorum” con el cargo de Provisor y Vicario general, 
cue retuvo durante largos años. Al marchar de aquella diócesis, para la de San- 
tander, el Obispo don José Plaza le llevó consigo, continuando de Vicario ge- 
neral y haciéndole Maestrescuela. Al morir el señor Plaza quedó de Vicario 
capitular durante la vacante. , i 

Por entonces, poco más o menos, se le ofreció, en carta que se conserva, la 
Mitra de Cádiz, que él se negó a aceptar, siendo nombrado en 1928 Auditor de Ia 
Rota, en cuyas tareas participó activamente hasta el cese de este tribunal. 
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Parecía que nada impediría ya su merecido descanso, cuando la designa- 
ción en 1938 de don Carmelo Ballester para la sede de León vino a romperlo, 
pues, requerido por éste, aceptó el cargo de Vicario general, que continuó des- 
empefiando en Vitoria al ser trasladado allí (1943) dicho señor Obispo. Entre 
las no escasas ni leves ocupaciones de este cargo, aceptado con ejemplar abne- 
gación y sacrificio a causa de sus años y enfermedades, vino a encontrarle la 
muerte. 

No nos toca exaltar su figura como orador. Desde su lejano panegírico en 
Salamanca hasta su sermón en Begoña en 1944 son muchos los que predicó. 
Unos, en circunstancias humildes. Otros, en grandes solemnidades, como en la 
misa pontifical que León dedicó en 1939 a dar gracias a la Virgen del Camino 
por la victoria. Todos escritos cuidadosamente, acabamos de repasarlos y pode- 
mos testificarlo, en una prosa tersa, cuidada y castiza. 

Tampoeo es lugar éste para hablar de sus condiciones literarias. Enfermo 
en un pueblo de la montafia, escribió una novela, Susarón, que constituyó un 
éxito de crítica realmente notable. A duras penas se consiguió hace un par de 
años que consintiese su.reedición. Gran parte de su labor literaria queda oculta 
bajo el pseudónimo o el anónimo. Alguna vez alzó el velo, como en el romance 
histórico astorgano Las tres ramitas del roble, que, sin gran valor literario, 
resulta encantador por lo ingenuo, lindo, sentido y popular. 

Algo nos detendremos en el canonista. Brilló en especial en el terreno de 
lo práctico. Tenía intuición jurídica innata que admiraba a letrados de fama. 
Y esta cualidad adqurió un gran desarrollo a través de su dilatada práctica en 
la Rota y en las cuatro diócesis que como Vicario gobernó. Enterrados en los 
archivos quedan sus informes a los cabildos (alguno muy notable hemos leído, 
de su época en Calahorra), sus decretos sobre espinosas cuestiones y sus votos 
en la Rota. 

En cuanto a su labor científica, permanece, como la de tantos otros, casi 
inédita. Listas para la imprenta dejó una serie de 20 lecciones acerca de las 
Cortes castellano-leonesas (100 págs.), fruto de su intenso trabajo. Inédita está 
también la versión castellana, muy ajustada y castiza, de los libros IV y V del 
proyecto de Código canónico que se envió a los Obispos y él tradujo con pa- 
ciencia benedictina, transcribiendo hasta las fuentes. Y casi inéditos pueden 
considerarse, por su difícil hallazgo, los artículos publicados en 1917 en “El 
Pensamiento Astorgano” acerca del entonces nuevo Código. Mucho más hubiera 
podido escribir, pero le tocó vivir en tiempos poco propicios para ello. ¡Con qué 
sentimiento hablaba, en la conferencia a que arriba hemos aludido, del dolor 
de los sacerdotes españoles con sus obras inéditas por no poder correr el ries- 
go de editarlas! 


Una vió luz pública. He aquí su referencia bibliográfica exacta: 


Legislación Civil Española del Matrimonio, por el Dr. D. José M.* Goy 
GonZALEZ, Doctoral de Calahorra, Provisor y Vicario General de Calahorra y 
La Calzada (Calahorra-Barcelona, 1917), 1 vol. de 300 págs. 


En el prólogo, escrito en un estilo rico y chispeante, dice lo que aspira a 
que sea su libro: guía del clero en estos asuntos. En su mente iría completado 
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con un segundo tomo, acerca de la legislación canónica, que no llegó a publi- 
carse En el que vió la luz se aprecian una seguridad de ideas, una soltura de 
estilo y un conocimiento de la realidad realmente envidiables. 

Fué también maestro. Desde su cátedra, y à veces desde su cama, ensefió a 
muchas generaciones de sacerdotes el Derecho de la Iglesia. Ellos, y los letra- 
dos que le asaeteaban con sus consultas, y los que, como nosotros, tuvieron con 
$l relaciones de amistad o sujeción, no olvidarán nunca su prócer figura sacer- 
dotal, que entre continuos achaques y penosas enfermedades tanto y tan bien 
supo trabajar por el honor de la Iglesia y por amor a su queridísima España. 


LA SEGUNDA SEMANA DE DERECHO CANONICO 


De acuerdo con los deseos expresados en la primera, que se tuvo en Sala- 
manca en octubre del pasado año, se ha procedido a elaborar cuidadosamente 
un plan para otra reunión, cuya convocatoria suponemos será muy del agrado 
de nuestros lectores. 

Previos los convenientes tanteos y asesoramientos, podemos ya anticipar, a 
reserva de los detalles que, una vez precisados, se recogerán en programa apar- 
te, que se ha fijado la celebración de esta reunión para la primera quincena de 
mayo de 1947, en días que se anunciarán, en Madrid. 


El tema central será Recepción mutua del Derecho canónico y civil según el 
sistema jurídico moderno. El desarrollo que se proyecta comprende los siguien- 
tes temas parciales, que están siendo distribuídos entre diferentes especialistas: 


Introducción: Posición del Codex iuris canonici en el sistema jurídico es- 
pañol. 


I. La libertad religiosa, el fin religioso del Estado, el laicismo y la recep- 
ción del Derecho canónico en el Estado moderno. 
II. La sanación in radice y sus efectos en Derecho civil. 


III. Repercusión civil de las limitaciones canónicas de la capacidad civil 
de los religiosos y de los clérigos. 


V. La legislación española, liquidadora de las situaciones producidas por 
las leyes del matrimonio civil y del divorcio. 


VI. La teoría de la ineficacia de los actos jurídicos en el matrimonio ca- 
nónico. 


VII. La recepción del Derecho de obligaciones y de contratos operada por 
el Codex Iuris Canonici. 


VIII. La recepción civil de las causas de nulidad y disolución del rato y 
la delegación de las causas de separación a favor de los tribunales civiles. 


IX. La ejecución de las sentencias canónicas de nulidad y de separación, 
según el Código civil español. 

X. La renuncia al divorcio según el Concordato portugués en relación con 
el Derecho público y el carácter institucional del matrimonio. 
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XI. El matrimonio de urgencia, según el Concordato portugués. 
XII. El llamado Derecho eclesiástico estatal. 


Con la necesaria anticipación se editará un programa con los detalles, de 
días, locales, ponentes, etc. que se enviará a todos los suscriptores de esta 
Revista. ' : 

L. DE E. 
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JAIME SAEZ GOYENECHEA (Profesor del Seminario de Vitoria): La situacién juridica 
actual de la Acción Católica. Págs. 585-613. 


I. Desenvolvimiento del estudio jurídico de Acción Catélica.— Un nuevo derecho 
corporativo? Breve síntesis de los primeros pasos. Segunda etapa jurídica. Preocupación 
de los canonistas. 

.ll. El puesto que le corresponde en el Derecho: la Acción Católica es por lo menos 
persona jurídica.—La Acción Católica es asociación "stricto sensu" religiosa. Recomen- 
dación, aprobación, decreto de erección. Diversas categorías de personas: división de pa- 
receres. La Acción Católica no conviene con ninguna de las asociaciones especificadas en 
el Código canónico. Las asociaciones erigidas. Sentencias de los canonistas espafoles. 

III. Posibilidad de que la Acción Católica llegue a ser persona “a iure”.—Los cano- 
nistas y las personas "a iure". Personas püblicas y privadas en la Iglesia. Conclusión. 


. MARCELINO CABREROS DE ANTA, C. M. F (Catedrático de la Universidad Pontificia 
de Salamanca): Los estatutos en el Código de Derecho Canónico. Págs. 615-641. 


Aunque el Código de Derecho Canónico inserte en su libro de normas generales una 
detallada regulación de la norma jurídica, faltan, sin embargo, cánones ordenadores de la 
materia estatutaria. El autor trata en este estudio de trazar las líneas generales de tal 


ordenamiento. Para ello examina: 


1) La noción de los estatutos, en su triple acepción. 
2) Su división. 

3) Sujeto activo y pasivo. 

4) Interpretación. 

5) Los estatutos en el tiempo y en el espacio. 


6) Los estatutos y la ley. 
7) Fundamento jurídico de la cláusula final del canon 22. 


8) Revocación del estatuto. 


BasiLio DE Rubí, O. F. M. Car.: El maestro de espíritu de los escolares religiosos 
segun el Código de Derecho Canónico. Págs. 643-667. 


Después de una introducción histórica y de la descripción de las fuentes que sirvieron 
para la redacción de los vigentes cánones se estudian: 

1.2 Que está expresamente legislado en los cánones 587 (constitución de la casa de 
estudios), 588 (formación religiosa de los escolares) y 587 (formación científica). 

2.2 Cuál sea, en virtud del canon 588, la figura jurídica del maestro espiritual, para 
lo cual: 

a) Se establece una comparación entre éste y el maestro de novicios en cuanto a su 
constitución, cualidades, atribuciones, jurisdicción, formación que ha de dar, separación 
y obligación de residencia. | > P 

b) Una comparación similar se hace respecto al director espiritual en los Seminarios 
diocesanos en cuanto a confesiones, dirección espiritual y disciplina. 
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3.° Se describe, finalmente, la figura juridica del maestro de espiritu como director 
espiritual de los escolares y como maestro de novicios. 

El estudio termina formulando unas conclusiones en las que se recogen los resultados 
de la investigación. 


Lorenzo RopnícuEZ SoriLLo, S. I. (Catedrático de la Universidad Pontificia de Co- 
millas): La obligatoriedad de las leyes civiles en conciencia. (Continuación.) Págs. 669-695 


Continuando la materia expuesta en el anterior artículo, examina el autor en éste: 

1) Las opiniones de los civilistas y moralistas de nuestros días. 

2) Las conclusiones que de lo investigado se deducen. 

3) La obligatoriedad de las leyes civiles actuales, deteniéndose en particular en la 
explicación y examen de los argumentos de la teoría del P. A. VERMEERSCH, S. I. 


CLEMENTE PujoL, S. I. (Profesor del Pontificio Instituto Oriental de Roma): El pro- 
blema del bautismo de los fetos abortivos informes: planteamiento y primera solución. Pá- 


ginas 697-720. 


El planteamiento del problema de los fetos abortivos informes en. orden a su bautismo 
puede decirse que fué obra de la célebre Disputatio que en 1658 publicó el clérigo regu- 
lar de la Madre de Dios JERONIMO FIORENTINI. 

La causa de que tal planteamiento no se hiciese antes fué la teoría, firmemente sostenida 
por todos en la Edad Media, de la infusión retardada del alma en, el cuerpo. Después de 
examinar las opiniones en la época anterior a FIORENTINI, tanto adversas como favorables, 
sé estudia con más detalle la obra de éste en general, los argumentos que utiliza y conclu- 
siones a que llega. 

Se describe a continuación la acogida que el libro obtuvo, pronunciándose unos a favor 
y otros en contra. Después de una intervención de la S. C. del Indice, el autor lanzó una 
segunda edición, en la que añade tres nuevas disputationes destinadas a resolver dificulta- 
des y a aducir nuevos argumentos sacados de la célebre Bula "Sollicitudo", de Alejan- 
dro VII. 

Cierra el trabajo un resumem de las vicisitudes de la teoría de la animación inmediata, 
en el que aparece cómo fué gradualmente extendiéndose entre los autores. 


DOCUMENTOS Y JURISPRUDENCIA COMENTADOS 


Laureano Pérez MIER (Catedrático de la Universidad Pontificia de Salamanca): 
El Convenio español para la provisión de beneficios no consistoriales. Págs. 723-775. 


Comienza el autor señalando el entronque del presente Convenio con el precedente de 
7 de junio de 1941, y, antes de entrar en la exégesis del texto del Convenio, fija las dife- 
rencias que separan al actual derecho de presentación del Jefe del Estado del Real Pa- 
tronato anterior. 

Viene luego el comentario del Convenio artículo por artículo; después de exponer el 
principio que informa el Convenio (arts. 1.” y 2.°), el autor toca, entre otros, los puntos 
siguientes : 

a) La cuestión de las reservas pontificias se trata ampliamente, examinando la disci- 
plina anterior al Código y el Concordato español de 1753, la disciplina dtl Código sobre 
las reservas, así como su implantación después del Código y los Concordatos de la post- 
guerra, con el comentario al artículo 3.” 
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b) Las modalidades que adopta el derecho de presentación del Jefe del Estado (ar- 
tículos 3.° y 6.°). 

c) Al tratar de las canonjias de oficio y de las canonjías y beneficios de oposición 
(artículos 4.” y 5.°), se toca la cuestión de los grados académicos y de la imposición de 
cargas; especialmente esta Ultima se trata más in extenso. 

d) En el comentario al artículo 7.°, las condiciones de idoneidad o capacidad de los 
candidatos en orden al concurso u oposición son determinadas por el derecho comin, el 
derecho particular y la ley fundacional. 

e) En el artículo 8.° se examinan las excepciones de las reservas que se contienen en 
el mismo, para lo cual se distinguen tres partes en él. 

f) Valora el autor el alcance del artículo 9.°, que trata de las dotaciones de los 
beneficios. 

g) Y, finalmente, se examinan las disposiciones transitorias y la cláusula final del 
artículo 10, que cierran el Convenio. s 


El autor recoge también en el comentario las notas de la Nunciatura Apostólica y de! 
Ministerio de Asuntos Exteriores anejas al Convenio. 


NOTAS 


J. A. EcunEN, S. I. (Profesor de Derecho canónico en Zi-Ka-Wei, China): A pro- 
pósito de la traducción china del Código de Derecho Canónico. Págs. 779-791. 


El Excmo. Sr. Vicario de Tsinanfú, Fr. Cirio Roporro Jarre, O. F. M., ha pu- 
bicado en 1943, ayudado por el jurisconsulto chino Li-Ki-JEN, una traducción a la len- 
gua de aquel inmenso pais del Código canónico. Esta publicación ofrece ocasión al P. Ecu- 
REN para examinar los antecedentes y la trascendencia de la versión realizada. Para ello se 
ocupa sucesivamente de los siguientes puntos: 


I. La introducción del Derecho canónico en China. 
II. La adaptación del Derecho común. 
III. El Derecho comin y el primer Concilio plenario chino. 
IV. La traducción del Código recientemente aparecida. 
Se ocupa el autor de las dificultades no pequeñas que hubo que salvar, nota los aciertos 
que se han conseguido y recoge las objeciones presentadas, en especial por el P. FRANCISCO 
THERY, gran parte de las cuales podrían recogerse en una ulterior edición. 


ANASTASIO GUTIÉRREZ Git, C. M. F. (Profesor del Colegio Mayor de Santo Do- 
mingo de la Calzada: El tratado “de legibus" del R. P. Lucio Rodrigo, S. I. Págs. 793-814. 


Después de presentar brevemente al autor de la obra estudiada, se examinan en esta 


nota: 

1) La estructura del tratado, j Yer $ 

2) Sus características metodológicas: orden seguido, criterios para la inclusión de 
materias, método, estilo y lenguaje. j 

3) Caracteres internos: científico, doctrinal-dogmático, filosófico y muy personal. 

4) Algunas conclusiones de especial interés, valorándose las opiniones sustentadas por 
el autor acerca de veintidós cuestiones particularmente agitadas en la actualidad. 


José GoÑı GAZTAMBIDE (Profesor del Seminario de Pamplona): Un decenio de estu- 
dios sobre el Dr. Navarro, D. Martin de Azpilcueta (1936-1946). Págs. 815-831. 
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Después de recordar los principales estudios acerca de este célebre canonista anteriores 
a 1936, el autor examina y critica los que en el ultimo decenio han aparecido. 

De una manera especial se detiene en los trabajos de MARCEL BATAILLON, sobre su 
relación con Erasmo; del P. LAMADRID, acerca de su doctrina sobre el sujeto del dominio 
de los bienes eclesiásticos; del P. Lopez ORTIZ, sobre su significación científica; en la 
tesis doctoral de D. EuLocio CasrANEDA, El Dr. Navarro... y la doctrina del poder in- 
directo; en el estudio de D. ALBERTO ULLASTRES sobre sus doctrinas económicas y al- 
gunos otros de menor importancia, 

Se resume también un trabajo del propio autor acerca de por qué el Dr. Navarro 
no fué nombrado Cardenal. 
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Eus T UDANA 


JacoBus SAEZ GOYENECHEA (in Seminario Victoriensi Professor): Actionis Catholicae 
praesens positio iuridica. Pp. 585-613. 


I. Disciplinae iuridicae Actionis Catholicae incrementum—Actio Catholica novum 
ius corporativum? Primi gressus perbrevis adumbratio. Subsequens evolutio iuridica. Ca- 
nonistarum sollicitudo. 

IL Locus proprius Actionis Catholicae in Iure: Actio Catholica est saltem persona 
iuridica.—Actio Catholica associatio “stricto sensu" religiosa. Commendatio, approbatio, 
decretum erectionis. Personarum variae species: varietas sententiarum. Actio Catholica non 
est ulla ex associationibus in Codice enumeratis. Associationes erectae. Sententiae canonis- 
tarum in Hispania. 

III. Opinio quae tenet Actionem Catholicam probabiliter futuram esse personam "a iure" 
Doctrina canonistarum circa personas “a jure”. Personae publicae et privatae in Ecclesia. 
Conclusio. 


MARCELINUs CABREROS DE ANTA, C. M. F. (in Pontificia Universitate Salmanticensi 
Magister): Statuta in Codice luris Canonici. Pp. 615-641. 


Etsi liber I Codicis—Normae generales—plura minutatim contineat circa legem, ut est 
iuris regula, desunt tamen in ipso canones statuta digerentes. Auctor suo studio intendit 
prima lineamenta ducere huius ordinationis iuridicae. Quem in scopum perpendit: 


1) Notionem statutorum in triplici sua acceptione. 
2) Ipsorum divisionem. 

3) . Subiectum activum et passivum. 

4) Interpretationem. 

5) Statuta pro diversitate temporum et locorum. 
6) Relationem statuta inter et legem. 

7) Rationem iuridicam commatis postremi can. 22. 
8) Statuti revocationem. 


Basitius a Rus, O. F. M., Car.: Magister spritus pro religiosis studentibus iuxta 
Codicem luris Canonici. Pp. 643-667.. 


Praemissis introductione historica atque descriptione fontium qui canonum vigentium 
redactioni inserviere, scriptor agit: 

1.2 De his quae expresse praescripta sunt canonibus 587 (constitutio sedis studiorum), 
588 (religiosa institutio religiosorum studentium) et 589 (eorum institutio scientifica). 

2^ Describit iuxta can. 588 lineamenta praefecti seu magistri spiritus; quod ut faciat: 

a) Comparationem instituit hunc inter et magistrum novitiorum quoad nominationem, 
qualitates, facultates, potestatem, institutionem utrique commissam, separationem a commu- 
nitate atque obligationem legis residentiae. 

b) Simili modo fit cum directore spiritus pro Seminariis dioecesanis in his quae respi- 
ciunt confessiones, directionem spiritus atque disciplinam. 

3.2 Postremo auctor describit magistrum spiritus velut directorem spiritus pro religiosis 
studentibus' magistrumque simul novitiorum. Studium absolvitur conclusionibus quae paucis 
comprehendunt summam inquisitionis peractae. 
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LAURENTIUS RODRIGUEZ SoriLLo, S. I. (in Universitate Pontificia Comillensi Magis- 
ter) : De obligatione legum civilium in conscientia. (Continuatio.) Pp. 669-695. 


Insequendo argumentum praelibatum in studio praecedenti ipsius auctoris explanat: 


1) Sententias tam cultorum iuris civilis quam moralistarum aevo hodierno, 

2) Conclusiones ex peracta inquisitione deductas. 

3) Obligationem legum civilium hodiernarum, atque gressum sistit in expositione atque 
trutina rationum propositarum a P. A. VERMEERSCH, S. I. 


CLEMENS PujoL, S. I. (Pontificii Instituti pro Orientalibus Romae Professor): De bap- 
tismo foetuum abortivorum informium : quaestionis propositio atque solutio prima. Pp. 697-720. 


Quaestio foetuum abortivorum informium in ordine ad baptismum proposita fuit vi cele- 
bris disputationis quam anno 1658 publici iuris fecit HYERONIMUS FIORENTINI, clericus 
regularis a Matre Dei. 

Ratio vero cur haec quaestio prius locum non habuerit, fuit nempe theoria, medio aevo 
firmiter ab omnibus defensa, quae tenebat animam corpori infundi non statim seu in primo 
conceptionis instanti sed multo post. Auctor recensitis sententiis scriptorum FIORENTINI prae- 
cedentium, discusse considerat illius scriptum, rationes et conclusiones. Deinde enarrat suc- 
cessum operis FIORENTINI tributum, prolatis testimoniis pro et contra disputationem. Inter- 
veniente vero S. C. Indicis, FIORENTINI opus summ de novo edidit, cum additione trium 
disputationum tum ad solvendas difficultates tum proponendo. nova argumenta deducta ex 
Alexandro VII in celebri Bulla “Sollicitudo”. 

Studium absolvitur brevi enumeratione vicissitudinum quas passa est theoria animationis 
immediatae, et ex hac enumeratione apparet indesinens progressus illius doctrinae intet 
auctores. 


IL DOCUMENTA ET IURISPRUDENTIA: COMMENTARIA 


LauREANUs PEREZ MIER (in Pontificia Universitate Salmanticensi Magister): Con- 
ventio hispanica circa beneficiorum non consistorialium provisionem. Pp. 723-775. 


Initium sumit auctor connexione huius Conventionis cum praecedenti diei 7 junii 
anni 1941, atque priusquam commentarium textus aggrediatur, differentias, inter hodier- 
num ius praesentationis supremo Civitatis Rectori tributum atque Regium Patronatum an- 
tecedens statuit, Subsequitur commentarium. Conventionis de articulo in articulum; eluci- 
dato nempe principio quo integra Conventio innititur (arts. | et 2), scriptor haec, inter 
alia, attingit: 

a) Quaestio de reservationibus pontificis amplam recipit expositionem, agitatis nempe 
disciplina ante Codicem una cum Concordato hispanico anni 1753, disciplina Codicis eius- 
que in praxim deductione simul cum praescriptis concordatorum recentiorum, atque exe- 
gesi art. 3, 

b) Arts. 3 et 6 agit de propietatibus hodierni iuris praesentationis supremo Civitatis 
Moderatori concessi. 

c) Relate ad canonicatus de officio et ad canonicatus et beneficia per concursum 
(arts. 4 et 5), scriptor quaestionem movet circa gradus academicos atque onerum imposi- 
tionem, hocque postremum argumentum singillatim pertractatur. 

d) In commentario art. 7 candidatorum qualitates seu conditiones idoneitatis ac ca- 
pacitatis in ordine ad concursum stabiliuntur iure communi, iure particulari atque lege 
fundationis. 
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e) In art. 8 expenduntur exceptiones reservationibus pontificiis appositae huncque in 
finem trés partes distinguuntur in Ipso. 

f) Scriptor accurate perpendit vim art. 9 qui agit de dote beneficiis assignata. 
f g) Postremo auctor recenset praescripta transitoria simul cum praecepto quo absol- 
vitur Conventio, quaeque art. 10 continentur. 
: Sub commentario veniunt etiam notae a Nunciatura Apostolica atque a Ministerio 
Negotiorum Exterorum communi consilio exaratae et Conventioni annexae. 


TTAN O VUO LA E 


J. A. EGUREN (luris canonici Professor in Zi-Ka-Wei, Cinae): Circa versionem ci- 
nensem Codicis luris Canonici. Pp. 779-791. 


Excmus. D. Fr. Cyritus RopoLFo Jarre, O. F. M., Vicarius apostolicus in T'sinanfu, 
adiutus opera iurisconsulti cinensi Li-Ki-JEN, publici iuris fecit anno 1943 Codicis iuris 
canonici versionem in liguam vernaculam illarum gentium. Ex quo opere, occasionem arri- 
pit P. EGUREN inmorandi haud minus in discussione operum praecedentium quam in mo- 
mento huius versionis. Hunc in scopum ordinatim agit: 

I. De iuris canonici introductione in regione cinensi. 

II. De iuris communis accomodatione. 

III. De iure communi in I Concilio plenario cinensi. 

IV. De versione Codicis nuperrime confecta. 

Scriptor incumbit discussioni non levium difficultatum operi obstantium, versionis me- 
ritum describit et postremo colligit obiectiones labori appositas maxime a P. F. THERY, 
quaeque magna ex parte non essent difficilis emendationis in subsequenti editione. 


ANASTASIUS GUTIÉRREZ GIL, C. M. F. (in Coleg. Max. S. Dominici a Calzata Ma- 
gister) : Tractatus de legibus a R. P. Lucio Rodrigo, S. I., prolatus, Pp. 793-814. 


Scriptor breviter describens merita auctoris huius operis, immoratur in: 

1) Constitutione huius tractatus. 

2) Proprietatibus methodicis, nempe: ordine observato, rationibus quibus ductus haec 
includit expungens illa, methodo, sermoni et modo dicendi. 

3) Qualitatibus internis, seu valore scientifico operis atque doctrina dogmatico-philo- 
sophica, nervosam singularitatem prae se ferente. 

4) Sistit in discussione aliquarum conclusionum ob peculiare momentum, atque hoc 
modo auctor notulae in trutinam revocat viginti duas quaestiones ex his quae maxime agi- 
tantur. 


Joseph GoN1 GAZTAMBIDE (in Seminario Pampilonensi Professor): Decennium studio- 
rum circa Drem. Navarrum, D. Martinum de Azpilcueta (1936-1946). Pp. 815-831. 


Memoratis praecipuis scriptis quae hac de re ante annum 1936 prodiere auctor agit et 
iudicium suum profert circa opera quae inde ab a. 1936 publici iuris facta sunt. 

Mentis aciem vertit praesertim in studia: MARCEL BATAILLON de consuetudine Eras- 
mum inter et Drem. Navarrum; P. LAMADRID circa ipsius doctrinam de subiecto dominii 
bonorum ecclesiasticorum; P. Lopez Ortiz de merito scientifico ipsius; in thesim ad! lau- 
ream a P. EuLocio CASTAÑEDA prolatam “Dr. Navarrus et doctrina de potestate indi- 
recta”; in studium denique D. ALBERTI ULLASTRES de doctrinis oeconomicis Dris. Na- 
varri, aliis studiis minoris momenti non penitus omissis. 

Auctor paucis comprehendit proprium studium inquirens rationes ob quas Dr. Navarrus 
non est evectus in Cardinalatum. 
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I Sebel DE S 


JAIME Saez GOYENECHEA (Professor at the Seminary of Vitoria): The present juridica! 
status of Catholic Action. j 


I. Evolution of the juridical study of Catholic Action. A new corporative law? Brief 
synopsis of the first stages. The second juridical stage. Point of interest for canonists. 

II. The legal status due to Catholic Action is at least this: that Catholic Action is 
a religiosus association in the strict sense of the word. Recommendation, approval, decree 
of erection. Different classes of persons: different opinions. Catholic Action is different 
from all the associations specified in the Code of Canon Law. Erected Associations. The 
opinions of Spanish canonists. 

III. The Possibility of Catholic Action’s becoming a person “a jure". Canonists and 
persons “a jure’. Public and private persons in the church. Conclusion. 


MARCELINO CABREROS DE ANTA, C. M. F. (Professor at the Pontifical University of 
Salamanca) : Statutes in the Code of Law. 


Though the Code of Canon Law contains, in ist book of General Rules, a detailed 
ruling on the juridical norm there are honever no canons regulating the matter of statutes. 
'The authors aim, in this study is to indicate the general outlines of such a legislation. In 
order to do this, he examines: 


1) The nation of statutes in their threefold acceptation. 

2) The division of statutes. 

3) Their active and passive subjects. 

4) The interpretation of statutes. 

5) Statutes in time and space. 

6) Statutes and law. 

7) The juridical foundation of the final clause of canon 22. 
8) The revocation of statutes. 


BasiLio DE Rust, O. F. M. Car.: The Spiritual Prefect of Student-religious according 
to the Code of Canon Law. 


After an historical introduction and a description of the sources used in drawing up 
the canon now in force, he studies: l 

1. What is expressly laid down in canons 587 (the setting up of a house of studies), 
588 (the religions formation of the students) and 589 (their scientific formation). 

2. What should be, in virtue of canon 588, the juridical status of the Spiritual Prefect: 
For this purpose: 

a) The Spiritual Prefect is compared with the Novice Master with regard to their 
appointment, qualifications required, jurisdiction, the formation they are to give, their sepa- 
ration from the Community, and their obligation of residence. 

RES e 
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b) A similar comparisom is made with regard to the Spiritual director of Diocesan 
Seminaries regarding confessions, spiritual direction and discipline. 

3. Finally, there is a description of the Spiritual Prefect’s legal status as spiritical direc- 
tor of the students and as Novice Master. 

The study ends with some conclusions summarizing the results of the investigation. 


Lorenzo RoDRIGUEZ SoriLLo, S. I. (Professor at the Pontifical University of Co- 
millas): The Binding-force in Conscience of Civil Laws. (Continued.) 


As a continuation of his previons article the author examines in the present one: 


1) The opinions of present-day civil lawyers and moral theologians. 

2) The conclusions arrived at in his investigation. 

3) The binding force of present civil laws, devoting particular attention to the expla- 
nation and examination of the arguments for Father VERMEESCH'S theory. 


CLEMENTE PujoL, S. I. (Professor at the Institute of Oriental Studies, Rome): The 
Problem of baptism of Abortive Foetus: Presentation and first solution. 


The presentation of the problem of the baptism of abortive foetus may be said to to 
be due to the "Disputatio" published in 1658 by GrnoNiMo FIORENTINI, Clerk regular of 
the Mother of God. 

The reason why the problem was not brought up before may be found in the theory of 
the delayed infusion of the soul into the body-a theory sustained by all in the Middle 
Ages. After examining both favourable and adverse opinons of the perid prior to Fio- 
rentini, there is a more detiled study of the latter’s work in general, of the arguments which 
he uses and of the conclusions at which he arrives. 

There follows a description of the welcome which the book received, some being in 
favour, and others boeing opposed to it. After the Sacred Congregation of the Index had 
intervened, the author brought out a second edition, in which he adds tharee new "disputa- 
tiones", destined to solve difficulties and to adduce new arguments taken from the famous 
Bull “Solicitudo” of Alexander VII. 

Finally there is a summary of the vicissitudes of the theory of immediate animation 
showing how it gradually spread among the authors. 


II. COMMENTS ON DOCUMENTS AND JURISPRUDENCE 


LAUREANO PEREZ Mier (Professor at the Pontifical University of Salamanca) : The 
Spanish Agreement for the filling of non-Consistorial Benefices. 


The author begins by pointing out the connection between the present agreement and 
the preceeding one of july 7 the 1941, and then, before beginning the exegesis of the text 
of the agreement, the notes differences between the present right of presentation of the Head 
of the State and the Royal Patronage of former times. 

Then there is a commentary on the agreement article by article. After expounding 
the principle underlying the agreement (articles | and 2), the author touches-on, among 
ctches, the follow points: l 

a) A full treatment of the question of Papal reservations examining: a) the discipline 
prior to the Code and the Spanish Concordat of 1753; 2) the ruling of the Code itself 
on reservation and its stabilization after the Code togethen with post-war Concordats; 
3) a commentary on article 3. 
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b) The peculiarities of the Head of the State’s right of presentation (articles 3 and 6). 
j c) Dealing with “de officio” canonries, and canonries and benefices by apposition 
(articles 4 and 5), he treats of the question of academic degrees and the imposition of extra 
duties, this latter point being dealt with at particulary great length. 

d) In the commentary on art. 7 the conditions required in candidatos for appositions 
are determined according to conmon law, particular law and the law attached to the 
foundation itself. t 

e) In article 8, he examines the exceptions from the law of reservation which the ar- 
ticles contains, the article itself, for this purpose, being, divided into the free parts. 

f) The author deals with the latent of article 9, which deals with the endowing of 
benefices. 

g) Finally, there is an examination of the temporary arrangements and the final clause 
of article 10, which close the agreement. 

The author also includes in his conmentary the Notes of the Apostolic Nunciature and 
the Ministry of Foreign Affairs, which are annexed to the agreement. 


fet. N OT ES 5 


J. A. Ecuren, S. I. (Professor of Canon Law at Zi-Ka-Wei, China): The Chinese 
Translation of the Code of Canon Law. : 


In -943, the Rt. Rv. Vicar Apostolic of Tainanfi, Mgr. CiriLo RopoLro JARRE, 
O. F. M., assisted by the jurist Li-K1-JEN, published a translation of the Code of Canon 
Law in the language of that immense country. The publication gives occasion to Father Y 
Eguren to examine the antecedents and the transcendency of the version that has been pro- 
duces. To do this, he deals in turn with the following points: 

I The introduction of Canon Law into China. 


II. The adaptation of Common Law. 
III. The Common Law and the first Chinese Plenary Council. 


IV. The recent translation of the Code. RE v 
He treats of the difficulties encountered-which were by no means smallshe, points Be 
cut the success that has been achieved and summarizes the objections which have been Pan 
put Forward, especially by fathen Francisco Théry, and a great number of which could be E 


gathered together in a later edition. 


ANASTASIO GUTIERREZ GIL, C. M. F. (Professor at the Mayor College of Santo Do- 
mingo de la Calzada): The Treatise "De legibus" of Father Lucio Rodrigo, S. "P 


After a brief introduction to the author of the work in question; there follow a study of: 


1). The structure of the work. M Er ai 

2) Its methodolical characteristics: the order followed, criteria used for deciding the 
inclusion of matter, method, style and language. y 

3) Its internal characteristics; scientific, doctrinal, dogmatic, philosophical and quite 


personal ones. eli: "n l 
4) Some particularly interesting conclusions, reviewing the opinions which the author 
sustains on twenty-two questions which are the subject of much debate at the present time. 


José Goñi GAzTAMBIDE (Professor at the Seminary of Pamplona): A decade of stu- 
dies on Dr. Navarro, D. Martin de Azpilcueta (1936-1946). 


COT UE ES 


examines and criticizes those which have appeared in the last decade. E— 

He pays special attention to the following works: to that of MaRcEL BATAILLON on 
AZPILCUETA's relation with Erasmus; that of Father LAMADRID on his theaching concer- 
nig tne subjict of dominion of ecclesiastical goods; to that of Father López Ortiz on — 
his scientific importance; to the doctrate thesis of D. Eupoxio CasrANADA “El Doctor 
Navarro and the doctrine of indirect power"; to the study made by D. ALBERTO ULLAs- 
TRES on his economic doctrine, and to some others of less importance. 

There is also a summary of a work, by the author himself as to why Navarro was | 
not created a Cardinal. l 


After recalling the principle. studies on this famous Canonist prior to 1936, the 
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